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cerc €bITORIAL ANDANT< 


PRESENTACION 


Esie libro reproduce las versiones revisadas de diversas 
ponencias presentadas al seminario internacional “Procesos 
de democratización y consolidación de la democracia”! or- 
ganizudo por el área de ciencia política del Centro de Estu- 
dios de la Realidad Contemporánea (CERC) de la 4cade- 
mia de Humnanisno Cristiano y que se celebró en abril de 
1984 

Entonces, como tembién ahora, la transición era un te- 
ma de intensa preocupación por parte de los cientistas so- 
ciales debido a la oleada «de procesos de democratización 
ocurridos en el sur de Europa y América Latina. De ello da 
cuenta una creciente bibliografía y la realizuición de múlti 
ples conferencias y reuniones, El seminario cel CERC no 
prescindió de esas experiencias, sino que trató de aprove- 
char los conocimientos ¡ogrados cn anterio”es eventos aca- 
démicos, como el orgcnizado por el Centro de Investigacio- 
nes Sociológices le Madrid en dicienibre de 1979; por The 
Woodrow Wilson Center - Latin American Program, 1980- 
21; por la Fundación R>imers, Bud Hamburg, en mavo de 
1982; por el Institute of Latin American Studies de la 
Universidad de North Carolina y ei Instituto de Coopera- 
ción Iberoamericano (ICI) en Chapei Hill, en mayo de 1983; 
por el Instituto de Estulios Internacionales de la Universi 
dad de Chile, en junio de 1983: y por la Universidad de 
Belgrano, Buenos Aires, en agosto de 19853. 


El seminario del CERC, además, quiso encarar un € ema 
que en ese momento todavía no recibía la pi que Ñ le- 
ne hoy y que constituye el principal desafío de los re Os 
órdenes políticos. la consolidación de la democracia. Asi- 
mismo, se enfatizó el análisis comparado de los casos del 
sur de Europa y América Latina, sin desatender el estudio 
de los principales casos. 

La complejidad del tema exigió preparar adecuadamente 
el seminario del CERC. Para ello se realizó un seminario 
preparatorio el 7 y 8 de septiembre de 1983 con la partici- 
pación de los profesores Enrique Balo yra, Rafael López 
Pintor y Leonardo Morlino, en el cual se hizo una evalua- 
ción de las reuniones y estudios sobre la transición a la 
democracia, se debatió el temario y la estructura del semi- 
nario y la distribución de las ponencias. Se decidió dividir 
el seminario en cinco temas: la instauración y cristalización 
de los sistemas de partidos; dimensiones institucionales de 
la democracia; la herencia de los autoritarismos a la demo- 
cracia, tanto culturales, como económicas, viendo en éstas 
la deuda externa y las dimensiones internacionales de la 
transición. El libro hace la excepción de reproducir el clási- 
co trabajo de Dankward Rustow, que ha sido una de las 
piedras angulares de los estudios sobre la transición y la 
consolidación, que creemos importante dar u conocer a los 
estudiosos y protagonistas de Iberoamérica, pues no ha 
sido publicado en castellano y que se hace con la debida 
autorización. 

- El seminario del CERC fue posible gracias al apoyo de 
diversas instituciones: el Programa de A yuda al Desarrollo 
de Francia, el gobierno de Italia, la Fundación Ford, la 
Universidad Carolina del Norte y la Asociación d 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Crisis autoritaria y 
cambio de régimen 
en el Sur de Europa 


Leonardo Morlino. 


EL GoLPE de Estado militar del 25 de abril en Portugal, 
el levantamiento de Karamanlis en Grecia el 23 de julio del 
mismo año y la muerte de Franco en España el 20 de no- 
viembre de 1975 son los tres sucesos simbólicos que mat- 
can un giro en el sentido democrático en los respectivos 
países. El proceso de democratización que se inicia eli 
mina de la región sur-europea uno de los regímenes más 
largos de la historia europea: en Portugal el salazarismo ha 
durado casi medio siglo: un régimen que por decenios fue 
modelo de autocracia en otras áreas geopolíticas. El fran- 
quismo en España es el último de los regímenes militares 
europeos que por diversos aspectos recuerda similares ex- 
periencias latinoamericanas (los militares habían tomado el 
poder en Grecia en 1967). 

Desde un punto de vista exclusivamente europeo, para 
encontrar un paralelo entre cambios de regímenes es nece- 
sario volver al fin de la Segunda Guerra Mundial, cuando la 
derrota de las fuerzas del Eje llevaron a la formación de los 
nuevos regímenes democráticos en Alemania, Francia, Ita- 
lia y Austria. 

Si ampliamos el ámbito geográfico, considerando Améri- 
ca Latina, vemos cómo otros procesos de democratización 
caracterizan a diversos países de América meridional a fi- 
nes de los año 70 e inicios del decenio siguiente, por lo que 
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el fenómeno en su compleja transición del autoritarismo a 
la democracia puede ser analizado aplicándose a diversos 
casos en los cuales a los factores explicativos comunes se 
les suman elementos específicos de cada país; además de 
los factores internos, existen relevantes factores interny. 
cionales, ya sean de orden socio-económico o netamente 
político. 

Por claridad analítica, la influencia del cambio de régi- 
men considerado puede estar compuesto al menos de cua- 
tro fases: 1.- Crisis autoritaria; 2.- Transformación y transi- 
cion; 3.- Instauración democrática; 4.- Consolidación (o sea 
nueva crisis). 

Es posible ahora aclarar los numerosos aspectos teóricos 
que caracterizan cada etapa (1): de algún modo, cualquicra 
de ellas emergerá explícita o implícitamente en el análisis 
siguiente. Además, el presente trabajo enfatiza aquellos 
factores comunes en esas tres experiencias (España, Portu- 
gal y Grecia en los años 70). Por otro lado se concentra en 
las primeras dos fases de la evolución — crisis y transición- 
más que sobre el fenómeno completo. 

La estrategia elegida se basa, fundamentalmente, en la 
formulación y control empírico de algunas simples hipóte- 
sis, para explicar aquellas tres mutaciones que son casi con- 
temporáneas y que suceden según ciertas modalidades 
específicas. 

Tal estrategia debería permitir una mayor claridad analí- 
tica, además de demostrarse útil en momentos en el cual la 
comprensión parangonada del fenómeno induce hacia los 
primeros pasos. La hipótesis desarrolla por lo menos una 
función de orientación a la futura investigación que se ne- 
cesitaría hacer. Es necesario, además, añadir que la línea 
aquí elegida no permite, entre otras, tener una visión gene- 
ral de los diversos fenómenos de evolución en cada uno de 
los tres países mencionados, si consideramos que ésto ha 
sido hecho por otros autores. 
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Las crisis autoritarias 


Es preciso, primero, partir de una definición general del 
régimen autoritario que sirva para orientarse inmediata- 
mente en las complejas, articuladas y a menudo ambiguas 
realidades políticas de los países analizados. La definición 
más conocida y comúnmente aceptada (2) induce a subra- 
yar la importancia crucial de los siguientes aspectos: el gra- 
do de pluralismo limitado, o sea, el número, la consistencia. 
y las características de los principales actores, instituciona- 
les y socio-políticos, que sostienen el régimen; el grado de 
ideologización o la amplitud del recurso explícito a “men- 
talidades”, principios, valores, ideologías para justificar y 
legitimar el mismo régimen; el grado de participación polí- 
tica consentida o deseada por el régimen; la existencia de 
un líder o de un estrecho grupo que gobierna las estructu- 
ras de decisión claves. Es necesario subrayar que detrás de 
los mismos actores políticos no puede ser olvidada la es- 
tructura socio-económica del país que da fuerza y consis- 

* tencia a estos actores. Y, antes que nada, las fracturas o di- 
visiones sociales principales: la de clase, particularmente re- 
levante en los países examinados aquí, sea cuando toma 
forma de conflictos entre industriales y obreros, sea cuan- 
do se realiza en el conflicto entre propietarios y campesi- 
nos. las divisiones étnicas, linguísticas, regionales, los con- 
flictos entre Estado e Iglesia Católica. Sobre la base de 
estas indicaciones preliminares se puede pasar a ver qué 
caracteriza los regímenes autoritarios en España, Portugal 
y Grecia y sobre todo cuál es la coalición dominante que 
mantiene por años estos regímenes, es decir, cuáles alian- 
zas de fuerzas políticas e institucionales, sociales y econó- 
micas están en la base de la persistencia de los tres regíme- 
nes en sus años centrales. ; 

Entre el inicio y la mitad de los años sesenta, o sea, en 
una fase ya lejana y diversa del período de su instauración, 
coexisten en el franquismo diversas actitudes político-ideo- 
lógicas en el interior de los mismos actores. En otras pa- 
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dadera función de mediación. Más bien 


labras, y más específicamente, posiciones do como 
tradicionalistas, monárquicas. falangistas, ca El ES Tito 
gristas, tecnocráticas, técnicas (3) A en los 
principales actores políticos que sostienen e ranquismo, 
Tales actores son la Iglesia con su estructura Organizativa 
(alto y bajo clero, asociaciones colaterales, laicos), que da 
una marca ideológica característica a todo el régimen, el 
ejército que tiene también intereses propios por mantener 
y que conserva siempre una posición de primer plano sea 
en términos de presencia política y gubernativa, en parti- 
cular, que da status social de los militares; la Falange, el 
partido único que con el tiempo se transforma más bien en 
una estructura de tipo clientelar y que jamás desarrolla las 
funciones centrales que parecía pudiera y debiera tener en 
los primeros años del franquismo. Junto a estos tres acto- 
res político-institucionales, por lo menos otros dos deben 
ser mencionados. las élites económicas o sea agraria, indus 
trial y financiera, que tienen peso y roles diferentes en los 
distintos períodos del régimen, y un grupo de tecnócratas 
que desde el final de los años cincuenta y después se con- 
vierte en el cerebro y el motor de un proceso de transfor- 
mación modernizante del país. Un verdadero actor diverso 
de los demás puede ser considerado el mismo Generalísimo, 
Francisco Franco, por el rol de árbitro ““super partes” en- 
tre los varios grupos e intereses representados. Es necesa- 
rio, además, precisar que el Caudillo no desarrolla una ver- 
son los contrastes 
entre personas, grupos y relativos intereses que le con- 
sienten de tenerlos bajo control y de permanecer como 
autoridad suprema de referencia, la fuente última a la cual 
apelar. Por mencionar, en fin, como en el plano institucio- 
nal, el régimen configura con sus sindicatos verticales. el 
Parlamento con composición corporativa, una versión espa- 
ñola de aquel corporativismo autoritario tan en auge -más 
en las declaraciones que en los hechos- en los decenios 
precedentes a la Segunda Guerra Mundial. 
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Del corporativismo se ha hablado insistentemente a pro- 
pósito del régimen salazarista de Portugal (4). En efecto, 
la creación del Estado Novo, desde 1933, comporta la for- 
mación de una compleja red de instituciones: de los Sindi- 
catos Nacionais, de las Casas de Povo, de los Grémios de 
Lauvoura, de la Cámara Corporativa, hasta las corporaciones 
mismas que divididas en seis sectores económicos (agricul- 
tura, industria, comercio, transporte y turismo, crédito y 
seguros, pesca y conservación del producto) son formadas 
en 1956. Junto a estos órganos estaban el partido único, 
las organizaciones juveniles, las milicias, los aparatos de se- 
guridad. Detrás del Estado Novo había una concepción 
ideológica profundamente influenciada de las doctrinas so- 
ciales cristianas en su versión más reaccionarias. En reali- 
dad, esta “red institucional” no funcionó según los objeti- 
vos declarados de establecer una ““armonía orgánica” entre 
capital y trabajo en los cuales los institutos corporativos 
fueran el centro de los procesos de decisión. Sirvió sola- 
mente a garantizar el control de parte del Estado del con- 
flicto de clase. El resultado fue, por una parte, el crear un 
sistema que privilegiara siempre los intereses de la élite 
agraria e industrial y, por otra, atribuir un papel central 
a la burocracia. Por lo tanto, la coalición dominante —en el 
sentido amplio— que ha sostenido por decenios el salazaris- 
mo estaba compuesta en parte por la Iglesia, en posición 
bastante pasiva y no directamente presente en el régimen 
(como en España), pero sobre todo por el Ejército, por los 
pequeños propietarios agrícolas del norte, los latifundistas 
del sur, la burocracia formada por una clase medio-baja, y 
sucesivamente por grupos industriales emergentes, con Sa- 
lazar que hacía de árbitro y de hecho gobernaba también 
con un estilo personalista. 

El régimen militar griego, instaurado con un golpe de 
estado el 21 de abril de 1967, presenta una situación bien 
diferente. Más allá de los específicos sucesos históricos que 
han visto a la monarquía pasar de una posición ambigua 4 
una contraria a los militares golpista y a un sucesivo tenta- 


19 


tivo de contra-golpe, el régimen se funda sustancialmente 
sobre el sustento activo y directo del Ejército y de los Ser. 
vicios de Seguridad. Esto quiere decir, en realidad, que Pa. 
padopoulos y un grupo consiguen tomar el poder gracias a 
la carencia de leadership. a la ambigúedad y a la pasividad 
de la derecha parlamentaria y monárquica y de una parte 
de las Fuerzas Armadas y de la Marina. No se forma, en- 
tonces, una verdadera coalición dominante, suficientemen. 
te unida y fuerte en términos de recursos coercitivos, de 
status, de influencia y esto facilitará el resurgir de una mo- 
vilización de la sociedad civil, existente ya antes del golpe 
y que había sido incluso uno de los probables factores que 
lo habían provocado. Tal movilización asume característi- 
cas de masa y antirégimen sobre todo desde el inicio de los 
años setenta. En este sentido se entiende mejor cómo fa- 
llan todos los intentos de los militares por consolidar el ré- 
gimen a través de dos nuevas constituciones, en 1968 y 
1973, un referéndum, la elección de Papadopoulos a presi- 
dente y otros esfuerzos en esta dirección. El verdadero pro- 
blema es, por lo tanto, mas bien cómo un régimen cons- 
truido así se puede mantener durante siete años. Pero so- 
bre este punto necesitan 


tenido cómo los regímenes políticos vigentes en Portugal, 
España y Greci 


¿ edan ser conside- 
rados todo 51 
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siempre en algo más importante hasta para consentir al co- 
mandante de los Servicios de Seguridad del Ejército, el ge- 
neral Joannidis, de llegar a ser el hombre fuerte del régi- 
men especialmente después que Papadopoulos fue retirado 
a fines de 1973. La misma base ideológica del régimen no 
iba más allá de un llamado genérico a los valores tradicio- 
nales de la civilización “heleno-cristiana”, ofuscación pro- 
pagandística de la extrema derecha en los años preceden- 
tes; o de un anticomunismo contradecido en política exte- 
rior por el acercamiento a Bulgaria y a otros regímenes 
comunistas; o todavía de un nacionalismo, mortificado y 
humillado en la realidad por la ausencia de resultados en la 
cuestión de Chipre y de las otras cuestiones que oponen a 
Grecia y Turquía; o, en fin, de un populismo desmedido 
por una política económica favorable a los grupos de arma- 
dores y al capital extranjero. 

Se trata ahora de entender o explicar cómo los regíme- 
nes en cuestión se conducen por un camino que les lleva 
primero a la crisis y, después, a la transición hacia un régi- 
men democrático. Un primer reconocimiento de la realidad 
de estos tres países sugiere la posibilidad de remontar a 
algunas hipótesis explicativas, muy generales, y, después, 
de intentar identificar un fenómeno común que existe en 
estos tres países en los años sesenta, aunque con la exis- 
tencia de diferencias más específicas. Más exactamente, se 
puede partir de la hipótesis siguiente: las condiciones de 
base de la crisis de estos regímenes autoritarios emergen 
cuando la coalición dominante y fundadora el régimen se 
agrieta y, sucesivamente, se rompe. 

. Desgraciadamente aquí no es posible especificar mejor el 
concepto de coalición dominante (5). Es necesario, en vez, 
ponerse inmediatamente dos interrogantes más específicas: 
a) de cuáles actores a los diversos niveles, de masa y de 
elite, está compuesta la coalición dominante en los tres re- 
gímenes en examen; b) cuándo sucede que la coalición do- 
minante se agrieta y se rompe. A la primera pregunta se 
respondió ya cuando se esbozaron las características de los 
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tres autoritarismos, y no es el caso de volver sobre ellos, De 
la segunda será necesario esclarecer mejor los términos a 
propósito de Grecia. Más en detalle, para España y Portu. 
gal la pregunta es qué cosa cambia y hace varias Posiciones, 
actitudes, preferencias y la misma consistencia de los acto. 
res de una coalición dominante en regimenes que se han 
sustancialmente consolidado y que en el conjunto logran 
durar por muchos decenios. En el caso de Grecia, en ausen- 
cia de consolidación y larga duración, la pregunta es qué 
cosa aisla posteriormente al Ejército y a los Servicios de Se. 
guridad o por qué no se forma jamás una coalición domi 
nante en sentido absoluto, capaz de consolidar el régimen. 
La respuesta a estas interrogantes se puede encontrar en 
aquel vasto fenómeno de transformación sociO-£conómica 
que existe en Europa Occidental en los años sesenta, pero 
también en los países Mayormente periféricos del Sur, como 
Portugal y Grecia. De hecho, de un reconocimiento de las 
estadísticas recogidas por la, OCDE' para los años sesenta 


hasta 1973-74 y de algunas monografías sobre la situación 
económica y social de 


formaciones, sea por la diversa estru 
éstos presentan al inicio de los años sesenta, sea por las po- 
líticas llevadas a cabo Por los respectivos gobiernos. Por 
ejemplo, en España, después del llamado Plan de Estabi 


ps 


ctura económica que 


lización hay una política económica modernizante que 
contribuye en modo decisivo al crecimiento del país. En 
Portugal, hay todavía grandes problemas en el sector agra- 
rio, pero que también con Salazar se conduce por la vía de 
la planificación y viene creado un complejo de trabajos pú- 
blicos. Menos evidente, por razones obvias —en un régimen 
democrático, diríamos “protegido”, que interviene directa- 
mente poco en economía— es el rol del ejecutivo en cl cre- 
cimiento económico griego. 

¿Cuáles son las consecuencias políticas de tales profun- 
dos cambios socio-económicos? Por una parte, los actores 
sociales políticamente relevantes en la base de la coalición 
dominante autoritaria en España y Portugal o aquellas pre- 
sentes en la “democracia” griega evidentemente no pueden 
permanecer los mismos. No solo, y no tanto físicamente 
—en lo que concierne, por ejemplo, la elite agraria, indus- 
trial, financiera o también solamente católica— pero tam- 
bién en términos de consistencia, actitudes e intereses, sea 
al interior de la economía del país, sea a nivel internacio- 
nal La misma Iglesia, tan importante en el franquismo y 
en el salazarismo, ha cambiado fuertemente sea por efecto 
de los procesos de secularización cultural —evidentes sobre 
todo en España—, sea a consecuencia del cambio interno 
provocado por el Concilio Vaticano ll. 

Por otra parte, encontramos el crecimiento de la clase 
media siempre más diversificada, que sólo en parte apoya 
los regímenes autoritarios —sobre todo, en cuanto están 
presentes al interior de los actores institucionales o reciben 
beneficios de tipo más o menos clientelar del régimen. No 
nos olvidemos que éstos son años de crecimiento de nive- 
les de vida para todos. Pero encontramos también los ac- 
tores excluidos de la coalición dominante, también de la 
“democracia” griega obreros y campesinos— que devie- 
nen más numerosos y fuertes —-los obreros— en las Zonas 
urbanas e industriales de los tres países. Sobre ellos actúan 
los efectos de la industrialización, de la urbanización y - en 
particular, para España y Grecia de la alfabetización, es 
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decir, los efectos de la movilización primaria. En el conjun- 
to, entonces, deviene más consistente, fuerte y dispuesta a 
una eventual movilización política una base social -com. 
puesta de estudiantes, expresiones de la clase media, y de 
obreros-- primero muy débiles o inexistentes o sea com- 
puesta en gran parte de campesinos que antes vivían en una 
cultura sumida y tradicional. 

Se podría pensar, sobre la base de lo sostenido hasta 
aquí, que los actores institucionales situados en la base de 
los regímenes autoritarios o del régimen gricgo se resientan 
marginalmente de tales transformaciones radicales. Tal hi 
pótesis no corresponde a la realidad. En tanto por lo que 
concierne a Grecia no se puede hablar. de la existencia de 
una verdadera y propia burocracia con intereses consolida- 
dos y autónomos. A propósito de ésto, en vez, el problema 
principal de Karamanlis y, después, de Papandreu no será 
solamente la instauración y la consolidación del régimen 
democrático, sino también la construcción de un estado con 
una Organización burocrática eficiente y no regida por 
un conjunto de notables locales y de una oligarquía cen- 
tral. 

Por lo que concierne a España, éstos son los años que 
ven la formación y la asunción de un rol político central de 
un grupo tecnocrático o solamente formado por técnicos, 
pero también los años en que nace y se desarrolla el fenó- 
meno del pluriempleo. Se trata de la difusión del doble o 
triple empleo entre los funcionarios que, manteniendo su 
status y prestigio social, al mismo tiempo gozan de las nue 
vas posibilidades ofrecidas a ellos por el crecimiento econó- 
mico, mejoran por consecuencia su nivel de vida y entran 
en la- realidad civil de una sociedad industrializada. 

En fin, acerca de Portugal, más allá del rol central ad- 
quirido por la burocracia, sobre todo en las colonias, es ne- 
cesario introducir una variable nueva sustancialmente 
ausente en la crisis autoritaria española y en aquella de la 
“democracia” griega. Se trata de los efectos sobre el Ejérc+ 
to de las guerras coloniales: un factor, por lo tanto, de or+ 
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gen internacional, cuyas consecuencias internas no pueden 
ser en ningún modo subvaluadas también para todos los ul- 
teriores efectos colaterales que tienen sobre la crisis del ré- 
gimen salazarista. 

Las guerras coloniales, crean una mayor necesidad de 
soldados y oficiales. De alrededor de 58.000 efectivos el 
año 1962, el Ejército pasa a 218.000 el año 1972, con 
7 000 oficiales. La primera consecuencia inevitable del au- 
mento de reclutamiento del cuerpo de oficiales fue la 
transformación en su composición social: el reclutamiento 
se extiende a la pequeña clase media provinciana tradicio- 
nal portuguesa, a los estudiantes universitarios, e incluso a 
hijos de obreros y campesinos. Debido a todo ésto, desde 
el año 1958 al 1969 respectivamente, el acceso a la acade- 
mia pasa a ser gratuito y los alumnos recibirán un modesto 
salario. El mayor reclutamiento significa crear una ruptura 
social entre los oficiales que entran a la academia en estos 
años y aquellos que serán de los grados superiores a fines 
de los años sesenta c inicios de los años setenta. Todos a su 
debido tiempo entraron a la academia anteriormente y con 
un origen social muy distinto. 

A pesar de ello, la academia no llega a “producir” el nú- 
mero necesario de oficiales para hacer frente a la demanda 
que viene de las colonias. Por lo cual, junto al “Cuadro Per- 
manente” se forma una estructura compuesta de oficiales 
de complemento y milicianos. Entre éstos se encuentran 
los mismos jóvenes estudiantes universitarios que actuaron 
activamente contra el régimen al inicio de los años sesenta. 
Estos en las colonias influenciarán también a los oficiales 
provenientes de la academia y todos, paradojalmente, serán 
influenciados -sobre todo en Guinea - por el contacto de 
las mismas ideologías sociales y tercemundista del mov+ 
miento de Jiberación presente en las colonias. 

Con la prolongación de la guerra africana, la gran cantk 
dad de recursos económicos en ella empleada y destruida 
(también considerando la ayuda estadounidense) se produ- 
ce el quiebre de la nueva estrategia de “guerra psicológica” 
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formulada por Spínola y aplicada en Guinea-Bissau, ha. 
ciendo siempre más clara la idea (la guerra está destinada a 
a ser un fracaso) en estos jóvenes oficiales, que su compro. 
miso significa arriesgar a convertirse en el chivo expiatorio 
de la derrota, no sólo de los generales que comandaban las 
operaciones desde sus oficinas en Lisboa, pero sobre todo 
de toda la población que vivía en Portugal. Todo esto con. 
tribuye a la ruptura, al planteamiento de discusión del ré. 
gimen y al quebrantamiento con los oficiales superiores, jp- 
tegrados verticalmente al interior de la misma estructura 
industrial en la Madre Patria. Pero la profundidad y la ex. 
tensión de tal politización de raíz anti-régimen se com- 
prenderán en toda su importancia sólo en el momento de] 
golpe del 25 de abril. 

Esto, en conjunto, es el cuadro que puede explicar, para 
España y Portugal, cómo se han puesto las bases para la 
ruptura de la coalición dominante autoritaria; y para Gre- 
cia, cómo se han creado las premisas para una transforma- 
ción de una democracia protegida, fundamentalmente to- 
davía oligárquica, a una democracia de masa. Esta es tam- 
bién la base empírica que hace de soporte a las cuatro hk 
pótesis siguientes coligadas, que explican el agrietamiento 
y, después, ruptura de la coalición dominante; a) si inter- 
vienen radicales transformaciones en la estructura, en las 
características, en la consistencia y, después, en los recur- 
sos, en las decisiones y en las preferencias de los grupos 
socio-económicos, políticamente relevantes, que forman 
la coalición dominante. entonces estos tenderán a modify 
car tal coalición; b) tales modificaciones pueden llevar a la 
salida de la coalición de algunos actores que se convertirán 
en neutrales, opositores pasivos u Opositores activos del 
régimen; y/o a tensiones internas, contrastes, solicitudes de 
adaptación-mutación del régimen mismo; c) las profundas 
transformaciones socio-económicas pueden dar mayores re- 
cursos de influencia y coerción a nuevos actores, excluidos 
de la coalición dominante, los cuales, en formas y con im 
tensidad diversa, podrán movilizarse contra el régimen: 


26 


dy un factor internacional, bajo modalidades específicas 
diversas, puede devenir en una variable que interviene de 
manera importante en la crisis del régimen (como hemos 
visto, esto sucede especificamente en Portugal). 

Con todos los límites fácilmente reconocibles en cuanto 
a rigor y precisión, solamente hipótesis así formuladas pa 
recen ser las más aptas para explicar sintéticamente los pro- 
cesos en examen. En otros términos, por ejemplo, si en 
iispaña entre 1955 y 1975 la población activa en agricultu- 
ra pasó del 46% al 23%0, en la industria del 28% al 37% 
y en los servicios del 260 al 40%o, tales cifras sugieren 
una notable profundidad y cantidad de cambios socio- 
económicos; si después, con un ligero desfasamiento, se tie- 
nen las manifestaciones concretas de la crisis política en 
términos de contrastes y tensiones al interior del grupo gu- 
bernativo, de crecimiento de la oposición, de huelgas y de 
manifestaciones de protesta, es verdaderamente dificil no 
querer aceptar la substancia de las hipótesis interpretativas 
expuestas anteriormente. 


Hacia la transición 


Sobre la base de lo sostenido en el párrafo precedente 
la pregunta de mayor interés a plantearse para España y 
Portugal no es: ¿por qué hay crisis en estos regimenes ¿u- 
toritarios? sino más bien: ¿cómo esos dos regímenes logran 
mantenerse todavía por algunos años, hasta casi la mitad 
de los años setenta, sin la caída o. en todo caso, transición 
y cambio del régimen? Es el propio caso griego que subraya 
el relieve de tal interrogante y, al mismo tiempo, sugiero 
una dirección pura la respuesta, De hecho, casi en la mitad 
de los años sesenta Grgcia se encuentra en una situación 
típica de paso de una democracia limitada a una verdadera 
y propia democracia de masa. En un régimen no represivo 
y no autoritario las transformaciones socio-económicas se 
traducen más fácilmente en movilización política popular 
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y en una política - sobre todo eli - reformista de 
Papandreu, líder de la Unión de Cen tro y a la cabeza de al 
gunos gobiernos en aquellos años, mientras y a £ra Cambia. 
da en sentido más democrático la regla del Juego cent 
un régimen democrático: en 1956 el voto había sid 
pliado a las mujeres; en 1963 se había pasado a un : 
proporcional. Esta situación alarma a la monarquía y a 
toda la derecha oligárquica y parlamentaria. De modo que 
cuando llega el golpe del 21 de abril por parte de un grupo 
de militares más jóvenes, en realidad Constantino Il, Mega- 
do hace poco al trono (marzo de 1964), estaba ya prepa 
rando una intervención “correctiva” junto a los generales 
cercanos a él. Por otra parte, existen algunas causas espe- 
cíficas del golpe de aquel grupo de militares de grado infe- 
rior. Ellas van buscadas en el miedo a las consecuencias de 
una supuesta victoria de la Unión de Centro para los oficia- 
les de derecha —precedentemente ya habían habido con- 
flictos entre Papandreu y Constantino y, después, entre el 
mismo Primer Ministro que solicitaba la remoción de algu- 
nos generales y el Ministro de Defensa, defendido por el 
Rey-— y, probablemente, de la voluntad de los militares de 
mantener e, incluso, reforzar el rol central —también en 
términos de status económico— que ellos habían tenido 
en aquel régimen en los años posteriores a la guerra civil 
Pero más allá de tales factores específicos había en el for 
do aquellos fenómenos de transformación hacia una demo- 
cracia de masa, en la cual los militares habrían sido condu- 
cidos a posiciones políticamente secundarias y mayormen- 
te neutrales. Tales fenómenos eran la inmediata traducción 
política de las mencionadas transformaciones socio-econó- 
micas. Papandreu se había transformado en el líder de tal 
proceso y portaba las consecuencias a nivel político. 

En consecuencia, en Grecia con un régimen bastante 
más abierto y menos represivo que el español y el portu- 
gués, se ven casi inmediata y tangiblemente las consecuen 
cias de las profundas transformaciones. El régimen que se 


está efectivamente democratizando es después expulsado 


ral en 
O am- 
Sistema 
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por un golpe “preventivo”, que recuerda muy de cerca s+ 
milares intervenciones militares que suceden en los mismos 
años en América Latina. En regímenes autoritarios como el 
español y portugués esto no puede evidentemente suceder. 
o sea, en estos casos no puede haber un inmediato proceso 
de transformación del régimen, sea en sentido más acentua- 
damente autoritario, sea en dirección de una imposible gra- 
dual instauración democrática: tales regímenes están ma- 
yormente equipados cn el plano institucional para resistir 
a las dificultades presentes en el interior de la propia coali- 
ción dominante y a las presiones de la sociedad civil. bas- 
tante más limitadas y de difícil expresión. Sus respuestas 
para intentar superar la crisis, resultado de aquellas trans 
formaciones, van en dos direcciones: proseguir en la repre- 
sión de la sociedad civil y, simultáneamente, realizar 
aperturas democráticas, que resultarán sólo aparentes y de 
fachada. 

En España, la estrategia actuó consciente y contempo- 
ráneamente en ambas direcciones. A las demostraciones pa- 
cíficas, a las huelgas, a Jos mismos actos terroristas, « la 
emergencia de organizaciones sindicales y partidistas clan- 
destinas y a todas las actividades de propaganda, es decir, a 
la movilización política de la sociedad civil y, más en parti- 
cular, sobre todo de estudiantes y obreros, el régimen reac- 
ciona con destituciones de los puestos de trabajo, arres- 
tos, la creación de un tribunal especial con la realización 
de los procesos políticos, leyes especiales antiterroris- 
mo, proclamaciones del estado de emergencia a nivel lo- 
cal O nacional, rigurosa censura sobre la prensa. Al mis 
mo tiempo, desde el inicio de 1967 ha sido aprobada 
toda una legislación que promueve sólo cambios de facha- 
da, una liberalización que no cambia la sustancia del róg+ 
men y mira solamente al mantenimiento del mismo orden 
político aún después de la muerte de Franco, dando a lo 
más algunas satisfacciones solamente a la propia oposición 
terna. 

En términos diversos en los detalles, pero sustanciab 
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mente similares en cuanto a la doble estrategia general, las 
mismas observaciones pueden ser hechas en Portugal. Más 
exactamente, frente a la salida de la oposición interna 
al régimen y a una más limitada movilización de la socie. 
dad civil con demostraciones, huelgas, alguna Organización 
de la oposición democrática y de izquierda, Caetano, que 
en 1968 había sucedido a Salazar, procede a la “renova- 
ción en la continuidad” También en este caso hubo toda 
una legislación a través de la cual parece se quería atenuar 
la censura sobre la prensa, moderar la acción de la policía 
política contra los opositores, modificar en sentido apertu- 
rista la estructura del régimen con clecciones parlamenta- 
rias más correctas y menos controladas en las cuales parti 
cipa también la oposición. A ésto se agrega la sustitución de 
los muy viejos cuadros del partido único, cel ingreso a nivel 
gubernativo de un grupo de tecnócratas, una nueva ley sin- 
dical. Pero en el transcurso de algunos años, también fren- 
te a la protesta, expresada en varias formas, por la sociedad 
civil, la: represión policial vuelve a ser severa, las reformas 
de Cuctano muestran todos los propios límites y auténticos 
objetivos: pasar desde el corporativismo autoritario que ha- 
bía caracterizado los años de Salazar, a un orden igualmen- 
te corporativo y también autoritario. Y en este punto es que 
también la oposición liberal y moderada guiada por Sá Car- 
neiro, que había sido políticamente activa al interior de la 
Asámblea Nacional, abandona definitivamente el régimen 
(1973) 

Resumiento, en los primeros años setenta el problema es 
cómo en estos regímenes se pasa de la crisis a la transición. 
O mejor: cómo en Portugal se crean las condiciones ulte- 
riores que llevan a la caída del autoritarismo caetanista con 
el golpe de estado militar del 25 de abril: cómo en España 
se llega a iniciar un lento y gradual proceso de transición 
hacia la democracia: y, en fin, cómo en Grecia después de 
la crisis y la caída del régimen democrático, después de la 
fallida consolidación y el consecuente inicio de otra crisis, 
se llega a una situación en la cual a los militares no les es 
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posible otra elección que la vuelta a los cuarteles y la entre- 
ga de la dirección gubernativa a los civiles. 

Cuando se busca una respuesta adecuada a tales interro- 
gantes, no Menos compleja que las precedentes, la primera 
tentación es de recurrir nuevamente a una explicación ún+ 
ca de tipo económico o —un poco menos simplísticamen- 
te— a considerar como variable explicativa central los efec- 
tos políticos de un fenómeno que tiene su origen en lo que 
ocurre en el sistema económico internacional entre el 
1973-74. Más explícitamente, la tentación es de hacer re- 
montar la caída y la transformación de los regímenes aquí 
analizados a la crisis económica que ha embestido la Euro- 
pa Occidental al final de 1973, sobre todo a causa de la 
guerra del Kippur. Tal crisis llega después de años de crect 
miento y de mejoramiento de los niveles de vida e im- 
pone una brusca e inesperada detención de las expectati- 
vas que se habían creado en las poblaciones. En este senti 
do, diversos sectores sociales —desde las clases medias a los 
obreros— encontrarían un motivo determinante para mov+t 
lizarse contra el régimen, mientras actores de élite, tales 
como grupos industriales y financieros, se convencerían de- 
finitivamente que no es más posible continuar sosteniendo 
aquellos autoritarismos o aceptarlos pasivamente, y se con- 
vertirían en opositores, aliándose a los otros actores políti 
cos ya en la oposición. Así sería creada una solución do- 
minante que habría impuesto la transformación del régi- 
men. 

Tal hipótesis, aparentemente convincente, simplifica la 
realidad al punto de forzarla excesivamente en cuanto deja 
de lado diversos factores que para cada país aparecen bas- 
tante más relevantes. Pero, ante todo, es oportuno anotar 
que si la hipótesis fuera de algún modo exacta deberían 
haber habido eventos y modalidades de transformación de 
los tres regímenes que efectivamente no hubo. En otras pa- 
labras, deberían haber sido determinantes para la transit 
ción a la democracia la movilización y la protesta de am- 
plios sectores de la sociedad civil —ya sea en la oposición 
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o en posición ambivalente o, todavía, precedentemente 
parte de la coalición dominante— de los respectivos Países 
sobre la base de los motivos de orden económico anterior. 
mente dichos. Esto no sucedió en la realidad. Al contrario, 
en Portugal movilización civil hubo, pero no antes, sino 
que después del golpe que tomo sustancialmente de sor- 
presa a toda la oposición partidista. En Grecia, moviliza. 
ción había, pero no tanto por motivos gconómicos y, en 
todo caso, otros factores internacionales han contado mu- 
cho más. También en España, aún en presencia de movili- 
zación debida sea a la crisis económica sea a otros elemen- 
tos, la transformación gradual ha sido conducida sustan- 
cialmente desde el interior del régimen. En suma, los acto- 
res principales que han permitido el inicio de las transicio- 
nes estaban al interior del "régimen y para ellos el factor 
económico, representado por la crisis del 1973, era margi 
nal. ¿Qué cosa ha creado entonces la situación que con- 
dujo al cambio? Antes de llegar a cualquier conclusión ge- 
neral es oportuno intentar de responder a esta pregunta 
por cada país. 


En el caso de Portugal la respuesta generalmente aceptada 
y más convincente es aquella que se refiere a los efectos 
últimos de las guerras coloniales. Ya he mencionado la 
transformación en la composición del cuerpo de oficiales 
en cuanto a su origen social, y de la “contaminación” 
ideológica de los oficiales. Ahora es necesario agregar otros 


elementos para entender mejor el paso de la crisis a la caí- 
da. 


Antes que nada, después de trece años de guerra ha adqui 


rido evidencia: a) que Portugal con toda la consistente 


l mismo Caetano 
| gobierno, por un grupo de 
generales reaccionarios, aparte de los que todavía tienen 
intereses directos en la colonia; y, sobre todo, Cc) que la 
derrota es ya inminente, pero es imposible tomar cualquier 
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decisión que no sea continuar hasta el final en el ámbito 
del mismo régimen. Tal evidencia es incluso Obvia para los 
jóvenes oficiales que habían tenido experiencia directa de 
guerra y que estaban muy lejos, por extracción social y 
mentalidad, de los generales u oficiales superiores que per- 
manecieron en Portugal. En esta situación madura la idea 
de los jóvenes oficiales de organizarse y tener una primera 
reunión (setiembre de 1973), también bajo el incentivo de 
un decreto (13 de julio de 1973) que modifica los mecanis- 
mos de las promociones en favor de los oficiales de com- 
plemento. Estos, por otra parte, reaccionan contradictoria- 
mente a tal decreto, pero después adhieren al Movimiento 
de las Fuerzas Armadas MFA contribuyendo a radicali- 
zarlo ulteriormente. De todos modos, en el mfa, gracias a 
un leadership hábil, se vinculan peticiones de tipo profesio- 
nal y crítica al gobierno. La asunción del leadership por 
parte de Spínola, ya al inicio de 1974, asegura la neutrali- 
dad de la OTAN y de los grandes grupos económicos, liga- 
dos al general, y pone las ulteriores condiciones del hecho 
del golpe, al cual adhieren los dos tercios de los oficiales de 
grado inferior del Ejército, con la Marina y la Aeronáutica 
que lo apoyan inmediatamente después. De todos modos, 
es necesario ahora recordar que el éxito inmediato del gol- 
le demuestra cuán profunda era la crisis del régimen y 
cómo, por las razones ya precedentemente dichas, fuera 
completamente anulada, transformada o, de todos modos. 
disgregada la coalición dominante que por tantos decenios 
había sostenido Salazar. 

En España no hubo caída del régimen, sino transición 
gradual y acordada de la cual es protagonista incluso una 
parte de la élite gubernativa franquista. El inicio de la tran- 
sición sucedió a causa de un evento natural: la muerte del 
dictador. Parece casi, ex post, que hubiese una suerte de 
acuerdo tácito entre las varias fuerzas políticas, internas y 
externas al franquismo, de esperar tal evento. También a la 
transición se llega gradualmente: a) a través de una progre- 


siva movilización de los grupos obreros que tigne su res- 


puesta en el progresivo crecimiento de la "EPresión entre 
1968 y 1973; b) con una siempre mayor A PacIón de 
los sindicatos, sean ellos de las Comisiones Obreras de ing 
piración comunista o de la Unión General de Trabajadores 
(UGT) cercana a los socialistas; c) con una consecuente 
transformación de las peticiones obreras en solicitud Más 
general de cambio de régimen; d) con la organización, y 
después, en 1974 y 1975, la final unificación partidística 
en la Junta Democrática y en la Plataforma de Convergen. 
cia Democrática; e) con el creciente descontento de las 
mismas élites económicas cuyos intereses estaban grave. 
mente dañados por la situación de desorden civil existente 
y de la incapacidad del régimen de ponerle término O, de 
todos modos, de garantizar mejores relaciones industriales; 
f) con la substancial neutralidad inicial, o, en todo caso, 
ausencia en la arena política de los militares. Entonces, en 
conjunto la fase final de la crisis franquista es el resultado 
consecuente del amplio proceso de transformaciones inicia- 
do al final de los años cincuenta e inicio de los sesenta. La 
crisis económica del 1973-74 tiene una posición marginal 
en este cuadro, a lo más de evento acelerador; indudable- 
mente menos relevante que la muerte del dictador mismo y 
tal vez, también menos importante que la muerte de su 
delfín, el almirante Carrero Blanco, que saltó en el aire con 
su auto el 20 de diciembre de 1973 a consecuencia de un 
atentado terrorista atribuido a la Organización separatista 
vasca TA. 

También en el caso griego más que mirar a las consecuen- 
cias políticas de la crisis económica de 1973, será necesario 
detener la atención sobre otros factores para explicar cómo 
Karamanlis, un líder conservador del período pre-1967, 
será llamado por los mismos militares para ocupar la posi- 
ción de Primer Ministro e iniciar así el proceso de transi- 
ción democrática, Antes que nada,.es necesario notar que 
en Grecia todo el proceso de instauración autoritaria —cre 
sis cambio de régimen-- sucede en el transcurso de pocos 
años (7 años), donde un proceso similar ocupa en vez cua 
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renta o cincuenta años de la historia española o portugue- 
sa. Se han dicho ya las razones de fondo por las cuales los 
militares no logran consolidar el propio poder a pesar de 
todos los esfuerzos en sentido contrario. Aquí es necesario 
agregar que la ausencia de una consolidación significa tam- 
bién ausencia de institucionalización de las estructuras del 
nuevo régimen. Por lo tanto, ausencia de cualquier resisten- 
cia por inercia de tales estructuras, de intereses adquiridos 
en torno a ellas —prescindiendo de un estrecho grupo de 
militares— y de aquí la mayor rapidez de todo el proceso 
que lleva al cambio. Tal proceso es, principalmente, el re- 
sultado de la combinación de dos factores. Primero, el ais- 
lamiento siempre mayor del grupo de militares en el go- 
bierno respecto a cualquier otro grupo sacial o político, 
sea respecto a los mayores líderes de la oposición que no 
aceptan aquella “liberalización” propuesta por Papadopou- 
los consistente en una “Democracia limitada” en la cual los 
militares habrían mantenido un rol crucial de árbitro 
(la derrota del gobierno civil de Markezinis en octubre de 
1973 es una prueba de ésto); sea respecto ala población en 
general, profundamenta golpeada por la brutal represión de 
la protesta estudiantil en el Politécnico de Atenas al final 
de 1973 (tal protesta era sólo el último de una serie de 
desórdenes promovidos por los estudiantes). Segundo, la 
división siempre más profunda entre los mismos militares, 
mostrada por la eliminación del mismo Papadopoulos, de 
su sustitución con el jefe de la policía política, loannidis, 
que siempre al final de 1973, se transformó en el líder de 
mayor importancia.del régimen y antes mostrada por el 
intento de golpe de la Marina de Mayo 1973. 

Es en este contexto que madura la agresiva política ex- 
terior hacia Chipre, Se llega así al golpe de estado del 15 de 
Julio contra Makarios por parte de la Guardia Nacional Chi 
priota, apoyada por el contingente militar griego en la isla, 
que evidentemente obedecía a Órdenes provenientes de 
loannidis. Este probablemente esperaba un triunfo. que re- 
solviendo un viejo problema, muy importante para los grie- 
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gos. devolviera sostenimiento al Cl pi de la 
operación son desastrosos. De rente d 0 or 
que el 20 de julio invadió la ista, la ae e Uisación 
general en Grecia es clHa nisma un desastre. estas alíuras, 
el Estado Mayor se niega a obedecer las Órdenes de loanyj 
dis, el General Davos. comandante de la Fercera Armada 
lanza un ultimatum para el retorno a un gobierno civil Aj 
final. a los comandantes militares reunidos el 23 de julio 
no les resta más que decidir llamar a Karamanlis. La alter. 
nativa que tenían de frente, es decir, afrontar una guerra 
en condiciones de falta de preparación y de total aislamicn- 
to internacional, habría significado un desastre de enormes 
proporciones que habría destruido el residuo del prestigio 
del Ejército, que aún quedaba más que la transferencia de] 
poder a un líder conservador como Karamanlis. 

Como se ve, mientras en la creación de las condiciones 
de base de la crisis, los factores socio-cconómicos parecen 
los más importantes, en la fase sucesiva que va de la crisis a 
la transición, elementos más estrechamente políticos, de 
orden interno o internacional, están en primer plano. Ade- 
más, mientras se puede individualizar un factor general y 
común que favorece aquellas crisis autoritarias de Europa 
Meridional, en la fase sucesiva son bastante más relevantes 
especificos factores para cada país: cada uno de estos tres 
países cumple un camino propio hacia el cambio del rég; 
men. Tal camino influenciará, después, profundamente las 
modalidades de instauración democrática. 


Transición e instauración democrática 


El problema más obvio y quizás por este motivo más 
desatendido - al inicio de la transición hacia la democracia 
es cómo en estos países emerge en conjunto una elección 
por la democracia o, en otras palabras, cuáles son las corr 
diciones de fondo que facilitan tal elección. Basándose en 
la experiencia histórica de los tres países aquí indicados, se 
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confirma una hipótesis substancialmente ya presente en los 
trabajos de los teóricos de la democracia liberal (6) la elec- 
ción por la democracia es más probable donde existe una 
mayor distribución 'y difusión de los recursos coercitivos y 
de influencias entre los diversos actores presentes en la are- 
na política. La lógica de tal hipótesis es bastante simple: la 
difusión y distribución de los recursos pone la alternativa 
entre el conflicto indefinido o, en términos extremos, la 
guerra civil y el acuerdo-compromiso sobre los procedi 
mientos para la resolución pacífica de los conflictos mis- 
mos. Sobre todo, si detrás de aquellos actores está una his- 
toria que muestra todos los costos de una guerra, de la vio- 
lencia o, de todos modos, del fallido acuerdo, la segunda 
elección llega a ser casi obligatoria. Esto queda substancial- 
mente válido más allá de las ideologías democráticas madu- 
radas por los diversos actores políticos, más allá del con- 
texto internacional que hace más “natural” la elección y 
de otros elementos de fondo. 

Así es para España y Grecia que tienen en su pasado in- 
mediato una guerra civil, con todas las relativas consecuen- 
cias en términos de muertes y violencia; una experiencia 
autoritaria más o menos larga con enormes costos en lo 
que se refiere a la represión sufrida por la oposición; pero 
sobre todo donde se tiene durante la transición aquella 
movilización política que es la prueba más evidente de la 
distribución de los recursos políticos, la elección por la de- 
mocracia en conjunto en el transcurso de pocos meses es 
muy clara e inequívoca. Para el Portugal, que bajo los 
perfiles ya dichos tiene una historia relativamente más 
“afortunada” y donde la transición sucede por obra de un 
grupo de militares que inicialmente concentran en sus ma- 
nos todos los recursos coercitivos, la elección por la demo- 
cracia liberal es más tortuosa, atormentada y llega realmen- 
te después de varios meses. 

La elección por la democracia, en sentido de conjunto, 
puede considerarse un problema superado sólo cuando ter- 
mina el período de la transición y se concluye también el 
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proceso de instauración del nuevo A pe e vez, la 
le a una fase en la cual no existen más 
algunas estructuras de qu toridad del vicio regimen, pero al 
mismo tiempo no han sido creadas todavía todas las del 
nuevo. Un período de incertidumbre, de ambirúcdad, subs 
tancialmente de vacío institucional, curacterizado todavía 
por el enfrentarse de las diversas soluciones políticas soste- 
nidas por los actores en campo. En terminos más especifi 
camente empíricos, la transición puede considerarse cerra- 
da y, contemporáncamente, iniciada la instauración demo- 
crática cuando están garantizados a] menos de hecho los 
derechos políticos y civiles que son la premisa indispensa- 
ble de cualquier democracia (democracia liberal). 

La duración de la transición depende fundamentalmente 
de las mismas modalidades con las cuales sucede el cambio, 
de los residuos de la legitimidad del régimen precedente y 
de la presencia o ausencia de opciones políticas diversas 
acerca de la elección del nuevo régimen que se enfrentan. 
De hecho, en Grecia con Karamanlis que fue llamado por 
los mismos militares, con el régimen precedente completa 
mente ¡legitimado incluso de los que lo habían sostenido 
precedentemente, en ausencia de otras opciones políticas 
democráticas, el período de transición fue brevísimo: des 
pués de menos de cuatro meses se hacen ya las primeras 
elecciones generales (noviembre de 1974) y después de 
otras tres semanas el referéndum institucional que conduct 
rá a la opción por la forma de gobierno republicana. 

En España, antes que se llegue a las leyes que garantizan 
los derechos políticos y civiles y, después, a las primeras 
elecciones será necesario esperar quince-diecinueve meses 
desde la muerte de Franco (hasta marzo-abril y junio de 
1977). Por lo tanto, es un largo período de transición que 
se caracteriza por un paso gradual hacia el nuevo régimen. 
Durante este período —ósta es la aparente paradoja— en el 
ámbito de las mismas leyes franquistas y con dos gobicrnos 
compuestos en diversa medida por personal del vicio róge 
men (el gobierno de Arias Navarro y el de Adolfo Suárez), 
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se llega al cambio. Evidentemente, para una parte de la 
élite franquista, el llamado bunker, el régimen conserva 
toda su legitimidad. Incluso, en un primer momento, con 
Arias Navarro el proyecto —que se enfrenta con el de el 
Coordinación Democrática, órgano en el cual están presen- 
tes todas las formaciones políticas- €s simplemente el de 
una “democracia limitada y protegida”, es decir, aquel de 
una liberalización parcial del régimen. Al término de la 
transición hacia la instauración democrática contribuyen 
por lo menos tres factores: la movilización política de los 
partidos, de los sindicatos y de los obreros, más en general, 
el rol de guía prudente, pero decisivo, desarrollado por el 
Rey que nombra al desconocido Suárez Primer Ministro a 
comienzos de julio de 1976; la neutralidad militar. El ver- 
dadero momento de cambio sucede cuando las Cortes fran- 
quistas mismas apruebas en noviembre de 1976 la Ley de 
reforma política, sometida después a referéndum en di 
ciembre, siempre siguiendo las normas previstas por el fran- 
quismo. Sólo con tal ley es reconocido el derecho a voto y 
la necesidad de una representación parlamentaria directa y 
libremente elegida. 

La transición portuguesa presenta otras características 
cuya especificidad debe ser subrayada. Es la única transi- 
ción que es inaugurada por un golpe de estado. Que una in- 
tervención militar termine con instaurar un régimen demo- 
crático es un hecho del todo excepcional en la historia mo- 
derna, sobre todo si se piensa en el hecho de que en el 
transcurso de pocos años los militares vuelven a sus regi- 
mientos y la democracia resultante no es un régimen prote- 
gido, sino gobernado por civiles. Prácticamente no existen 
sostenedores activos del viejo régimen: los militares lo des- 
truyen sin encontrar ninguna oposición. Sin embargo, en la 
sucesiva situación de alta movilización obrera, campesina y 
estudiantil, diversos proyectos poliicos se enfrentan y 
rompen en su interior sea el MrA que las fuerzas civiles en 
las cuales en un primer tiempo prevalecen comunistas y so- 
cialistas. El mismo manifiesto del MFa que acompaña el 
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golpe es vago y ambiguo. Por otra pafte su objetivo era de 
agregar inmediatamente alrededor de él el mayor número 
posible de consenso. A las elecciones de abril 1975 se llega 
en una situación en la cual ya hubo cuatro diversos gobier. 
nos y después un intento de golpe, inspirado por el genera] 
Spínola (11 de marzo de 1975), la dimisión del Presidente 
provisorio, que era el mismo Spínola (setiembre de 1974). 
Además los doce meses transcurridos (abril de 1974 - abri] 
de 1975) han sido dominados por el enfrentamiento sobre 
las modalidades de solución del problema colonial y de la 
adopción de algunas decisiones de carácter típicamente so- 
cialista (nacionalización de la banca y de las aseguradoras) 
y de la predisposición a un vasto plan de reforma agraria. 
Cuando fue elegida la Asamblea Constituyente en 1975, 
parece verdaderamente que se inicia un proceso de instau-. 
ración de un régimen en el cual será preponderante el rol 
de los militares y central un programa económico con el 
signo de una todavía poco definida transformación socialis- 
ta. 

El problema central en Portugal, durante esta fase, es la 
despolitización de los militares y su retorno a los cuarteles, 
En efecto, hasta el momento del golpe algunos militares 
manifiestan intenciones contrarias a esta vuelta pero, des- 
pués, cuando Spínola y otros quieren dar un giro modera- 
do al régimen que se va instaurando, en su conquista “revo- 
lucionaria”, la presencia militar es conformada y por lo 
tanto, institucionalizada. El pacto cívico-militar suscrito a 
comienzos de la elección de abril 1975 tiene precisamente 
el siguiente significado: la presencia militar estable es nece- 
saria y se justifica sobre la base de la exigencia a salvaguar- 
dar el régimen y por los resultados obtenidos por la vía de 
la sociedad socialista. En cierta medida, la constitucionali 
zación del Consejo de la Revolución, inscrita en la Carta 
aprobada en abril de 1976, viene a ratificar lo anterior. La 
pregunta ahora es cómo se pasa de la presencia militar, 
aunque jurídicamente garantizada (la Constitución no po- 
drá ser revisada antes que pasen cincuenta años y ésta de- 


40 


berá ser aprobada por una amplia mayoría de dos tercios) 
a la neutralización. 

En este momento es necesario distinguir dos períodos: 
el primero, verdaderamente crucial, llega a fines de junio 
1976. cuando es clegido Eanes como Presidente de la Re- 
pública, que abarca el fin de la transición y la instauración 
propiamente tal. el segundo, que llega al fin de la reforma 
constitucional de 1982 y comprende el período de conso- 
lidación. Los aspectos centrales que determinan los cam- 
bios entre el estado de 1975 y el estado al año siguiente 
(hasta fines de noviembre) están inevitablemente entrelaza- 
dos debido a la acción conjunta de la parte militar y civil. 
caracterizada por tres factores relevantes: la inevitable divi- 
sión de los militares en a lo menos cuatro grupos, cuyos lí- 
deres principales son Vasco Goncalvez, Otelo de Carvalho. 
Melo Antunes y Ramalho Eanes. Esto es, se politiza el Ejérci 
to atodo nivel desapareciendo así el principio jerárquico y la 
disciplina. El sectarismo se vuelve extremo hacia 1975, sin- 
tiéndose cada unidad militar con derecho a asumir distintas 
políticas. En determinado momento los populistas de Car- 
valho arriesgan a perder el control de COPCON, el nuevo 
Servicio de Seguridad. También la policía está completa- 
mente politizada en un sentido extremista. Bajo estas cit- 
cunstancias Eanes emerge con el objetivo de hacer retornar 
el orden, disciplina, y sentido profesionalista en la estruc- 
tura militar. 

El otro factor es la formación de una alianza cívico-mili- 
tar en sentido anticomunista y contraria a Gongalves y el 
PCP. La segunda supuesta. fase revolucionaria, aunque au- 
tocrática y por lo mismo antidemocrática que estos pre- 
tenden poner en acción, está bloqueada por esta alianza. 
En ella convergen los distintos grupos militares no-comu- 
nistas y la fuerza partidista moderada y socialista. El re- 
cuerdo del autoritarismo de derecha está demasiado vivo y 
reciente por lo que no se produce una inmediata reacción 
cuando se vislumbra el peligro de un autoritarismo de 12- 
quierda, que puede ser peor al primero y al cual se oponen 
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denodadamente los pequeños y medianos propietarios y la 
clase media urbana. 

Los dos factores tienden a converger hacia la dirección 
del militar Gongalves, presidente del Consejo al inicio de] 
régimen de 1975, y del civil Cunhal, dirigente del Pcp. Ey 
esencia, el elemento más relevante es que se crea una nueva 
y distinta coalición dominante que sostiene la solución de- 
mocrática sin en realidad renunciar a alguna transforma. 
ción social, ya efectuada en el período precedente (nacio- 
nalizaciones, expropiaciones y otras). Desde otro punto de 
vista, se puede sostener que ciertamente se formó la coal;- 
ción cerrando la “Revolución Socialista”. Una pregunta a 
esta altura es determinar las razones de fondo sobre cuya 
base surge aquella alianza moderada. Tendemos a deducir 
que tal alianza resulta, objetivamente, de una anarquía pro- 
ducida por el pavor de los militares a la disgregación del 
Ejército, (con la pérdida de la disciplina y del principio je- 
rárquico), el temor al extremismo comunista del momento, 
de una reacción de la derecha a la radicalización del régi- 
men, de la instancia a una selección ideológica de parte de 
los líderes moderados, militares y civiles, tendientes a man- 
tener la fe al principio de conjugar socialismo y democracia 
(según lo que ya aseguraba el Manifiesto de los Capitanes el 
25 de abril 1974) y a una evaluación realista de la situación 
política y social, 

El último factor que es necesario retomar es más ambi 
guo, menos evidente y concierne a la presión externa de 
orden económico y político que proviene de algunos países 
europeos y más que nada delosEE,UU. Tales presiones 
ayudan a los socialistas y refuerzan a los militares no-co- 
munistas en su conflicto con Gongalves. De todos modos, 
el nuevo acuerdo cívico-militar de febrero de 1976, con la 
desaparición de la asamblea del MF A. y la sustitución en el 
proyecto constitucional por el Consejo de la Revolución, 
es la prucba de la victoria moderada y el punto de retorno 
en el proceso de despolitización militar. Después de la elec- 
ción de Fanes, el problema de la consolidación democráti 
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ca y la continuación de la neutralización militar es impor- 
tante. Es oportuno en este punto concentrarse en el análi- 
sis del período posterior a 1976, aunque por ahora, supera- 
ría los límites del presente estudio, 

El examen hasta aquí efectuado, especialmente del caso 
portugués, nos lleva a algunas reflexiones sobre el ro] de los 
militares durante la caída y transición del régimen autocrá- 
tico, tales como en las fases sucesivas de transición. La pri- 
mera consideración lleva directamente a ia hipótesis inicial 
sobre el quiebre de la coalisión dominante. La caída o 
transformación de los tres regímenes es posible debido: a) 
los militares están divididos y deciden ellos mismos traspa- 
sar el poder a los civiles ante la alternativa de un desastre 
de enormes proporciones no tan sólo para el país, sino 
también para la misma institución militar (caso griego); 
b) los militares permanecen neutrales y aceptan de hecho 
la transformación del régimen sin reaccionar (al menos 
hasta 1979-80) en el caso español c) una parte de los mili- 
tares de grado inferior, politizados en dirección radical, 
provoca la misma caída del régimen, prácticamente -sin en- 
contrar reacciones relevantes de parte del vértice de las 
Fuerzas Armadas (es el caso portugués). Se puede pensar 
en una cuarta posibilidad, la más extrema y muy bien repre- 
sentada en la Italia de 1943: d) las instituciones militares 
han sido destruidas por la derrota de la guerra (aún cnton- 
ces, un militar, el general Badoglio, Primer Ministro del pri- 
mer gobierno que sigue a la caída de Mussolini (el 25 de 
julio de 1943) y cuando el rol del Ejército es escasamente 
relevante en la caída del régimen facista y después, del 
todo irrelevante en la trasición a la democracia. Concorda- 
mos que en la crisis del régimen autoritario se ha validado 
la Hipótesis general propuesta en el párrafo anterior, aun- 
que en su caída o transformación es necesario considerar 
esta condición más específica que resguarda el rol de las 
Fuerzas Armadas en una de las cuatro posibles variantes 
antes delineadas. 

El rol de los militares es ahora crucial al comienzo de la 
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transición hacia la democracia. Precisamente, al inicio de 
este párrafo, se ha afirmado que para que haya una transi. 
ción hacia un régimen demócrata clla debe tener, ánte to- 
do, un cambio de los actores políticos en esta dirección, 
Tal cambio es más fácil si en esta etapa hay una mayor dis. 
tribución de los recursos coercitivos. En efecto, en el caso 
griego junto a la movilización de las fuerzas políticas civiles 
existe una situación de deslegitimación de las Fuerzas Ar 
madas y su ausencia del escenario político durante la tran- 
sición. Tal fase se concluye muy rápidamente. tan rápida 
como es la instauración. El caso español se. presenta de 
modo similar: el Primer Ministro Suárez en un famoso 
acuerdo semi secreto —pero resultando bien notorio— de 
Septiembre 1977, logra ganarse el apoyo de los militares 
democráticos y la predicha neutralidad de toda la institu- 
ción hacia el nuevo régimen que comenzaba a instaurarse 
en esos meses. Tal acuerdo constituirá uno de los puntos 
centrales de cambio en una más larga transición e instaura- 
ción española, en presencia de una gran movilización, en 
estos meses, de todas las fuerzas políticas civiles. En e 
portugués, no ocurre lo mismo: aunque después de la caída 
del régimen cactanista. se inicia una notable movilización 
civil, al mismo tiempo están presentes en la escena, políti- 
cos y militares que han hecho el golpe y, obviamente, mo- 
nopolizan gran parte de estos recursos coercitivos. Sobre la 
base de la hipótesis antes mencionada, una misma situación 
debería impedir, o al menos hacer más difícil la solución 
democrática. Poco claro, el caso portugués es el que se da 
de modo más problemático en cuanto al posible éxito de la 
transición a la democracia u Otra alternativa diferente. 
Como hemos visto, es sólo el cambio de 1 
de la base del régimen y con más e 
una nueva pero distinta alianza 
los militares y algunas fuerzas 
vuelta y la elección democrátic 
hecho de la instauración y una 
se tendrá en relación a una pro 
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xactitud. la formación de. 
moderada por una parte de 
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a durante la transición. El 
fuerte consolidación sólo 
gresiva salida del escena 
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rio político de los militares, O sea, un aumento gradual de 
neutralidad. Lo anterior junto con otras consideraciones 
son perfectamente coherentes con la teoría democrática, 
como fue desarrollada el último decenio en Europa 
Occidental. Es sólo aparentemente sorprendente ver cómo 
el rol de las Fuerzas Armadas en el régimen democrático 
no haya sido objeto de atención y análisis de parte de 
aquellos teóricos. Más bien que una carencia de la teoría, 
este olvido parece la codificación implícita del hecho de 
que en una democracia los militares “deban” ser una 
fuerza neutral, ausente del escenario político y subordina- 
do al poder civil de las instituciones gubernativas, parla- 
mentarias y partidistas. Si así no fuese —sugiere aquella 
teoría— existe en el régimen democrático un elemento de 
crisis, que puede estar presente sin la instauración o tam- 
bién puede surgir en fases sucesivas. 
Otro de los aspectos centrales del período de transición 
es el grado de continuidad que lo caracteriza, es decir. si 
en el paso al nuevo arreglo político el cambio se realiza en 
el ámbito de las normas previstas por el régimen preceden- 
te por su adaptación cambiante. Aunque tal continuidad 
seca bastante más fácil, encontrar empíricamente en el paso 
entre regímenes del mismo tipo -por ejemplo, de demo- 
eracia a democracia— se puede constatar una notable con- 
tinuidad en el caso español en el cual son utilizados los 
mismos procedimientos previstos por la normativa fran- 
quista; en el extremo opuesto se halla el caso portugués, ca- 
racterizado por una fuerte discontinuidad; substancialmen- 
te no valorable es el griego por cuanto, por una parte. el 
cambio llega por voluntad misma de los militares, pero en 
la otra falta la precedente institucionalización supuesta por 
Una similar valoración. De todos modos considerar tal con- 
tinuidad Cs relevante para explicar, después, la otra contt 
nuidad expresada por el mantenimiento de estructuras o 
del personal del viejo régimen en el nuevo. Este último 
Punto es muy importante como indicador de aquella con- 
tinuidad, y sirve además a esclarecer el caso griego. Así, en 
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el caso español, tal continuidad de personal es alta a Nivel 
también de la policía y del Ejército, donde son efectuadas 
pocas sustituciones. En cl caso portugués hay toda una le- 
gislación que persigue a los exponentes del viejo régimen en 
el transcurso de algunos años. la PiDI. (la policía Política) 
es desmovilizada, es formado un tribunal para enjuiciar re- 
troactivamente de los delitos cometidos durante el régimen 
autoritario también por parte de funcionarios administrati. 
vos; no sólo obviamente el cuadro de oficiales es purgado. 
sino que sucede igualmente a nivel administrativo. Tam- 
bién en el caso griego, con mayor discreción, Karamanlis 
promucve procesos y destituciones en el Ejército, en la 
policía política y entre los mismos ministros civiles duran. 
te el período militar. En este sentido Karamanlis pretende 
romper la continuidad con el precedente régimen mi 


litar, 
pero no el con la democracia pre-1967. + 


Conclusión provisoria 


Como se ha constatado. el presente trabajo revisa sólo la 
experiencia de tres países europeos durante los años seten- 
ta, y de tal experiencia, considera solamente la primera 
fase (fin de la transición e inicio de la instauración). Aun- 
que tal análisis no pretende ser concluyente en el plano 
empírico, ni extenderse particularmente sobre los aspectos 
teóricos del fenómeno, se ha querido sólo subrayar los as- 
pectos comparativos más relevantes del proceso investiga- 
do. En los años siguientes a aquellos aquí analizados, los 
tres países presentarán todos los problemas inherentes a la 
instauración democrática: de la elaboración y extructura 
ción de las distintas instituciones y procedimientos (Go- 
bierno, Parlamento, Leyes electorales, Constitución), a la 
formación de los partidos y del sistema de partidos de los 
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sindicatos y los diversos otros grupos de interés. a los dis- 
tintos problemas sustantivos que la situación económica y 
social presentara. Para estos tres países la democracia po- 
drá ser después el motivo de consolidación con una rela- 
tiva dificultad por superar. El análisis de estos fenómenos 
supera los límites de este estudio. 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Transiciones en Europa del 
Sur y América Latina. 


Una visión del caso de España 
desde la perspectiva latinoamericana 


Carlos Huneeus 


“Desde lejos, con las experiencias vividas, hemos seguido el aconte- 
cer de España con apasionado interés, y hemos visto cómo han sido 
superados los augurios de quienes anunciaban toda suerte de tras- 
tornos para su pueblo. Más aún hemos comprobado que las ideas po- 
líticas no habían muerto, que el amor a la libertad estaba muy vivo; 
y, sobre todo, lo que más impresión nos ha causado. es que los diri- 
gentes de las más diversas corrientes han dado una lección de cordura 
y moderación, sacrificando muchas veces exclusivismos partidistas 
para afirmar la democracia y la convivencia del pueblo español. Esta 
lección y este ejemplo tienen para nosotros una influencia e impor- 
tancia que quizás Uds. no pueden evaluar. Al afirmar así la democra- 
cia en España, (se) está proyectando un rayo de luz sobre el conti- 
nente latinoamericano y haciendo una contribución invaluable, que 
alimenta nuestra esperanza de mejores días”. (*) 


(*) Discurso del ex-Presidente de Chile 1 duardo rei en el acto inaugural del | 
Congreso de la UCD en Madrid, el 20 de octubre de 1978. 


La OPORTUNIDAD y el carácter de la transición a la de- 
mocracia en España explican el enorme interés que desper- 
tó en América Latina. En efecto, la monarquía parlamentaria 
se instauró cuando la mayoría de los países al sur del río 
Grande estaban gobernados por regímenes autoritarios y 
dictaduras militares que impusieron durísimas políticas de 
exclusión de los sectores medios y populares. Tan sólo Cos- 
ta Rica, Colombia y Venezuela tenían regímenes pluralis- 
tas. España mostró en un momento muy oportuno que las 
dictaduras tienen un plazo fijo de duración después del 
cual la democracia aparece como una alternativa inevita- 
ble. (1) 

El carácter que asumió el cambio de régimen —pacífico 
y con la activa participación del pueblo español y sus diri- 
gentes mostró que era posible establecer un consenso en- 
tre sectores que en el pasado se enfrentaron violentamen- 
te, pues habían extraído las lecciones de la dramática histo- 
ria de España No puede extrañar, entonces, que en Iberoa- 
mérica se haya seguido atentamente la transición española 
con el fin de extraer lecciones para la acción política. De 
ello dan cuenta una infinidad de acciones y declaraciones 
de actores políticos de diversos países, una de las cuales en- 
cabeza nuestro trabajo. La vastísima literatura latinoameri- 
cana sobre la democracia y la transición (2, - tema prácti- 
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camente desatendido hasta entonces (3)- tampoco se pue- 
de analizar sin considerar el impacto de la experiencia espa. 
ñola en los cientistas sociales latinoamericanos. De ahí que 
difícilmente puede dejarse de lado la transición española 
cuando se desca analizar los procesos de democratización 
que desde 1977/78 se desarrollan en América del Sur. tam- 
poco puede olvidarse el caso de España cuando se estudian 
las estrategias de las oposiciones democráticas a los rcgíme- 
nes autoritarios que todavía subsisten en la región. 

El análisis de las implicancias para América Latina de 
transición española a la democracia constituye, 
un ejercicio analítico de la mayor importancia 
está, extraordinariamente complejo pues e 
rea de examinar tanto el desarrollo del cambio político es- 
pañol como también las condiciones en que se están dando 
los procesos de democratización en Iberoamérica, con las 
especificidades en cada uno y, por ende, con sus enormes 
diferencias y contrastes. Supone, además, explorar el difícil 
tema de las comparaciones de la política en Europa y Amé- 
rica Latina, que hasta el momento ha sido un eje 
escasamente desarrollado por los cie 
Mecricanos. (4) La historia no se re 
saber cómo se ha hecho en otros lados. 

En efecto, España inició la transición sic 
derno, con una economía que 
potencia industrial del orbe y estaba integrado al mercado 
mundial en una posición relevante y no subalterna; en 
América del Sur los países son subdesarrollados y depen- 
dientes y con sociedades en proceso de modernización aún 
inconcluso o en procesos de reversión modernizadora. 

La experiencia traumática de la sangrienta guerra civil 
española y sus secuclas en los años cuarenta y cincuenta 
-sin equivalentes en otros países— constituyen un funda- 
mento importantísimo para que los ciudadanos y los diri 
gentes saquen lecciones del pasado a fin de diseñar e imple- 
mentar decisiones políticas adecuadas para una oportuna y 
eficaz instauración y consolidación democrática: en lo mé 


la 
por tanto, 
. Es, claro 
xigc la doble ta- 


rcicio 
ntistas sociales latinoa- 
pite, pero vale la pena 


ndo un país mo- 
lo ubica como la décima 
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cropolítico, la posición institucional del Rey Juan Carlos y 
la forma en que éste ejerció su autoridad y poder también 
constituye una especificidad española. 

Cuando se analizan los procesos de democratización en 
América Í atinu se debe evitar el simplismo de tomar a la re- 
gión como una unidad y se busquen implicancias políticas 
para e! conjunto de los países. Hay diferencias estructura- 
les. históricas y de sistemas políticos muy marcados entre 
los países que no se pueden olvidar o desatender por la 
existencia de algunos aspectos culturales comunes (idioma, 
religión, etc.) (5) Si se quiere desatender tales contrastes 
y “ferencias intralatinoamericanas necesariamente se ten- 
drá que reflexionar a un altísimo nivel de tal manera que 
la generalización hará perder contacto con la realidad de la 
política latinoamericana; además, redundará en que la pro- 
pia transición española se presentará como una operación 
política demasiado simple. 

El análisis de la experiencia española que acá se hará se 
centrará en tres preguntas fundamentales: ¿cómo se produ- 
jo el cambio de régimen? ¿qué tipo de democracia inspiró 
las decisiones de los actores durante la transición y se esta- 
bleció en la Constitución Española de 1978? y, en tercer 
lugar, ¿cuál fue el rol de los partidos y los problemas de 
consolidación del sistema de partidos? Cada uno de estos 
tres aspectos constituyen temas de enorme interés para el 
análisis de Jos procesos de democratización en América del 
Sur y de allí que lo hagamos. 


1. Dela dictadura a la democracia: Presiones desde abajo 
y de acuerdos de elites 


EJ cambio de régimen político en España se produjo por 
la confiuencia de acuerdos de elites y presiones desde la 
base social. después de la muerte del dictador. Los hitos 
más importantes de la transición apoyan el activo protago- 
nismo de las elites: las negociaciones entre el Presidente 
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Adolfo Suárez con los líderes de la oposición democrática 
en el otoño de 1976 e invierno de 1977: los Pactos de y, 
Moncloa; la preparación de la Constitución de 1978; los 
acuerdos sobre el empleo entre la Cror y la UG, ete, Las 
movilizaciones callejeras, los conflictos laborales y actos de 
protesta de los movimientos nacionalistas durante los me. 
ses siguientes a la muerte del dictador el 20 de noviembre 
de 1975 muestran que la base social tuvo un activo prota. 
gonismo en el desencadenamiento del cambio político. (6) 

El análisis de la transición debe cuidarse de sobrevalorar 
una de estas dimensiones en desmedro de la otra: destacar 
antes que nada el papel de las elites puede conducir a una 
interpretación elitista del. cambio político; atender sólo al 
papel de las presiones desde abajo puede significar tener 
una “visión heroica de las masas” como acertadamente ad- 
vierte Bolivar Lamounier. (7) 

La oportunidad, contenido y caracteres de los acuerdos 
entre elites no se entienden sin tomar en cuenta la presión 
desde la base, aunque no puede explicarse la acción de los 
dirigentes únicamente como reacción ante tales presiones y 
sin atender a su capacidad de liderazgo para impulsar int 
ciativas propias. El [ Gobierno de la Monarquía. presidido 
por Carlos Arias Navarro e impulsado fundamentalmente 
por el proyecto político y la energía del vicepresidente y 
Ministro de la Gobernación, Manuel Fraga Iribarne, creyó 
controlar las demandas políticas de la oposición desde el 
Gobierno mediante una política de “law and order” resu- 
mida en la frase de Praga “la calle es mía”. Como esta po- 
lítica de control mediante represión no tuvo éxito, sino 
que agravó la intensidad del conflicto social, el alto riesgo 
de polarización y confrontación entre el gobierno y la apo- 
sición movió al Rey Juan Carlos a provocar con bastante 
sentido de la oportunidad el cambio del Presidente de Go- 
bierno designando a Adolfo Suárez. (8) Durante los prime 
ros meses de su gestión presidencial, Suárez y su Gabinete 
tuvieron que encarar una intensa presión sindical y nacio 
nalista - especialmente en setiembre y noviembre de 1976- 


58 


precisamente cuando se anunció y cuando se tramitaba en 
las Cortes franquistas el proyecto de ley para la Reforma 
Política. Sin embargo, el Gobierno logró retomar el lide- 
razgo del cambio político y asumió su iniciativa en impul- 
sarlo, que precisamente quería mantener la oposición con 
sus movilizaciones (9. Los acuerdos políticos a nivel de 
las elites promovidos desde el gobierno tuvieron como 
efecto contribuir a disminuir la presión desde abajo, creán- 
dose así un clima político más favorable a un cambio pací- 
fico y por la vía de las reformas. : 


GRAFICO 1: Número de huelguistas en conflictos laborales en España l 
(1976) (en miles) 
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FUENTE: Datos de la Organización Sindical, tomado de Cambio 16, 268/30. 1. 
1977, p.27 
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Las presiones desde la basc y los acuerdos de las elites 
son condiciones necesarias para explicar la introducción 
del proceso de cambio del régimen político, pero no son 
suficientes, En efecto, el caso de España muestra con gran 
claridad el papel decisivo del Rey, como institución y co- 
mo persona, cumpliendo una función de puente en una do- 
ble perspectiva: entre el antiguo régimen y cl nuevo ayu- 
dando a la legitimación del orden democrático “hacia atrás 
y hacia adelante” y como un puente entre las demandas de 
la base social y los proyectos de las elites políticas (10 ). 
Sin la existencia del Rey difícilmente podemos imaginar 
que el encuentro entre las demandas de la base y los pro- 
yectos de las elites hubiese sido tan rápido y eficaz (11). 
La inexistencia de equivalentes funcionales a la monarquía 
en otros regímenes autoritarios complica la implementa- 
ción de estrategias de reforma. 

En América del Sur las condiciones estructurales mi 
cropolíticas en que ocurren y pueden ocurrir los procesos 
de transición no son enteramente similares. En primer lu- 
gar, la desmovilización de los trabajadores y organizacio- 
nes campesinas es una. consecuencia directa de la aplica 
ción de un modelo económico que tiene dos componen- 
tes económico-políticos centrales: atemorizar al movimien- 
to sindical para debilitarlo fuertemente y aplicar una polí- 
tica económica que tiene altas tasas de desempleo como un 
requisito fundamental para su éxito (12). Con ello. el 
régimen militar puede reducir la aplicación de los mecanis 
mos coercitivos, sin tener que temer una desestabiliza- 
ción. En el caso de España, ya sea por el desarrollo eco- 
nómico desde los años sesenta o por el “exit” que debieron 
hacer quienes no encontraron un puesto de trabajo y tuvie- 
ron que emigrar (Gastarbeiter) o por ambos motivos, hu- 
bo una economía que hoy puede ser mirada en restrospec- 
tiva como de “pleno empleo”, especialmente si se le conr- 
para con las economías latinoamericanas (13). Además, la 
diversificación de la estructura económica y social española 
permitió una demanda social más multifacéótica y que tuvo, 
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CUADRO NO 1: 


LA ESTRUCTURA DE LA COALICION GOBERNANTE: 
ARGENTINA 1966-1973; 1976-1983. BRASIL 1964-1983 


nd 
Total Militares 


ARGENTINA Total Militares BRASIL 
A 
Interior 11 8 Interior $5 E 
Relaciones Exteriores 10 3 Relaciones Exteriores S - 
Defensa 8 3 Guerra 7 7 
Marina 6 6 
Aviación 7 Y 
Hacienda 9 - Hacienda e Z 
Economía 6 - 
Industria y Comercio 4 - Industria y Comercio 7 - 
Justicia 11 1 Justicia 6 - 
Educación 11 1 Educación 7 1 
Vivienda 3 - 
Salud y Ambiente 3 1 Salud 5 S 
Agricultura -2 1 Agricultura 5 - 
Obras Públicas 6 - Transportes y 
Transporte 2 2 Obras Públicas S 4 
Información 2 1 Información 1 - 
Seguridad Social 13 S Trabajo y Previsión 4 - 
Trabajo 8 4 Trabajo 2 de 
Previsión 1 > 
Secretaría General 3 3 Comunicación 4 1 
Energía y Minas 3 - 
Planificación y Coordi- 
Planificación 3 1 nación Económica 5 1 
] Reforma Administrativa 1 1 
A ma 


Puente: Keesings' Contemporary Archives, diferentes años. 


CUADRO NO 2: 


LA ESTRUCTURA DE LA COALICION GOBERNANTE EN CHILE 
(1973 - julio 1983) 


——— a 


Total Carabi. 
MINISTERIO Ministros FF.AA, Ejército Armada Aviación neos 
FA AAA 
Interior 4 3 2 1 
Relaciones 
Exteriores S 2 2 
Economía, Fomento 
y Reconstrucción 10 4 3 1 
Minería 7 3 2 1 
Hacienda 6 1 1 
Educación 7 4 4 
Justicia 6 
Defensa Nacional 7 7 5 2 
Obras Públicas y 
Transportes 4 2 2 
Transportes y ' 
Telecomunicaciones 4 3 1 2 
Agricultura 6 3 1 2 
Vivienda y N 
Urbanismo 6 4 2 1 1 
Tierras y 
Colonización 4 4 4 
Trabajo y Previsión 
Social 8 2 f 1 
Salud Pública 6 5 1 2 2 
Secretaría General 
de Gobierno + 8 6 6 


A A AAA AA 


TOTAL 098205377 asas 


por ejemplo, en la politización de los estratos medios un 
ejemplo ilustrativo, 

En América del Sur la estructura ocupacional está con- 
centrada en el sector primario y terciario y ha tenido una 
organización sindical fuertemente dependiente del estado 
o de los partidos, con lo cual su capacidad de maniobra ha 
estado severamente coartada cuando el Gobierno fue asu- 
mido por los militares y excluida la actividad partidaria. 

En segundo lugar, las posibilidades de conseguir una 
concertación de elites oportuna y eficaz exige varios su- 
puestos: un grado relativamente significativo de institucio- 
nalización de la oposición democrática y de legitimación 
de su acción política, una presión externa que contribuye a 
fortalecer la acción opositora —cemo fue la intensa solida- 
ridad de los dirigentes políticos de diversos países europeos 
durante 1976 en España- y una relativa neutralización del 
aparato coercitivo del estado, ya sea porque el tamaño de 
las Fuerzas Armadas es menor o bien porque éstas se han 
mantenido alejadas de la acción gubernamental durante la 
fase autoritaria o bien por la confluencia de ambos aspec- 
tos, como fue el caso de España. En esta ú!tima situación, 
la oposición democrática tiene mayor margen de maniobra 
que en un caso de Fuerzas Armadas poderosas e integradas 
a la acción gubernamental a través de ocupar posiciones de 
autoridad en éste. 

Ninguna de estas tres condiciones están presentes en 
América del Sur. En efecto, ni los partidos políticos ni las 
Organizaciones sociales —especialmente empresariales— 
están suficientemente institucionalizadas en América del 
Sur (¿cuál es el partido de izquierda o derecha en Argenti- 
na?); tampoco es visible una activa y eficaz solidaridad ex- 
terna para ayudar a promovocar un proceso de democratt- 
Zación y finalmente los militares tienen un enorme tama- 
ño, ocupando su personal activo y en retiro numerosos 
puestos claves en la administración del estado. Finalmente, 
no existe una institución que, oportuna y eficazmente, 
pueda lograr la convergencia de los intereses democratiza- 
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dores existentes en las bases y en las elites y hacer que 
éstos se lleven a la práctica. En efecto, la Iglesia Católica 
puede promover el diálogo, pero dif sell ente puede conse- 
guir que los eventuales acuerdos de elites se traduzcan cn 
políticas democratizadoras. E 

La alta participación castrense en el Gobierno y en las 
altas posiciones de autoridad y poder en América del Sur es 
una importante diferencia con el régimen de Franco y 
constituye un aspecto decisivo a la hora de entender las po- 
sibilidades del cambio de régimen político. En efecto, las 
experiencias autoritarias en Argentina entre 1966 y 1973 y 
entre 1976 y 1983 muestran una significativa participación 
castrense en la coalición gobernante; también se muestra 
en el Brasil, aunque es considerablemente menor (véase 
cuadro 1); muy alta lo ha sido en Chile, en que los minis- 
tros militares —hasta el cambio de gabinete de agosto de 
1983 - cran la mitad de los ministros y que, además, ocu- 
paban todas las posiciones de autoridad en la estructura 
vertical del estado (intendentes de regiones y gobernadores 
de provincias), (véase cuadro 2). 


2. ¿Qué tipo de democracia? 


Durante la transición las elites deben adoptar decisiones 
políticas que tendrán un efecto directo sobre las caracte- 
rísticas políticas e institucionáles del orden democrático a 
ser instaurado y que también repercutirán en el ritmo y 
condiciones de la consolidación de la democracia. Diferen- 
tes arreglos institucionales producirán diversas consecuen 
cias en la capacidad de integración eficacia y efectividad 
del régimen democrático. Esta capacidad de integración 
puede estar definida según el reconocimiento que se haga 
de todos los estratos sociales y partidos políticos y de la 
igualdad que tienen para participar en el sistema político y 
en la distribución de sus frutos. Integración es sinónimo de 
ciudadanía civil, política y social (14) Esta integración, 
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por tanto, tiene que ver con los grados y alcances de la pro- 
fundización de la democracia y con la oportunidad y se- 
cuencia con que se realice. En un plano más institucional, 
y no por eso menos relevante, la dinámica del cambio de 
régimen político será muy diferente entre un régimen fede- 
ral o semifederal y uno unitario o entre un régimen de go- 
bierno presidencialista O semipresidencialista y uno parla- 
mentario o semiparlamentario. 

Estos diferentes arreglos políticos e institucionales tie- 
nen como consecuencia establecer diferentes tipos de 
democracia, que diferirán según los alcances y característi- 
cas de integración social y política y, por ende, del alcance 
de la institucionalización de la ciudadanía. Para analizar las 
propiedades de estos diferentes tipos de democracia pode- 
mos usar la dicotomía de democracia mayoritaria y demo- 
cracia consociacional o consociativa de que hablan los ita- 
lianos. Cada una de éstas posee arreglos institucionales y 
fórmulas políticas específicas que provocan distintas con- 
secuencias en términos de la integración, eficacia y efecti- 
vidad del régimen democrático, respondiendo a distintos 
presupuestos políticos y sociales (15). 

La democracia mayoritaria tiene como modelo al parla- 
mentarismo británico y su entramado institucional y sus 
características políticas se apoyan en una sociedad integra 
da y que se organiza en dos bloques, que penetran en el te- 
jido social y en los grupos de interés. Esta organización po- 
lítica supone que la alternancia en el gobietno conlleva de- 
cisivas modificaciones en la política gubernamental. La al- 
ternancia no implica generar divisiones sociales O fisuras 
porque existe en la sociedad un vasto y sólido consenso de- 
mocrático, que ha cristalizado en una larga tradición demo- 
crática, en la cual el Parlamento se ha convertido en la ins 
titución central de] orden democrático. Esta división en 
dos bloques y la alternancia de gobiernos supone que no se 
está en una sociedad multinacional y multilingúistica, QUE 
plantea intereses culturales y políticos particularizados, ni 
tampoco de sociedades con fuertes conflictos en el pasado, 
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que han dejado traumas en su ol een 
mayoritaria también supone un sistema a sr il 
cual cada partido representa a uno de los Se e que 
compiten por el poder. Como Oo E0 ésto el prin- 
cipio de representación es el mayoritario. ss respecto a 
los procesos de democratización, este tipo de democracia 
supone la aprobación de una constitución que refleja los 
intereses del bloque mayoritario, es decir, una constitución 
mayoritaria. La alternancia en el gobierno trae aparejado de 
manera casi inevitable la reforma de la Constitución. Un 
ejemplo de este tipo de Constitución es la de Portugal de 
1976 (16), o 

La democracia consociacional, por el contrario, tiene co- 
mo modelo los países con sociedades multinacionales y 
países que, habiendo tenido dramáticos enfrentamientos 
en el pasado, necesitan construir una democracia que inte- 
gre a todos los sectores sociales y políticos a fin de que sea 
capaz de consolidarse mediante un sólido apoyo social y 
político (17). Si existe una superposición de pluralismo 
segmentado con dramáticos enfrentamientos en el pasado, 
.como es España, la instauración de un orden democrático 
difícilmente puede basarse en el esfuerzo de uno solo de 
los bloques que estuvieron en pugna. Contrariamente a lo 
que argumenta Graziano (18) no es la “gran coalición” la 
única vía institucional para este tipo de cooperación polí- 
tica pues puede darse de muy diferentes maneras y abarcar 
diferentes partes del régimen político. En efecto, puede ser 
a nivel estadual o muncipal, o bien puede traducirse en una 
activa cooperación parlamentaria que se exprese en una Cons 
titución de consenso y en leyes fundamentales también con- 
sensuales. Surge así una democracia de consenso que ex- 


presa los intereses de toda la sociedad y no sólo del sector 
mayoritario en las primeras elecciones generales, como 
ocurrió en España en 1931 con sus Cortes Constituyentes. 
Una alternancia en el Gobierno no exige una reforma cons 
titucional para que el nuevo gobierno pueda llevar a cabo 
su programa. Un ejemplo de este tipo de Constitución y de 
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sistema político es la Constitución española de 1978 ( 19), 

En términos del sistema de partidos, la democracia con- 
sociacional se expresa en un sistema múltiple de partidos, 
aunque puede tolerar un sistema de dos partidos y medio 
que no expresan bloques sociales antagónicos sino intercla- 
sista y constituyen partidos del tipo popular (Austria, Ale- 
mania Federal (20). Los arreglos institucionales y políticos 
no se dirigen a forzar fusiones partidistas o coaliciones 
electorales no buscadas sino que se busca institucionalizar 
el pluralismo político. 

Durante la transición y en las Cortes Constituyentes, los 
españoles optaron por la democracia consociacional, recha- 
zando claramente la alternativa mayoritaria El proyecto de 
Fraga Iribarne en el 1 Gobierno de la Corona puede identifi- 
carse como el intento de instaurar desde arriba la democra- 
cia mayoritaria. La aplicación de la política consociacional 
obligó a todos los actores políticos y sociales a hacer impor- 
tantes concesiones Así, por ejemplo, la instauración de la Mo- 
narquía implicó que los partidos de izquierda (PSOE y 
PCE) abandonaron sus planteamientos en favor de la repú- 
blica. En seguida, la Constitución establece disposiciones 
que expresan los intereses de todos los actores sociales: los 
trabajadores tienen un derecho a la sindicalización y dispo- 
nen del derecho de huelga “para la defensa de sus intere- 
ses” (Art. 28, inc. 1 y 2) y los empresarios disponen del re- 
conocimiento de “la libertad de empresa en el marco de la 
economía de mercado” (Art. 38) y se admite el lockout. 
Junto con admitir criterios fundamentales de la economía 
de mercado, la Constitución establece normas sobre inter- 
vención del Estado en la economía (Art. 128) y sobre la 
planificación (Art. 130). Incluso se plantea con un lenguaje 
muy poco liberal que “(los poderes públicos) establecerán 
los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la 
propiedad de los medios de producción” (Art. 129, 2). 

En definitiva, la democracia consociacional se establece 
con aquellas normas e instituciones que aseguran el plura- 
lismo político. Uno de los criterios institucionales facilita 
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dores de ésto se encuentra el establecimiento del sistema 
de representación proporcional para elegir a los diputados 
del Congreso de los Diputados que constituye la Cámara 
Baja del Parlamento español (Art. 68, 3). 

La democracia así redactada fue aprobada por todos los 
partidos parlamentarios, con la abstención del Partido Na- 
cionalista Vasco (PNV) y la oposición de algunos parla- 
mentarios de derecha que debido a esta diferencia renun- 
ciaron a su partido, Alianza Popular. 

Una Constitución que expresa el consenso de todos los 
partidos surge no sólo con una alta legitimidad, sino que 
también da al régimen democrático gran apoyo y estabili- 
dad, al permitir que la alternancia de los gobiernos sea 
efectivamente viable pues sus disposiciones permiten un 
desarrollo político plural. De hecho el PSOE bajo Felipe 
González ha podido implementar las políticas socialis- 
tas que ha querido. Es evidente que este tipo de demo- 
cracia es la que da mayor estabilidad al orden democrático 
y es la más adecuada a países que han tenido fuertes en- 
frentamientos en el pasado, como es el de diversos países 
en América Latina. 


3. Los partidos políticos protagonistas centrales de la 
transición y consolidación de la democracia. 


Los partidos políticos en España han sido los principales 
Protagonistas durante la transición a la democracia y en el 
proceso de consolidación. Esto ha sido así no sólo porque 
los partidos desempeñan funciones decisivas en el régimen 
democrático sino que también por la débil legitimación de 
otros actores sociales y políticos. En efecto, los Pactos de 
la Moncloa suscritos en octubre de 1978, que constituyen 
Un caso muy notable de concertación social, fue suscrito 
por los partidos y no por los grupos de presión de trabaja- 
dores y empresarios (21). Más tarde, cuando se configura- 
ron las principales organizaciones sindicales y empresaria- 
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les, los partidos no dejaron de seguir endo el e eel rógi- 
men político. Así, por ejemplo, una de las po íticas del 
PSOE para asegurar su primacia en la izquierda, en desme- 
dro del Pcr, fue apoyar decisidamente el desarrollo de la 
UGT. como la principal central de trabajadores, quitándole 
así el liderazgo que las CC.00. tuvieron durante la dictadu- 
ra. El fortalecimiento de los partidos ha redundado en un 
fortalecimiento del Parlamento como el eje del régimen de- 
mocrático. Esto ha impedido que emerjan arenas institu- 
cionales ajenas a su control y que constituyen tendencias 
de desarrollo propias de los rasgos de neo-corporatismo en 
las sociedades industriales. Este desarrollo de los partidos 
ha sido un logro muy notable pues a la muerte del dictador 
Franco el 20 de noviembre de 1975 no habían práctica- 
mente partidos medianamente organizados, a excepción 
del PCE y el PN v. 

Tres características fundamentales del sistema de parti- 
dos español fueron de interés para el observador latinoa- 
mericano. En primer lugar, la capacidad de sobrevivir de- 
mostrada por ciertos partidos “históricos” (PSOF, PCE y 
PNV) a pesar de la guerra civil, la dura represión franquista 
de los años 40 y 50 y las profundas y amplias transforma- 
ciones en la estructura económica y social durante el ré- 
gimen autoritario (22) En segundo lugar, la emergencia de 
un número reducido de partidos relevantes, no más de seis, 
que, de acuerdo a la tipología de Sartori, corresponde al 
pluralismo moderado y no al polarizado y que contrasta 
con la proliferación de partidos que existió en el umbral 
del cambio de régimen (23 ), En tercer lugar, no escapa a 
cualquier observador la notable disposición de los dirigen- 
tes de los partidos a la negociación y al compromiso, que 
posibilitó hubiere habido una política de acomodación en- 
tre las elites durante la transición, que fue la base de sus 
tentación de la estrategia del cambio de régimen por la vía 
de la reforma y no de la ruptura. 

De estos tres aspectos, el de buscar la explicación de la 
continuidad de los partidos históricos es de la mayor tras- 
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cendencia para la comparación con América del Sur. En 
efecto, una de las prioridades de las políticas de los regí- 
menes dictatoriales, con el apoyo de los grupos civiles que 
los sustentan, ha sido destruir los partidos históricos a fin 
de establecer las bases de un nuevo sistema de partidos en 
el cual los grupos del autoritarismo puedan mantener un 
protagonismo dominante en la transición a la democracía. 
Por otro lado, los funcionarios y dirigentes de los partidos 
históricos se sienten atraídos por la tentación de interpre- 
tar la experiencia española en su propio beneficio en el sen- 
tido de que la continuidad de los partidos es inevitable, sin 
que sea necesario introducir renovaciones en la ideología, 
programas, organización, estilos y liderazgo partidario (24 ). 

Para considerar sólo uno de los factores que inciden en 
la emergencia del sistema de partidos postautoritario consi- 
deremos el impacto del tipo de sistema político autorita- 
rio. No es lo mismo cuando la dictadura legitima una insti- 
tucionalización con mecanismos semi-competitivos, tole- 
rando la organización de un partido de oposición, como cel 
Brasil, que una dictadura personalizada sin estos canales de 
participación, como Argentina y Chile. En el primer caso, 
la política semicompetitiva exige establecer núcleos de bases 
y dirigentes intermedios y superiores que, cuando se intro- 
duce la política competitiva; están adiestrados en las prác- 
ticas del juego político-electoral. Esto tiene el inconvenien- 
te de que una semi-competición bipolar actúa como camisa 
de fuerza durante la fase competitiva (apertura) pues como 
los partidos establecidos logran monopolizar la dinámica 
electoral no hay espacio adecuado para la emergencia de 
otros partidos, sean o no históricos. Lo interesante de la 
experiencia brasileña es la continuidad del PMDB en la fase 
competitiva a pesar de la heterogeneidad de su elite diri- 
gente y su electorado, sin sacrificar la eficacia política en 
beneficio de la integración (25). 

Para los efectos del análisis comparado de la experiencia es- 
pañola del resurgimiento de los partidos históricos después 
de un autoritarismo prolongado puede ser interpretada no 


71 


tanto como el resultado del peso automático de la tradi 
ción y su efecto en la "memoria histórica de los Ciudada- 
nos, sino más bien debido a los cambios Organizativos, 
ideológicos y de estrategia política implementados por los 
partidos durante el cambio de régimen. Es decir, es la inte. 
gración de factores de la tradición con una profunda y am- 
plia renovación política. Un análisis del caso del PSOE nos 
permitirá ilustrar esta interpretación. 

Las transformaciones políticas que tuvo el PSOE pueden 
agruparse en tres: la diversificación de su elite dirigente y 
de su ideología; la consolidación de un nucleo muy cohe- 
sionado y eficaz y, por último, la construcción de un mo- 
derno aparato partidario. Estos cambios se desarrollaron 
antes y durante la transición y su análisis es fundamental 
para entender por qué el PSOE logró alcanzar el poder. En 
términos de los tipos de partidos —y la de Rose y Urwin es 
útil de usar— (26) las transformaciones que experimentó el 
PSOE pueden interpretarse como el tránsito de un partido 
homogéneo a un partido heterogéneo. Analicemos cada 
uno de estos tres cambios políticos. 

La diversificación de una elite dirigente se produjo por 
la confluencia hacia el PSOE de diversas organizaciones y 
núcleos políticos pertenecientes no sólo al lager socialista 
(Agrupación Socialista Universitaria, Frente de Liberación 
Popular, partidos que integraron en las elecciones de 1977 
la Federación de Partidos Socialistas, Partido Socialista Po- 
pular, etc.) sino también del lager católico (núcleos y dirt 
gentes que procedían de Izquierda Democrática y de la re- 
vista Cuadernos para el Diálogo) y liberales de izquierda 
(núcleos y dirigentes procedentes del Partido de Acción 
Democrática fundado por Dionisio Ridruejo). Esta con- 
fluencia de grupos y partidos se hizo hacia el PSOE históri- 
co y no como una coalición política de pares, en un mo- 
mento, claro está, que el PSOE estaba siendo controlado 
por una nueva y renovada generación de dirigentes. 

Esta heterogeneidad de dirigentes y vertientes ideológ+ 
cas tuvo que provocar importantes modificaciones en la 


72 


ideología y en la posición programática del PSOE a fin de 
dar integración y capacidad de eficacia en la acción. En 
efecto, el PSOE buscó con éxito integrar la tradición libe- 
ral con la socialista -esfuerzo ya iniciado por Ridruejo— 
y se tradujo en resaltar la importancia de la libertad y del 
liberalismo político, que se expresó en el lema de la cam- 
paña electoral de 1977 —“socialismo es libertad”— (27). 
La integración de una vertiente católica (Gregorio Peces 
Barba, por ejemplo) ayudó también a modificar la vertien- 
te ideológica socialista en los planteamientos ideológicos y 
contribuyó a facilitar la disposición de la jerarquía ecle- 
siástica de evitar de apoyar en forma directa la creación de 
un partido demócrata cristiano. 

Estas bases de reclutamiento de la elite y su expresión 
en el programa y política del PS O E tuvieron el efecto de es- 
trechar el campo de acción de los partidos liberales y de- 
mócrata cristianos que emergieron durante la transi- 
ción (28). 

En segundo lugar, esta heterogeneidad de los dirigentes 
y de la ideología no generó dinámicas centrífugas en el par- 
tido, que hubiesen dividido su organización y dificultado 
su acción política, sino centrípetas. Esto pueden explicarse 
en buena medida por el liderazgo de Felipe González, que 
se caracterizó por combinar una alta capacidad de integra- 
ción política de núcleos y dirigentes muy heterogéneos, 
con una clara decisión política para consolidar su posición 
de autoridad y poder en la dirección del partido. Esto pue- 
de demostrarse en analizar la larga y difícil marcha seguida 
por González para consolidar su liderazgo en el PSOE. 

En tercer lugar, el PSOE contruyó un moderno aparato 
partidario, muy diferenciado en sus roles y funciones y d+ 
rectamente supeditado a la estrategia de poder encabezada 
por Felipe González (29) Esta construcción del aparato 
partidario se integró eficazmente a la acción del partido 
gracias a la dirección de Alfonso Guerra, el principal co- 
laborador de Felipe y el número dos del partido. Este apa- 
rato partidario abarca una organización territorial del tipo 


73 


> 


“federal, con una red muy variada de actividades, como 
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tarcas ideológico-programáticas, de formación, difusión y 
estudio, utilizando modernos métodos y técnicas de análi- 
sis político, incluso sondeos de opinión. Esta organización 
burocrática se legitima no sólo por la afiliación, sino tam. 
bién por la utilización de sus oufputs por parte de la direc- 
ción del partido (30). 

El tema de la continuidad de los partidos en América de] 
Sur es difícil de estudiar no sólo por la débil institucional; 
zación que han tenido en la mayoría de los países —salvo 
Colombia, Venezuela, Chile y Uruguay— sino también por 
la personalización de la política y las elecciones generales 
debido a la existencia del presidencialismo. De allí que el 
protagonismo postautoritario de dirigentes históricos 
— Fernando Belaúnde, en Perú, Siles Suazo en Bolivia, Fran- 
co Montoro en Brasil— debe ser explicado por ambas varia- 
bles. La actual experiencia argentina demuestra que pero- 
nistas y radicales siguen dominando la arena política, al 
igual que desde hace un cuarto de siglo (31). Sin embargo 
la UCR bajo el liderazgo del Dr. Raúl Alfonsín no es la 
misma de antes y el peso de la continuidad histórica y su 
tradición de más de medio siglo se ha diversificado con el 
reclutamiento de núcleos políticos y personalidades prove- 
nientes de partidos ajeños al radicalismo, aún cuando el 
núcleo del partido siguen siendo los históricos y no los 
latecomers. 

La UCR también ha evolucionado hacia un partido he- 
terogéneo. El problema está en saber si podrá consolidarse 
su integración interna y su eficacia política en un régimen 
de gobierno presidencialista y en un estado federal y bajo 
las severas condiciones económicas dejadas por la dictadura 
ante la oposición tajante del sindicalismo peronista (32). 
En otras palabras, el dilema es si la UCR podrá mantenerse 
como partido dominante compatibilizando sus dinámicas 
de integración con la eficacia política. Acá la tarea es más 
compleja por la falta de penetración de la UCR en el move 
miento sindical. debido a la posición hegemónica del pero 


74 


nismo en él (33) 

El estudio de los procesos de democratización y consoli- 
dación de la democracia tiene en España un caso interesan- 
tísimo de análisis, que puede concretizarse mediante el 
análisis comparado con uno o dos países latinoamerica- 
nos según la estrategia de investigación sugerida por Rus- 
tow (34). Para los actores políticos la experiencia española 
aporta elementos sugerentes para iluminar la acción políti- 
ca, aunque exige examinar con cuidado sus especificidades 
a fin de evitar repeticiones voluntaristas. 
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NOTAS 


1.Para un buen analisis comparado de las transiciones en el sur de Europa y 
en América Latina, véase Enrique Baloyra, “La transición de autoritarismo 
a la democracia en el sur de Europa y en América Latina: Problemas teórj- 
cos y bases de comparación”, en Julián Santamaría (comp.) La transición a 
la democracia en el sur de Europa y América Latina (Madrid: Centro de 
Investigaciones Sociológicas, 1982). Sobre las transiciones en América Lati- 
na, véase Howard Handelman y Thomas S. Sanders, Military Government 
and the Movement toward Democracy in South America (Bloomington: 
Indiana University Press, 1981); Federico Gil, Enrique Baloyra y Lars 
Schoultz, The Peaceful Transition to Democracy: Elections and the Resto- 
rations of Rights, mimeo, The University of North Carolina, 1981. 

2.Revista Mexicana de Sociología, número monográfico, Vol. XLII, julio- 
septiembre de 1980, H. Handelman y T.G, Sanders, Military Government 
and the Movement Toward Democracy in South America (Bloomington: 
Indiana University Press, 1981). Leopoldo Allub, “El colapso de la democra- 
cía liberal y orígenes del Fascismo colonial en Argentina”, Revista Mexica- 
na de Sociología Vol. XLMI, NO 3, julio-septiembre de 1980, pp. 1105- 
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sentativa en Venezuela. Apuntes para la evaluación de su funcionamiento”, 
Revista Mexicana de Sociología, Vol. XLII, NO 2, abril-junio de 1981, pp. 
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sociedad civil”, Crítica y Utopía, 6, Buenos Aires, 1982, pp. 11-23. Angel 
Flisfisch , “El surgimiento de una nueva ideología democrática en América 
Latina”, Crítica y Utopía, 9, Buenos Aires, 1983, pp. 11-20; DESCO, Amé- 
rica Latina 80, Democracia y movimiento popular (Lima, DESCO, 1981), 
Manuel Antonio Garretón, “Chile: la coyuntura política y las perspectivas 
de la democracia en Chile”, en DESCO, op. cit. pp. 393-413. Manuel A. 
Garretón, “Democratizzación y otro desarrollo: el caso chileno”, Revista 
Mexicana de Sociología, Vol. XLII, NO 3, julio-septiembre, 1980, 1167- 
1214. Jorge L. Lanzaro, “La cuestión de la Democracia y la cuestión del 
partido en América Latina”, Revista Medicina de Sociología, Vol. XLIII, 
NO 2, abriljunio, 1981, pp, 623-638. Oscar Muñoz, “Distribución del in- 
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», Crítica y Utopía, 1 Bucnos Aires, 1979, pp. 91-129, 
Re Upon “Notas para el estudio de los O y de democrati. 
zación a partir del estado burocrático-autoritario yen Jo Molero (comp.) 
El análisis estructural en economía: ensayos de América Latina y de Espa- 
ña, (México: Fondo de Cultura Económica, 1981 ). Sra. Gordon, Democra- 
cla y Golpos de Estado en América Latina, Revista Mexicana de Sociología, 
Vol. XLIII, NO 2, abril-junio 1981, pp. 639-654. Juan Carlos Portanticro, 
“Lo nacional popular y la alternativa democrática en América Latina”, en 
DESCO, op. cit., pp. 217-240. Adam Przeworsky y Michael Wallerstein, 
“Capitalismo y Democracia: una reflexión desde la macroeconomía , Crí- 
tica y Utopía, 8, Buenos Aires, 1982, pp. 77-101. Jorge Tapia Valdés, “De- 
mocracia Versus Racionalización politica: el caso chileno”, en Gerardo Gil 
Valdivia y Jorge Chávez Tapia (comp.), Evolución de la Organización Polí- 
tica Constitucional de América Latina (México: Universidad Nacional Au- 
tónoma de México, 1979), vol 11, pp. 179-207 
.Para una visión de las ciencias sociales latinoamericanas y el escaso análisis 
del tema de la democracia y la transición, véase Aldo E. Solarí, Rolando 
Franco y Joel Jutkowitz, Teoría, acción social y desarrollo en América La- 
tina (México: Siglo XXI Editores, S.A., 1976); véase también Jorge Gracia- 
rena y Rolando Franco, Formaciones sociales y estructuras de poder en 
América Latina (Madrid: Centro de Investigaciones Sociológicas, 1981). 
Véase el ambicioso libro de Helio Jaguaribe, Political Development: A Ge- 
neral Tehory and a Latin American Case Study (Nueva York: Harper € 
Roy, Publishers, 1973) en el cual la democracia aparece citada en dos oca- 
siones y ello cuando se analiza la experiencia norteamericana, pp. 546- 
547. 
. Hay, naturalmente, excepciones, como Alberto van Klaveren “Instituciones 
consociativas: ¿alternativas para la estabilidad democrática en Chile?”, 
Alternativas, 2, pp. 24-55; también lo hace O”Donnell, op. cit. (nota 3); un 
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.En ésto nos alejamos de la interpretación culturalista de Howard Wiarda y 
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of Political Change in the Iberic-Latin Tradition: The corporative Model”, 
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Jona: Editorial Planeta, 1979), capítulo X. 

9 Maravall Op. cit, nota 7, p. 28 señala que “la presión obrera fue siempre 
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de los partidos y coaliciones en el sur de Europa”, Revista del Departa- 
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11. Rafacl López Pintor, La opinión pública española: del franquismo a la de- 
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AUTORITARISMO 
Y TRANSICION DEMOCRATICA 


Enzo Faletto 


COMENTARIO 


Los TRABAJOS de Leonardo Morlino y Carlos Huneeus in- 
citan a una reflexión comparativa con el proceso latinoa- 
mericano o más particularmente sudamericano. La aten- 
ción en los dos trabajos está centrada en el paso de regíme- 
nes autoritarios a formas democráticas, Morlino toma los 
casos de Portugal, España y Grecia; Huneeus reflexiona so- 
bre el caso español y las posibles similitudes y diferencias 
respecto a situaciones que podrían semejarse en América 
Latina y, como es de esperar, la situación chilena está sien- 
pre presente. 

Por los casos estudiados, convendría reducir el análisis 
comparativo a los países y un pasado muy reciente Oo aún 
en la actualidad se caracterizaron por la presencia de regí- 
menes autoritarios, pero, a contrapelo, queremos hacer una 
reflexión más amplia, tomando como referencia la situa- 
ción sudamericana en su conjunto. 

Huneeus señala no sólo el riesgo sino el error de tomar a 
América Latina como un todo y Morlino abunda en la es- 
Ppecificidad de los procesos en cada uno de los tres paises 
estudiados. Sin embargo, no rechazan la utilidad que pue- 

de tener el intento de formular algunas generalizaciones 


A la medida en que pueden dar cuenta de procesos globa- 
es, 
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Ahora bien, ¿en qué puede contribuir al análisis una 
consideración amplia del problema que se intenta dar? Es 
posible que de tal modo se pueda situar el problema de la 
democracia en un ámbito temporal mayor y por este me. 
dio ligarlo a ciertas dimensiones que en nuestra realidad 
nos parecen claves. De manera muy concreta — aunque qui 
zás un poco esquemática— la contraposición entre regíme- 
nes autoritarios y democráticos en América del Sur está es. 
trechamente ligada a los temas de: a) la transformación so- 
cial y económica que ha tenido lugar en nuestros países; b) 
los procesos de movilización social, en gran parte vincula- 
dos al primero de los temas; y c) los problemas de la for- 
mación nacional o constitución de la nación. 

Morlino señala en relación a Grecia un hecho interesan- 
te: el régimen autoritario tiene lugar en el momento en que 
surgen una serie de conflictos debidos al paso de una de- 
mocracia restringida o una democracia ampliada, o demo- 
cracia de masas. Algunas consideraciones, en esta perspecti 
va, respecto al surgimiento del franquismo y al salazarismo 
serían de interés, pero no corresponde aquí intentarlas. 

En el caso de América del Sur los conflictos derivados 
de la presión por una democracia ampliada son particular- 
mente importantes desde las inmediaciones del 50 y se 
plantean en casi todas partes con un cierto dramatismo. 

Para citar algunas fechas: En 1952 tiene lugar la revolu- 
ción boliviana, en Chile, el fenómeno ibañista, en 1954 en 
Brasil el suicidio de Vargas; en 1955 en Argentina cae Pe- 
rón; en 1956 en Perú termina el Odriato; en 1958 cae Ro- 
jas Pinilla en Colombia y Pérez Jiménez en Venezuela, en 
Uruguay en 1958 se puede considérar que tiene fin el 
Batlismo. 

El hecho importante y que las fechas citadas traen a la 
memoria se presume en que a partir de ese momento las 
“masas” empiezan a contar en política, y ningún país lo- 
gra resolver con pleno éxito los desafíos que se plantean. 
El proceso de desarrollo que había tenido lugar a finales de 
la segunda guerra mundial implicó movilidad social y avan- 
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ce educativo generalizado y se hizo muy dificultoso excluir 
a los sectores populares de la política. Además, la partici- 
pación de éstos implicó la universalización de los proble- 
mas políticos. Aunque pudieran existir minorías políticas 
actuantes o “elites políticas”, estas necesitan y compiten 
por el voto de las masas. 

Lo que se quiere subrayar es que uno de los problemas 
que los regímenes autoritarios quieren resolver —negándo- 
lo— es el de la presencia de masas, y esto explica —en par- 
te— algunas de las características que asume la coalición 
gobernante en los regímenes autoritarios. Pero también da 
cuenta de algunas características y problemas de la “opo- 
sición”, porque sus comportamientos no sólo están deter- 
minados por la intención de poner fin al régimen autorita- 
rio, sino además por el tipo de respuesta que dan al proble- 
ma de la presencia de masas de la opción democrática. 

Este hecho puede tener algún interés en la consideración 
del tema que plantea Huneeus respecto a la dinámica de las 
relaciones entre “las presiones desde abajo y los acuerdos 
de las elites”. Puesto que son las presiones desde abajo las 
que.hacen presente el tema de las masas en la opción de- 
mocrática. 

También puede tener interés en relación a lo que plantea 
Morlino, dado que en la secuencia que plantea: a) crisis del 
régimen autoritario; b) de la crisis a la transición; y Cc) tran- 
sición e instauración democrática, el problema del cómo 
enfrentar la presencia de masas está siempre presente, aun- 
que obviamente particularizándose en cada caso y situación. 

Las transformaciones económicas y sociales que han te- 
nido lugar en América del Sur han significado movilización 
social y por consiguiente la irrupción de nuevas necesida- 
des: 

> Vivienda, empleo, seguridad social, presión por educa- 
cion, etc, 

- De hecho, una necesidad creciente de servicios guber- 
namentales lo que implica una tendencia a la expansión Fe- 
lativa del sector gubernamental en el curso de la moviliza- 
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ción social y por ende un conflicto por la apropiación del 
excedente. en términos del Dr. Prebisch entre los distintos 
grupos sociales. e 

Pero también la movilización social tiende a generar pre- 
siones en favor de una transformación de las clites políti- 
cas. presiona por una transformación de las funciones po- 
líticas y por una transformación del reclutamiento de las 
elites y sus sistemas de relaciones. 

Estos conflictos, que esquemáticamente se señalan, en la 
distribución del poder económico y del poder político, - y 
sólo en parte de la relación en América del Sur entre de- 
mocracia y autoritarismo. Y son aplicables a otros fenóme- 
nos, como el de la virtual exclusión política colombiana, el 
régimen militar durante Velasco en Perú, y en la mayor 
parte de los casos la constante inestabilidad política o la 
sensación de peligro, siempre presente, 

Conviene acá recuperar las preocupaciones de los auto- 
res que comento, En ellos la atención está presente en am- 
bos, la movilización de masas. Morlino acentúa -con ra- 
zón- que por lo menos en la crisis de los regímenes autori- 
tarios actúan con fuerza las modificaciones que provocan 
cambios en la estructura social, alterando la composición 
de la coalición dominante como también en los sectores 
dominados, No cs mi intención que se asuma la dificultad 
en resolver el problema de que la presencia de masas tiene 
tal fijeza que se constituye en un círculo infernal. Aunque 
en algunos casos la amenaza existe. Lo que sería de interés 
es señalar cómo las modificaciones en el proceso económ:+ 
co y en la estructura social replantean el problema de la 
opción autoritaria o democrática enfrente a la presencia de 
masas. 

Es innegable que de los años 50 a esta parte se han pro- 
ducido importantes transformaciones estructurales que a 
su vez han alterado las relaciones entre los que componen 
la coalición dominante, como también las relaciones de los 
grupos dominados entre sí y por consiguiente también son 
distintas las relaciones entre dominantes y dominados. Por 
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este hecho se hacen posibles nuevas combinaciones para 
enfrentar el problema de la presencia de masas y de la mo- 
vilización social. 

Por último quiero hacer una breve referencia al proble- 
ma de la formación nacional que señalaba en un principio. 
En gran parte es un problema de integración, algunos de 
cuyos aspectos quedan implícitos en lo dicho sobre movili- 
zación social. Quiero más bien referirme al tema en térmi- 
nos de dependencia. 

Como repetidas veces se ha dicho, la dependencia sólo se 
entiende cuando se analizan las relaciones internas entre 
clases y grupos sociales que la hacen posible. Para sólo bos- 
quejar el problema, el modo de articulación externa incide 
fuertemente en las modalidades de integración económica 
nacional, en la existencia de oportunidades económicas 
para los distintos grupos sociales, en las conformaciones 
culturales y en las relaciones de solidaridad y conflicto en- 
tre los distintos grupos. 

Lo importante es averiguar: a) cómo es posible definir 
con autonomía modalidades de desarrollo nacional que 
permitan dar respuestas positivas a las demandas implícitas 
en la movilización social, compatibilizándolas con una for- 
ma democrática, b) hasta dónde, y qué grupos económicos 
significativos son capaces de reorientar sus intereses en tér- 
minos de un desarrollo nacional que implique participación 
ampliada. 

En suma --y consciente de haber expresado más inquie- 
tudes personales que comentar específicamente los traba- 

jos en cuestión— he querido plantear que la relación entre 
autoritarismo y democracia, como también el problema de 
la transición entre ambas, está vinculada: a) a la forma co- 
mo se plantea, y como la distintos grupos sociales resuel- 
ven, el problema de la movilización social o presencia de 
masas, y b) a las modalidades de desarrollo que hacen posi- 
ble la articulación, en un proyecto nacional, de demandas e 
intereses de los grupos movilizados con otros sectores eco- 
nómicos y sociales en una dirección de autonomía. 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Argentina: 
Transición o disolución 


Enrique Baloyra 


Presentado originalmente al Seminario Internacional “Transición a la De 
mocracia en la Experiencia Comparada”, organizado por la Facultad de Estu- 
dios para graduados de la Universidad de Belgrano, y celebrado en Buenos 
Aires del 31 de Agosto al 2 de Septiembre de 1983. 

Agradezco los comentarios que mis colegas Federico Gil, Lars Schoultz. 
Joseph Tulchín, y muy especialmente Luis Quirós, formularon sobre las ver 
siones preliminares de este trabajo. Las deficiencias e inconsistencias de que 
todavía adolece son de la exclusiva responsabilidad del autor. 


Introducción. 


EL PRESENTE ensayo describe la problemática abierta 
por el deterioro de un régimen autoritario y proyecta sus 
características principales a la situación argentina actual. La 
primera parte del trabajo ofrece un modesto esquema con- 
ceptual ilustrado con ejemplos de seis casos recientes (Argen- 
tina 1968-1973; Ecuador 1974-1979; España 1973-1977: 
Perú 1974-1980, Portugal 1973-1976; República Domini 
cana 1974-1978). En la segunda parte se ponderan algunos 
hechos del reciente acontecer argentino en base del modelo 
expuesto, a manera de diagnóstico, y se discurre sobre al- 
ternativas que pudiesen facilitar el manejo de esta proble- 
mática en el futuro inmediato. 


Marco teórico. Comencemos por aclarar que estamos ha- 
blando de situaciones políticas que plantean la posibili- 
dad de una transición hacia un régimen democrático, a 
partir de un evidente proceso de deterioro de un régimen 
autoritario que puede resultar en su colapso. Preferimos 
el término “transición democrática” a otros de innegable 
validez y elegancia pero quizá menos explícitos y globa- 
les, tales como “apertura” (o abertura), “distensión”, 
restauración jurídica”, “ruptura”, “salida hacid adelan- 
te”, “redemocratización”, y otros que o bien se refieren 
d aspectos específicos de estos procesos y/o a situaciones 
que bien podrían no justificar la aplicación del término 
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escogido, A 

A pesar de la relativa escasez de trabajos comparativos 
sobre la transición(Use dispone de bastantes estudios de 
casos, no ya solamente sobre España y Portugal sino tam- 
bién sobre procesos de este tipo en la América Latina, Ey. 
to sugiere que la ciencia política contemporánea y sus dis- 
tintas escuelas ofrecen amplias posibilidades teóricas para 
el estudio del tema Y 

En trabajos anteriores hemos definido la transición de- 
mocrática como “... un proceso de intenso conflicto polí- 
tico, entre una serie de actores que pugnan por implemen- 
tar alternativas políticas basadas en muy diferentes y has- 
ta antagónicas concepciones del gobierno, el régimen y el 
Estado, que puede resultar en la instalación de un gobierno 
comprometido con la inauguración de un régimen demo- 
crático y/o con la instalación de un gobierno elegido por 
una consulta electoral que se ha comprometido a inaugurar 
un régimen democrático...” €) 

Esbocemos brevemente algunas definiciones ya muy 
transitadas pero que no dejan de requerir especificación pa- 
ra una mejor comprensión del marco teórico. y de la orien- 
tación analítica que él sustenta. Ya que hablamos de un 
proceso que puede traer cambios muy substanciales, com- 
biene aclarar primero qué es lo que puede cambiar. 

Cuando hablamos de gobierno nos referimos a “... una 
red de funcionarios públicos íntimamente ligados al Ejecu- 
tivo, que participan en los procesos de diseño y ejecución 
de políticas como miembros de dicha red, y cuya perma- 
nencia es inseparable de la del Ejecutivo...” Por régimen 
queremos decir “el modo en que se comporta el gobierno, 
es decir, la manera en que el gobierno ha llegado al poder, 
cómo fórmula y ejecuta sus políticas, y cómo trata a la 
oposición”. Utilizamos el término Estado para referirnos 
a “la fórmula de dominación política invocada para inves 
tir de autoridad al poder público y tratar de legitimar su 
uso en el terreno de las(*? relaciones económicas y sociales”. 
Aunque esto puede parecer crudo y simplista se adoptan 
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una serie de dicotomías para caracterizar las configura- 
ciones contemporáncas más frecuentes de estos tres pun- 
tos basicos de referencia, y para agilizar y adaptar su uso 
a la dinámica de la transición. 

Se aplican los términos “autoritario” y “democrático” 
solamente al régimen y a ningún otro actor u objeto po- 
lítico. Se asume que los casos a tratar quedan enmarca- 
dos dentro de un contexto más o menos capitalista —ma- 
tizado por la mezcla específica de proteccionismo, esta- 
tismo y transnacionalización que encontramos en sus sis- 
temas económicos— de manera que distinguiremos sim- 
plemente entre estado de derecho y estado de excepción. 
Finalmente, para calificar al gobierno lo haremos en tér- 
minos de gobierno republicano o gobierno dictatorial. 

Evidentemente, hay demasiada simetría entre estas tres 
dicotomías y no podremos encontrar ejemplos concretos 
para cada uno de los ocho subtipos diferentes que resul- 
tarían de combinarlas. Es más, varios de dichos subtipos 
carecen absolutamente de sentido. Sin embargo, nos ocu- 
pa una problemática muy compleja, rápidamente cam- 
biante y hasta cierto punto esquizofrénica. Por el mo- 
mento, lo mejor que se puede decir para recomendar es- 
te esquema de dicotomías es que se refiere a tres aspec- 
tos de la vida política que hay que reconciliar para com- 
pletar y consolidar un proceso de transición de una u 
Otra índole. Al hablar de un proceso de transición a la 
democracia hablamos de una dinámica que tiene nece- 
sariamente que resultar en una compaginación entre es 
tos tres elementos, creando un estado de derecho, con 
gobierno republicano y régimen democrático. 

Como democrático identificamos “el régimen de un 
gobierno que ejerce el poder público constreñido por su in- 
teracción con instituciones responsables, lo cual tiende a 
Prevenir una sistemática y severa privución de los derechos 
humanos”(4 

Definimos como autoritario “al régimen creado por un 
gobierno que es dictatorial porque opera por encima de la 
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ley, no acepta limitaciones impuestas por la presencia y 
operación de instituciones responsables, actúa con arbitra. 
riedad y pretende dominar o al menos controlar a scgmen. 
tos de la sociedad que han sido excluídos de la comunidad 
política” 6) , 

Instituciones responsables son aquellas que hacen facti 
ble la expresión y la instrumentación de alternativas Orga- ' 
nizadas frente a otras, propuestas por el gobierno. Incluj- 
mos aquí instituciones tales como el sufragio efectivo, ins 
tituciones autónomas de representación de intereses -par- 
tidos políticos, sindicatos, asociaciones voluntarias y otras 
organizaciones que brindan la oportunidad de Oposición. 
independientemente de la benevolencia o tolerancia del 
gobierno-, medios masivos de comunicación social, y una 
Judicatura que pueden, respectivamente, denunciar y corre- 
gir abusos de autoridad cometidos por el gobierno. Estas 
instituciones posibilitan la existencia de una Oposición or 
ganizada, la cual es indispensable para la operación de un 
régimen democrático. 

La distinción entre estado de derecho y estado de excep- 
ción no parece requerir de mucha elaboración aunque en- 
contramos en la literatura contemporánea dos cuestiones 
que hay que comentar. Una es la dificultad de identificar 
los modelos de dominación impuestos por el “nuevo auto- 
ritarismo”” con alguna de las subcategorías tradicionales de 
los estados capitalistas de excepción: bonapartismo, dic- 
tadura de notables, dictadura militar y fascismo. El térm+ 
no mismo —nuevo autoritarismo -— revela esta dificultad, 
que da pie a una terminología bastante variada que inclu- 
ye “estado de seguridad nacional”, “autoritarismo buro- 


crático”, “neofascismo”, “corporatismo de estado”, “cor 


> 
poratismo exclusionista”, “fascismo dependiente”, “estado 
contrarrevolucionario” y 


muchos otros más. La otra dif 
cultad deviene de la primera al no quedar claro, en muchos 


trabajos, si estos calificativos se imputan al Estado o al ré- 


gimen; por ejemplo, autoritarismo burocrático se ha aplt 
cado a ambos. 
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ue es imprescindible resaltar la naturaleza de las 
es del nuevo autoritarismo y de sus proyectos 
políticos NO debemos olvidar que podemos encontrar cos 
liciones Y proyectos similares a estos dentro de regímenes 
democráticos(%) al respecto —y que no debemos descuidar 
el aspecto de excepcionalismo. Por lo tanto, hay que bus 
car diferencias más acentuadas a este nivel analítico del Es 
tado. Sugiero enfatizar aquello dentro de la “excepcional+ 
dad” que puede contribuir al deterioro eventual de los 
regímenes autoritarios. Una hipótesis de trabajo es que el 
excepcionalismo es realmente incapaz de crear institucio- 
nes para arbitrar e intermediar los conflictos sociales, ya 
que aspira a prevenir su expresión misma. Un corolario de 
esta hipótesis es que dichos regímenes son extremadamen- 
te vulnerables a situaciones pretorianas. 

La literatura sobre el autoritarismo sugiere la complej+ 
dad de las situaciones que rodean el colapso de regímenes 
democráticos. Ella también nos brinda elementos para en- 
tender la inauguración pero no así la consolidación del au- 
toritarismo. Y al enfrentarnos a situaciones de deterioro y 
colapso de estos regímenes nos encontramos con una pro- 
blemática que subraya su vulnerabilidad, así como la im- 
portancia cualitativa del paso de uno a otro tipo de estado 
como un aspecto fundamental de la transición, aungue ésta 
no haya sido acompañada de una ruptura del estado capita- 
lista como tal. 

De este énfasis se deriva lo que consideramos más rele- 
vante para contrastar el gobierno republicano del dictato- 
rial: la manera en que ambos se revisten de poder estatal. 
La dictadura se arroga la soberanía y desconoce inclusive 
los límites impuestos por su propia praxis legal. Es y puede 
ser esencialmente arbitraria puesto que su poder no es dert 
vado sino apropiado, y dicha apropiación se racionaliza en 
base de una situación que requiere el desconocimiento de 
la soberanía popular. Es más, la dictadura Tené que ser 
arbitraria so pena de que los actores excluidos de la comu- 
nidad política se acomoden a unas reglas del juego más 0 


Aunq 
coalición 
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menos estables, y scan capaces de organizar una Oposición 
efectiva, La dictadura, por lo tanto, no dt ni ss pro- 
pios precedentes. Por último, dictadura conlleva una priva. 
tización del poder público por parte de un grupo conduc- 
tor que se autotitula soberano. peas 
El gobierno republicano, por su parte, mantiene la “res 
oficial verdaderamente pública, deriva su poder del apoyo 
de una coalición que suele no representar a la mayoría de 
toda la nación —entendida esta última como comunidad 
política y legitima su ejercicio de poder manteniéndose 
dentro de los límites de la ley y de un Estado que no in- 
tenta transgredir y dominar, al menos sistemáticamente. 
Contexto y dinámica de la transición. En la última déca. 
da, se han completado exitosamente procesos de transición 
democrática principalmente en sociedades dominadas por 
regímenes autoritarios tradicionales (España, Portugal, Re- 
pública Dominicana). Estos procesos han entrado ya en 
una fase de consolidación del régimen democrático. distin- 
ta de la dinámica de la transición propiamente dicha. Esta 
nueva fase queda inaugurada al haber pasado a formar el 
gobierno coaliciones de actores previamente excluidos bajo 
el régimen autoritario. Esta disconti 


e transición democráti 
previamente dominados 


Enmarcamos la situación brasileña como un proceso to- 
davía incompleto que bien puede resultar en una genuina 
transición democrática. El proceso brasileño, a pesar de sus 
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innegables diferencias con los del Cono Sur parece un mo- 
delo y una problemática mucho más relevantes para la si- 
tuación de la Argentina. Dicho proceso evidencia algunos 
de los síntomas claves de un proceso de transición, pero 
encontramos aún serios desfasamientos entre Estado, go- 
bierno y régimen, por no entrar ya en más detalle sobre la 
enorme y nueva complejidad producida por la elección de 
Noviembre de 1982 que le dio una importante cuota de 
poder a la oposición a nivel estadual. 

Mirando a la América Central, cuyos regímenes autorita- 
rios hemos calificado como de “despotismo reacciona- 
rio” adaptando un modelo de Giner “nos encontramos 
con dos procesos todavía inconclusos, de índole distinta. 
Me refiero a los casos de El Salvador%) y de Nicaragua(10 
cuyos procesos coadyuvan enormes cuotas de violencia, 
dentro de contextos de guerra civil y de guerra de libera- 
ción nacional, respectivamente. 

Resumiendo, nos encontramos ante un tipo de proceso 
cuyo desenlace pacífico y exitoso se ha registrado solamen- 
te a costa del colapso de regímenes relativamente distintos 
a los del Cono Sur, en circunstancias bastante favorables, y 
constatamos la trayectoria de un proceso bastante avanza- 
do en el caso de un.régimen algo similar al argentino. 

Veamos ahora cómo se puede desmenuzar y entender un 
proceso de transición democratica. 

El modelo teórico. Nuestro modelo es una elaboración 
de los esfuerzos pioneros de Carlos Huneeus(!? quien se in- 
teresó por este tipo de proceso a raíz de los ejemplos espa- 
fol y portugués. Nuestro modelo peca un poco de funcio- 
nalista pero está orientado al conflicto, no a la estabilidad, 
Y se apodera oportunísta y pragmáticamente de los mejo- 
res “Insights” que el liberalismo, el sociologismo, la teoría 
de la dependencia, y el marxismo crítico pueden aportar 
sobre el contexto y la dinámica de la transición.1? 

Adoptamos un esquema diacrónico por necesidad pero 
el Enfasis está en dos aspectos no predeterminados por con- 


Sideraciones temporales: la confrontación y la resolución. 
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Tomamos como pu nto de partida el deterioro de un rég+ 
men autoritario, tal como se ha definido. Este deterioro 
pone en marcha la dinámica descrita en nuestra definición 
Operacional de “transición democrática 

Los síntomas de deterioro son básicamente dos: una in- 
habilidad del gobierno a funcionar y una creciente aliena- 
ción del gobierno de la sociedad. En los casos que hemos 
estudiado encontramos dos tipos de crisis de deterioro: 
crisis de continuidad, que afectan a los regímenes dutorita 
rios tradicionales y crisis de consolidación, que afectan a 
los regímenes de nuevo sesgo que han tratado de reorgani- 
zar la sociedad “desde arriba”. (13) 

Las causas directas del deterioro del autoritarismo se pa- 
recen bastante a las del deterioro de los regímenes demo- 
cráticos en su aspecto coyuntural. Encontramos, por ejem- 
plo, crisis económicas que, por una parte, pueden alterar la 
composición de la coalición dominante y, por la otra, pro- 
ducir una activación de ciertos actores previamente excluj 
dos cuya movilización, al no ser controlada, lleva a una “si 
tuación pretoriana” que acelera el deterioro del régimen. 
Encontramos también conflicto creciente en el seno de la 
institución militar, y contingencias tales como la desapari 
ción de líderes políticos claves, escándalos, y actos de pro- 
vocación que resultan contraproducentes. 

Hay algunas diferencias significativas entre los distintos 
escenarios de deterioro, muy ligadas a la naturaleza misma 
del régimen que pueden resultar no solamente de los con- 
textos sociales e históricos sino también de la mentalidad y 
estilo de dirigencia del gobierno. 

Los líderes autoritarios tradicionales (Caetano, Arias Na 
varro, Balaguer) aparecen más bien en Una postura defens+ 
va, tratando de capear el temporal, formulando promesas, 
y tratando de ganar tiempo para salvar un régimen comple- 
tamente ajeno al tipo de sociedad ya vigente o emergente. 

Como contraste, los comandantes militares suramerica 
nos reaccionan ante la crisis primero incrementando la re- 
presión, para tratar de reafirmar la Capacidad de control 
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del régimen, pasando luego a ofrecer algunas concesiones, 
, siendo eventualmente sacrificados por colegas que insta- 
lan un Nuevo gobierno, renuncian a mantener el ya alto 
grado de represión, y pasan a negociar los detalles y crono- 

ma de una transición Cuyo control no parecen dispues- 
tos a compartir con la oposición. 

Antes de pasar al siguiente aspecto, el del colapso auto- 
ritario, Quiero enfatizar dos aspectos concernientes al dete- 
rioro autoritario. Uno sugiere que estos regímenes son mu- 
cho más vulnerables de lo que-parecen pues, dada su baja 
institucionalidad y su pobre legitimidad tienen por necesi- 
dad que justificarse a través de su eficiencia y efectividad. 
Una vez que éstas quedan en tela de duda y que los resulta- 
dos de la política económica del gobierno apuntan al des- 
calabro, la posibilidad de un re-equilibrio se ve bastante 
comprometida. El otro aspecto está relacionado con la im- 
portancia de lo político en sí mismo, €s decir, con la im- 
portancia de factores políticos que salen a complicar la si- 
tuación a pesar de haber sido relativamente anodinos hasta 
ese momento. Me refiero a la cristalización de alternativas 
frente al régimen. Donde no había nada surge un bloque de 
oposición, aumenta su determinación de afrontar riesgos, 
demuestra su capacidad de mantener un alto grado de mo- 
vilización popular, y trata de aprovechar la oportunidad 
para producir un colapso. 

El deterioro autoritario, que puede o no haber tenido 
precedente, plantea dos alternativas básicas: re-equilibra- 
miento o un colapso. Este colapso, que aquí se identifica 
como la caída del gobierno, es, de por sí, insuficiente si no 
va acompañado de una resolución. Esta resolución se tra- 
duce en una victoria por parte de elementos aperturistas 
que apoyan una transición democrática. La resolución se 
produce porque los aperturistas han sido capaces de copar 
el nuevo gobierno y/o de neutralizar a obstruccionistas 
que luchan por mantener el régimen autoritario O por im- 
plantar una nueva variedad del estado de excepción. La re- 
solución de la crisis puede venir más tarde, como resultado 
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de una serie de confrontaciones entre aperturistas y obs 
truccionistas, pero no se puede completar el proceso sin re- 
solución, es decir, sin la derrota del obstruccionismo. Este 
es un aspecto que separa los casos recientes de El Salvador 
y de Nicaragua, que no serán comentados aquí, de los de la 
Península Ibérica y de la América del Sur. Creo importante 
subrayar que lo que podemos identificar como la “derecha 
desleal”, por una parte, y la guerrilla (o izquierda loca, 
estalinistas, y demás) por la otra, no son los únicos obs 
truccionistas. Como veremos más adelante, la identidad de 
los aperturistas y de los obstruccionistas está sujeta a cam- 
bios, pues muchos actores supeditan uno u otro papel al 
cómo sus intereses van a ser afectados por la política de la 
transición. De manera que los obstruccionistas de un dete- 
rioro pueden ser aperturistas en un deterioro subsiguiente 
O viceversa. 

Dada la incertidumbre creada por el colapso del gobier- 
no dictatorial, y dada la falta de definición que puede ca 
racterizar inicialmente a su sucesor, así como una legitim+ 
dad muy en tela de duda, es difícil determinar si el colapso 
se ha producido con resolución o no. Inclusive si el caso es 
el primero puede que esto pase inadvertido por una opo- 
sición con poca información y todavía muy desconfiada de 
un gobierno del que puede no haber sido invitada a formar 
parte. En cualquiera de las dos situaciones es sólo el proce- 
so de implementación el que esclarece, y ofrece una opor- 
tunidad más apropiada para la resolución. Por implemen- 
tación me refiero simplemente al proceso que establece 
nuevas reglas del juego —constitucionales y electorales—, 
el cronograma, la identidad de los participantes y sus me 
tas, y la desmantelación efectiva del régimen autoritario. 
Antes de describir los escenarios de implementación y re- 
solución veamos brevemente cuáles han sido las causas in 
mediatas del colapso autoritario. 

Colapso se refiere simplemente a la caída de un gobierno 
dictatorial. Es un hecho específico dentro del proceso de 
deterioro, que bien puede no terminar allí. dada la natu" 


100 


raleza también dictatorial del gobierno sucesor. En térmi 
nos argentinos podríamos usar los ejemplos de la sustitu- 
ción de un jefe militar por otro: Onganía por Livingston, 
Livingston por Lanusse, Viola por Galtieri. Lo que deter- 
mina si el colapso inaugura una transición o no es el tipo de 
estrategia desarrollada por el sucesor. Si éste se manifiesta 
parcial a UN continuismo las causas directas de deterioro 
suelen pasar a ser causas inmediatas de colapso, puesto que 
la oposición no cede y mantiene la presión. Se trata enton- 
ces de una intensificación del deterioro como consecuencia 
del incumplimiento de promesas del gobierno con respecto 
a “un cambio”, y su subsiguiente inhabilidad de mantener 
el orden. 

En España el colapso fue precedido por una serie de ma- 
niobras dilatorias por parte de Arias Navarro, quien se dis- 
tanció progresivamente del Rey y trató de neutralizar el 
proceso. En la República Dominicana el presidente Bala- 
guer, instigado por un grupo de militares reaccionarios, in- 
terrumpió el conteo de una elección que tenía perdida. En 
ambas situaciones había unas expectativas bastante bien 
definidas, sobre todo en el español, que comprometían al 
gobierno a respetar la integridad de un acuerdo y le ofre- 
cían una retirada honorable que fue desdeñada. En España, 
el Rey sustituyó a Arias mientras que en la República Do- 
minicana, y éste es el único caso, un gobierno extranjero, 
la administración Carter, intervino directa y abiertamente, 
obligando a Balaguer a capitular. 

En Argentina, Ecuador y Perú, la situación era mucho 
más difusa y violenta, y sus gobiernos militares estaban to- 
davía tratando de decidir si se incrementaba la represión 
para rebasar la crisis, si se trataba de consolidar una alter- 
nativa más viable todavía dentro de un esquema de domrt 
nación autoritaria, o si se emprendía una retirada. Consta- 
tamos la vigencia de una situación pretoriana en estos tres 
Casos, marcada por la protesta generalizada, huelgas y P? 
ros, disturbios reprimidos con violencia y magnificio (se- 
Cuestro y asesinato de Aramburu en Argentina). El rasg0 
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más importante en estos tres casos es el de un golpe militar 
contra un gobierno militar, y el de un proceso muy ambj- 
guo y tortuoso que comienza dentro de la institución mili- 
tar, cuya unidad se ve amenazada por los desaciertos de sus 
colegas en el poder. 

El caso portugués es mucho más renuente a esquemati- 
zación puesto que tiene matices de crisis de continuidad 
del salazarismo mezclados con la crisis de consolidación de 
un modelo más potable que Cactano había prometido. En 
Portugal los militares derrocan a un régimen tradiciona] 
pero la causa inmediata de este colapso radica en la pro- 
mulgación del Decreto Ley N.o 353 que amenazó la inte- 
gridad de la institución militar. El caso portugués, dada la 
rápida sucesión de una serie de gobiernos de transición, y 
un continuo y alto nivel de movilización durante práctica- 
mente toda la transición tiene mucho interés para el caso 
argentino. 

En síntesis, de todos los aspectos de la transición, el co- 
lapso es el más palpable y el que, desde un punto de vista 
analítico, nos puede ayudar a enmarcar distintas etapas 
con ya algún indicio de cambio cualitativo real en la natu- 
raleza del régimen. 

Hablar de implementación no sugiere que se haya logra- 
do un consenso ni tampoco que todos los actores hayan re- 
nunciado a la violencia y a la conspiración. Inclusive en los 
casos de colapso con resolución (España y República Do- 
minicana) algunos obstruccionistas continuaron utilizando 
tácticas subversivas. El otro tipo de escenario, de colapso 
sin resolución, es en definitiva el de más relevancia para la 
situación argentina actual puesto que se dio en situaciones 
en que un nuevo gobierno militar debió decidir si se embar 
caba en un proyecto de transición. 

Seis grupos de factores parecen haber actuado sobre la 
cúpula del poder militar. Los tres primeros están muy Ínte 
mamente ligados al cómo los militares percibían la situ 
ción. que puede diferir mucho de lo que los datos histórr 
cos nos pudieran sugerir. El primer tipo de factor estriba 
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en cómo los militares medían la fuerza y determinación de 
la oposición. Aquí no sólo entra en juego el volumen y la 
naturaleza de la protesta organizada, sino también las co- 
rrientes de opinión dentro de élites no comprometidas pre- 
viamente, gobiernos amigos, y aquellos sectores más vincu- 
lados al estamento militar en general. El segundo factor 
surge de esta percepción que conlleva al cálculo de costos 
de decisión de los militares. Este segundo factor es simple- 
mente como medían los militares el costo inmediato de 
mantenerse en el poder versus el costo inmediato de una 
retirada. Pesan aquí factores como el prestigio de la insti 
tución militar, ya gravemente erosionado por desaciertos y 
abusos cometidos por el gobierno anterior, la posibilidad 
de un resquebrajamiento de la moral y de la disciplina que 
pueden comprometer la integridad misma de la institución. 
Hay un tercer factor, que en un sentido causal pudiésemos 
considerar como una variable interviniente, un poco inde- 
pendiente de los dos primeros que refleja el balance entre 
aperturistas y obstruccionistas en el seno de la institución. 
Dado que se trata de casos exitosos tenemos que asumir 
que los primeros resultaron victoriosos, pero esto no es ne- 
cesariamente exacto. Recordemos la cuestión del “cambio 
de papeles” durante una transición. Unamos a esto las idio- 
sincracias de la institución militar y de sus miembros. Es 
posible que, en algunas de las situaciones estudiadas, Ecua- 
dor y Portugal por más señas, la mayoría de la oficialidad 
no haya estado definida en la etapa posterior al colapso. Se 
trataría entonces de una lucha sorda entre dos grupos m+ 
noritarios que tratan de articular una coalición con una 
mayoría indecisa. Finalmente, la información de que se 
dispone es realmente de segunda mano y es difícil estar se- 
guros de quiénes eran, realmente, los “halcones” y quiénes 
las “palomas”. 

Tras esta exhortación a la cautela nos quedan otros tres 
factores, cuya vigencia fue sopesada por la cúpula militar 
pero como realidad externa a la institución. El primero de 
este grupo es simplemente el patrón de escisiones prevale- 
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ciente, y su compaginación con las fuerzas políticas que se 
han movilizado y que se presentarían como alternativas en 
un proceso electoral. No hablamos solamente de la situa- 
ción en la calle sino de si existe una estructura, considerada 
todavía subversiva, de partidos capaces de canalizar la pro- 
testa, e intermediar intereses. Esto no es una constante, ni 
se da por añadidura aunque, en los casos que hemos estu- 
diado, evidentemente que existía esta posibilidad. Irónica 
mente, mientras más eficaz haya sido la dictadura en defe- 
nestrar. a los partidos, más difícil será que éstos estén en 
condiciones de ir a un proceso de reorganización interna 
para luego presentarse a unos comicios. Sin miedo a tauto- 
logías enfatizamos que, en los casos de transición que se 
han descarrilado, no existían realmente unos partidos capa- 
ces de hacer valer la promesa de una transición, y de reco- 
ger los frutos de ésta aunque, desde luego, no fue ésta la 
única causa de fracaso. El segundo de estos aspectos exóge- 
nos a la institución militar reside en la naturaleza y factib+ 
lidad de los proyectos y programas sustantivos presentados 
por los distintos contendientes. Me refiero aquí no sólo al 
contenido “normal” de las plataformas electorales —polít+ 
ca económica, política exterior, etcétera— sino también a 
las propuestas presentadas como “gran proyecto” —de uni 
dad o salvación nacional, reconciliación y demás— presen- 
tado para incrementar la legitimidad del nuevo régimen. 
Aquí se entra en un terreno harto espinoso que tiene que 
ver con el qué se hace para corregir los abusos y desaciertos 
previos. Por último, hay un tercer aspecto que se relaciona 
pero que sobrepasa un poco a estos dos, y que se refiere a 
la presencia de actores, considerados antagónicos por los 
militares, que podrían muy bien pasar a ocupar el gobierno 
como resultado de un proceso electoral. El peronismo es 
un ejemplo obvio. 

Estos factores constituyen el trasfondo de la puesta en 
marcha de la implementación, y parecen vigentes durante 
toda esta etapa. Tan es así que, con la excepción de Espz 
ña, podemos señalar dos aspectos presentes en todos los c+ 
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sos estudiados. Uno es que los militares se reservan la últi 
ma palabra sobre los aspectos más cruciales de la transición 
manteniéndose en el gobierno durante todo el proceso. El 
otro es que, con la excepción de Grecia, cuyo proceso de 
transición no hemos estudiado con detenimiento, en nin- 
gún caso reciente encontramos que la transición haya con- 
llevado un proceso judicial, o una investigación minuciosa 
sobre los abusos del gobierno derrocado. Tal parece como 
si una condición sine qua non de estos procesos haya sido 
precisamente el manejo de esta cuestión a través de una 
amnistía que beneficia a los gerentes de la dictadura y a los 
que fueron sancionados por éstos. 
La etapa de implementación, por lo tanto, se desenvuel 
ve en un contexto sumamente enrarecido en el que, por 
una parte, la oposición y los aperturistas fuera del gobierno 
van poniendo a prueba las promesas del gobierno y éste, 
por la otra, va corroborando los supuestos sobre los que 
descansó su decisión de implementar una transición. La s+ 
tuación es, además, tensa, porque está matizada por las 
confrontaciones entre aperturistas y obstruccionistas que 
pugnan por prevalecer en el contexto de un régimen híbri 
do, que está regentado por un gobierno que es realmente 
dictatorial, producto de la fuerza, y que tiene todavía mu- 
cho de autoritario. Nótese la definición relativamente es- 
trecha que utilizamos para referirnos al “gobierno”. Ha- 
blamos de un grupo reducido de actores muy ligado al 
Ejecutivo -—Planalto, Casa Rosada—. que aún asumiéndolo, 
tiene todavía que lidiar con colegas atrincherados en distin- 
las dependencias del aparato estatal, renuentes a dejar el 
Poder, temerosos de una rendición de cuentas, y enrabieta- 
dos porque han perdido la partida. En Brasil, los duros res 
pondieron a iniciativas aperturistas de Figueiredo con una 
campaña de terrorismo. En Ecuador elementos de la poli 
cía militar de Guayaquil perpetraron una serie de actos de 
violencia —incluyendo el asesinato de un candidato presi: 


7 - que estaban articulados por el Ministro del Inte- 
ior, 
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Aunque un repaso de la evidencia sugiere que los ele- 
mentos más termocefálicos de estos gobiernos militares de 
transición suelen ser separados de sus responsabilidades e 
inclusive enjuiciados, no parece haber una disposición sim; 
lar, por parte de la cúpula militar, a permitir el enjuicia- 
miento de un grupo relativamente numeroso de oficiales, 
sea cual fuese su actuación durante el gobierno derrocado, 
por temor a que esto se interprete como Un proceso contra 
la institución misma. Este punto parece estar predeterm+ 
nado por los factores causales que permiten crear un clima 
de opinión a favor de la transición entre los militares, y 
que se presenta como no negociable y solamente tratable 
a través de una amnistía general. 

Sería imposible referir los particulares de cada caso, al 
menos de una manera coherente(Wen este ensayo. Sin em- 
bargo, no podemos concluir esta ya dilatada exposición so- 
bre nuestro modelo comparativo sin hacer referencia a la 
agenda y a la problemática de la implementación, las cuales 
nos permiten identificar sus aspectos más cruciales, y tam- 
bién presentar un esquema para identificar a tirios y troya- 
nos. 

La confrontación es inevitable en una transición pues 
hay demasiado en juego, y la intensidad de las preferencias 
es por lo tanto más alta. Podemos destilar la distinción en- 
tre aperturistas y obstruccionistas en base de precisamente 
aquellos elementos que convalidan la autenticidad del pro- 
ceso y lo hacen factible. Dichos elementos incluyen. res- 
tauración jurídica, revisión o reforma constitucional. esta- 
tuto y proceso electoral, y traspaso del poder. 

Restauración jurídica incluye el caso de estados de sitio 
o estados de emergencia, así como la vigencia de las liberta- 
des publicas Esto incluye también un estatuto o ley de 
asociaciones políticas o de partidos políticos que bien pue- 
de haber sido promulgada por el gobierno derrocado con la 
esperanza de apaciguar a la oposición. Es frecuente. por otra 
parte, la promulgación de algún estatuto restrictivo ala lb 
bertad de prensa como en Perú y en Portugal - o simple 
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mente la permanencia de alguna disposición similar vigente 

dei falcao en Brasil. A partir de estos irritantes es palpable 

un cambio cualitativo en este aspecto. 

Entra aquí también la cuestión de la amnistía, que suele 
ser una de las primeras abordadas por el gobierno y la que, 
como hemos dicho, parece instrumentar la posibilidad de 
consolidar una coalición a favor de la transición en el esta- 
mento militar. Por otra parte, sea cual sea el grado y con- 
trol efectivo del gobierno, y sean cual sean sus intenciones, 
el proceso queda comprometido si ese mismo gobierno no 
puede controlar la violencia obstruccionista contra la inte- 
gridad de la persona. Esto ha descalabrado por completo ei 
proceso salvadoreño y es prueba de que no hay todavía re- 
solución en ese caso. La credibilidad y legitimidad de un 
gobierno no pueden ser comprometidas en este punto que 
consideramos tan básico como el de la cuestión de la am- 
nistía. Si persisten asesinatos y desapariciones esto es prue- 
ba de que el obstruccionismo no ha sido derrotado y tarde 
o temprano hay que confrontar el problema el problema y 
ponerle coto. Esto es indispensable. 

La cuestión de revisión o reforma constitucional estable- 

ce una polarización bastante típica entre los que se pro- 
nuncian por un proceso cerrado seguido por un referen- 
dum, y los que se manifiestan a favor de una asamblea 
constituyente. A pesar de la frecuencia de este tipo de pro- 
cedimiento en nuestros países, este aspecto va mucho mas 
allá de una pura formalidad y ha tenido mucha vigencia en 
procesos de transición en la Argentina. Sin embargo, no €s 
frecuente ver a un gobierno militar desechando su estatuto 
transitorio en favor de una nueva constitución O acep 
la vigencia de ninguna ley fundamental hasta la inaugura- 
Ción de un gobierno republicano. 

La cuestión del estatuto electoral la c 
sentido más amplio al incluir no sólo sus detalles sino tam- 
bién la celebración de comicios y el impacto de éstos en el 
proceso de implementación. La vigencia misma de un esta- 
tuto electoral implica la aceptación del principio de sobera- 


tando 


onsideramos en su 
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nía y de la legitimidad del mecanismo cepo dao ca 
blecer la identidad del gobierno. Aunque los MItares Dra- 
¡ ali siviles han hecho de esto un arte, de- 
sileños y sus aliados civiles Er REP p 
mostrando una capacidad tremenda ap n o 4 Ñ 
manipulación “dentro dos limites de lel , la inserción de la 
dinámica electoral ya plantea de por sí un pit esquema 
que puede ser utilizado por la oposición para to la 
naturaleza real del proceso. Brasil es en esto muy diferente 
a los países del Cono Sur en los que sus cri no han 
ni siquiera intentado legitimarse a traves de elecciones con- 
troladas. 

El dato más importante es que en los casos que reseña- 
mos los aperturistas han aprovechado las elecciones para 
realmente apabullar al obstruccionismo y ponerlo, a partir 
de ese minuto, a la defensiva y ya en pos de una salida de 
fuerza. Por lo tanto, hay un aspecto de eficacia inmediata 
nada desdeñable que crea la quizás única oportunidad de 
confrontación en la que el aperturismo tiene la ventaja, y 
puede sellar la resolución al empujar al obstruccionismo a 
acciones descabelladas (intento de golpe del PcP contra los 
socialistas en Portugal, campañas histéricas del empresaria- 
do de Guayaquil e intentos de desvirtuar los resultados 
electorales por un Tribunal Supremo Electoral presidido 
por un obstruccionista en Ecuador; intento fallido de Ba- 
laguer). Podría decirse que una de las funciones primordia- 
les de una elección en un proceso de este tipo es la de ser- 
vir de barómetro. El caso es que si se hace respetar el resul 
tado el obstruccionismo no puede esperar más y tiene que 
dar una pelea decisiva o pensar ya en una estrategia de 
desestabilización contra el nuevo régimen. 

Finalmente, y como bien saben los argentinos, un tras 
paso de poder no es final sino principio. Nuestra inclusión 
de Argentina en el período de 1968 a 1973 en nuestro tra- 
bajo es todavía inobjetable y de ahí que estemos muy cons 
cientes de la naturaleza y limitaciones del fe 
hemos comentado, y de 
cos y estructurale 


nómeno que 
sus vinculos con aspectos histór+ 
s que pueden o no ser manejables por un 


102 


gobierno producto de una transición democrática. A Pesar 
de que en un proceso se cumplan estos cuatro elementos 
durante su implementación, sugiriendo que la coalición 
obstruccionista ha sido derrotada, sus elementos constitu- 
ventes pueden reagruparse y esperar una nueva oportuni 
dad. 

Remito al lector a los diagramas NO ] y NO 2 que pre- 
sento a manera de ilustración de esta prolongada exposi 
ción, y no para sugerir que el modelo es efectivo porque 
puede ser representado gráficamente. El diagrama NO ] 
ofrece los que se han considerado como hitos más impor- 
tantes de cada proceso. El diagrama NO 2 trata de plasmar 
la interrelación entre los distintos elementos de un proceso 
de esta índole. No debe entenderse este último como un 
“árbol decisional”, pues en realidad nadie domina con tan- 
ta eficacia un proceso de esta índole sino más bien como 
una representación de la relación causal entre dichos ele- 
mentos. 


Quiero comenzar mis comentarios ya más directos sobre 
la situación argentina sugiriendo que ésta no tiene nada de 
inédita, por muy dolorosa que.sea. Digo esto anticipando 
la reacción de una mentalidad acostumbrada a considerar 
todo lo argentino como excepcional. Esto, ha sido comen- 
tado recientemente por Torcuato di Tella(15)y por mi cole- 
ga Joseph Tulchin(16) Podría presentar una lista de coinc+ 
dencias entre la situación argentina y aquellas descritas bre- 
vemente en la primera parte de este trabajo, pero me temo 
que esto no sería suficiente para algunos y que todos que- 
Trían hacer su propia lista. Trataré, por lo tanto, de presen- 
lar mi versión de cómo algunos eventos de los tres o cuatro 
últimos años pudiesen encajar en nuestro modelo teórico. 
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Dada mi novatería sobre el tema de política argentina no 
pretenderá ser exhaustivo sino simplemente alerta a los que 
aparecen como los hitos más importantes. Finalmente, 
confío en que las fallas y deficiencias de este esfuerzo esti- 
mulen a otros a rellenar las más aparentes de éstas, 

En el caso argentino, al igual que en todos los demás, el 
primer problema analítico es el de la periodización. Encon- 
tramos una fuerte corriente de opinión que se remonta al 6 
de septiembre de 1930, y a la “década nefasta” que le si 
guió para marcar el origen de la presente crisis.(1? Estoy 
consciente de la enorme importancia y peso en el ánimo 
del país del hecho de que, desde 1928, ningún presidente 
electo constitucionalmente haya podido terminar su man- 
dato y pasar el poder tranquilamente a un sucesor electo 
de manera similar. Me intrigan mucho cuestiones acerca de 
por qué el fracaso de oportunidades de transición, así co- 
mo si éstas eran principio o fin de procesos de signo con- 
trario. Sin embargo, no me es posible acomodar todos es- 
tos intereses en un modelo que está orientado a situaciones 
de cuatro o cinco años de duración. No podría asumir 
como hace implícitamente dicho modelo, que aspectos ta- 
les como la estructura social y la cultura política permane- 
cen constantes si tomara una perspectiva de cincuenta años 
de crisis. Tendría que acudir a otro tipo de literatura, la de 
la modernización y el desarrollo político, puesta en tela de 
duda por sólidos argumentos revisionistas para el caso 
argentino — por ejemplo, O”DonnellU8) Se trata. más bien. 
de establecer si una serie de eventos recientes, indudable 
mente conexos a procesos y desenlaces anteriores, forman 
un patrón que justifique la aplicabilidad del modelo. 

Tomamos como objeto de estudio el régimen inaugura 
do para llevar adelante un “Proceso de Reorganización Ne 
cional”, a partir del golpe que derroca a Isabel Perón el 23 
de marzo de 1976. Seguidamente. tratamos de buscar la 
etapa en que este régimen da muestras de un proceso de 
deterioro, y de identificar a grandes rasgos los factores cau- 
Sales que lo llevan al colapso. 
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El Gobierno de Videla y el Deterioro. Podemos encon- 

a aparente discontinuidad en la etapa final del go- 
del general Jorge Videla. Dicha discontinuidad re- 
salta en un contraste entre los años de 1979 y 1980 y de la 
manera en que el gobierno pudo sortear las contingencias 
del primero fue puesto en una situación ya más desventajo- 
sa durante el segundo, desventaja que fue heredada por su 
sucesor. Este contraste serviría para enmarcar el comienzo 
del deterioro del régimen contrastando la naturaleza, fre- 
cuencia e impacto de los hechos en la eficacia y capacidad 
de maniobra del gobierno. 

Hay algunos indicios de malestar durante 1979 dentro 
de las Fuerzas Armadas, por parte de ciertos sindicatos, y al 
gún movimiento sobre el tema de los desaparecidos. Pero el 
gobierno fue capaz de neutralizarlos. El general Luciano 
Benjamín Menéndez protagonizó un intento fallido de re- 
belión en Córdoba, que iba dirigido contra el general Ro- 
berto Viola, Comandante en Jefe del Ejército. Menéndez y 
el general Carlos Suárez Masón pasaron a retiro pero se 
mantuvo la tirantez entre los “halcones”, ahora agrupados 
detrás del Ministro del Interior, general Alvaro Harguinde- 
guy, y Viola. La Comisión de las 25 trató de llevar a cabo 
un paro de 24 horas el 27 de abril, pero el arresto de 30 lí- 
deres sindicales y la oposición de la Comisión Nacional del 
Trabajo mermaron la iniciativa. Dirigentes de los partidos 
políticos no tuvieron mejor suerte. En mayo el gobierno se 
movió con rapidez, impidiendo la celebración de reuniones 
privadas en las que se iba a discutir la situación del país, y 
encarcelando a 26 dirigentes del Frente Popular de Izquier- 
da y del Movimiento de Integración y Desarrollo. La cues- 
tión de los desaparecidos cobró más vigencia debido a la 
insistencia de las protestas de familiares y de organizacio- 
nes humanitarias, Coincidiendo con cl inicio de una inves 
tigación de la Comisión Interamericana de Derechos Hu- 

Pr de la Ora, el 6 de septiembre, el gobierno, a través 
á Harguindeguy, admitió que mantenía detenidas a 1.438 
Personas consideradas como presos políticos que no ha- 


trar u n 
pbjernó 
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bían sido puestos a disposición de los tribunales. Esto vino 
acompañado de un acto de violencia en el que hombres ar- 
mados irrumpieron en las oficinas de una organización de 
familiares de presos y «desaparecidos sustrayendo unas 
3.000 denuncias firmadas. Hargundeguy admitió que el go- 
bierno había ordenado la confiscación de una lista que se 
iba a publicar. Poco después, el día 13, se publicó un de- 
creto que permitía a funcionarios y familiares levantar acta 
de defunción en casos de personas desaparecidas por más 
de un año. Hubo algunos intentos de afianzar la indepen- 
dencia judicial pero estos fueron aislados y de poca tras- 
cendencia. La Corte Suprema ordenó al general Viola rein- 
tegrar a la cárcel de Villa Devoto al oficial Domingo Be- 
rrueta, quien había sido encarcelado por amenazar a punta 
de pistola a un civil después de un accidente de tránsito. 
En septiembre la Corte ordenó por segunda vez la libertad 
del periodista Jacobo Timmerman. El gobierno simplemente 
expulsó a Timmerman del país el día 25. El Ministerio del 
Interior continuó su negativa de responder a recursos de 
habeas corpus, limitándose a certificar que no había cons 
tancia de detención. Finalmente, los grupos armados de iz- 
quierda llevaron a cabo algunos actos de terrorismo, como 
el atentado dinamitero contra la residencia de Guillermo 
Klein. El gobierno respondió anunciando la muerte de lí- 
deres montoneros como Horacio Mendizábal y de algunos 
de sus colaboradores más cercanos. 

Ninguno de estos hechos, por sí solo, como tampoco su 
efecto acumulativo, pusieron al régimen en una situación de 
deterioro. El panorama económico era todavía relativa 
mente bueno para algunos y tolerable para muchos. La 
oposición permanecía desarticulada e incapaz de tomar 
ninguna iniciativa. El gobierno presentaba un frente bas- 
tante sólido. De manera que en 1979 no encontramos ni 
crisis económica ni alto nivel de movilización contra el ré- 
gimen. 

Pero el año 1980 trajo ya una situación más difícil. Des 
calabros económicos de envergadura y una condena univer 
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sal de los eXCesos cometidos por el gobierno durante la 
“guerra sucia” pusieron al gobierno a la defensiva precisa. 
mente cuando más hubiera necesitado un clima sosegado 
para mantener su equilibrio durante la fase del relevo del 
mando. El gobierno perdió la iniciativa a pesar de otros de- 
sarrollos bastante favorables en las relaciones con Estados 
Unidos, Brasil y la Unión Soviética. El factor económico se 
hace sentir y fuerza la imposición de una serie de medidas, 
al principio graduales, que no logran detener la inflación y 
la especulación sin crear una recesión económica. A su vez, 
estos factores incidirían en las corrientes de Opinión mili 
tar antes, durante e inmediatamente después de tomada la 
decisión de quién iba a suceder a Videla, contribuyendo a 
una cierta parálisis por parte del gobierno saliente, y crean- 
do gran incertidumbre acerca del derrotero a seguir por el 
entrante. 

El gobierno presentó un documento político a finales de 
1979, que se le atribuyó a Viola, quien había pasado a re- 
tiro y maniobraba para fortalecer su posición de favorito 
para suceder a Videla. El documento no hablaba de un cro- 
nograma específico a no ser para enfatizar que la Junta de 
Comandantes se mantendría en el poder hasta 1985. Se 
prometía una restauración de los partidos políticos para ir 
entonces a un proceso eleccionario. Se crearían “comisio- 
nes políticas”, integradas por oficiales de alta graduación, 
que iniciarían conversaciones con dirigentes políticos. Este 
anuncio de retorno gradual a la institucionalidad fue recibi 
do con escepticismo. 

El aniversario del golpe del 76 brindó al gobierno la 
Oportunidad de tratar de nuevo el tema. El resultado fue 
cacofónico. El general Leopoldo Galtieri, quien sucedió a 

lola como Comandante en J efe, indicó que los militares 
es Mantendrían en el poder hasta 1990. Viola, por su parte, 

presó que un retorno a la democracia vendría condicio- 
nado por la necesidad de olvidar lo ocurrido durante la 
Buerra contra la subversión, así como por el reconocimien- 
€ que los militares tenían que participar institucional 
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mente en el esquema de gobierno que se adoptase. Fina- 
mente, Harguindeguy anunció el inicio formal de un “djá. 
logo” con los partidos políticos. Estos, por su parte, no se 
mostraron muy entusiasmados. 


El gobierno sufrió dos fuertes sacudidas por la cuestión 
de los desaparecidos. En febrero Amnistía Internacional 
dio a conocer un informe sobre la situación en la Argentina 
En abril se dio a la publicidad el informe de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. Ambos coincidían 
en admitir la disminución de torturas, secuestros y desapa- 
riciones, pero condenaron al gobierno por continuar utili 
zando estos métodos de manera sistemática. El gobierno de 
Videla, quien quizás no entendió por completo a QUÉ se es 
taba comprometiendo cuando invitó a la Comisión de la 
OEA a investigar, reaccionó airadamente. Pero el daño 
estaba hecho y la publicación de estos dos documentos in- 
sertó este tema de una manera ya permanente en importan- 
tes Órganos de prensa occidental, puso al gobierno a la de- 
fensiva, y aumentó los bríos del movimiento interno que se 
había articulado para tratar de arrancar una respuesta. Sin 
embargo, la mayoría de la prensa local no se hizo eco de 
estas denuncias y sectores bastante amplios de Opinión toda- 
vía continuaron sin examinar a fondo las premisas y conse- 
cuencias de la política de derechos humanos del gobierno. 
En aquel momento una condena directa del gobierno ven+ 
da desde el exterior era resentida por estos sectores de op+ 


nión, lo cual le daba un poco de lustre a la pobre legitim+ 
dad del régimen. 


A pesar de un crecimiento satisfactorio durante 1979 
—de un 7.5 por ciento en el producto interno bruto— las 
estimaciones a principio de año prognosticaban un modes 
to 2.97 por ciento. Sin embargo, Martínez de Hoz podía 
resaltar un leve descenso en la tasa de inflación durante el 
primer trimestre, altas reservas de divisas, y una perspectiva 
bastante buena en el comercio exterior, que permitiría 
contrapesar el auge de las importaciones de todo tipo con 
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exportaciones agrícolas de la Unión Soviética. Inclusive al- 
gunas publicaciones internacionales normalmente adversas 
al régimen y al modelo económico vigente se mostraron 
impresionadas por los logros conseguidos por el Ministro 
Martínez de Hoz. No pudieron haber escogido peor mo- 
mento. 

A finales de marzo el gobierno tuvo que afrontar el pri 
mer escándalo financiero de envergadura con la quiebra del 
Banco de Intercambio Regional, segundo en importancia 


fue palpable durante el resto de abril al escapar parte del 
capital especulativo ex tranjero atraído por las altas tasas de 
interés. Según el Economic Survey un total de mil millones 
(de dólares) salieron del país. El Banco Central se vio 
obligado a facilitarle unos dos mil millones (de dólares) a 
empresas de distinta envergadura. 

El invierno trajo peores noticias. En junio las presiones 
para una evaluación crecieron tremendamente. Durante 
una visita al exterior, el Ministro Martínez de Hoz repitió 
en distintos círculos financieros que el modelo económico 
vigente era todavía válido y que la crisis se debía a la irres- 
ponsabilidad de especuladores que el gobierno no iba a 
proteger. El 10 de julio se anunció un paquete de medidas 
que atrajo de nuevo al capital de especulación pero que no 
rectificaron las deficiencias estructurales del modelo. A pe- 
sar de las protestas del sector privado se redujeron los aran- 
celes aún más. Se prometió una rebaja impositiva que sería 
subsanada a través de nuevos impuestos sobre el consumo. 
El índice inflacionario seguía por encima de cien. 

Una serie de quiebras industriales dramatizó la seriedad 
de la situación. El grupo SASIETRU que se había estado 
deshaciendo de empresas poco rentables, fue intervenido. 
Industriales y exportadores no tradicionales simplemente no 
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podían soportar y exportadores no tradicionales simple- 
mente no podían soportar la doble carga impuesta por 
tasas estratosféricas de interés y una situación competitiva 
desventajosa producto de la sobrevaloración del peso y de 
la política librecambista del gobierno. Empresas como 
Gurmendi (acero) optaron por despidos masivos. Otras co 
mo  CELLULLOSAP (pulpa y derivados) simplemente deja. 
ron de cumplir sus obligaciones financieras. Fiat Diesel y 
Massey Ferguson cerraron sus plantas —John Deere haría 
otro tanto en octubre, dejando al país sin producción na 
cional de tractores. Se dieron las primeras manifestaciones 
de protesta laboral organizada. Hubo huelgas de ferrovia- 
rios, taxistas y proyectistas de cinematógrafo que fueron 
apoyadas por los metalúrgicos (U0M). El recién liberado 
Lorenzo Miguel comenzó a tratar de reorganizar la CG7. 
En agosto, el gobierno trató de recuperar la iniciativa y 
mantener su compostura anunciando que el régimen eco- 
nómico vigente se mantendría durante el período 198]- 
1984, durante el cual se sentarían las bases para un sistema 
político “sólido, estable y responsable”. Los resultados 
fueron mixtos. El gobierno se anotó un tanto al producirse 
una entrevista entre líderes peronistas agrupados alrededor 
de Raúl Matera y el general Harguindeguy en Casa Rosada. 
El peronismo oficial condenó el hecho a través de Deolin- 
do Bittel. La visita de Videla al Brasil no fue del todo bien, 
al ser recibida con frialdad su propuesta de organizar una 
cruzada contra la subversión en la América del Sur, y al ser 
cuestionado por la prensa local sobre la participación de su 
gobierno en el golpe del general García Meza en Bolivia 
-golpe calificado como “lamentable” por el presidente 
brasileño Joao Baptista Figueiredo— y sobre los desapare- 
cidos en su país. 
En septiembre el gobierno demostró cierta incoherencia 
al impedir reuniones convocadas por los partidos y endure- 


cer su postura frente a éstos, por una parte, mientras el ge 
neral Viola, que sonaba como el candidato más fuertes 
para suceder a Videla, trataba de ampliar sus contactos con 
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sindicalistas y líderes políticos, por la otra. El fantasma de] 
populismo soliviantaba a los militares. El día 29 pasó sin el 
esperado anuncio oficial. Un breve y confuso comunicado 
oficial informó al día siguiente que el anuncio oficial sobre 
el nuevo Presidente se haría en diez días pero, en efecto, se 
produjo 72 horas más tarde. La proclamación oficial de 
Viola eludió el término “unánime” al describir la decisión 
que lo designó para el cargo. Aparentemente, grietas y fisu- 
ras que habían sido evitadas por Videla venían ahora a 
amenazar a su sucesor. Á nivel de la Junta la oposición 
vino de la Marina, la cual solicitó un programa específico 
de gobierno, demanda que fue satisfecha al comprometerse 
Viola a preparar un informe al respecto durante los seis 
próximos meses. Las objeciones de la Marina pueden ha- 
berse centrado en cuestiones sobre política económica y 
política exterior, objetos de críticas anteriores por parte de 
jefes de ese cuerpo. 

La designación de Viola fue seguida en octubre por el re- 
tiro de unos 50 oficiales que pueden haberse opuesto a su 
designación. Sin embargo, el más beneficiado por esto y 
por los cambios tradicionales de fin de año en la cadena de 
mando no fue Viola sino Galtieri. En noviembre, el Presi- 
dente designado se mantuvo firme, apoyando la interpreta- 
ción oficial sobre la cuestión de los derechos humanos y 
los desparecidos, pero demostrando cierta flexibilidad en 
materia de política económica, en vista de la ola de quie- 
bras bancarias e industriales que se estaba registrando. Una 
encuesta reciente del FIEL, entre 300 grandes firmas del 
país, sugería que el 85.0 por ciento de estos empresarios 
no estaban dispuestos a hacer planes por más de un año 
dado el clima de incertidumbre. A principios del nuevo año 
quedó claro que había una recesión económica a la vista. 

En Enero, Martínez de Hoz analizó la situación econo- 
mica admitiendo que el déficit presupuestario, cuya reduc- 
ción había sido uno de los objetivos fundamentales de su 
política, se había duplicado durante 1980 a despecho de: 
un aumento del 28,5 por ciento en las tributaciones. Esto 
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fue acompañado por un incremento notable en la deuda 
externa —a US$ 27.2 billones. , un déficit de balanza co- 
mercial del orden de US$ 2.4 billones, y una caida del pro- 
ducto interno bruto del 1.6 por ciento. Fl Banco Central, 
por su parte, tuvo que adelantarle US$ 5 billones a la Teso- 
rería. Se devaluó el peso por un diez por ciento en Febrero 
y se continuó liquidando firmas y compañías insolventes, 
pero sin tocar much 1s empresas estatales administradas por 
militares que estaban contribuyendo a la situación de défi- 
cit fiscal. 1980 había traido un record de quiebras. En re- 
sumen, para que la inflación cayera por debajo del cien por 
ciento Martínez de Hoz produjo una recesión, comprome- 
tiendo la política laboral de la Junta pleno empleo y sala- 
rios altos - y sacrificando a sectores económicos que ya ha- 
bían sido duramente golpeados. Encontramos a otros 
países en una situación similar a esta pero el hecho de que 
estas medidas fueran adoptadas por un régimen de baja 
legitimidad auguraba mal para su estabilidad. 

El gobierno de Videla no terminó sin re-enfatizar una 
vez más su defensa de la política contra la subversión. A 
principios de año el juez Martín Anzoategui dictó auto de 
detención contra seis dirigentes de organizaciones humani- 
tarias, incluyendo Alfredo Mignone y José Westerkamp. 
Fueron puestos en libertad el 6 de marzo. El año más 
grave fue la incautación de unos 6.000 expedientes de casos 
de desaparecidos. Evidentemente, algunos de los que aban- 
donaban el poder en ese momento querían dejar el me- 
nor rastro posible de sus actividades durante 1976 - 1979 

A mediados de marzo Viola viajó a Washington donde 
recibió los mejores deseos del presidente Reagan y donde 
éste le prometió que estudiaría la reanudación del envío de 
material bélico estadounidense a Argentina. Dada su preca- 
ria posición frente a la Junta, situación que se mantendría 
hasta finales de año cuando sus integrantes pasasen a rett 
ro, dada la espiral económica que se precipitaba después de 
haber sido aplazada por un año, y dada la cristalización de 
una Oposición más determinada, ni siquiera la mejor buena 
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voluntad de la administración Reagan le serviría de mucho 
a Viola. 

La Presidencia de Viola y la Aceleración del Deterioro. 
La inauguración de Roberto Viola como Presidente de la 
Argentina dramatizó la gran brecha ya existente entre el 
poder militar y la mayor parte de la sociedad. Escaso públi 
co presenció su toma de posesión y muy pocos curiosos se 
alinearon detrás de los cordones de policía para verlo desft 
lar. Su gobierno se iniciaba en medio de la peor recesión 
económica desde 1976, provocando “...la inquietud del 
empresario y obreros... (y) prefigurando un estado de áni- 
mo que no tardaría en generalizarse y (que) se sumaría a la 
creciente oposición de las fuerzas civiles... (19 Su comien- 
zo no fue auspicioso. “Desde abril de 1981 en adelante, se 
fue desencadenando una comedia de errores, equívocos, 
dudas e intrigas que resquebrajaron la imagen del régi- 
men... (0) l 

La gestión de Viola fue percibida como incoherente e in- 
decisa desde sus comienzos, lo cual pudo haber resultado 
de una serie de factores. El factor de crisis económica indu- 
dablemente que jugó un papel importante contribuyendo 
al deterioro. El deseo de Viola de ir encauzando un poco el 
retorno hacia la institucionalidad complicó sus relaciones 
con sus colegas militares. Sin embargo lo que hay que seña- 
lar es que se trataba ya de una crisis de régimen y no de d+ 
ficultades coyunturales de un gobierno militar. Está bas- 
tante claro que, con la excepción de un breve respiro du- 
rante el verano de 1981, Viola no pudo gobernar. Excepto 
en aquel intento de “contra-ofensiva”, lanzado en su dis- 
curso del 19 de junio a los gobernadores federales reunidos 
en Santa Fe, por el apoyo brindado por Francisco Manrt 
que quien pidió a los “ayatolas de la Junta” que dejaran a 
Viola gobernar, y por un respaldo bastante tibio de Galtieri 
en julio, Viola estuvo literalmente con la espalda contra la 
pared todo el tiempo. Aquella tregua duró poco pues en 
septiembre los resultados económicos de la primera mitad 
del año lo sacudieron fuertemente. Su caída puede tratarse 
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ya como un colapso dentro del esquema conceptual que 
hemos presentado. Otros quizás preferirían hablar de co. 
lapso a la hora de la caída de Galtieri pero, en lo que pue- 
do ver, el período de Galtieri es simplemente la continua. 
ción de la ya patente incapacidad de gobernar de los mili 
tares. 

Lo que más impresiona de esta etapa de la transición 
argentina es cómo a pesar de una situación de deterioro 
progresivo no encontramos todos los síntomas de una si 
tuación pretoriana. Hay incapacidad de gobernar pero no 
hay realmente un alto nivel de protesta movilizada, quizá 
por los recuerdos todavía frescos de la etapa de represión. 
Dicho nivel es mucho menor que el registrado en los casos 
antes reseñados. Es como si el régimen se deshiciere desde 
adentro y se desplomara por el peso de sus propias contra- 
dicciones, agravadas por la falta de resultados aceptables en 
la gestión oficial durante los ocho meses de Viola. 

Viola nunca pudo asumir la iniciativa política y no pudo 
convencer a la oposición de sus intenciones con respecto a 
un cambio, al ser incapaz de producir hechos concretos 
que fueran más allá del rumor o de algunas iniciativas tí- 
midas. El intento de envolver al peronismo en el “diálogo” 
se vio amenazado desde el principio y no resultó exitoso. 
Viola pudo convencer a la Junta de la conveniencia de po- 
ner en libertad a la Sra. Perón, la cual partió hacia España 
el día de la Independencia. Pero los peronistas ya habían 
decidido unirse a la Multipartidaria y a guardar la distancia 
con el régimen. Cuando Viola exhortó a los peronistas a de- 
mocratizar las estructuras internas del partido, Bittel se li- 
mitó a responder que los militares no debían permanecer en 
el poder hasta 1984. En octubre, ya estando “enfermo” Vio- 
la, los peronistas no :se iban a arriesgar a cumplir con una 


cita con el Ministro del Interior, general Horacio Tomás 
Liendo, y a estrechar nexos con un gobierno que se iba a 
pique. 


El auge de la Multipartidaria, desde mediados de año, no 
se centró en un desafío al gobierno “en la calle”, sino en 
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un mantener la presión mediante la demanda de ir a elec- 
ciones para volver a la institucionalidad. Los cinco partidos 
integrantes —peronistas, radicales, intransigentes, desarro- 
llistas y democratacristianos— pudieron al menos ponerse de 
acuerdo en esto. La muerte de Ricardo Balbín ofreció un 
marco de contraste interesante a la inauguración de Viola, 
atrayendo a miles de personas que se unieron al cortejo fú- 
nebre.?! 

La política económica del gobierno no gozó de mejor 
credibilidad. Los que esperaban lo peor y estaban opuestos 
al modelo vieron confirmadas sus sospechas. Los que bus 
caron los objetivos de la política no los encontraron puesto 
que estaba tratando de conciliar demasiados intereses al 
mismo tiempo. La recesión continuó —cayó el producto in- 
terno bruto por un 1.6 por ciento—, la inflación aumentó, 
el déficit fiscal alcanzó la cifra de 4.0 billones de dólares, 
la producción industrial disminuyó en un 9.7 por ciento, 
y la tasa de desempleo aumentó al 5.0 por ciento en el 
Gran Buenos Aires, llegando a afectar a un millón de traba- 
jadores en todo el país. 

El primer paquete de medidas económicas introducido 
por el nuevo Ministro de Economía, Lorenzo Sigaut, el 31 
de marzo de 1981, no fue bien recibido. Hubo devaluación 
del peso por 22.9 por ciento, nuevos impuestos a exporta- 
ción, y se liberalizaron aún más los aranceles. En mayo hu- 
bo fuga de divisas por valor de 400 millones de dólares. 
A principios de junio hubo otra devaluación que provo- 
có la renuncia del presidente del Banco Central, Julio Gó- 
mez. Hubo pánico a mediados de julio y, a pesar de-las pro- 
mesas de Sigaut, se liberalizó la convertibilidad del peso 
para operaciones financieras, lo cual redujo inmediatamen- 
te su valor por un veintincinco por ciento adicional. Las re- 
servas habían caído a alrededor de 4 billones de dólares. 
En resumen, Sigaut no pudo convencer al país que sus 
medidas merecían ser tomadas en serio y mucho menos 
que habría recuperación en el segundo cuatrimestre de 
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La crisis económica incrementó la activación política no 
solamente entre los sindicalistas sino también por parte de 
las federaciones patronales de industria. El 17 de junio la 
SMATA movilizó a unos cuantos miles de sus afiliados en 
el Gran Buenos Aires para una protesta de trece horas, 
Sólo el resto de unas mil personas, incluyendo líderes sin- 
dicales peronistas, pudo contener la situación. El 22 de ju- 
lio. la cGT hizo un llamado de huelga general que fue res 
pondido por entre un diez y un quince por ciento de los 
trabajadores. Hubo también cierta movilización por parte 
de los activistas de las organizaciones humanitarias. En 
abril cerca de mil personas, incluyendo a Adolfo Pérez Es- 
quivel, Premio Nobel de la Paz, participaron en una marcha 
de solidaridad con las madres de la Plaza de Mayo. El go- 
bierno no interfirió. 

A pesar de la disminución en el uso de violencia por par- 
te del gobierno, algunos medios de la prensa, que ya co- 
menzaban a criticar al régimen más o menos abiertamente, 
sintieron la presión oficial. El periodista Manfred Shonfeld, 
del diario La Prensa, fue golpeado por desconocidos en ju- 
nio. Su periódico dejó de recibir publicidad oficial. En 
octubre 200 periodistas desfilaron en Buenos Aires para 
protestar el apaleamiento de dos fotógrafos por la policía 
federal. A fines de año un análisis de las noticias publicadas 
por la prensa local puso en primer lugar el tópico de la 
crisis político-institucional. 

El único terreno en que Viola no se vio en muchos aprie- 
tos, a no ser en la cuestión limítrofe con Chile, fue en el de 
la política exterior. La administración de Reagan eventual 
mente convenció al Congreso estadounidense a rescindir la 
prohibición concerniente al envío de armas. Hubo varias 
maniobras conjuntas y bastante colaboración bilateral, so- 
bre todo en cuestiones militares. Estas estrechas relaciones 
pueden haber distorsionado algunas percepciones claves de 
los militares argentinos sobre los intereses de Estados Un+ 
dos, y puede haber contribuido a gravísimos errores de 
cálculo el año siguiente. En julio el Ministro de Relaciones 


Exteriores, Oscar Camilión, emplazó a Inglaterra a definir 
el estatus de las islas Malvinas. 

El 9 de noviembre el general Liendo reemplazó a Viola 
por sustitución reglamentaria debido a enfermedad, pero se 
negó a continuar en el puesto al anunciarse el derrocamien- 
to de Viola. La Junta designó al contra-almirante Carlos 
Alberto Lacoste como Presidente provisional. Viola se 
negó a aceptar la interpretación oficial de que había sido 
removido por motivos de salud. Se entendió que su salida 
se debía a incapacidad de su gobierno de parar la crisis eco- 
nómica que otros contribuyeron a hacer más profunda, y 
al descontento de sus colegas con las tentativas de ir def+ 
niendo una salida democrática, que no podía postergarse 
mucho más. Es posible que los miembros de la Junta, a 
punto ya de pasar a retiro, decidieron derrocar a Viola an- 
tes de que éste pudiera consolidarse un poco en el poder y 
darle más impulso a estas iniciativas. Galtieri fue inaugurado 
el 22 de diciembre en una ceremonia de ocho minutos de 
duración. Mantenía su cargo de Comandante en Jefe del 
Ejército y su puesto en la Junta de Comandantes. 

Carezco del grado necesario de familiaridad con los va+ 
venes de las Fuerzas Armadas argentinas para contestar dos 
interrogantes. La primera concierne a la naturaleza de la 
coalición militar que se opone a Viola y si ésta es la misma 
que pone y mantiene a Galtieri en el poder. Con respecto a 
la política económica Galtieri había dicho, antes de su 
inauguración, que ésta sería equidistante entre el naciona- 
lismo (a lo Gelbard) y el liberalismo (a lo Martínez de Hoz). 
En el aspecto político se esperaba que fuera más duro y fir- 
me con la oposición. La segunda interrogante se refiere a la 
naturaleza del proyecto de Galtieri con respecto a la situa- 
ción vigente. Me inclino por el continuismo. Galtieri iba a 
mantenerse en el poder hasta el final del término de Viola, 
es decir, 29 de marzo de 1984, por lo menos. Una victoria 
podría alargar, el “Proceso” un poco más o, como mínimo, 
redimir el prestigio de las Fuerzas Armadas y permitir una 
salida lo más decorosa posible. Tal parece como si la cúpu- 
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la militar estuviese tratando de evitar una repetición de la 
salida de 1973. La situación se encargó de hacer esto más 
difícil. La ironía es que los esfuerzos de Galtieri contribu- 
yeron a acelerar el colapso. 


El Colapso del Régimen. No me corresponde examinar a 
fondo la causa inmi: Jiata más notoria que provocó el co- 
lapso del régimen inaugurado en 1976. Me interesa más 
bien determinar dónde se encontraba el proceso de trans; 
ción en el momento de producirse la decisión de invadir 
Malvinas, y cómo se diferenciaba esta situación de aquella 
que vio abandonar a Viola el poder. 


En lo económico, el gobierno de Galtieri dio muestras 
de ir hacia una ejecución más a fondo del programa de aus- 
teridad. El nuevo ministro de rango, Roberto Alemann, 
quien lo había desempeñado bajo Frondizi, aparentemente 
exigió y obtuvo la condición de que se le permitiese afectar 
las empresas estatales —las cuales contribuían al 60 por 
cinto del producto doméstico. 


Como trasfondo estaban los resultados económicos del 
año 1981, realmente espeluznantes y motor efectivo del 
proceso de deterioro del régimen. Durante ese año, el pro- 
ducto doméstico bruto cayó entre un 5.0 y un 6.0 por 
ciento, la producción industrial cayó en un 15.0 por cien- 
to, la actividad industrial cayó a entre un 40 y un 50 de la 
capacidad instalada, acompañada por un descenso en la de- 
manda nacional de energía eléctrica del 9.6 por ciento. 
Esto se tradujo en un desempleo del 5 por ciento, según el 
gobierno, y entre un 13 y un 16 por ciento, según otros. 
Alrededor de un millón y medio de trabajadores se vieron 
sin empleo y sin ningún tipo de protección. La inflación 
llegó al 130 por ciento, y el valor del peso cayó por un 456 
por ciento entre marzo de 1981 y febrero de 1982. Se esta- 
ban registrando en esta última fecha un promedio de seis 
quiebras diarias, y de una quiebra bancaria por semana. La 
deuda externa ya rebasaba los 32 billones de dólares. de los 
cuales 20 correspondían al sector público. 
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Alemann se concentró en tratar de parar la inflación, la 
cual veía relacionada al déficit del sector estatal. Congeló 
los salarios y las pensiones de los empleados públicos, redu- 
jo el gasto público —incluyendo una rebaja del gasto mil+ 
tar del 10 por ciento que probablemente nunca se llegó a 
implementar. Pretendía bajar el déficit fiscal a un 2 por 
ciento del producto. Suprimió también los ajustes de sala- 
rios conexos al ritmo de la inflación, predijo que no se im- 
primiría más dinero desde mediados de año para subsanar 
el déficit, mantuvo la libre convertibilidad del peso y los 
intereses altos, reajustó los impuestos de exportación, y 
ordenó una serie de estudios para deshacerse de empresas 
públicas insolventes. 

Se le atribuyeron distintas intenciones al ministro. Una 
de ellas fue la de intentar de prolongar la recesión para ra- 
_ cionalizar la economía entera. Fuese esto cierto o no, lo 

que llama la atención es cómo se le puede ocurrir a un fun- 
cionario público, sea cual sea su poder o el del gobierno 
que sirve, que se pueden barajar tantas variables distintas a 
la misma vez y que, aún más, se pueda predecir el resultado 
de semejante mezcolanza. Alemann no tuvo oportunidad 
de constatar la efectividad de un esquema. 

En el frente político interno la efervescente personal+ 
dad de Galtieri no fue suficiente para ganarle apoyo popu- 
lar ni tampoco para callar la creciente demanda por un re- 
torno a la constitucionalidad y la protesta por la continua- 
ción de los militares en el poder. La multipartidaria se man- 
tuvo firme en este aspecto y presentó un programa propio 
en respuesta, y diametralmente opuesto, al paquete de me- 
didas de Alemann: incentivos a la industria, aumentos de 
salarios, y beneficios para los desempleados. Galtieri ame 
nazó con utilizar el ya muy manoseado proyecto de ley de 
reorganización de los partidos —sobre el tapete desde 
1976- para imponerles restricciones severas. No mostró in- 
terés por discutir de elecciones a no ser municipales en al- 
gún momento futuro. La multipartidaria calificó al gobier- 
no como una dictadura (Alende) que marchaba hacia el 
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Norte mientras el país iba hacia el Sur (Bittel). Desde Fe. 
brero la semiclandestina CGT trató de organizar una cam- 
paña de movilización contra el gobierno. El 30 de marzo 
una manifestación de protesta de la CGT organizada en 
Buenos Aires terminó en tumulto y represiórr violenta, con 
más de mil detenido: y un muerto. 

A finales de febrero, corresponsales extranjeros veían a 
Galtieri en control del gobierno, tratando de ganar simpa- 
tías, apareciendo en público con frecuencia, opuesto por 
completo a tocar el tema de los desaparecidos, y envuelto 
en una ofensiva diplomático-militar de ayuda al régimen 
salvadoreño y a los guerrilleros anti-sandinistas, de prepara- 
ción para un posible enfrentamiento con Chile y para con- 
frontar a Gran Bretaña con un ultimatum diplomático 
sobre Malvinas, seguido posiblemente de una Operación 
militar sobre las islas. Esta se produjo el 2 de abril. 

Nunca sabremos qué hubiera sido del gobierno de Gal- 
tieri y del régimen militar si no se hubiese producido la 
guerra. Aunque todo lo que se diga al respecto es pura es 
peculación, es posible que la acción coordinada de la Multi 
partidaria y la capacidad de movilización de los sindicatos, 
por una parte, y la prolongación de la crisis económica, por 
la otra, hubieran puesto a Galtieri al borde del colapso de 
cualquier manera. 

El colapso del régimen viene con la rendición del 14 de 
junio, seguido por el colapso del gobierno, con la destitu- 
ción de Galtieri el día 18. Nótese que hablo de colapso del 
régimen y no sólo del gobierno. Esto es una premisa bas 
tante importante para la validez de lo que sigue a conté 
nuación. 

Durante. el breve interregnum del Ministro del Interior, 
general Alfredo St. Jean, se anuncia la designación del 
general retirado Reynaldo Bignone, con excelentes relacio- 
nes dentro de la cúpula militar y buenos contactos con la 
clase política. Se identifica ese gobierno como de transit 
ción y se lleva adelante la inauguración de Bignone con la 
expresa y manifiesta oposición de las otras dos armas. A mi 
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juicio, durante este período se toma la decisión de ir yaa 
una transición a través de una elección y se pasa a su imple- 
mentación. Hay aspectos interesantísimos aquí puesto que 
puede decirse que hay planteada una crisis de Estado hasta 
el 10 de septiembre de 1982, fecha en que se reconstituye 
la Junta. Bignone ya está en contacto con políticos de la 
oposición durante estos días y se compromete en su discur- 
so inaugural del primero de julio a implementar un-proceso 
electoral para instalar un gobierno civil de marzo de 1984. 
Queda implícito que el colapso se produce sin resolución, 
dada las tensiones entre las tres armas y el hecho de que no 
se ha tomado ninguna decisión que provoque confrontacio- 
nes, a no ser la de la transición en sí. 

Por qué hay una transición en la Argentina. Estimo que 
el proceso argentino se encuentra actualmente en la etapa 
de implementación. Reitero que esto no implica la existen- 
cia ni de un consenso ni mucho menos de algo perfecta- 
mente planificado. Remito de nuevo al lector a nuestra de- 
finición de “gobierno” y a la discusión sobre las confronta- 
ciones inevitables durante la implementación. Finalmente, 
enfatizó de nuevo la incertidumbre que acompaña a este 
tipo de proceso. 

Defiendo esta interpretación en base de los siguientes 
puntos, 

(1) Bignone, dado que es designado en contra de la opo- 
sición de las otras dos armas debería estar en una situación 
de desventaja con respecto a la Junta peor aún que la de 
Viola, y a merced de un colega con reputación de “duro á 
—en este caso el general Cristino Nicolaides— que lo puede 
derrocar en cualquier momento. Si Bignone ha podido lle- 
gar hasta agosto de 1983 habiendo tomado las decisiones 
que ha tomado —modestas y timoratas todavía según la opo- 
sición, pero comparables a las tomadas en procesos seme 
Jantes y, quizás lo más importante, impensables durante el 
último año de Videla es que sus acciones están sanciona- 
das por la corriente de opinión más fuerte dentro de la ins 
titución militar. De manera que aunque no haya habido re- 


127 


| 


solución sobre aspectos muy conflictivos de la agenda de 
transición, Bignone está apoyado por y representa a una 
coalición militar deseosa de sacar del gobierno a su insti 
tución. 

(2) A pesar de que esta coalición es muy inestable, dado 
que la reforma constitucional no es un “issue” de tanta in- 
tensidad en el momento actual, y dado que el traspaso de 
poder no ha entrado todavía en juego al no haberse cele- 
brado aún la elección, el único punto de la agenda de im- 
plementación que podía desintegrar la transición se refiere 
a los desaparecidos. Dado que los militares no pueden real 
mente ceder en este punto, y que van a imponer una am- 
nistía unilateralmente antes de retirarse del poder, la inten- 
sificación de confrontaciones sobre este aspecto es bastan- 
te probable. ' 

La cuestión de la amnistía y las tensiones que esto crea 
se han comentado ya. La demanda de los grupos humanita- 
rios y de los familiares no se va a apagar, especialmente 
cuando se han descubierto fosas comunes en distintos ce- 
menterios del país que contienen restos de personas desa- 
parecidas. A mediados de agosto de 1983, 25.000 personas 
desfilaron para protestar contra el proyecto de amnistía. 
Van a continuar los actos de intimidación contra familiares 
y activistas, pero el gobierno no se puede dar el lujo de que 
esto se intensifique so pena de una retirada de la Oposición. 
No es probable que los militares tomen una iniciativa dis 
tinta dada la dinámica que hemos explicado la cual, en el 
caso argentino, podría entrecruzarse muy fácilmente con 
la cuestión de la derrota de Malvinas, otro punto que los 
militares están tratando de manipular con el menor daño 
posible para la institución. 

Posponer esta cuestión no implica comprometer la val+ 
dez e integridad de la transición, o que se pueda solamente 
reparar material y moralmente, como ya lo han sugerido ab 
gunos altos oficiales. Quedan muchas posibilidades de san- 
ción moral colectiva y efectiva contra los que impartieron 
las Órdenes, tal como lo ha suverido la Oposición. Pero esto 
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es una decisión de Estado que debe ser tomada por un po- 
der constituyente22) que tendrá también que tratar la cues 
tión de la participación militar en la política. Hay una 
experiencia acumulada de cincuenta años aquí que no se 
puede olvidar. Pero de la única manera en que se puede en- 
juiciar a una dictadura por crímenes contra la humanidad 
es derrotándola militarmente, cosas que no se ha product 
do en la Argentina. El gobierno de Bignone no quiere y no 
puede ceder en esto. Se puede continuar presionando pero 
si esto deviene en el “issue”? más importante de la transi- 
ción el gobierno podría desintegrarse y con él el proceso 
mismo. 

(3) Hay planteada una implementación porque no sólo 
el gobierno ha podido producir resolución en algunos as- 
pectos sino también porque la oposición le ha tomado la 
palabra al gobierno y ha forzado confrontaciones que ha 
podido ganar. Ha habido decisiones judiciales adversas que 
han sido en definitiva admitidas por el gobierno —caso de 
la familia de David Graiver, aunque no así con los alegatos 
del juez Pedro Narvaiz— y se ha puesto a numerosos dete- 
nidos y presos políticos en libertad porque no le ha queda- 
do más remedio al gobierno que hacerlo. Cuando todavía 
no estaba bien definido si se levantaba o no la proscripción 
de las actividades políticas, los radicales tomaron la inicia- 
tiva y convocaron a un mitín para el 20 de julio. El gobier- 
no abrogó la proscripción antes de esa fecha. El 26 de 
agosto se emitió por fin la ley de partidos que no resultó 
onerosa, a pesar de algunas pequeñeces y hubo reinscrip- 
ción en los partidos a pesar de la “inspección judicial” de 
reafiliaciones. Eventualmente se aclararon las reglas de la 
contienda electoral. 

(4) No solamente la oposición tomó iniciativa en la agen- 
da de la transición sino hasta inclusive los sindicatos fueron 
capaces de forzar al gobierno en dos ocasiones en 1982, 
Tras la huelga de transporte del 18 de agosto, Bignone se 
entrevistó con representantes de CTG-Azopardo y CGT- 
Brasil y decretó un aumento de salarios. Cuando éste se 
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consideró insuficiente y el gobierno no cedió, se decretó la 
huelga general del 6 de diciembre. El 22 de ese mes hubo 
otro aumento de sueldo. Esto sugiere no solamente un de- 
seo de los militares de engraciarse con los sindicatos sino 
un cambio efectivo en el equilibrio de las fuerzas en al me- 
nos ciertos aspectos. ] 

Es más, el proceso ha mantenido su vigencia en medio 
de lo que no se puede considerar sino un desastre económi 
co, a pesar de los préstamos-puente del FMI y de una tí- 
mida mejoría en algunos indicadores. No ha podido nadie 
salir a defender la necesidad de una nueva dictadura para 
que un rev-filósofo economista arregle el pastel. Por el con- 
trario, va a ser muy difícil legitimar algunos de los acuer- 
dos —muchos de ellos justificables en algunos aspectos 
tomados con la banca internacional, y justificar políticas 
de austeridad económica en el futuro inmediato. 

(5) Aunque habrá bastante tensión después que se esta- 
blezca la identidad del ganador en octubre. el proceso no 
revertiría necesariamente el otro “juego imposible”. Por 
una parte, el acuerdo mismo de la Multipartidaria sienta un 
precedente valioso bastante inmune a las sospechas de 
“componenda” que tanto disgustan a los argentinos. Esto 
podría permitir mejor colaboración entre los principales 
partidos en el futuro aunque es poco probable que se esta- 
blezca una coalición consociacional que los incluya a todos 
de alguna manera. Por otra parte, la coalición peronista es 
demasiado heterogénea y es bastante probable que se div+- 
da.03) 

Los partidos principales han sido capaces de captar el 31 
por ciento de las afiliaciones — dato de mayo de 1983-— lo 
cual compara muy favorablemente con el promedio histó- 
rico —de un 15 porciento94 Sin embargo, hay todavia mu- 
chos indecisos y, cosa saludable en mi criterio, el público 
argentino no parece compartir la intransigencia -e intoleran- 
cia de sus lideres(25%) De manera que todavía hay bastante 


tela por donde cortar si el proceso se mantiene realmente 
competitivo, 
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(6) Por último, el proceso argentino está todavía mane- 
jado desde arriba pero al igual que en otros llega un mo- 
mento en que su dinámica se le escapa a sus arquitectos. 
Argentina pudiera estar entrando en esa etapa, que exigirá 
aplicar las lecciones del pasado al presente para consolidar 
el futuro, O caer en Otro ciclo involutivo. 
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DIAGRAMA N?% 2 DINAMICA DE LA TRANSICION A LA DEMOCRACIA 


Contingencias: Deterioro del Régimen 
Activación popular 1) Incapacidad del go- 
Crisis económica bierno a formular e 
Escándalo implementar políti- 
Desaparición de líderes| cas 
gubernamentales 2) Enajenamiento en- 

tre el gobierno y la 

sociedad 
Pretorianismo 


“3 Colapso del gobierno 


Militares: ; 
Decisión de transición 
1) Percepción de la 
oposición 
2) Cálculo de costos 
3) Balance entre aper- 


turistas y obstruc- Implementación 
cionistas E ER 
Confrontación 
sobre 


1) Restauración juridica 
2) Reforma o revisión 


Constitucional 


3) Estatuto y proceso 


electoral 
4) Traspaso del poder 


Instalación del 
gobierno electo 


Aspectos estructurales: 


Crisis de hegemonía | 
Empate social o “balan- 
ce catastrófico” 

Crisis de Estado 


Re-equilibrio ———y 


sociedad: 


4) Clivajes sociales y es- 
tructuras partidistas 

S) Proyectos y progra- 
mas de la oposición 

6) Presencia y posibili- 
dades de triunfo de 
un adversario anta 
gónico a los milita- 
res 
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El impacto del autoritarismo 
en la cultura política. 


La experiencia española 
en una perspectiva comparada 


Rafael López Pintor 


Lo QUE SE ME HA PEDIDO para este simposio es un trabajo 
de “posición” o invitación al debate sobre un 
estudiado y, sin em bargo, de relevancia teórico-práctica den- 
tro de los procesos de redemocratización : las secuelas del 
autoritarismo en la cultura política, tomando como referen- 
te más cercano el de la experiencia española para intentar 
una reflexión de índole comparativo. 
Los términos generales del problema se pueden establecer 
con la cuestión siguiente : ¿Qué efectos tiene la persistencia 
de una dictadura conservadora en la cultura política de un 
pueblo —el conjunto de la ciudadanía y sus sectores dirigen- 
tes— cuando ese pueblo ha vivido experiencias democráti- 
cas más o menos duraderas, que persisten en la conciencia 
colectiva y afectan vitalmente a las presentes generaciones? 
Con este planteamiento acotamos la referencia histórica a 
Sociedades como las del Sur de Europa y algunas latino- 
americanas, sobre todo del Cono Sur. e ) 
Los términos más específicos de esta problemática serían, 
como mínimo, los siguientes : sul 
rimero, si se mantiene el fuego o el rescoldo de una cul- 
tura política democrática como depósito de legitimidad 5 
Un régimen de pacto (y factor de ilegitimación de pelea 
trario) en el flujo y reflujo de los conflictos básicos q de 
ando forma a la vida política. Cómo se expande esa 


tema poco 
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en el proceso de cambio político hacia la democracia y qué 
persistencia tienen los valores autoritarios. 

Segundo, la importancia que deba darse a determinados 
efectos del régimen autoritario : 

1.- Sobre los mecanismos de conexión entre gobernantes 
y ciudadanía como consecuencia de la ruptura o sustitución 
de relaciones clientelares, los hábitos de corrupción y la dis- 
continuidad de los procesos de socialización infantil y adulta. 

2.- Sobre las actitudes y la disposición política de la ma- 
yoria de la población (el escepticismo y la apatía política, 
la disposición para la movilización). 

3.- Sobre la identidad y la capacidad política de los diri- 
gentes de la transición (su reclutamiento, reflejos y pautas 
de actuación). 

La revelacion de esta problemática es tanto teórica como 
práctica. La curiosidad intelectual por los procesos de tran- 
sición se da la mano con la urgencia por alumbrar salidas 
políticas a las dictaduras. Nuestro interés por los problemas 
sociopolíticos de la “gran transformación” —que condicio- 
naron después la literatura del “'nation-building” y el “de- 
sarrollo político” de los años 50 y 60— se desvía hoy hacia 
los más modestos procesos de las ““redemocratizaciones par- 
ticulares”. En sociedades con vieja tradición de los princi- 
pios representativos de gobierno y articulación burocrática 
del Estado, nos encontramos ante retrocesos y avances de 
la “polis” dentro de la via hacia un modelo de autoridad 
que quiere ser “legal-racional”. Estamos tratando de fenó- 
menos ya poco carismáticos (incluso anticarismáticos), una 
vez que las legitimaciones tradicionales de la autoridad han 
quedado definitivamente rotas y, por otra parte, se ha ago- 
tado el depósito de legitimación carismática de los herede- 
ros de la Ilustración, que en nuestras sociedades pusieron 
las bases del Orden Republicano y del Estado Benefactor. 
Estamos pues viviendo y analizando la política de un estado 
gestor de libertades individuales y servicios sociales Básicos 
en un ciclo recesivo de la economía al tiempo que necesaria- 
mente instalados en una balanza del poder mundial preca- 
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:amente equilibrada. Tal es el escenario de nuestras rede- 
mocratizaciones. 

Cualquiera de nosotros que haya medido el ciclo de la 
vida ha tenido la experiencia del paso de la democracia a 
la dictadura Y viceversa en su propia sociedad u otra veci- 
na .) Este factor existencial pone, cuando menos, un gramo 
de realismo en nuestra apreciación del papel relativo de la 
cultura en los procesos de cambio político y de éstos en la 
cultura política. Al mismo tiempo parece indiscutible la 
necesidad de una cultura política afin con el régimen y que 
le otorgue legitimidad. 

En los procesos de redemocratización que nos ocupan, 
parece plausible la hipótesis de que la persistencia de una 
cultura política democrática constituye un factor más e 
importante de deslegitimación de la dictadura y de legiti- 
mación del posible nuevo régimen de libertad. A la cultura 
política no habría que verla como elemento de la coyuntura 
ya que por si misma constituye un factor de largo tracto. 
De aquí la importancia de mantener la llama cultural-demo- 
crática aún bajo la peor y más larga etapa de privación de 
libertad. 

La otra cara de la moneda la constituye la ausencia de 
legitimidades alternativas como efecto del erosionante im- 
pacto de la dictadura y las dificultades para restablecer la 
base de legitimidad propia del régimen democrático. 

De aquí la importancia práctica de conocer cómo se 
mantiene, se transfiere y se recrea la cultura política de- 
mocrática durante la dictadura y a la quiebra de la misma. 

Sobre la continuidad de los valores democráticos y su 
reemergencia, es evidente para cualquier observador que 
Una isla más o menos grande de cultura democrática fue 
preservada bajo la dictadura, aún las más larga duración, 
como en el caso de la España de Franco. Varios autores, 
tre ellos quien esto escribe, han estudiado empiricamente 
de persistencia cultural en las actitudes de determinados 

ores de la población y la importancia de la transmisión 
€ valores e identidades políticas a través de la familia. 2. 
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Uno encuentra, por otra parte y en distintos paises, recu- 
rrencia de las correlaciones geográficas del voto, antes y 
después de periodos dictatoriales, e incluso a pesar de las 
transformaciones de la estructura social de una determinada 
zona como consecuencia de los procesos de industrializa- 
ción y desarrollo.) 


Son estas conclusiones científicas esperanzadoras para 
los amantes de la libertad. Pero hay más y sobre las que 
cabe una mayor incidencia directa por parte de los “agentes 
de la transición” : 


Primero, la rapidez con que se producen los realineamien- 
tos políticos para el nuevo sistema una vez que aparecen 
claros los objetivos de cambio y la nueva coalición demo- 
crática se muestra imparable (recordemos la hipótesis de 
Tocqueville de que nunca un régimen fue más débil que 
cuando empieza a cambiar). 


La evidencia comparativa al respecto es concluyente y 
en el caso español yo he medido y demostrado empirica- 
mente cómo avanzaban los realineamientos democráticos a 
medida que se acercaba el final del régimen de Franco y se 
“disparaban” en 1976, una vez que la designación de un 
nuevo Primer Ministro (Suárez) hace inequívoca la direc- 
ción del cambio. 4) 

Segundo, e importantisimo. el realineamiento es aún más 
rapido y sobre todo más eficaz cuando la ruptura con el 
régimen anterior se hace clara tras la demostración de cier- 
tas pruebas de fuerza. No hace falta recordar en apoyo de 
esta hipótesis la rapidez y formas de exclusión de los 
adversarios de los Aliados en la II Guerra Mundial. En Es- 
paña, el alcance de las actitudes democráticas y la confianza 
en el nuevo régimen no hacen más que aumentar cuando a 


“los cuatro años de las primeras elecciones generales hay un 


intento de golpe de Estado y, más aún. cuando se descubre 
un nuevo complot en vísperas de las elecciones de Octubre 
de 1982 que dieron la mayoría absoluta al Partido Socia- 
lista (Si en Febrero de 1981 había un 9% de españoles 
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que mostraban alguna simpatía por el golpe militar, en 
Octubre de 1982 tal porcentaje segía bajando al 590. (5) 

Tercero, la evidencia comparativa disponible apoya cada 
yez más la hipotesis de la Importancia extrema de los pro- 
cesos de socialización pol tica adulta en el seno de grupos 
de iguales Y MArCOS asociativos de tipo estudiantil, sindical 

rofesional o partidario (la importancia de los procesos de 
convicción y conversión). Por lo que parece, los niños y 
adolescentes viven igual de lejos la política en el cinturón 
industrial de Paris Ó Barcelona, los colegios de clase media 
madrileña o la Galicia rural. (6) En la medida en que el din- 
tel de la polítización consciente coincide con el de la edad 
adulta, las posibilidades de trasmisión cultural y resocializa- 
ción planificadas son evidentemente mayores. 

Con esto no negamos la importancia de los factores his- 
tóricos específicos de cada sociedad —con los que cautelo- 
samente Aristóteles inicia su Polftica— y, a modo de ex- 
plicación residual, terminan su Cultura Civica Almond y 
Verba. Abrimos simplemente una ventana adicional a las 
posibilidades de actuación racional contra las secuelas de la 
dictadura por parte de quienes buscan la libertad y el pacto. 

En la reemergencia de la Sociedad Civil hay que desalojar 
los efectos de la práctica dictatorial, algunos de largo al- 
cance o convertidos en estructuras del sistema social, para 
que el nuevo sistema se haga fuerte. Es evidente que la 
fortaleza del régimen de libertades emergente constituye 
un factor positivo tanto para los sectores menos numerosos, 
que buscan la libertad por si mismos ó para acceder al po- 
der, como para los sectores más amplios que buscan la li- 
bertad para incrementar su nivel de seguridad y bienestar(7) 
Para todos es bueno que el nuevo régimen nazca fuerte. 

Tenemos que aceptar que la resocialización adulta cobra 
especial relieve en la crísis de la dictadura, ya que inflige una 
seria quiebra en las fuentes básicas de socialización tempra- 
Ae la familia y la escuela. En el seno de la comunidad fa- 
ie se han reproducido con frecuencia las divisiones de 
a contienda civil y sus consecuencias de represión O ascenso 
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político. de 
En cualquier caso, desde el reducto familiar se contem- 


plan los avatares políticos con la preocupacion de que por 
encima de la política conviene preservar la cohesión de los 
vínculos familiares, anteriores y más duraderos que los re- 
gímenes políticos. Y así en la familia se cultivan actitudes 
de apatía, escepticismo y cinismo político que van a con- 
tracorriente de las posibilidades de movilización, militancia 
partidaria y eficaz reclutamiento de Una elite democrática, 
Se hace divisa de la idea de que la política divide o prepara 
para la división. Y esto sobre el hecho objetivo de la peli- 
grosidad y el riesgo vividos por razón del conflicto político, 

Algo similar sucede en la otra fuente de socialización bá- 
sica, la escuela. En el tiempo de dictaduras conservadoras 
que nos sirven de referencia, la escuela transmite más valo- 
res de apatía y apoliticismo que una doctrina política nue- 
va, que normalmente el régimen de fuerza no tiene o es tan 
forzada que resulta poco convincente para enseñantes y 
alumnos. Sobre estos extremos, las experiencias dictatoria- 
les del Sur de Europa (y más concretamente de España) 
constituyen un claro ejemplo. La población se fue equipan- 
do de los valores democráticos con escaso o nulo adoctri- 
namiento familiar o escolar en los mismos. Abriéndose paso 
en el magma de apatía y escepticismo fomentado en las 
últimas décadas de autoritarismo. Aunque sabemos que las 
sociedades con un cierto nivel de secularización cultural (y 
probablemente todas las sociedades) son muy escépticas 
respecto de la política y de los políticos/(8) todo régimen 
necesita un cierto nivel de credibilidad y apoyo social. Y la 
renaciente democracia ha de hacer frente a un cierto vacío 
de credibilidad y entusiasmo estructuralmente preparado 
durante el régimen dictatorial. O en otros términos. que el 
entusiasmo refundacional, por grande que parezca, no debe 
llevar a los “refundadores” a dejar de lado la necesidad de 
un esfuerzo consciente para contrarrestar la apatía y el 


cinismo en amplios sectores y difícil de borrar de un día 
para otro. 
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La apatía y escepticismo entre la población así como las 
dificultades de movilización y reclutamiento de activos 
adecuados sé producen fundamentalmente como consecuen- 
cia de otra “quiebra que no es la de las “agencias” de so- 
cialización básicas (familia y escuela). Se trata de la ruptura 
y sustitución de los mecanismos de mediación política —par- 
tidos e intermediarios de partido, locales o nacionales. Me 
refiero especificamente a la sustitución de las relaciones 
clientelares y las prácticas de corrupción. Sin entrar en la 
polémica conceptual sobre clientelismo político y si nece- 
sariamente implica corrupción, lo indiscutible es que bajo 
la dictadura esas relaciones diádicas informales de poder 
que son clientelares en el marco de los procesos legislativo 
y de administración de los recursos públicos vienen prota- 
gonizadas por actores no han de responder públicamente. 
En consecuencia, la ausencia de corrupción pasa a ser un 
problema de moral individual y privada. A ello me referiré 
después. 

Limitándonos a la estructura clientelar como de relacio- 
nes de negociación e intercambio que además generan soli- 
daridad ?) la sustitución del “enlace” político responsable 
por el intermediario oscuro deslegitima todo sistema de 
autoridad dejando al poder justificación puramente fáctica. 
Aún suponiéndole una dosis de corrupción a toda relación 
clientelar —extremo muy discutible y discutido— la dicta- 
dura corrompe a “otros” que no tienen que responder pú- 
blicamente(10). 

Á la corrupción me referiré en su acepción más genérica: 
Abusar de los cargos públicos en beneficio personal o de 
Un grupo exclusivo; actuar de manera inequívoca contra las 
reglas Universalistas e impersonales que constituyen la esen- 
cla de un orden “legal-racional” de autoridad. Es verdad 
que la corrupción de los oficios públicos ha sido denuncia- 
da desde Babilonia hasta el día de hoy y en todas las socie- 
dades, Un politólogo inglés ha señalado recientemente que 
<n ciertas áreas de la vida de su país la corrupción es en- 

érmica y en otras epidémicas. 


145 


! 
4 
A] 
j 
( 
al 


$ 


El problema es determinar cuánta, cómo y por qué se 
produce. SAN 

Uno puede legítimamente preguntarse si existe un mo- 
delo estructural o un orden de disposición objetiva de las 
cosas que lleve a que la corrupción se convierta en pandé- 
mica, Creo que tal modelo existe y el orden que más se le 
aproxima es la dictadura, particularmenté en situaciones de 
escasez o de crisis económica. 

La evidencia histórica parece concluyente en los siguien- 
tes términos: 

Primero, la corrupción es más difícil de eliminar una 
vez que está bien asentada que de prevenir cuando se está 
empezando a formar. No sólo porque la mala práctica 
desplaza a la buena, sino porque la gente deja de percibir 
como alternativa moral el que los cargos públicos puedan 
desearse para otros propósitos que el provecho personal y 
el favor político. 

Segundo, la práctica de la corrupción es en sí misma y 
en toda circunstancia antidemocrática (lleva a eliminar la 
competencia y fomenta circuitos restringidos de favor y 
beneficio). A sensu contrario, las situaciones dictatoriales 
son un excelente caldo de cultivo para las prácticas corrup- 
tas. (“El poder absoluto corrompe absolutamente”). Y en 
consecuencia, la prevención básica de la corrupción radica 
en la existencia de libertad para protestar y la posibilidad 
de incidencia masiva de tal protesta (los medios de comu- 
nicación y los mecanismos de movilización). 

Tercero, la corrupción es mayor cuando la economía 
pierde dinamismo y, en consecuencia, capacidad para pro- 


veer de recursos a las burocracias. En otros términos, la 
escasez potencia los circuitos del b 


eneficio y el favor per- 
sonal(1), : 

De todo esto podemos concluir que la falta de democra- 
cia, máxime si va unida a condiciones de escasez, hace que 
la corrupción se convierta en un elemento estructural o 
componente básico del sistema social (rasgo integrante de 
la cultura y mecanismo de distribución y acumulación de 
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recursos). ) 
Para terminar con las conclusiones analíticas, yo creo 


que en el caso de las sociedades del Cono Sur americano o 
del Sur de Europa no procede buscar una funcionalidad a 
ja corrupción, política por mora de un proceso de moderni- 
zación, Je acumulación de capital o de sustitución de 
medios más violentos en la solución de las disputas políti- 
cas, a tenor del análisis de ciertos autores(2), Y mucho 
menos procede invocar tales factores a modo de coartada 
para dulcificar o esquivar la condena moral de ciertos regí- 
menes. En el caso del Cono Sur e históricamente hablando, 
estas sociedades iniciaron su modernización en el siglo XIX. 
Las últimas dictaduras han presidido una era de estanca- 
miento y recesión. Y han practicado una violencia hasta 
entonces inédita en la región. 

Los medios de comunicación se hacen eco de casos de 
corrupción de la política en Estados Unidos u Holanda: de 
altos o pequeños funcionarios en Inglaterra, Francia, Espa- 
ña o Italia. Son casos porque se pueden denunciar. Aún en 
régimen de libertades hay casos nunca abiertos y prácticas 
viciosas que no llegan a constituirse en casos. Unos y otras 
tienen mucho que ver con pesadas herencias políticas que 
los ingenieros de nuevas transiciones tendrán que afrontar 
comenzando por los más visibles administradores de la 
seguridad y la hacienda del común, a fin de que la ciudada- 
nía pueda encontrar alguna razón para iniciar la superación 
del escepticismo y volver a creer en los perdidos valores de 
la república. 

Llegados a este punto adquiere un especial relieve el 
papel de los dirigentes del nuevo sistema. Tanto si, como 
en Italia o Grecia, hay líderes políticos disponibles de 
experiencias democráticas previas cOmO si de aquella clase 
política no queda nadie o sólo quedan algunos ancianos 
(casos de Portugal y España). Junto a las dificultades ya 
apuntadas de movilización Y militancia, conviene resaltar 
los problemas de identidad de los nuevos dirigentes, de sus 
reflejos políticos básicos y de ciertas actuaciones fundacio- 
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nales que son consecuencia de los anteriores. 

La experiencia española de los últimos años también es 
ilustrativa de algunos comportamientos de los dirigentes 
que, no por fácil de explicar a la luz de la teoría política 
clásica, dejan de crear dificultades prácticas en la consoli- 
dación del régimen democrático. A ellos me he referido 
con ocasión de otras disquisiciones sobre la transición a la 
democracia y no dejaré de hacerlo de nuevo(13). 

En primer lugar, está el problema de los requisitos de 
identidades personales de los líderes que demanda cada 
forma de gobierno. 

Conllevan la forma de gobierno unas orientaciones prác- 
ticas hacia ciertos fines concretos y demandan un cierto 
tipo de identificación personal de los gestores del sistema 
con las metas y procedimientos específicos del mismo. 

En el caso de la transición a la democracia, no resulta 
indiferente quiénes sean los conductores del convoy de la 
transición. 

La identificación con el nuevo régimen no es un proble- 
ma vocal ni siquiera de buena voluntad. Las carreras políti- 
cas de los actores en juego aumentan o disminuyen, según 
los momentos del cambio, la credibilidad no sólo personal 
sino del régimen que lideran. 

Para el gobierno gestor de la transición, estas carreras 
facilitarán o impedirán la crítica simultánea O. posterior al 
momento clave del cambio en el sentido de que sus líde- 
res constituyen un remanente o residuo del antiguo régi- 
men. Pero incluso sobre los políticos que estaban en la 
Oposición a la dictadura, deja reflejos no democráticos el 
antiguo régimen. 

Para cualquier dirigente o partido que desee sobrevivir 
en el régimen democrático es vital no caer en el uso de - 
reglas de juego no democráticas, tales como: No dar expli- 
caciones aceptables a las propias clientelas y a la sociedad 
cuando se decide un giro de política o en situaciones de 
dimisión o destitución; ser más condescendiente con los 
partidarios del antiguo régimen que con los demócratas 
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decididos. Y estos comportamientos se dan con frecuencia 
en la derecha y en la izquierda. 

Este tipo de comportamiento debilita el liderazgo, gene- 
ra ambigiedad respecto de la formulación de políticas con- 
cretas y alimentan sentimientos de alienación en los pro- 
pios cuadros y votantes. 

Es preferible que los líderes del cambio no procedan de 
las entrañas del régimen autoritario. Que los conversos a la 
democracia se vean forzados a adaptarse a los hábitos de 
los políticos “demócratas” y no al revés. 

Entre los comportamientos fundacionales destaca la 
cuestión de la defensa del regimen democrático contra sus 
enemigos políticos. Enemigos que, armados o no, acaban 
acudiendo o invocando el recurso de la fuerza. 

En España, los mayores adversarios de la democracia no 
parecían perder fuerza frente a los gobiernos de la transi- 
ción, que tendieron a tratarles condescendientemente. 
Algunos de los efectos de este tipo de relación política se 
siguen produciendo todavía. 

Cada régimen tiene su propia lógica de gobierno y oposi- 
ción (legal, alegal e ilegal). A los maestros de un juego no 
se les debe suponer idéntica capacidad para otros juegos. 
Tendrán que demostrarla. La fortaleza de la democracia 
depende en gran medida de la debilidad de sus adversarios; 
y ésta, a su vez, de la capacidad de los líderes democráticos 
para mantener bajo control a los enemigos del régimen. 

Nos encontramos ante un problema de restitución polí- 
tica, que sin duda tiene una dimensión moral, pero no es 
reductible a la misma o no lo es en términos individuales. 
A la cuestión sobre cómo ha de tratarse colectivamente a 
los que han maltratado, el grupo humano tiene una res- 
puesta secular que procede del impulso sagrado a la resti- 
tución y que constituye un recurso básico de equilibrio y 
cohesión social. El acierto o no al llevarla a la práctica está 
en función del liderazgo. 

Hoy que está tan de moda hablar de nuevos valores, en 
este área del comportamiento humano, más biológica que 
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ancestral, que son las relaciones de poder, habrá que recla- 
mar una y otra vez el valor de los viejos valores: La Repú. 
blica como ideal de buen gobierno; la redignificación de la 
vida política y su servicio: la búsqueda y ejecución del 
pacto democrático con generosidad y valentía. La genero. 
sidad, esa vieja cualidad del liderazgo, que llena vacíos y 
diluye mezquindades en la construcción de la acción colec- 
tiva. Y la valentía, que en política es eficacia y siempre 
hermana de la prudencia, para evitar que lo que se cede no 
sea aprovechado por el adversario para volver a humillar. 

Y junto al frío análisis, hoy en Santiago de Chile. deseo 
apostar por la recuperación de un patrimonio del que los 
partidos políticos y el pueblo de esta noble y austera na- 
ción estuvieron siempre orgullosos. 
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NOTAS 


1. Remito al lector planteamientos generales de indole comparativa de Salva- 
dor Giner, Enrique Baloyra y Luis Costa Pinto en la obra colectiva compila- 
por Julián Santamaría: Transición a la Democracia en-el Sur de Europa y 
América Latina. (Madrid: Centro de Investigaciones Sociológicas, 1982). 

2.Rafael López Pintor, La Opinión Pública Española del Franquismo a la De- 
mocracia. (Madrid: Centro de Investigaciones Sociológicas; 1982). José 
María Maravall, La Política de la Transición. (Madrid: Taurus, 1982). 

3.Una referencia por países a la investigación de la Sociología Electoral ser is 
agotadora. Me limitaré a citar dos obras recientes de alcance comparativo : 
David Butler, Howard R. Penniman, and Austin Ranney. (eds.) Democracy 
at the Polls. A Comparative Study of Competitive National Elections. (Was- 
hington, D.C.: American Enterprise Institute, 1981). Ver también la edi- 
ción última ampliada de S.M. Lipset, Political Man. The Social Bases of 
Politics. (Baltimore: The Johns Hopkins University Press, 1981). Sobre 
España específicamente ver Juan Linz, “The New Spanish Party System” 
en R. Rose (ed.), Electoral Participation. A Comparative Analysis. (Sage, 
1980); Rafael López Pintor, “The October 1982 General Election and the 
Evolution of the Spanish Party System” en el libro coeditado por H. Penni- 
man y E. Mujal-Leon, Spain at the Polls. También mi reciente trabajo “*De- 
cisión electoral y cultura política en España 1977-1983”, presentado en el 
II Coloquio de Sociología Electoral de la Fundación Jaume Bofill y la 
Universidad Autónoma de Barcelona (Febrero de 1984). 

4.Rafacl López Pintor. La Opinión Pública Española, op. cit. 

S. Información del Banco de Datos del Centro de Investigaciones Sociologicas. 

6.En el Coloquio de Barcelona antes citado se intercambió abundantemente 
información empírica en este sentido de investigaciones en curso O termina- 
das por Sequeiros, Rosa Virós y José Juan Toharia entre otros. 

7.Sobre el significado práctico de la libertad para distintos colectivos remito 
a las penetrantes observaciones de Maquiavelo en los Discursos (1. 16) y de 
Tocqueville en El Antiguo Régimen y la Revolución (capítulo 11D). 

8.Como referencia general remito al lector a los índices de actitudes a lo lar- 
go del tiempo recogidos en el boletín Public Opinion de la American 
Enterprise Institute especialmente los numeros de Julio de 1983 y Enero 
de 1984, los estudios de opinión trimestrales del Eurobarómetro de la Co- 
misión de las Comunidades Europeas: y el estudio comparativo del European 
Value Study Group de Lovaina cuyo inturme general preparado por Jean 
Stoetzel se acaba de publicar en español bajo el titulo ¿Qué pensamos los 
europeos? (Madrid: MAPTRL, 1983). AI l 

9. Sobre las relaciones clientelares hay una revisión teórica y de conclusiones 
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] ón empírica comparativa en el volumen monográfico “Poli. 
a elos and Comparativa Perspectives”, International Politica] 

j Science Review. Vol 4, N. 4 (1983) siendo especialmente relevantes Para 

nuestro propósito la introducción del editor Luigi Graziano y la revisión 

d del Carl H. Landé, “Political Clientelism in Political Studies: Retrospect 

td Ko dificultades de edificar la libertad sobre “materiales corrompidos” 

1 vuelvo a remitir a Maquiavelo en sus Discursos (1,16 y 17). Y sobre cómo 

| está en la esencia misma del despotismo el favorecer y extender la codicia 
y el ánimo de ganancias vergonzosas (“Sin él, esas pasiones hubiesen sido 
fuertes; con él son imperantes”). ver el prefacio de Tocqueville en El Anti 
guo Régimen y la Revolución. 

11.Ver la introducción de Clark en Michael Clarke (ed.), Corruption. Causes, 
Consequences and Control. (Londres Frances Pinter Publishers, 1983), 
pp. IX, X, XIII y XVL ! 

12. Huntington con la hipótesis de la modernización y otros autores. Ver Lau- 
rence Whitehead, “Presidential Graft. Latin American Evidence”, en M. 
Clark (ed.). op. cit., pp. 154-55. Hay estudios monográficos sobre situa- 
ciones en distintos países no sólo en el libro reciente de Clark, sino en el 
libro colectivo y pionero en esta temática de Arnold J. Heidenheimer (ed.). 
Political Corruption: Readings in Comparative Analysis. (New York: Holt, 
Rhinehart and Winston, 1970). 

13. He tratado estos puntos en otras comunicaciones recientes: “Comments on 
Return to Free Elections after Nondemocratic Interuptions”, presentado 
en la Conferencia sobre Elecciones Libres celebrada en Washington D.C. en 
Noviembre de 1982 bajo los auspicios del Departamento de Estado y la 
American Enterprise Institute; “El colapso de U.C.D.”, (presentado en una 
conferencia sobre España en la Universidad de North Carolina en Chapel 
Hill en Mayo de 1983); “Sobre el cambio político en España. Lecciones 


para demócratas en transición”. Buenos Aires, Universidad de Belgrano 
(Septiembre de 1983). 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


La herencia de los 
autoriftarismos 


Manuel Antonio Garretón 


HARE TRES TIPOS de consideraciones sobre el tema. En 
primer lugar, algunos comentarios generales sobre la 
problemática de la herencia del autoritarismo. En segundo 
lugar, una reflexión sobre la herencia de los autoritarismos 


en el Cono Sur, y un tercer punto referido al problema en 
el caso chileno. 


Consideraciones generales 


Los comentarios generales los centraré en cuatro puntos. 

El primero de ellos es que existe un cierto dramatismo 
en el tratamiento del problema de la herencia del autorita- 
rismo. Parecieran sobrevalorarse los efectos que un régimen 
militar o una dictadura tienen para el futuro de esta socie- 
dad. Ahí se plantea el problema ¿en qué consiste la heren- 
cia de un régimen? Porque algo pasa en las sociedades du- 
rante el desarrollo de una dictadura que no depende es- 
trictamente de lo que en cel régimen político ocurra. 
Algunos estudios nos muestran, por ejemplo, cómo en Bra- 
sil hubo un cambio en la composición rural urbana y en la 
incorporación de la fuerza de trabajo de la mujer que alte- 
raron drásticamente el tipo de relaciones que se tenían has- 
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ta ese entonces, y que, evidentemente, nO peto So 
tura sociedad democrática a modelos de esarr q » se 

; dría decirse que esos cam- 
atengan a esa realidad. No po a are at 
bios son producto necesario del régimen mul a Ea abr 

Brasil durante 20 años. No todo es herencia imputable 
iia «4 , ocurrió bajo éste cons 
al régimen militar y no todo lo que es 
tituye una herencia necesaria para las do Ecages 
democráticas o para los regímenes que lo sucedan. 

Por otro lado, hay que considerar también que durante la 
dictadura se pueden haber arrastrado problemas de la so- 
ciedad que existían antes del advenimiento de aquella. El 
régimen que suceda a los autoritarismos deberá dar cuenta 
de viejos problemas que no son imputables a la dictadura 
propiamente tal. Lo que la historia parece demostrar es 
que las sociedades tienen una enorme capacidad de absor- 
ber experiencias y de algún modo sepultarlas y crear su fu- 
turo sin una directa referencia a aquella memoria. Hay una 
creatividad en las sociedades que no es reductible a la ela- 
boración que la sociedad hace de su historia pasada. 

Esto nos lleva a un segundo comentario. Hay que intro- 
ducir un concepto de herencia relevante que se refiere a 
dos procesos distintos. Hay una herencia del autoritarismo 
relevante para el proceso de transición entre dictadura y 
democracia como, por ejemplo; la existencia de actores 
que, producto del régimen militar, se excluyen del proceso 
de transición, o el debilitamiento con que álgunos actores 
sociales participan en el proceso de transición, o la deslegi+ 
timación que se ha producido durante el régimen militar de 
ciertos sectores que hace que no puedan participar como 
interlocutores en un proceso de transición. Asimismo. es 
evidente que un proceso de transición sirve para exorcizar 
los miedos de una sociedad. Incluso tiende a ser un tiempo 
en el cual se resuelven ciertos problemas de justicia respec- 
to, por ejemplo, a las violaciones de derechos humanos, o 
en un tiempo de relativa atenuación del odio Que se siente 
hacia los sectores más directamente responsables de estas 


violaciones. El período de transición: puede ser visto así 
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como una etapa en la cual la sociedad salda cuentas con su 
pasado inmediato, y queda en ese sentido relativamente 
“preparada” para enfrentar la tarea democrática, una vez 
terminada la transición. 

Hay también una herencia relevante para el largo plazo 
de las democracias, es decir, factores que van a actuar no 
en el corto plazo inmediato sino que van a estar presentes 
durante un largo tiempo en esas sociedades, aunque el rég+- 
men haya cambiado. Uno podría pensar que en ciertas so- 
ciedades, por ejemplo, el rol que asumió la Iglesia durante 
la dictadura, no es un papel que vaya inmediatamente a de- 
saparecer en el momento de la transición. Es muy probable 
que la importancia y la legitimidad que adquirió la Iglesia 
en la defensa de los derechos humanos o en constituir un 
espacio en el cual se reconstruyeron las organizaciones so- 
ciales e incluso políticas, dure por largo tiempo. Esto tiene, 
curiosamente, un doble efecto. Una influencia de la Iglesia, 
principalmente católica, para una futura democracia juega 
un rol extremadamente progresista desde el punto de vista 
de la sensibilidad frente a las opresiones y dominaciones 
sociales. La Iglesia durante el régimen militar se reveló 
como conciencia de la sociedad contra los crímenes que los 
sectores en el poder cometían contra la sociedad. Esa con- 
ciencia en la medida que reivindica una utopía, —la libera- 
ción-. no deja de actuar en el régimen democrático sino 
que es muy probable que la Iglesia siga siendo durante un 
largo tiempo el lugar donde sectores diversos de la sociedad 
reclaman contra las diversas formas de opresión y expresan 
el anhelo de liberación. Pero, por otro lado, uno podría 
decir también que la Iglesia podría jugar, si es cierto esto 
de su relevancia, un rol relativamente conservador en cuan- 
to se refiere, no a los temas de la justicia en la sociedad O 
las igualdades sociales, sino los temas de la modernización. 
Es muy probable que una cierta cantidad de actores socia: 
les que han sido beneficiados durante el régimen militar 
por la acción protectora de la Iglesia, se inhiban en el plantea- 
miento de temas de la modernidad que deberá enfrentar la 
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sociedad democrática, precisamente por no romper la rela- 
ción privilegiada que establecieron con la Iglesia (el tema 
del divorcio, por ejemplo). Este es un caso típico de una 
situación que se hereda del régimen militar y que no va a 
ser definido en un proceso de transicion necesariamente. 
También el papel o el “problema” de Jas Fuerzas Armadas 
que no habrán sido derrotadas internamente en ¡o militar, 
sino que se habrán retirado a sus cuarteles un poco forza 
das por la sociedad, será una espada de Democles sobre las 
democracias nacientes. 

El tercer comentario se refiere a una distinción entre dos 
tipos de herencias que mencionamos al pasar. Hay proble- 
mas de la sociedad que estaban en el origen de la crisis 
que desencadenó los golpes y regímenes militares y que 
estos no pudieron resolver arrastrándose por largos perío- 
dos, de modo que vuelven a ser problemas para la sociedad 
democrática, o problemas que igualmente existiendo antes 
del régimen militar fueron resueltos durante éste, se diría 
fundamentalmente como una consecuencia no deseada de 
la acción misma del régimen militar. Por ejemplo, se podría 
señalar que la revalorización de la democracia política en 
las élites progresistas es evidentemente una consecuencia 
no deseada pero de directa imputación al régimen militar. 
La reestructuración de las relaciones entre partidos y socie- 
dad, por ejemplo, o entre lo político y lo social, que pue- 
den tender a superar formas o populistas, o vanguardistas. 
o de manipulación que se hubieren dado antes del régimen 
militar, puede ser una “herencia” del régimen militar. Es 
decir, pueden haberse resuelto problemas durante el régr 
men militar, pero precisamente como reacción obligada de 
la sociedad frente a las características del régimen, como 
Una consecuencia no deseada por éste. 

Hay también una herencia de problemas o de temas que 
no existían antes de la vigencia del régimen militar y que son 
propios de éste. Por ejemplo, al 


gunas transformaciones es 
tructurales que se hayan dado en la economía y que gene- 
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raron nuevos actores sociales o nuevas relaciones sociales: 
hay casos en los cuales, debido a un determinado modelo 
económico implantado por un régimen militar, se ha pro- 
ducido el surgimiento de actores nuevos no conocidos en 
la etapa democrática. Hay, además, dentro de esta herencia 
que es propiamente imputable al régimen militar, elemen- 
tos que se derivan de las características mismas, de los ras 
gos propios de ese régimen. Por ejemplo, una reforma de 
los organismos de poder local que haya sido hecha con la 
finalidad expresa de extender el control militar sobre la so- 
ciedad civil, puede ser una herencia para el régimen demo- 
crático donde, en un contexto distinto, tal reforma sirva 
para acrecentar” los poderes locales y, por lo tanto, pueda 
ser transformada en una connotación positiva. 

El cuarto comentario se refiere a cómo podríamos sinte- 
tizar la herencia de un régimen militar, de una dictadura. 
La pregunta fundamental que hay que hacerse es si en esa 
sociedad determinada se creó o no, por ruptura de las ca- 
racterísticas de la sociedad precedente, por transformacio- 
nes realizadas en el seno de la sociedad o por respuestas de 
la sociedad a la dominación militar, si se constituyó o no 
un sistema de actores sociales distinto al que existía en el 
momento del golpe militar. Dicho de otra manera, la pre- 
gunta es: ¿se logró crear una nueva columna vertebral de 
la sociedad? Es decir, aún cuando el régimen militar desa- 
parezca, haya o no haya sido su voluntad, las transforma 
ciones de la sociedad ocurridas bajo él, ¿generaron un 
nuevo orden social? y, si es así ¿cuál es la relación del sis- 
tema nuevo de constitución de actores o sujetos sociales 
con el antiguo? Esto tiene una significación muy clara 
cuando uno piensa en el clásico ejemplo español, donde 
se nos dice que el sistema partidario no varió fundamental 
mente en los cuarenta años de la dictadura franquista, 
como lo probarían los resultados de las primeras elecciones 
post franquistas. Sin embargo, uno tendría la sospecha 
que, aún cuando fuera cierto el análisis de las cifras electo- 
rales y aún cuando los nombres fueran los mismos, esos 
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partidos y sus relaciones con la sociedad no son los mismos 
que los del período previo a la dictadura franquista. Todo 
el problema analítico como discernir qué es lo definitiva 
mente nuevo en la sociedad cuando ha terminado el rég; 
men militar, qué es lo que queda de la sociedad precedente 
a la dictadura militar, y cómo se articula lo nuevo y lo viejo, 


Los autoritarismos del Cono Sur 


El segundo punto es el de la herencia del autoritarismo 
referido a los regímenes militares del Cono Sur. La pregun- 
ta básica aquí es si estos regímenes fueron el fin de una 
época, es decir, si forman parte del derrumbe del “Estado 
de compromiso” como su última manifestación contradic- 
toria, si son un paréntesis entre dos períodos democráti- 
cos, donde el segundo retoma sin mayor discontinuidad la 
problemática del primero por cuanto la dictadura sería 
nada más que eso, un paréntesis, O si inician o iniciaron 
una nueva época. La tendencia durante los años más críti 
cos de vivencia del régimen militar era pensar que estos re- 
gímenes habían fundado una nueva época, que la sociedad 
en estos países no volvería nunca a ser lo que fue y que las 
pautas marcadas por estos regímenes daban un viraje a la 
historia latinoamericana del cual los períodos siguientes se- 
rían necesariamente herederos. 

En torno a esta pregunta, es necesario recordar dos 
puntos fundamentales. El primero es cuál era la naturaleza 
o el proyecto de estos regímenes, y el segundo, cuál fue su 
resultado. Respecto del primero, hemos señalado en innu- 
merables ocasiones, que los golpes militares que se inician 
con el brasileño en 1964 en los países del Cono Sur, fueron 
generados por una crisis política caracterizada por un gra- 
do variable, según los países, de activación y movilización 
de los sectores populares, la que fue enfrentada por los sec- 
tores dominantes de la sociedad que lograron arrastrar a los 
sectores medios en su percepción de una crisis terminal y 
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de una amenaza definitiva a su existencia como actores so- 
ciales dominantes, Pero este aspecto de respuesta a una cri 
sis, este aspecto reactivo de los golpes militares no puede 
entenderse como la única dimensión desde la cual analizar- 
los. Si así fuera no habría una mayor variación respecto de 
otras dictaduras, regímenes militares o autoritarismos que 
han existido en América Latina. Lo que nos parecía un ras- 
go singular de estos regímenes era que, junto a este aspecto 
reactivo, se daba la oportunidad para los sectores dominan- 
tes, ligados al actor militar que hace la ruptura, de resolver 
la larga crisis de hegemonía que había caracterizado a 
América Latina desde el término del “Estado oligárquico” 
y que se había arrastrado durante todo el período llamado 
“Estado de compromiso”. Se daban para ello condiciones 
excepcionales: los sectores proclives al cambio habían sido 
derrotados y la fuerza militar, cohesionada jerárquica e ins- 
titucionalmente, disponía de todo el poder, pero no siem- 
pre tenía claro cuál era el contenido que había que darle al 
régimen militar que nacía del golpe. Junto a ello, se puede 
decir que había una percepción, a veces difusa o desigual 
entre las diversas fracciones de los sectores dominantes de 
que aquí se había salido de una “crisis catastrófica”, y que, 
por lo tanto, era el momento, la oportunidad histórica, 
para recomponer un capitalismo demasiado interferido por 
políticas redistributivas, por un rol creciente del Estado, 
por demandas democráticas, por irrupción y participación 
de masas en la vida política, aprovechando para ello la de- 
sactivación de las fuerzas sociales derrotadas por las fuerzas 
militares. Entonces, junto a este aspecto de reacción contra 
una sociedad precedente y una crisis particular, estos regl- 
menes dan también la oportunidad para “refundar” el capt 
talismo nacional, reinsertarlo en la economia mundial, y 
crear un nuevo orden social que se expresara también en 
modelo autoritario de largo plazo. a 

Con respecto al segundo punto, el resultado o el balances 
de estos regímenes, éste no puede ser más claro. Hubo un 
rotundo doble fracaso de estos regímenes. En primer lugar, 
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respecto a sus propios parámetros, a su propio proyecto, 
por diversas causas según los países, estos regímenes termi 
nan en una situación en que son las mismas fuerzas que 
ellos quisieron derrotar y eliminar de la sociedad, las que 
tienen la capacidad de reconstruir ésta. No hubo refunda- 
ción capitalista, no hubo éxito de un nuevo modelo econó- 
mico y no hubo la creación de un orden social y político 
que se recorrespondiera con ese orden económico como 
era la utopía. Por otro lado, estos regímenes fracasaron 
también cn la resolución de los problemas más apremiantes 
de la sociedad y, salvo excepciones que debieran ser discu- 
tidas con más detalle, estas sociedades cedieron enor- 
memente en cuanto a su desarrollo económico, a las con- 
quistas obtenidas por las masas y los sectores de trabajado- 
res, incluso por las clases medias. Se puede decir que se en- 
frenta hoy día una crisis de viabilidad en cuanto a socieda- 
des nacionales. 

Pero este doble fracaso. esta incapacidad de crear un 
nuevo orden económico con una nueva estructura social y 
una nueva institucionalidad política y esta incapacidad de 
resolver los problemas más acuciantes de la sociedad y más 
bien agravarlos y agudizarlos, no significa que no haya ha- 
bido transformación en la sociedad ni significa tampoco 
que ésta haya retrocedido en el tiempo, permaneciendo re- 
lativamente igual, pero más atrasada. Tampoco quiere decir 
que no haya habido una cierta capacidad de estos regíme- 
nes de desarticular la sociedad precedente y quizás éste sea 
el concepto clave. Lo que los regímenes militares lograron, 
no fue la anulación o la superación del orden económico- 
social y político precedente, sino su desarticulación. Es 
posible que las transformaciones que se hayan dado en las 
sociedades hayan recorrido caminos diferentes según el 
país que se trate. Quizás en el caso de Brasil con el crect 
miento del proceso industrializador, con la intervención 
agresiva del Estado en materias económicas, sin que haya 
habido efectivamente “milagro”. se haya producido una 
cierta modernización de la sociedad, que le haya permitido 
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al menos a algún segmento de ella engancharse en el munr- 
do capitalista contemporáneo en forma no totalmente perj- 
férica. En este caso la sociedad que se hereda del régimen 
militar presenta problemas propios de las sociedades mo- 
dernas, pero presenta también un enorme y vasto sector 
marginalizado. Pareciera que allí se ha extremado la duali 
dad estructural y que el problema a enfrentar será el pro- 
blema de la articulación de lo nuevo y de lo viejo. En casi 
todos los otros casos asistimos a una situación enteramente 
diferente. Las transformaciones aquí parecen haber llevado 
a un proceso que podríamos llamar de “jibarización nacio- 
nal”, caracterizado por una reducción del papel del Estado 
como agente social, por un retroceso en el desarrollo de las 
fuerzas productivas, por una especie de capitalismo salvaje 
y pobre que desarticula antiguas relaciones sociales pero 
que no crea relaciones nuevas y donde los actores tienden a 
ser los mismos, pero más pobres, más débiles, con menos 
capacidad de.presión y organización. El problema no se 
puede plantear aquí en término de articulación de lo viejo 
y lo nuevo, sino más bien en términos de cómo juntar los 
jirones o pedazos de la sociedad y reconstruir la nación. 

Democracia política y democratización de la moderniza- 
ción, pareciera ser el desafío del primer caso. Democracia 
política y reconstrucción nacional pareciera serlo en el se- 
gundo caso. 

Como quiera que sea, tanto el doble fracaso de estos re- 
gímenes, como el efecto de las transformaciones introduci- 
das por ellos en la sociedad, como la situación de crisis eco- 
nómica más general, hacen pensar que al término de estas 
dictaduras estos países de América Latina enfrentan una si- 
tuación histórica semejante a la vivida en la década de los 
30, después de la crisis mundial y del derrumbe o del tér 
mino del “Estado oligárquico”. El dusafío fundamental de 
reconstrucción de la nación asemeja a estas sociedades a 
aquellas europeas que se vieron asoladas por el fascismo y 
la situación sería que vivieron al término de la Segunda 
Guerra Mundial. Sin embargo, respecto de la primera seme- 
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janza, si bien es cierto que la tarea por delante ahora es la 
construcción de un sistema político consensual democráti 
co, la reformulación de un modelo de desarrollo y de una 
forma de organización social y la elaboración de una ima- 
gen o proyecto de lo que las sociedades quieren de sí mis 
mas, la verdad es que este proceso se realiza en un contex- 
to muy diferente a la década del 30. No sólo se agregan los 
grandes desafíos de la sociedad contemporánea como la 
búsqueda y reivindicación de la participación, el surgimien- 
to de movimientos sociales que buscan emancipar sectores 
largamente dominados, la preservación del medio ambien- 
te, la pérdida de inocencia respecto a la capacidad que tie- 
ne el modelo industrial de resolver los problemas de la so- 
ciedad, etc., sino que también se trata de construir una 
democracia política y un nuevo orden socíal, no con una 
participación restringida de masas, como se daba, por ejem 
plo, en Chile en los años 30, sino con una presencia de 
masas ya conquistada en la vida política. Respecto de la se- 
guna analogía, afortunadamente la situación de estas socie- 
dades difiere de aquellas asoladas por el fascismo, en el sen- 
tido que no han sido invadidas, afectadas por una guerra 
civil declarada o destruidas materialmente. Pero quién sabe 
si precisamente esta ventaja tiene una contrapartida: el 
proceso de construcción democrática y de un nuevo orden 
social, se hace sin una derrota clara y definitiva, sino sólo 
con una derrota parcial de los elementos que desencadena 
ron la ola autoritaria en estos países. 

La pregunta que surge, entonces, es dónde están o cuáles 
son las fuerzas sociales y políticas capaces de emprender la 
tarea de reconstrucción social. Es evidente que los actores 
del autoritarismo, especialmente las FF.AA. y muchos de 
los sectores que las apoyaron inicialmente, y que compar 
tieron con ella los crímenes y violaciones, no han sufrido 
un proceso de “conversión” hacia una adhesión irrestricta 
de la democracia política; quedan, entonces. enquistados 
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en la sociedad como una especie de reserva autoritaria que 
en cualquier momento de crisis puede buscar su relegitima- 
ción. Por otro lado, las fuerzas sociales capaces de recons 
truir la democracia política no difieren mucho, al menos 
en cuanto a sus nombres, de aquellas que enfrentaron las 
crisis del Estado oligárquico, especialmente los sectores 
medios y sectores populares, claro que en una profunda 
recomposición de sus inter-relaciones adecuadas a las ac- 
tuales cirucunstancias y al actual peso de cada una de ellas, 
y también con un contenido diferente. Hay que hacer no- 
tar que, al menos si uno considera un país como Chile, fue 
precisamente la separación creciente de estos dos sectores, 
capas medias y clases populares, lo que estuvo en el origen 
del derrumbe de la democracia. Es probable que en otros 
países esto se exprese en fuerzas polícas diferentes, pero 
en el caso chileno esto se refiere a un proyecto histórico de 
largo alcancé entre el centro y el conjunto de la izquierda, 
que son precisamente las fuerzas que se enfrentaron violen- 
tamente el año 73 y que sólo muy avanzado el régimen mi 
litar han logrado recomponer una unidad, al menos en lo 
que se refiere al rechazo de éste. 

Queda por saber si los actores políticos tendrán la lucir 
dez suficiente para pensar en un largo proyecto, en el cual 
se incorporen estas fuerzas y que combine la mantención 
de la democracia política con las necesarias trarisformacio- 
nes y reformas estructurales de la sociedad, que impidan 
que la democracia política sea flor de un día. 


La herencia chilena 


Mi tercer comentario se refiere a la particularidad del 
caso chileno, donde evidentemente el primer problema 
analítico, al tratar el tema de la herencia del autoritarismo, 
es que estamos en presencia de un régimen militar cuya 
problemática no es aún cómo se va, sino cómo se mantie- 
ne. Es decir, con la capacidad de análisis que tenemos hoy 
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Cuando un proceso se está desarrollando, uno podría atre- 
verse a decir que la transición a la democracia política en 
Chile no ha comenzado, que asistimos a una fase de crisis 
sucesivas del régimen sin que se haya desencadenado nece- 
sariamente una crisis terminal. Es difícil pensar desde aho- 
ra cuál va a ser la herencia que una futura democracia re- 
ciba del período militar. Porque, como hemos dicho, no 
teniendo un escenario claro de cómo se va a dar la transi- 
ción, es posible pensar que algunos de los problemas actua- 
les se resuelvan durante el período de transición y sean he- 
rencias para éste y no para una futura democracia. En ese 
sentido insisto en la diferencia entre herencias para la tran- 
sición y herencias para la consolidación democrática. 

En todo caso, sin embargo, puede hacerse algunas obser- 
vaciones generales. En primer lugar, a nivel de los actores 
sociales, es altamente probable que las Fuerzas Armadas 
que se reciban del régimen militar, sean no derrotadas mil+ 
tarmente, sin una adhesión valórica a la democracia, escin- 
didas y miedosas de la sociedad, con probablemente una 
fuerte capacidad de presión sobre el Estado. Estas Fuerzas 
Armadas están, a su vez, extremadamente comprometidas 
solidariamente con los crímenes represivos y esto es un ele- 
mento que, en general, se resuelve en la transición o que. 
debido a una larga duración del régimen militar, se puede ir 
atenuando. No parece esto último ser el caso en Chile. Por 
lo tanto, el problema de qué hacer con las Fuerzas Arm2 
das, de cómo redefinir su rol como aparato de estado su- 
bordinado al poder político, es uno de los problemas prin- 
cipales que la sociedad democrática heredará. En el pasado, 
estas Fuerzas Armadas no intervinieron en la política du- 
rante un largo período de estabilidad democrática en Chile 
en la medida en que la sociedad política estableció meca 
nismo consensuales de resolución de conflictos y existía 
una desconfianza generalizada de las élites políticas respec- 
to a las Fuerzas Armadas. Pero esto fue desarrollando un 
modelo particular de relación entre lo político y lo militar. 
que podríamos caracterizarlo como el “enclaustramiento 
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militar”. Parecería ser que la experiencia muestra que, al 
menos en el caso chileno, ése es UN modelo que facilita 
enormemente en situaciones de crisis la posibilidad que 
las Fuerzas Armadas intervengan automáticamente en 
la política. Por lo tanto, habrá que plantearse el proble- 
ma de manera distinta: cómo hacer que la sociedad polí- 
tica penetre en la Fuerzas Armadas, es decir, que disminu- 
yan las fronteras entre una y otra de modo de asegurar, ins 
titucionalmente, el control por parte de la sociedad y, cur 
turalmente, la iluminación de las distancias que permite a 
las Fuerzas Armadas considerarlas por encima del bien y 
del mal. 

Un segundo problema, que se hereda del régimen militar 
en cuanto a los actores sociales es el relativo a la Derecha 
política No hay aún, y pareciera que al menos para un 
proceso de transición es importante, una Derecha política 
adherida irrestrictamente a las reglas del juego democráti- 
co. Hay aún una ambiguedad que parece expresarse en dos 
tendencias al interior de la Derecha, respecto de su identi 
dad o distancia con el régimen militar. A su vez, lo que 
podríamos llamar la base social de una Derecha política, 
las clases propietarias O empresariales, se han caracteriza- 
do por una enorme debilidad ideológico—política, que las 
ha llevado a rechazar o embarcarse en proyectos de mo- 
dernización sin ninguna conciencia clara de intereses a lar- 
go plazo y que permanecen encerradas en una conciencia 
puramente corporativa y errática, donde no pareciera que 
la adhesión democrática fuera un valor importante, ni s+ 
quiera necesario. 

Si examinamos el conjunto de otros actores sociales, en 
comparación a su situación durante el período democrá- 
tico, ellos heredarán del régimen militar una enorme de- 
bilidad, con grandes problemas de representación. Así, 
junto a una base social de corte más tradicional que se 
encuentra, por ejemplo, en sectores laborales, pero que se 
ha empobrecido y debilitado organizacionalmente, se ha 
desarrollado una enorme masa de trabajadores por cuenta 
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Propia, marginales, cesantes, que es sumamente difícil de 
Tepresentar y de organizar. En los estratos más Jóvenes de 
este sector, especialmente en poblaciones de las institucio. 
nes y de las concertaciones y que aspira a una forma de 
democracia directa cuya canalización va a ser tan impor- 
tante como difícil. 

Se ha llamado la atención, en el caso chileno, sobre este 
aumento de la “inorganicidad” de la sociedad. Las trans 
formaciones ocurridas durante el régimen militar han ido, 
así, en el sentido de debilitar las bases constitutivas de ac- 
tores sociales, de atomizar, de reducir los lugares estructu- 
rales donde se constituían actores sociales en el pasado: 
menos clase media en el Estado, menos trabajadores en las 
industrias, menos estudiantes en las universidades, menos 
campesinos organizados. Todo ello debe verse como una 
dramática y difícil herencia del régimen militar. 

El régimen militar no fue capaz de construir un nuevo 
sistema partidario como, por ejemplo, ocurrió en el caso de 
Brasil, sino que persiste el mismo espectro partidario. Las 
características de éste son: una incógnita organizacional 
respecto a la Derecha política, un centro político con pre- 
dominio de la Democracia Cristiana, la que si bien durante 
el régimen militar aprendió la gran lección de disminuir su 
aislacionismo alternativista y aceptar el establecimiento de 
alianzas, es aún renuente al Partido Comunista es cuanto a 
interlocutor para la transición y consolidación democrática 
y la izquierda. Esta, durante el régimen militar, pareciera 
haberse bifurcado. Una de corte socialista renovado, que 
intenta expresar la autocrítica respecto del período de la 
Unidad Popular y lo nuevo ha ido surgiendo durante el 
régimen militar, pero que todavía no logra su unidad or 
gánica y una izquierda comunista clásica, que ha sufrido 
una evolución a posiciones de tipo más insurreccional. En 
todo caso, el espectro partidario se mantuvo con algunas 
incógnitas en algunos puntos y que ello tiene una enorme 
ventaja en cuanto a capacidad de concertación y muestra el 
enraizamiento de los partidos en la sociedad, pero tiene, 
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como contraparte la dificultad de expresar lo nuevo sur- 
gido en estos años. 

Hay que considerar respecto de los actores que una de 
las herencias principales en este plano será la influencia de 
la Iglesia como institución. Es probable que aquí surja una 
pugna entre diversos actores políticos por capitalizar, a su 
debido momento, la labor realizada por la Iglesia durante 
el régimen militar. Una Iglesia progresista en lo social, pero 
que quizás sea relativamente conservadora en lo cultural, lo 
cual obviamente está por verse. 

Una herencia del régimen militar chileno se refiere a 
cuestiones más ideológicas. Es aquí, precisamente, donde 
se produce lo que podríamos denominar las “consecuen- 
cias no deseadas” del régimen, porque es evidente que a n+ 
vel de la clase política, con excepción quizás de algunos 
sectores de derecha, se ha producido una revalorización de 
la democracia. Esto no parece nuevo: los países que pasa- 
ron por experiencias fascistas, y el caso de Italia es uno de 
ellos, muestran a nivel cultural una adhesión irrestricta al 
sistema democrático. Esto también es visible en el caso de 
la izquierda española. La conciencia que la democracia po- 
lítica no puede ser arriesgada por proyectos de índole par- 
ticular, por cuanto en estos países pareciera ser la mejor 
manera que el pueblo hacia mejores niveles de vida y con- 
diciones de igualdad, es quizás uno de los más importantes 
aprendizajes en la clase política chilena. 

Otra transformación en la conciencia ideológico—polí- 
tico es la percepción que en la sociedad democrática pre- 
cedente hubo una excesiva autonomía de lo teórico—ideo- 
lógico, lo que resultó en partidos con un alto nivel de doc- 
trinarismo que contribuyó a la polarización política. La 
redefinición de partidos de corte más programático que 
ideológico quizás sea, entonces, otro elemento positivo ad- 
quirido por la clase política en su lucha contra la dictadu- 
ra. 

Por último, en este plano, está la percepción que no ha- 
brá estabilidad de una democracia representativa si no se 
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: activa la participación de la gente en los diversos niveles de 
| decisión. Es decir, la democracia representativa tiene que 
| ser en estas sociedades una democracia participativa, cual. 


| quiera sea la definición concreta que de ésta se dé más ade- 
1 
| lante. 


militar el mismo sistema partidario estructurado en la so- 

ciedad democrática! precedente, pero al anterior del cual se 
| dan procesos, muchas veces contradictorios pero efectivos 
| de una renovación. 
| Finalmente, es importante considerar que las condicio- 
| nes inmediatas que se hereden del régimen militar definen 
el problema, en los términos que hemos señalado anterior. 
mente, de reconstrucción nacional. Es evidente que se he 
redará una gran crisis económica con márgenes de manio- 
bra escasos y donde parece difícil volver a aplicar los mis- 
mos modelos de desarrollo del pasado. Por otro lado, no 
está claro que la adhesión democrática inicial de muchos 
sectores no sea más una acomodación que una convicción 
profunda y que esté motivada en gran parte por la situa- 
ción de crisis que quedó del régimen militar y, por lo tan- 
to, pueda debilitarse si la democracia no logra resolver en 
un período corto los problemas de la sociedad que hereda. 
Todo ello apunta, nuevamente, a la importancia de consti 
j! tuir una mayoría sociopolítica que enfrente en conjunto la 


construcción democrática con la reconstrucción global de 
la sociedad. 


Así, el régimen democrático futuro heredará del régimen 
4 > 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Sistemas electorales 
y consolidación de 
la democracia. 


Las experiencias 
italiana y alemana 
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Sistemas electorales y sistemas políticos 


La RELACION entre el sistema electoral y la configuración y 
el funcionamiento del sistema político constituyen un 
argumento muy discutido en la literatura científica. La 
controversia es muy antigua: remonta incluso al siglo pasa- 
do, cuando se tienen las primeras elecciones con sufragio li- 
bre. Esta vuelve al debate político cotidiano, especialmente 
en los momentos de reconstitución o de crisis de los siste- 
mas de democracia competitiva. 

Por sistema electoral se entiende oelmonte esa serie 
de mecanismos que sirven para transformar los votos en 
cargos públicos. La “fórmula de transformación” es sola- 
mete una variable que reacciona en correlación con muchas 
otras. El conjunto de las variables responde a finalidades 
político-ideológicas precisas, las cuales a su vez se conectan 
al tipo de situaciones concretas histórico-sociales existen- 
tesú) 

El sistema electoral ocupa una posición central respecto 
a dos problemás fundamentales de la democracia competi- 
tiva: la participación en las opciones del sistema por parte 
de sus miembros y la eficiencia de la gestión y de las deci- 
siones. 

En primer lugar, por lo tanto, el sistema electoral define 
el grado de representatividad propio de un sistema político, 
En segundo lugar, puede tener una serie de consecuencias 
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Políticas de importancia. Estas consecuencias se refieren a 
la formación y la estabilidad de los gobiernos, que a su vez 
pueden determinar la estabilidad del sistema y el consolida- 
miento del régimen democrático mismo. Se refieren ade- 
más al número de partidos y su naturaleza misma (o sea el 
grado de cohesión interna y de disciplina; las alianzas; las 
coaliciones de gobierno). Se refieren, en fin, al reclutamien- 
to del personal dirigente, las relaciones entre los elegidos y 
los electores, incluso las estrategias de las campañas electo- 
rales(2), 

Al centro del debate, ya rico en una larga tradición, 
estuvieron sobretodo estas consecuencias políticas. Estas 
permanecen naturalmente como el objeto privilegiado de 
los análisis contemporáneos que han renunciado a estable- 
cer relaciones inmediatas y mecánicas entre el tipo de siste- 
ma electoral y las características de los sistemas políticos, 

Finalmente hoy está definitivamente superada, por 
ejemplo, aquella rígida interpretación según la cual el siste- 
ma electoral mayoritario con colegio uninominal (plurality 
system) daría vida a un sistema bipartidista y por lo tanto 
al mecanismo de sucesión alternativa entre gobiernos 
monopartidistas, mientras el sistema proporcional daría 
vida, a su vez, a un sistema multipartidista y a gobiernos 
inestables de coalición(). 

Si los efectos de estos dos sistemas fueran verdadera- 
mente seguros, la discusión continuaría igualmente a otro 
nivel, el de los principios. El sistema mayoritario satisface- 
ría de hecho el principio de la eficiencia, directamente de- 
rivado de la estabilidad de los gobiernos; mientras el siste- 
ma proporcional satisfacería el principio de la representati 
vidad del más alto número de Opiniones existentes en la 
sociedad. Si esta alternativa tuviese un sólido fundamento, 
la elección debería realizarse entre dos valores (la eficiencia- 
estabilidad o la representatividad) y por lo tanto estaría de 
todos modos más allá de cualquier criterio empírico, 


porque los valores no son ni dimensionables ni contrasta- 
bles. 
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La referencia a los dos valores mencionados ha tenido 
un rol importante en los debates teóricos y en los procesos 
decisionales que han conducido a la adopción de concretos 
sistemas electorales, como veremos en los casos de Alema- 
nia Federal e Italia en la segunda post-guerra. Es necesario, 
por lo tanto, tener en cuenta, con el conocimiento hoy ad- 
quirido, que la alternativa no ha sido jamás tan dramática 
como ha sido presentada a veces en el pasado. 


La más reciente y cuidada literatura politológica ha ya 
superado las posiciones radicales como las de Duverger, 
que he mencionado ahora. Y menos aún está dispuesta a 
atribuir a un sistema electoral excesivos méritos o excesiva 
responsabilidad en el buen funcionamiento o la crisis de un 
sistema político. 


Las investigaciones histórico-empíricas y el análisis com- 
parativo han demostrado que las consecuencias políticas de 
los sistemas electorales no son condensables en modelos 
abstractos y ficticios. La observación puntual de los efectos 
de la ingeniería electoral en mumerosas democracias com- 
petitivas conduce a contradecir la idea de una correlación 
entre sistema electoral y estructura y dinámica del sistema 
político(4. Otros autores pueden sostener que no hay una 
relación lineal de causa y efecto entre sistema electoral y 
representatividad, eficiencia y legitimidad del sistema polí- 
tico: la influencia del sistema electoral se combina con 
otros factores(5), 


En resumen, el sistema electoral no puede ser tomado 
como variable independiente. No hay una rígida causalidad 
entre sistema electoral y características del sistema político; 
se pueden solamente establecer algunas correlaciones más o 
menos constantes entre sistema electoral y determinados 
fenómenos políticos. 

Un sistema electoral puede producir efectos diferentes 
en países diferentes; y puede incluso producir efectos di- 
ferentes en el mismo país en diferentes períodos de su 
historia(6), 
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Los sistemas electorales deben ser examinados en su 
funcionamiento concreto, dentro del marco de las trans- 
formaciones histórico-sociales, de la tradición política, de 
las cleavages de raza, de clase, de religión, de la cualidad y 
del comportamiento de los actores, de la red de las relacio- 
nes del poder: no hay un vínculo entre el tipo de sistema 
electoral y definidos modelos de democracia!” 

Por lo tanto, no está empíricamente fundada ninguna 
teoría general que pretenda indicar éste o aquel sistema 
electoral para el mejor funcionamiento y para la supervj- 
vencia de un régimen democrático. 

Sólo sobre estas premisas es legítimo recurrir a experien- 
cias históricas que pueden ofrecer una ocasión de control 
y de verificación y pueden ofrecer también analogías 
importantes con la finalidad de llegar a correcciones y ajus- 
tes. Por otra parte, la misma experiencia histórica nos dice 
que el génesis de los sistemas electorales no debe ser busca- 


do en principios abstractos, incluso cuando éstos pueden 
haber condicionado las decisiones fundamentales. Los sis- 
temas electorales han sido 


casi siempre escogidos en base a 
las tradiciones de un país, a las circunstancias particulares 
en las cuales un país se ha encontrado y sobre todo a la 
constelación de fuerzas sociales y políticas en grado de 
decidir. 


Es lo que ha sucedido 
hablaré, la República Fed 
liana. Por ello me parece 
y por qué han sido esco 
torales, antes de pasar a 
tos desplegados por ello 
en parte. 


Italia y Alemania presentaban al final del la Segunda Gue 
rra Mundial algunos aspectos comunes. Eran dos países 
derrotados y emergentes de la dictadura fascista. Debían 
atravesar una fase constituyente y de refundación de un 
sistema político. Estaban claramente destinados a tener 
dos grandes fuerzas políticas como Protagonistas. una de 


a los dos sistemas de los cuales 
eral Alemara y la República Ita- 
Oportuno exponer también cómo 
gidos los respectivos sistemas elec- 
su ilustración y después a los efec- 
s. efectos que eran sólo previsibles 
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inspiración confesional y una de inspiración marxista. La 
comparación consiente perspectivas de análisis interesantes 
y los resultados son a menudo muy provechosos. Incluso 
cuando la evolución de los sistemas políticos respectivos 
aparece tan divergente. 


Premisas y condiciones para la elección del sistema electoral 
en Alemania Occidental (1948-49) 


En el caso de Alemania, la memoria histórica está marca- 
da de una experiencia dramática: la difícil existencia y el 
trágico fin de la República de Weimar, Durante el exilio, 
habían intelectuales y políticos propensos a atribuir al sis- 
tema electoral proporcional la mayor responsabilidad de 
la crisis y del derrumbe de la democracia parlamentaria. El 
sistema electoral de Weimar estaba inspirado en una pro- 
porcionalidad muy amplia, especificamente por voluntad 
de los partidos, en primer lugar el socialdemócrata, que 
querían aplicar el principio de la representatividad de todas 
las opiniones existentes en la sociedad. El sistema había 
sido incluso insertado en la Constitución y prescribido no 
sólo por el Reichstag, sino hasta por las asambleas regiona- 
les(8), La consecuencia fue que en el Reichstag estuvieron 
siempre representados muchos partidos de todas las dimen- 
siones, que dieron vida a coaliciones débiles y de poca du- 
ración. Pero las causas de la crisis de Weimar son muy com- 
plejas, y el sistema electoral no fue ciertamente el más im- 
portante, 

En 1941. en un estudio que se hizo famoso por quien se 
ocupa de estos problemas, un politólogo emigrado a los 
Estados Unidos, que había sido simpatizante del partido 
católico del Zentrum y colaborador del canciller Brúning, 
acusó al sistema proporcional de haber sido el origen de 
todos los males de la República”. Recuerdo la tesis radical 
de Hermens porque ella ejerció una notable influencia en 
los ambientes en los cuales tuvo su origen el nuevo partido 
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CDU destinado claramente a tener un rol decisivo en la 
Alemania de la post-guerra. 

También políticos e intelectuales socialdemócratas, en 
particular aquellos que habían transcurrido el exilio en 
Gran Bretaña, estaban decididamente orientados hacia un 
sistema electoral mayoritario. 

Sin embargo, las cosas anduvieron diversamente. Los 
padres fundadores de la República escogieron de hecho, al 
final, un sistema proporcional. No olvidaron de todos 
modos la lección de Weimar: evitaron por eso de insertarlo 
en la Constitución y, sobretodo, le aplicaron correctivos 
que impidieran la excesiva fragmentación del sistema parti 
dista. Con el fin de garantizar la estabilidad de los gobier- 
nos, incluyeron en la misma Constitución procesos como el 
voto de censura constructivo y la elección del Canciller por 
parte del Bundestag. 

En los años inmediatamente sucesivos a la derrota, no se 
hizo ningún debate en Alemania ocupada y dividida. Pero 
se constituyeron situaciones de hecho, creadas por las mis- 
mas potencias ocupadoras. Los aliados, de hecho, cuando 
autorizaron las primeras elecciones municipales y regiona- 
les, hicieron adoptar casi en todas partes sistemas propor- 
cionales. Además, distribuyendo abundantemente licencias 
para la reconstitución de los partidos, pusieron las premisas 
para que el multipartidismo se reafirmara. 

La decisión sobre el sistema electoral para el primer 
Bundestag correspondió naturalmente a los partidos alema- 
nes, que la tomaron en base a las relaciones de fuerza con- 
solidados en aquel momento y por lo tanto en base a los 
respectivos específicos intereses políticos(10) 

Solamente la cpu nacida del encuentro de exponentes 
del mundo católico, del liberalismo protestante y de los 
viejos partidos conservadores, siguió fiel al sistema mayor 
tario. Lo hizo en coherencia con las posiciones teóricas de 
sus expertos y de acuerdo a finalidades declaradas, tales 
como la formación de mayorías estables y homogéneas y la 
garantía de una relación directa entre electores y elegidos. 
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Pero lo hizo también por una propia preocupación políti- 
ca, la de poder fácilmente reunir en torno a la personalidad 
de los candidatos un electorado que preveía muy disímil. 

Exactamente opuestas eran las exigencias del spp, que 
debía contraponerse a la agrupación de centro-derecha, 
pero quería al mismo tiempo distinguirse netamente de los 
comunistas, Un sistema mayoritario habría puesto al sPD 
de frente al dificilísimo problema de las relaciones con el 
kPD. Las ideas de los prófugos de Londres (entre ellos 
Ollenhauer) fueron dejadas a un lado: la incertidumbre 
que todavía queda lleva al spp a sostener la inconstitucio- 
nalidad del sistema electoral. 

El sep encontró fácilmente aliados convencidos, en su 
batalla por el sistema proporcional, en los partidos meno- 
res, desde el liberal hasta el comunista y hasta el Zentrum 
renaciente, todos con razón preocupados por su supervi- 
vencia. La Comisión por la ley electoral del Parlamentaris- 
cher Rat (el organismo que funcionó como Constituyente) 
aprobó por lo tanto una solución de compromiso, nacida 
del acuerdo entre el sep y los partidos menores, en contra 
de la oposición neta de la cDU. 

Ninguno de los partidos defendió el sistema proporcio- 
nal exagerado de la Constitución de Weimar, pero se elabo- 
ró un sistema que contuviese ya sea elemenfos del sistema 
proporcional que del mayoritario, un sistema que impidie- 
ra la multiplicación de los partidos, pero que al mismo 
tiempo salvaguardase a las minorías. 


El sistema electoral alemán: proporcional personalizado 


El sistema electoral del Bundestag fue definitivamente 
establecido por la ley de 1956 que aportó algunas modifi- 
caciones a las precedentes de 1949 (cuando se tomaron las 
decisiones de fondo) y de 19532. 

El sistema alemán es una combinación entre el propor- 
cional con el voto de lista por partido y el sistema mayori- 
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tario con el voto al candidato individual en colegios unino- 
minales. El espíritu del sistema es el de recuperar el princi- 
pio participativo del dla garantizando la lógj. 
iva del proporcional. 

ó he ud de los lritados (el 60% en la ley de 1949) 
son elegidos directamente en colegios uninominales (Wah]- 
Kreise) con mayoría relativa. La otra mitad (sólo el 40% 
en 1949) son elegidos en listas regionales circunscritas de 
partido (Landeslisten): con el fin de distribuir los cargos a 
cada partido se cuentan los votos de la elección de lista a 
nivel nacional (hasta 1956 a nivel regional). El número de 
cargos que corresponde a cada partido se establece con cri- 
terio proporcional (con la aplicación de la regla de Hondt). 
En el caso de que un partido haya conquistado en los cole- 
gios uninominales más cargos de los asignados por la distri- 
bución porcentual, puede mantenerlos en el Bundestag (se 
llaman Uberhangsmandate). 

Cada elector tiene dos votos a disposición. El primer 
voto es para el candidato (de partido) del colegio uninomi- 
nal; el segundo voto es para la lista regional de partido. 
El segundo voto es el que , computado a nivel naciona] y 
después nuevamente dividido a nivel regional, decide cuán- 
tos diputados corresponde a cada partido en el Parlamento. 
El sistema alemán asegura de hecho una gran proporciona- 
lidad: la cuota de cargos es muy cercana al valor porcen- 
tual de la cuota de votos. Ha resultado, por lo tanto, un 
sistema acentuadamente Proporcional, contrariamente a lo 
que a veces se sostiene en la misma literatura internacional. 
Hay naturalmente correctivos al sistema proporcional, tales 
como la regla de Hondt y los Uberhangsmandate, ya men- 
cionados, pero sobretodo la Sperrklausel. la barrera. La 
barrera legal exige que un partido obtenga por lo menos 
el 50/0 de los votos a nivel nacional o por lo menos tres 
nominales para poder partici- 
cargos parlamentarios. La clau- 
n la ley de 1956, mientras en 
te un solo cargo uninominal y 


par en la distribución de los 
sula quedó más rígida co 
1953 era todavía suficien 
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en 1949 el 50/0 era suficiente a nivel regional, 

La barrera legal, considerada a veces como el elemen- 
to calificador del sistema alemán, ha tenido tal vez efectos 
muy interesantes para el sistema de los partidos. Pero 
sobre ésto volveré más adelante. 


Democracia de los partidos y formación del sistema electo- 
ral en Italia (1944-48) 


También la opción por el sistema electoral de la: Repú- 
blica Italiana, nacida en el referéndum institucional de 
1946, se explica en parte por el peso de la memoria histó- 
rica, pero sobretodo con la concreta situación política de 
los años siguientes a la caída del fascismo. 

La fuerte movilización popular de aquel período favore- 
ció la construcción y el establecimiento de los grandes par- 
tidos de masa (el demócrata-cristiano, el socialista y el 
comunista) y la transformación de los viejos partidos de 
opinión; la experiencia unitaria de la Resistencia creó una 
posición de paridad entre los partidos (en el Comitato di 
Liberazione Nazionale estaban representados seis partidos), 
lo que derivó como consecuencia en la necesidad de medir 
lo más fielmente el grado de consenso que cada uno de 
ellos tenía en el país después del “paréntesis” facista. Estos 
factores condujeron a una opción prácticamente obligada 
por el sistema proporcional. En la cultura política de la 
época se afirmó incluso el principio de que la nueva demo- 
cracia de los partidos debería tener en su estructura propia 
un sistema electoral proporcional(12, 

El sistema proporcional con escrutinio por lista había 
sido, entre otras, una conquista de los primeros partidos 
modernos (el socialista y el católico) después de la Primera 
Guerra Mundial. Este había sustituído el colegio uninomr 
nal de la época liberal y había quedado en vigor hasta las 
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elecciones manipuladas por el régimen facista (1924). 

La crisis de la democracia y la llegada de la dictadura 
fueron relacionadas, también en Italia, por algunos intelec- 
tuales (entre los cuales, naturalmente, alguno que volvía 
del exilio en Inglaterra o Estados Unidos) con los defectos 
del sistema proporcional. Pero sus críticas no fueron toma- 
das en consideración. 

Por otra parte, el debate quedó en una primera fase cir- 
cunscrito entre los estudiosos, porque los políticos no pre- 
tendían ocuparse de aquello que consideraban una discusión 
puramente técnica. Pocos partidos tenían por lo demás en 
su patrimonio ideológico y programático claras y definiti- 
vas opciones en relación al sistema electoral. Entre estos 
los republicanos, sea por la fidelidad a los ideales democrá- 
ticos del siglo pasado, sea porque son una fuerza minorita- 
ria. También para los católicos provenientes del Partido 
Popolare y que constituían el sector principal de la nueva 
Democracia Cristiana el sistema proporcional era un valor 
en sí: estos lo habían siempre considerado como un instru- 
mento para combatir las viejas clientelas de los notables 
filogobiernistas. 

Totalmente indiferentes fueron para muchos los comu- 
nistas, quienes se transformaron después, junto a los 
democrátacristianos, en los más convencidos defensores del 
sistema proporcional. Algunos sectores del integrado Partido 
Socialista, preocupados por la estabilidad y la homogenei- 
dad de los gobiernos, Propusieron una “tercera vía”, es 
decir, una proporcional corregida con premios para la 
mayoría. 

Decididamente en defensa del sistema mayoritario con 
colegio uninominal estaban solamente los liberales y su ar- 
gumentación se fundaba obviamente en el rol de las mayo- 
rías homogéneas, en los riesgos de la fragmentación parti 
dista. La comisión ministerial que en 1945-46 elaboró la 
ley para las elecciones de la Asamblea Constituyente 
adoptó sin muchas controversias el sistema proporcional. 
La decisión fue proclamada como no definitiva, en cuanto 
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era dictada por la asamblea, que por naturaleza debía ser 
formada por elegidos en representación de todas las co- 
rrientes de ideas. Durante los trabajos de la Constituyente 
hubo tentativas, incluso por parte del gobierno, de intro- 
ducir algunas modificaciones a la ley de 1946 para atenuar 
el exceso de proporcionalidad, pero no tuvieron éxito. Los 
mismos liberales, fieles al colegio uninominal en principio, 
se transformaron en defensores del sistema proporcional 
porque sólo éste garantizaba su supervivencia. Una vez rea- 
lizada la primera competencia en 1946 y medidas las fuer- 
zas electorales de cada partido, las exigencias de la política 
“concreta”, los intereses a parte, el temor de cambios 
incontrolables impidieron cualquier modificación sustan- 
cial. Los pocos defensores del colegio uninominal eran en 
realidad los nostálgicos de los partidos de opinión, mien- 
tras los grandes partidos organizados se identificaban ahora 
con el sistema proporcional. La única concesión que hicie- 
ron fue de no insertar el sistema electoral en la Constitu- 
ción para dejar espacio para posibles reformas futuras(3), 

Con las primeras elecciones de la Cámara de Diputados 
y del Senado en 1948 el sistema partidista italiano asumió 
la fisonomía que ha conservado, con pocas innovaciones, 
hasta hoy. 


El sistema electoral italiano: 
proporcional ligeramente modificado 


Los mecanismos electorales de la Cámara de Diputados 
y del Senado de la República Italiana fueron reguladas por 
numerosas leyes (1946; 1947; 1956-57; 1963), pero éstas 
han tenido sólo una función racionalizadora con respecto a 
la estructura determinada por la ley de 1946. 

El sistema electoral del Senado no merece mucha aten- 
ción, porque esta Cámara no tiene mayor diferencia de la 
otra en lo que concierne a las funciones. Los 315 senadores 
son elegidos por colegios uninominales, pero para que la 
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elección sea inmediata se necesita obtener el 650/0 de los 
votos (un hecho que se verifica sólo en dos o tres casos). 
La distribución de los cargos viene por lo tanto con criterio 
Proporcional sobre la base regional, entre los candidatos 
con mayor votación de los varios partidos. Dado que la di. 
visión se realiza con el método de Hondt y los colegios 
senatoriales son más pequeños que los de la Cámara, resul 
tan favorecidos los partidos mayores: ésta desproporción 
mayor es la única diferencia substancial entre los métodos 
de elección de las dos asambleas. 

Para la elección de la Cámara de Diputados el país es di 
vidido en 32 circunscripciones, formadas cada una de dos o 
más provincias limítrofes (excluyendo la del Valle d'Acos- 
ta, con una sola provincia y un sólo cargo, elegido por lo 
tanto con criterio uninominal). La amplitud de las circuns- 
cripciones, varía de 4 a 53 cargos. El número de cargos 
atribuídos a cada partido es proporcional al número de 
votos obtenidos en cada circunscripción, sobre la base de 
ún cuociente igual al número de cargos + 2. Después se 
hace la recuperación de los “restos” de las divisiones que 
confluyen en el Colegio Unico Nacional, en el cual son 
nuevamente distribuídos a los partidos los cargos no asig- 
nados en las circunscripciones. Este trámite acentúa la 
proporcionalidad y es garantía para los partidos menores. 
Para poder concurrir a la distribución de: los cargos en el 
Colegio Unico Nacional un partido debe haber acumulado 
por lo menos un cuociente en una circunscripción y un to- 
tal nacional de 300.000 votos: ésta es la única verdadera 
limitación al sistema proporcional puro. 

Un aspecto característico del sistema italiano es el 
voto de preferencia, es decir, la posibilidad que se le con- 
cede al elector de poder escoger los candidatos en el inte- 
rior de la lista por la que vota (hasta el máximo de 3 ó de 
4 según la dimensión de la circunscripción). Son elegidos 
los candidatos que han conseguido el mayor número de 
preferencias. Este elemento de personalización del voto fue 
una concesión hecha a los últimos defensores del colegio 
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uninominal, que afirmaban tanto el principio del valor de 
las personalidades en contra de los aparatos de partido, 
cuanto el principio de una amplia libertad de elección ofre- 
cida a los ciudadanos. Como veremos, los efectos del voto 
de preferencia fueron, con el pasar de los años, diversos a 
los imaginados; hoy aparecen incluso muy negativos. 


Algunas características del sistema político alemán y el rol 
del sistema electoral 


Finalmente en mi exposición analizaré el funcionamien- 
to de los dos sistemas políticos desde la post-guerra, dando 
algunas opiniones sobre el grado de consolidación de la 
democracia en ambos países y sobre el rol desempeñado 
por los respectivos sistemas electorales. 

Un observador italiano puede pronunciar solamente un 
juicio positivo sobre el sistema político alemán. Diré más: 
en los últimos años el sistema alemán ha sido muy aprecia- 
do y muy envidiado por los politólogos italianos y por 
muchos políticos, que le ven valores y cualidades que fal- 
tan al propio sistema. Algunos de estos admiradores italia- 
nos piensan que el sistema electoral, en particular la Sperr- 
klausel, ha tenido un rol determinante y lo proponen 
también enel país. Pero ¿en qué medida los caracteres posi- 
tivos del sistema alemán dependen del sistema electoral? 
Propongo a continuación un conjunto esquemático de los 
elementos más característicos del sistema alemán, que 
pueden ser puestos en relación con el sistema electoral y 
que me servirán para una comparación con el caso italiano. 
Estas son: 

a) Un sistema multipartidista con un número de partidos 
que se ha ido reduciendo y que nos permite hablar de un 
pluralismo limitado. 

Después de las primeras elecciones de 1949 los partidos 
representados en el Bundestag eran 10, y su amplio espectro 
repetía la división de Weimar. Pero en 1953 el número des 
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partidos disminuyó a 6 y se perfiló ya la tendencia que 
habría llevado a la drástica reducción a 3, estos partidos 
(Cpu / csu, spp y FDP) que desde 1961 a 1983 han formado 
el sistema alemán. Sólo en 1983 un cuarto partido, los 
Verdes, ha logrado entrar en el Bundestag. 

Se puede decir que la cláusula del 50/0 —decididamente 
recrudecida en 1953 y en 1956, como se ha visto— ha 
influído en la desaparición de algunos partidos menores, 
particularmente de aquellos que no lograron superarla en 
1953. Y que la misma cláusula, junto al sistema de Hondt, 
ha desanimado la presentación de nuevas formaciones. 

Pero también es verdad que lo de 1953 ha sido definido 
“el milagro alemán”. A este milagro de la simplificación 
del sistema de partidos contribuyeron seguramente otros 
factores, además de una más selectiva normativa electoral. 
Entre estos factores políticos, y no técnicos, bastará recor- 
dar: la definitiva confirmación de la cpu /csu como gran 
partido moderado y conservador, capaz de acumular todo 
el electorado de centro-derecha; y el peso alcanzado por 
una personalidad como la del primer canciller, Konrad 
Adenauer; los logros de la reconstrucción y la llegada del 
milagro económico; las decisiones ya definidas en el campo 
internacional al colocar el nuevo estado en el frente europeo 
y occidental. 

Las elecciones alemanas de 1953 fueron verdaderamente 
elecciones “críticas”, en el sentido que se echaron las bases 
de la fisonomía y de la dinámica del sistema alemán para 
los decenios sucesivos. Pero el sistema electoral fue sola- 
mente una de las variables más influyentes. 

b) Una notable estabilidad de los gobiernos. Desde 1949 
a 1983 hubo en la República Federal 14 gobiernos; su du- 
ración media ha sido de 2 años y 10 meses. La posibilidad 
de formar gobiernos estables y duraderos ha dependido 
tal vez del sistema electoral, pero también de los mecanis- 
mos institucionales tales como el voto de censura construc- 
tivo y el poder de investidura que adquiere el Canciller con 
el hecho de ser elegido por el Bundestag. 
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c) Estos mismos mecanismos favorecen una fuerte di- 
rección programática del gobierno y la capacidad política 
de llevarlo a cabo, incluso si se trata siempre de gobiernos 
de coalición donde son posibles conflictos y divisiones. 
Conflictos internos han llevado al cambio de las coali- 
ciones en el curso de la legislatura de 1966 (constituyéndo- 
se la “Grosse Koalition” entre cpu/csu y spD) y en 1982 
(liquidación de las alianzas y constitución del gobierno 
cpu /csu — FDP en lugar del gobierno sPD - FDP). 


d) Una autonomía de las instituciones con respecto a los 
partidos en grado satisfactorio, aún recordando que tam- 
bién la República Federal es una democracia de partidos. 
Puede decirse que a esto contribuya un poco el sistema 
electoral. porque el primer voto va a las personalidades que 
pueden defender su autonomía respecto a los aparatos y el 
elector percibe este rol por lo menos en algunos candidatos. 
Pero queda indiscutible también en la República Federal 
el monopolio de los partidos en la elección de los candida- 
tos, una decisión qe se ejercita normalmente a nivel local. 


e) El poder de decisión del electorado sobre las futuras 
coaliciones y sobre el color del gobierno ha sido garantiza- 
do también por el sistema electoral. El elector alemán sabe, 
con bastante seguridad, qué tipo de gobierno contribuirá 
a hacer nacer con su voto. 

f) El mismo elector está en grado de decidir sobre la al- 
ternativa de gobierno, como sucedió con el vuelco de 1969 
y en la confirmación de 1983. El mecanismo de sucesión 
alternativa aparece como otro valor del sistema alemán. 

Quizás es superficial decir, a este punto, que en la conso- 
lidación de la República Federal Alemana han contribuído 
factores de diverso tipo y de carácter general, tal como el 
excepcional crecimiento económico y el bienestar general, 
la concordia sobre su situación internacional, la estructura 
federal, la identificación de los ciudadanos con algunas 
personalidades políticas. El consenso con el sistema demo- 
crático ha ido creciendo constantemente. 
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El modo de su funcionamiento, cuyos elementos esen- 
ciales he intentado describir, constituye una de las causas 
principales y al mismo tiempo la prueba mejor de la solidez 
de la democracia en la República Federal. A este buen fun- 
cionamiento ha contribuído también el sistema electoral. 
Pero ciertamente porque se ha encontrado dentro de una 
combinación favorable de factores. Su rol no puede ser 
sub-valuado, pero tampoco puede ser excesivamente elo- 
giado. 


Sistema electoral y funcionamiento del sistema político en 
Italia 


El cuadro italiano es mucho más complejo. De todos 
modos es posible tomar, por lo menos parcialmente, el 
elenco de los elementos característicos propuestos ante- 
riormente. Estos elementos asumen en el caso italiano un 
signo negativo, por lo menos a los ojos de los críticos italia- 
nos más severos, pero también al de los extranjeros, como 
sucedió recientemente0%, Veámoslos: 

a) Un sistema multipartidista que se ha mantenido. y 
incluso se ha acentuado hasta un pluralismo exagerado. 
Han aumentado el número de partidos representados en la 
Cámara de Diputados: el mínimo se obtuvo en 1953 (sola- 
mente 9 partidos), el máximo se logró, a parte 1946, justa- 
mente en 1983 (los partidos en la Cámara son hoy 13). 
Justamente en el último decenio llegaron al parlamento 
nuevos partidos de extrema izquierda y viejos y nuevos 
partidos regionales. Está fuera de dudas que este fenómeno 
es posible gracias a la grande proporcionalidad del mecanis- 
mo electoral. 

Es necesario de todos modos subrayar que los partidos 
que están presentes interrumpidamente desde 1948 y que 
han contado, sea por “potencialidad de coalición” sea por 
“potencialidad de extorsión”(15) son “solamente” 7: los 
4 partidos de centro (Democracia Cristiana y tres laicos 
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menores, el republicano, el socialdemócrata y el liberal) y 
dos de izquierda (el socialista y el comunista) y uno de 
derecha (el neofacista Movimiento Sociale). 

b) Una fuerte ¡inestabilidad del gobierno, debido a los 
continuos disensos entre los partidos de las coaliciones, o 
entre las corrientes de un mismo partido (en primer lugar 
de la Dc). Desde la instauración de la República (1946) a 
1983 se han sucedido en Italia 42 gobiernos. La duración 
media de un gobierno ha sido de 10 meses. 

Este fenómeno ciertamente negativo (al que se suma el 
de la duración de la crisis de gobierno: hasta cuatro meses) 
no puede ser atribuído más que en parte al sistema electo- 
ral. Entre las causas de origen institucional la primera es el 
gran poder concedido a las asambleas. 

Pero las crisis de gobierno tienen a este punto un origen 
extraparlamentario. Estas son decididas por los partidos. 
Estos se han reservado siempre una amplia libertad de ac- 
ción y todos los tentativos de establecer alianzas duraderas 
(por ejemplo, “pactos legislativos”) han fallado. 

c) Todos los gobiernos italianos han sido naturalmente 
gobiernos de coalición. En 1948 la pc consiguió la mayo- 
ría absoluta de los cargos, pero De Gasperi prefirió tam- 
bién entonces una mayoría orgánica con los partidos laicos 
menores. La primera alianza fue el “centrismo” (1948- 
1958), después vino el “centro-izquierda” (1962-1972), la 
“unidad nacional” (1976-1979), el “pentapartido” (1979 
hasta ahora) intercalados por años de incertidumbre y con- 
fusión. 

El eje de todas estas coaliciones ha sido ininterrumpida- 
mente la pc, aunque desde 1981 ha cedido a veces el car- 
go de Presidente del Consejo de Ministros. Cinco de los 
partidos “históricos” han tenido la ocasión de entrar en el 
gobierno, dos han sido excluídos siempre hasta ahora (Pc1 y 
MSI) aunque sí han sostenido por períodos breves desde el 
exterior algunos gobiernos. 

d) Un gran poder de los aparatos del partido sobre las 
instituciones, lo que viene llamado, con la implicancia de 
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Un juicio negativo, partidocracia. Gobiernos, asambleas 
electivas a todo nivel, entres públicos son controlados por 
los partidos. Son los partidos los que eligen los candidatos 
a los cargos públicos. En el caso de que un poder ha sido 
concedido al elector (el voto de preferencia) el uso que se 
le ha dado es con pésimos resultados. 


e) El inexistente poder de decisión del electorado sobre 
la formación de los gobiernos. El elector italiano no sabe 
quién podrá ser el futuro jefe de gobierno. Y no sabe tam- 


poco con quién formará alianza el partido al cual ha dado 
su voto. 


f) La imposibilidad de una alternativa entre una coali- 
ción progresista y una moderada elimina un poder de deci- 
sión al elector italiano. Hasta ahora todos los gobiernos de 
la República han debido incluir a la pc y excluir al pcL Esta 
regla no escrita del sistema italiano (“conventio ad exclu- 
dendum”) está quizás por ser anulada. De todos modos, la 


falta de alternativa ha dependido más de ella que de la 
proporcionalidad del sistema electoral. 


g) El voto de preferencia se ha transformado en terreno 
de disputa entre los candidatos y las corrientes que lo sos- 
tienen. Las corrientes, muy fuertes y numerosas en la pc 
pero que han delineado también los otros partidos (con la 
sola excepción del Pci), eran originalmente “ideológicas”. 
pero después se transformaron todas en de “interés”. Es 
decir, son en realidad “grupos de poder” y han transforma- 
do el voto de preferencia en objeto de intercambio de 
clientelas entre elector y candidato. Las cuotas de votos de 
preferencia son muy altas en Italia meridional, porque en 
esas regiones prevalece la cultura política del clientelismo. 


Todos estos elementos han incidido en la eficiencia del 
sistema político italiano. En las fases cruciales se ha temido 
que la crisis de la eficiencia pudiera provocar una radical 
crisis de la legitimidad. Desde hace algunos años a esta par- 


te ha sido puesto bajo acusación justamente el sistema elec- 
toral y su exceso de proporcionalidad. 
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Pero el sistema no puede ser enjuiciado como el único 
responsable de los problemas de funcionamiento de la 
democracia italiana. Por ejemplo, en lo que respecta a 
algunos de los aspectos arriba indicados, el mecanismo de 
la sucesión alternativa no se ha realizado porque el Partido 
Comunista —que podría ser el eje de* una coalición progre- 
sista— ha sido hasta ahora el prohibido, por razones ideoló- 
gicas y de política internacional, de entrar a formar parte 
del gobierno (he recordado ya este ““conventio ad excluden- 
dum”). Por ejemplo, la gran inestabilidad de los gobiernos 
ha dependido no solamente de los muchos partidos de las 
coaliciones, sino también de las divisiones y de los conflic- 
tos entre las corrientes y los grupos de poder del partido 
mayor, el democristiano. 

Y se pueden subrayar, por otra parte, algunas funciones 
positivas, con el fin de reforzar una democracia joven y frá- 
gil, que el sistema electoral ha desarrollado en los primeros 
decenios de la República Italiana. 

Un sistema mayoritario habría perpetuado la lucha fron- 
“tal entre el grupo conservador y el de izquierda, agravando 

las divisiones y las tensiones del país que en 1947-48 
habían llegado a ser muy fuertes. El sistema proporcional, 
en vez, ha permitido una lenta evolución del mismo Par- 
tido Comunista que ha abandonado el stalinismo y el secta- 
rismo de la post-guerra. Ha permitido al Partido Socialista 
conquistar un espacio autónomo siempre más grande 
entre el centro y la izquierda. Ha consentido la superviven- 
cia de algunos pequeños partidos históricos, como el Parti- 
do Republicano, que han desarrollado un importante rol 
de eje entre los partidos. 

La presencia de muchos partidos en el Parlamento ha pro- 
ducido un continuo bargaining que, si ha asumido muchos 
aspectos nocivos del compromiso, ha hecho sobrevivir la 
democracia italiana en períodos muy difíciles gracias a 
equilibrios latentes más sólicos de los intercambios pura- 
mente formales. El sistema proporcional, en fin, ha logra- 
do su meta principal: garantizar la representación a las 
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muchas expresiones políticas de una sociedad heterogénea 
y fragmentada como era la italiana de la post-guerra, y por 
lo tanto, mantenerlos fieles e integrar a la democracia a 
grandes sectores de la población. 


Proyectos de reformas electorales y solidez de la 
democracia 


He indicado ya que desde hace algunos años en Italia 
el sistema electoral es objeto de severas críticas y se inclu- 
ye normalmente en la lista de las reformas constituciona- 
les que deberían mejorar la calidad de la democracia. 

Pero si hoy es posible poner en discusión el sistema elec- 
toral y pensar seriamente en modificaciones. esto puede 
suceder, pienso yo, justamente porque los cleavages y las 
tensiones más graves de la sociedad italiana fueron supera- 
das recientemente. Justamente porque hay un consenso 
general por el sistema democrático, porque han disminuido 
las distancias ideológicas entre los ciudadanos y entre las 
clases sociales, porque han disminuído las distancias entre 
los mismos partidos, se puede poner hoy en Italia, sin pro- 
vocar traumas, la cuestión de dar mayor dinámica y mayor 
eficiencia a las instituciones con correcciones al sistema 
electoral, entendiéndolo hacia una menor proporcionalidad. 
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REPUBLICA FEDERAL ALEMANA. ELECCIONES DEL BUNDESTAG (1949 - 1983). 
ESCAÑOS POR PARTIDO 


o 5 5 5 5 ys 


1949 1953 1957 1961 1965 1969 — 1972 1976 1979 1983 


CDU/CSU 270 242 245 244 
SPD 169 190 202 193 
FDP 67 49 34 
DP 

Z 

WAW 

BP 

GB/BHE 

KPD 

Verde 27 


Otros 


REPUBLICA FEDERAL ALEMANA. SIGLAS DE PARTIDOS 


CDU/CSU 


BP 
GB/BHE 


KPD (DKP) 


NDP 


Christlich-Demokratische Union/Christlich-Soziale 
Union 


Sozialdemofratische Partei Deutschlands 
Frie Demokratische Partei 

Deutsche Partei 

Zentrum 

Wiederaufbauvereinigung 

Bayernpartei 


Gesamtdeutscher Block/Block der Heimatvertrie- 
benen and Entrechteten 


Kommunistische Partei Deutschlands (Deutsche 
Kommunistische Partei) 


Nationaldemokratische Partei 


Canciller 


Adenauer l 
Adenauer 11 
Adenauer 111 
Adenauer IV 
Erhard 1 
Erhard II 
Kjesinger 
Brandt I 
Brandt 11 
Schmidt l 
Schmidt II 
Schmidt III 
Kohl I 

Kohl II 


GOBIERNOS DE LA REPUBLICA FEDERAL ALEMANA 


Partido de Gobierno 


f 


CDU/CSU-FDO-DP 
CDU/CSU-FDP-GB/BHE-DP 
CDU/CSU-DP 
CDU/CSU-FDP 
CDU/CSU-FDP 
CDU/CSU-FDP 
CDU/CSU-SPD 

SPD-FDP 

SPD-FDP 

SPD-FDP 

SPD-FDP 

SPD-FDP  - 
CDU/CSU-FDP 
CDU/CSU-FDP 


Fecha de la 
Formación 


20. 9.1949 
20.10.1953 
29.10.1957 
14.11.1961 
16.10.1963 
26.10.1965 
1.12.1966 
22.10.1969 
15:12.1972 
16. 5.1974 
16.12.1976 
5.11.1980 
4.10.1982 
30. 3.1983 
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REPUBLICA ITALIANA. ELECCIONES DE LA CAMARA DE DIPUTADOS (1946 - 1983). 


VOTO POR PARTIDO (PORCENTAJE) 


1946 — 1948 1953 — 1958 1963 1968 1972 1976 1979 1983 


DC 32.9 
PCI 299 
PSI 11,4 
PSDI 4,1 
Monárquico 

MSI 6,8 
PRI 5,1 
PLI 2.9 
PSIUP 

PDUP 

DP iS 
PRad. 2) 
svP 0.5 
UQ 

PAz. 

Otros con 09 
escaños l 
Otros sin 28 
escaños j 
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REPUBLICA ITALIANA. SIGLAS DE PARTIDOS 


Democrazia Cristiana 

Partito Comunista Italiano 

Partito Socialista Italiano 

Partito Socialista Democratico Italiano 
Movimiento Sociale Italiano 

Partito Republicano Italiano 

Partito Liberale Italiano 

Partito Socialista Italiano di Unitá Proletaria 
Partito di Unitá Proletaria 

Democrazia Proletaria 

Partito Radicale 

Siidtiroler Volkspartei 

Uomo Qualunque 

Partito D'Azione 


GOBIERNOS DE LA REPUBLICA DE ITALIA 


Presidente del Partido de Gobierno Fecha de la 
Consejo Formación 
De Gasperi Il DC-PCI-PSI-PRI 13. 7.1946 
De Gasperi HI DC-PCI-PSI 2. 2.1947 
De Gasperi IV DC-PLI-PSDI-PRI 31. 5.1947 
De Gasperi V DC-PLI-PSDI-PRI 23. 5.1948 
De Gasperi VI DC-PSDI-PRI 27. 1.1950 
De Gasperi VII DC.PRI 26. 7.1951 
De Gasperi VIII . DC 16. 7.1953 
Pella DC 17. 8.1953 
Fanfani l DC 18. 1.1954 
Scelba DC-PSDI-PLI 10. 2.1954 
Segni 1 DC-PSDI-PLI 6. 7.1955 
Zoli DC 19. 5.1957 
Fanfani II DC-PSDI 1. 7.1958 
SegnillI DC 15. 2.1959 
Tambroni DC 25. 3.1960 
Fanfani II DC 26. 7.1960 
Fanfani IV DC-PSDI-PRI 21. 2.1962 
Leone I DC 21. 6.1963 
Moro 1 DC-PSI-PSDI-PRI 4.12.1963 
Moro Il DC-PSI-PSDI-PRI 22. 7.1964 
Moro III DC-PSI-PSDI-PRI 23. 2.1966 
Leone Il DC 24. 6.1968 
Rumor l DC-PSU-PRI 12.12.1968 
Rumor Il DC 5. 6.1969 
Rumor III DC-PSI-PSDI-PRI 27. 3.1970 
Colombo DC-PSI-PSDI-PRI 6. 8.1970 
Andreotti I DC 17. 2.1972 
Andreotti Il DC-PSDI-PLI 26. 6.1972 
Rumor IV DC-PSI-PSDI-PRI 7. 7.1973 
Rumor V DC-PSI-PSDI 14. 3.1974 
Moro IV DC-PRI 23.11.1974 
Moro V DC 12. 2.1976 
Andreotti 111 DC 29. 7.1976 
Andreotti IV DC 11. 3.1978 
Andreotti V DC-PRI- PSDI 20. 3.1979 
Cossiga J DC-PSDO-PLI 4. 8.1979 
Forlani DC-PSI-PRI-PSDI 18.10.1980 
Spadolini | DC-PSI-PSDI-PRI-PLI 28. 6.1981 
Spadolini Il DC-PSI-PSDI-PRI-PLI 23. 8.1982 
Fanfani V DC-PSI-PSDI-PLI 1.12.1982 
Craxi DC-PSI-PSDI-PRI-PLI 


10. 8.1983 
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La DEUDA externa constituye en la actualidad un problema 
dominante de la economía y de la evolución política de 
América Latina. La forma cómo los países de la región en- 
frentan los problemas vigentes será probablemente deter- 
minante de su desempeño en lo que resta de este decenio. 

En este artículo se recuentan los rasgos más sobresalien- 
tes de la gestación del problema de la deuda, enfatizando 
aquellos aspectos que dejan una huella más profunda y res- 
tricciones hacia el futuro (sección 1). Luego se examina la 
intensidad presente del shock externo, sus componentes 
coyunturales y estructurales, y se identifican las principales 
variables que inciden en su evolución futura (sección Il). 
Por último, se analiza el campo de maniobra y algunas de 
las opciones que enfrentan los países deudores (sección ID. 


I. Orígenes y condiciones de la crisis 


Hay quienes sostienen que el origen de la difícil situa- 
ción actual se encuentra en problemas localizados en algu- 
nos países deudores, por ejemplo, México en agosto de 
1982, que después fueron repercutiendo sobre otros, O 
bien en las políticas de corte monetarista que se imponen 
en Estados Unidos y Gran Bretaña hacia fines de la déca- 
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da de los setenta y los efectos que éstas producen sobre la 
economía mundial. 

A mi juicio, esos factores no pasan de ser los detonantes 
O agravantes del problema. Por sí solos no explican su pro- 
fundidad y persistencia. El origen último reside más bien 
en la modalidad de funcionamiento del mercado interna- 
cional de capitales, reforzado por la forma de inserción en 
él de los países en desarrollo. 

En algún momento de la década de los sesenta, después 
de alrededor de tres décadas de receso, comenzó a operar 
de nuevo y a madurar un mercado financiero mundial. Los 
países en desarrollo, en general, y más específicamente los 
latinoamericanos, lograron captar una cuota creciente de 
las colocaciones de un mercado en rápida expansión, lo 
que configuró una situación inédita en la post-guerra, 
ya que tradicionalmente el acceso a recursos externos 
había sido bastante limitado, y sujeto a las condiciones 
que imponen los gobiernos prestamistas y los organismos 
multilaterales. La deuda de los países en desarrollo se 
expandió en estos años (1973-80) en promedio un 30 por 
ciento anual, de los cuales dos tercios corresponden al cre- 
cimiento global del mercado financiero internacional, que 
es mucho más acelerado que el que tiene lugar al interior 
de las propias naciones industrializadas. El restante tercio 
corresponde al incremento de la participación que van lo- 
grando los países en desarrollo dentro del mercado finan- 
ciero mundialú). 

El mercado financiero mundial exhibe esta vez caracte- 
rísticas muy disímiles de las observadas cincuenta O sesenta 
años atrás. Hay una abundancia sin precedentes de fondos. 
lo que lleva a no considerar el hecho de que las operaciones 
sean predominantemente de plazos notablemente más cor- 
tos que los préstamos oficiales(2, ¿Qué importancia puede 
tener esto si es que las renovaciones se hacen en forma 
automática? se preguntaban muchos ante un fenómeno 
que parecía poner término a la crónica escasez de recursos 
de financiación para muchas naciones en desarrollo. De esta 
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forma, un problema de carácter estructural quedaba sumer- 
gido por fenómenos puramente coyunturales, como eran la 
notable expansión del mercado mundial y el aumento de la 
participación de los países en desarrollo en el total de las 
colocaciones, aumento que fue más intenso en el caso de 
las naciones latinoamericanas que en el resto del Tercer 
Mundo. 

La misma abundancia de fondos disponibles llevó tam- 
bién a conceder escasa importancia a que en este mercado 
las tasas de interés fuesen ahora muy flexibles y variables. 
En un contexto de gran oferta, esa característica significó 
que se ubicasen en niveles muy bajos, en términos reales, 
incluso en varios años transformándose en negativos por 
efectos de la inflación internacional; en el período 1973-80 
la inflación alcanzó una tasa media de 120/0. : 

Concurren simultáneamente pues tres fenómenos de 
carácter transitorio, —expansión del mercado internacional, 
mayor participación de los países en desarrollo y tasas 
reales de interés bajas—, a los cuales el grueso de los espe- 
cialistas y de los países atribuyó el carácter de duraderos; 
es decir, que se podrían prolongar por años, como se dio'a 
entender -en innumerables: oportunidades e instancias 
durante la segunda mitad de la década pasada y hasta co- 
mienzos de los años ochenta. 

En cifras muy gruesas, sólo para ilustrar acerca de la 
magnitud de este proceso, cabe señalar que entre 1977 y 
1981 el crédito para los países latinoamericanos se expan- 
dió en términos nominales a una tasa acumulativa anual de 
28 por ciento. Las situaciones difieren sí en forma aprecia- 
bie de un caso a otro. Desde fines del decenio de los sesen- 
ta, Brasil y México logran significativo acceso a los merca- 
dos financieros privados, fenómeno que se intensifica des- 
pués del espectacular incremento de los precios del petró- 
leo en 1973. También Perú se transforma luego en impor- 
tante captador de recursos externos y, en algún grado, 
Bolivia y Jamaica. Después de 1977 otros países se incor- 
poran a este grupo, produciéndose la generalización del 
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fenómeno: ya no son cuatro o cinco los que logran acceder 
al mercado financiero mundial, sino que casi la totalidad. 
El cuadro 1 muestra la tasa anual de aumento de la deuda 
bancaria entre 1977 y 1981, y entre este año y 1983, y el 
nivel de esta deuda como proporción del producto interno 
bruto (rin) de 1982. El ritmo de endeudamiento alcanza 
una intensidad mucho mayor en el caso de las econom ías 
del Cono Sur. La deuda bancaria de Chile aumentó anual 
mente en 61 por ciento entre 1977 y 19810), lo que se 
compara con el 28 por ciento del promedio latinoamerica- 
no y el 20 por ciento del Brasil. Este último país, como se 
indicó, empezó a endeudarse mucho antes que el resto, en 
la década de los sesenta, pero en el decenio siguiente lo 
hace con un ritmo inferior al promedio regional. El flujo se 
redujo bruscamente durante 1981 6 1982 en forma genera- 
lizada. A consecuencia del cambio registrado en los merca- 
dos internacionales, cada uno de los trece principales deu- 
dores experimentó en 1983 una tasa de aumento anual 
menor que en el cuatrienio 1977-81; estos países obtienen 
un flujo neto de capita] equivalente al 100/0 de la deuda 
en 1982 y de sólo 40/0 en 1983, en contraste con el 280/0 
anual en 1977-81. Según los países, el quiebre se produce 
entre 1981 y fines de 1982. La columna 2 muestra la tasa 
media de variación anual entre 1981 y 1983. 

y vel de la deuda bancaria co 
ción del producto interno bruto 
países con niveles superiores al 4 
(440/0) y Venezuela (640/0), do 
trolera fuerte; y Argentina (470/0) y Chile (620/0). dos 
países con experimentos monetaristas. Es interesante cons- 
tatar que el coeficiente de Colon 


1bia (220/0) es el más b 
de-los trece principales deudores de la región. 


00/0. Estos son Ecuador 
s países con una base pe- 
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Cuadro 1. DEUDA BANCARIA DE LOS PAISES DE 


AMERICA LATINA 


o EN A A 


Países 


Deudores grandes (13) 
Argentina 

Bolivia 

Brasil 

Chile 

Colombia 

Costa Rica 
Ecuador 

México 

Nicaragua 

Perú 

Trinidad y Tobago 
Uruguay 
Venezuela 


Deudores pequeños (9)* 


TOTAL 


Tasa 0/o de variación anual 


1977381 
(1) 


28,3 
50,3 
10,2 
20,3 
60,7 
32,5 
22,8 
28,7 
29,6 
- 0,9 

6,6 
38,1 
37,0 
30,3 


9,6 


27,8 


1981-33 
Q) 


69 
2.0 
-144 
8,8 
Ti 

- 10,1 
14 
19 
9.5 
-11,7 
8,7 
21,1 
32,1 
1,9 


02 
6,38 


Deuda 
como 0/0 
del PIB1982 
(3) 


35 9 
46,7 
2O4z 
21,2 
61,7 
21,7 
35.6 
43,7 
38,5 
29,6 
24,1 
23,8 
24,2 
63.6 


10,3 


34,5 


Hay algunas excepciones en esta carrera en que se em- 
barcan los países latinoamericanos por captar el máximo 
volumen posible de crédito bancario. Debido a su situación 
económica y política interna, y las frustradas expectativas 
respecto del rendimiento de las inversiones petroleras, Perú 
ve limitado su acceso a los mercados financieros mundiales 
después de 1976; igual, pierden acceso Jamaica y Nica- 
ragua. Por su parte, durante los años setenta Colombia 
limita en forma deliberada el endeudamiento privado. con 


el propósito de salvaguardar la autonomía nacional y la es- 
tabilidad económica. 


Durante los primeros años de esta abundancia sin prece- 
dentes de financiamiento, los países receptores van norma- 
lizando sn situación de comercio exterior. En promedio, 
incrementan sus importaciones de equipos y maquinaria, 
elevan sus tasas de formación de capital, y aumentan sus 
reservas internacionales. Más adelante las importaciones 
siguen creciendo a ritmos elevados y se produce una espe- 
cie de acostumbramiento por parte del conjunto de las eco- 
nomías de la región a estos flujos externos tan cuantiosos. 
Los países en general se hacen cada vez más dependientes 
de la continuación de esa corriente de financiamiento. Año 
a año, el stock de la deuda bancaria aumenta en 28 por 
ciento: de ese incremento, hay que destinar, en promedio 
para este lapso, 12 puntos al pago de intereses, incluyendo 
comisiones, de manera que anualmente queda el equivalen- 
te al 16 por ciento del stock de la deuda para que cada 
país lo asigne a los propósitos que estime convenientes, a 
un ritmo que deja atrás el incremento de las exportaciones; 
se efectúa así una transformación estructural de estas eco- 
nomías, que afecta la asignación de recursos productivos, 
la composición del producto y del gasto. En breve, las eco- 
nomías nacionales se van ajustando a la abundancia de di- 
visas, de manera que su estructura de la producción se 
torna más intensiva en componentes impo 


rtados; y lo mis- 
mo acontece con la demanda. : 


ZLA 


La idea predominante en este período es que la abun- 
dancia de crédito externo puede durar largo tiempo. Trein- 
ta o cuarenta años, aventuran algunos y se preguntan por 
qué no. Señalan que, por lo demás, endeudarse es un buen 
negocio, y que no hacerlo constituye un error, dado que la 
tasa de interés, aunque flexible, es en términos reales cerca- 
na a cero y en algunos años hasta negativa. En efecto, entre 
1973 y 1980, la tasa de inflación promedio anual es muy 
parecida y en determinados lapsos superior a la tasa de in- 
terés nominal, con lo que la primera va erosionando el peso 
real de la deuda. 

Los intelectuales de la internacional monetarista, cuyas 
ideas alcanzan gran auge durante este período, tienden a 
considerar que esta situación perdurará por largo tiempo y 
actúan en consecuencia en los países en los que logran po- 
siciones hegemónicas dentro del aparato de conducción 
económica. Chile representa el caso más conspicuo, y junto 
a él se alinea Argentina y, en menor medida, Uruguay. El 
neoliberalismo hace sentir su influencia también en otros 
países, pero en forma menos absoluta; es decir, atemperada 
por otros enfoques. En el caso de la democratización del 
Perú, que impulsa el Presidente Fernando Belaúnde, se ob- 
serva cierta penetración de visiones monetaristas. Lo pro- 
pio sucede, en diversos grados, en Costa Rica, con el adve- 
nimiento de Rodrigo Carazo al poder, en Brasil con Delfim 
Neto Il, y en Jamaica. Incluso en México y Venezuela, que 
mantienen regímenes de libre acceso al mercado cambiario, 
adquieren fuerza los planteamientos de este tipo, lo que se 
traduce en una actitud permisiva ante el enorme volumen 
de crédito externo que afluye a estos países. 

La apertura excesiva frente a tales flujos exige en el 
plano interno la introducción de reformas en los sistemas 
financieros, las cuales involucran el relajamiento de las nor- 
mas imperantes sobre tasas de interés, plazos de las opera- 
ciones y destino de lós fondos. Este proceso de liberali- 
zación es particularmente intenso en Chile, Argentina y 
Uruguay, si bien todos los países en general adoptan medi- 
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das consonantes, en diversos grados, con los postulados 
ortodoxos. Hasta Colombia comienza a introducir algunas 
reformas de este tipo en su sistema financiero interno, y a 
partir de 1980 relaja sus restricciones sobre la expansión 
de su deuda externa, acogiendo en algún grado las reco- 
mendaciones formuladas por los monetaristas. 

Si uno examina la literatura predominante, las recomen- 
daciones de instituciones internacionales y regionales, y lo 
que se enseña en muchas de las universidades latinoamerj- 
canas en materia de macroeconomía, de financiación del 
desarrollo y de administración financiera constata cuán 
hondamente caló el pensamiento neoliberal en nuestros 
países. Pero, sin duda, la profundidad y extensión fue no- 
tablemente mayor en los países del Cono Sur, gracias al 
amparo que les otorgó el autoritarismo: la represión polí- 
tica fue el ingrediente básico para “la liberalización” eco- 
nómica extrema. * 

En lugar de conectarse directamente el crédito externo 
con los procesos de inversión y ahorro al interior de los 
países de la región, se vincularon con los mercados finan- 
cieros nacionales, lo que sucede en especial en el Cono Sur. 
Estos mercados, que son desregulados en forma indiscrimi- 
nada en el Cono Sur, promueven más las actividades espe- 
culativas antes que la inversión productiva. 

El funcionamiento de las economías latinoamericanas se 
va tornando así cada vez más vulnerable en dos aspectos 
básicos. 

En primer término, se hace cada vez más imprescindible 
mantener la confianza de los acreedores externos. quienes, 
inspirados también por el monetarismo, son partidarios de 
determinadas políticas y tajantemente de otras) El rango 
de autonomía de nuestros países se reduce entonces. lo 
que no inquieta mayormente al pensamiento monetarista, 
ya sus promotores descartan también, por razones ideológ+ 
cas, las medidas que no son del agrado de la banca extran- 
jera. La necesidad de mantener la confianza de los acreedo- 
res tiene como consecuencia el que los partidarios de las 
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fórmulas monetaristas consoliden sus posiciones al interior 


de los respectivos gobiernos. ] 
Segundo, es evidente que mientras más vinculada esté 


una economía al sistema financiero internacional, mayor es 
su vulnerabilidad ante eventuales cambios que se operen en 
éste. Si de una situación de exceso de oferta crediticia se 
pasa a otra altamente restrictiva, el impacto va a ser devas- 
tador para los países que han acrecentado en forma sustan- 
cial su dependencia durante el auge de los créditos: el shock 
va a ser entonces mucho mayor, y más doloroso el ajuste 
consiguiente en el ámbito interno. Por lo tanto, decisiones 
que se adoptan en los centros financieros, o por gobiernos 
como el de los Estados Unidos, se tornan determinantes de 
la situación de los países deudores. Así, el grado de depen- 
dencia de América Latina se retrotrae a la vigente en los 
años cincuenta.. 

Hasta hace muy poco tiempo, apenas dos o tres años, 
eran pocos los que preveían un cambio drástico y perma- 
nente en la situación imperante en el mercado financiero 
internacional, pese a que varios elementos subyacentes insi- 
nuaban que estaban gestándose graves problemas que ter- 
minarían por estallar ineludiblemente. Y por la confabula- 
ción de muchos factores negativos, el estallido fue muy 
violento. 

Caractericemos ahora a grandes rasgos la evolución que 
en este terreno exhiben las economías latinoamericanas en 
su conjunto durante la década precedente. Hay un incre- 
mento generalizado de las exportaciones, las cuales, por 
otra parte, se diversifican considerablemente. Esto sirve de 
tranquilizante al decidirse la contratación de volúmenes 
crecientes de créditos. Es cierto que las exportaciones se 
expanden en forma dinámica, pero el ritmo a que lo hacen 
es inferior a la tasa en que se incrementan las importacio- 
nes, y pocos parecen reparar en que esa brecha elevada y 
cada vez mayor es insostenible a mediano y largo plazo. La 
tendencia al deterioro de diversos indicadores del peso de 


la deuda se aprecia en el cuadro 4 
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Cuadro 2. AMERICA LATINA : PESO DE LA DEUDA Y SU 
SERVICIO 


(porcentajes) 


1973 1977 1981 1982 1983 


1.- Deuda/PIB 249 330 47,2 52,6 55,6 
2.- Deuda/exportaciones 176,0 213,2 252,5 306,3 331,0 
3.- Intereses/exportaciones 12,7 15,8 35,3 42,7 3956 


Fuentes. Elaboraciones sobre la base de BID, CEPAL y FMI. Las exportacio- 
nes se refieren a las de bienes. La deuda incluye pasivos con entidades oficia- 
les y privadas, de corto y largo plazo, con y sin garantía estatal. Otros indica- 
dores y las definiciones de las variables se encuentran en Ffrench-Davis (1988b). 
Las cifras de 1983 son muy provisionales. 


a 


La deuda externa de los países de la región, por otra 
parte, experimentó un acelerado proceso de “bancariza- 
ción”, como que del total de compromisos de la región 
más que el 80 por ciento corresponde a flujos contratados 
con la banca privada internacional. Esta acentuada modifi- 
cación de la estructura de la deuda externa de nuestros 
países va acompañada, comprensiblemente, de un predomi- 
nio del “financierismo”, en desmedro del desarrollo de las 
actividades productivas. 

A pesar del notable incremento de las exportaciones, el 
principal resultado de la apertura financiera al exterior es 
el de los déficits en cuenta corriente; es decir, sube fuerte- 
mente el gasto total en divisas con respecto al ingreso total 
de divisas propias. No es un fenómeno que venga a regis- 
trarse recién en 1981 y 1982; empieza a manifestarse en 
forma inequívoca mucho antes; se eleva de 20/o del PIB en 
1973, a 40/0 en 1977 y a 70/0 en 1981. Sin embargo, per- 
manece oculto bajo el flujo de nuevos créditos externos 
en un volumen aún mayor que el déficit en cuenta corrien- 
te. Por último, la afluencia neta de recursos exhibe un 
saldo claramente favorable para la región; es decir, lo que 
queda a disposición de los países después del pago de inte- 
reses y amortizaciones, es de un volumen considerable. 

Como se señaló, el flujo neto anual de recursos alcanzó en 
promedio al 16 por ciento del saldo vigente de la deuda 
bancaria. 

Los países que se exceptúan de esta tendencia son muy 
pocos, según se ha señalado. Colombia registra un flujo 
negativo.entre 1974-75 y 1978, a causa de su estrategia de- 
liberada de no endeudarse. Otros países tienen vedado con- 
tra su voluntad el acceso a los mercados financieros priva- 
dos, que es el caso de Jamaica, Nicaragua y Perú, o bien 
sólo pueden conseguir créditos muy escasosÍ). 

En síntesis, la región utilizó intensamente los recursos 
financieros externos,- acostumbrando así sus estructuras 
económicas a la abundancia de fondos. El proceso se reali- 
zÓ bajo la influencia de los mismos bancos prestamistas 
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que presionaban a los países para que abriesen sus econo- 
mías y liberalizasen los movimientos de capitales. La “ra- 
cionalización” del enfoque fue aportada por la “internacio- 
nal monetarísta”, con la participación de entidades como 
el Fmr, ella logró imponer la opinión de que la deuda de 
prestamistas privados, y en particular a prestatarios priva- 
dos, no ofrecía riesgos mayores. La abundancia de fondos 
externos conspiró contra los esfuerzos de cooperación re- 
gional y los intentos de reforma del sistema económico 
internacional. Por otra parte, en el ámbito interno los 
países fueron empujados hacia una internacionalización. 
muchas veces indiscriminada, de sus sistemas financieros y 
de sus patrones de consumo, ambos fenómenos disfuncio- 
nales para un desarrollo nacional, equitativo y autónomo. 
Estas tendencias no eran la consecuencia natural y única, 
de la expansión de los mercados internacionales de capita- 
les privados. No obstante, hicieron viables, por cierto lapso, 
estas tendencias perturbadoras para el desarrollo de las 
naciones deudoras, generando un ambiente favorable para 
la elección, en muchos de los países, de los caminos fáciles. 
de endeudamiento externo y de imitación, en exceso. de 


patrones de consumo y producción inadecuados para su 
actual desarrollo. 


ll. La hora de la crisis 


Las perspectivas que encaran los países de América Lati- 
na hoy en relación a este problema se encuentran muy 
condicionadas por la forma en que éste, que se había ido 
gestando en forma encubierta, emerge y estalla en toda su 
magnitud. Cuando los mercados financieros crecen en 
forma tan rápida, cualquier factor puede desencadenar una 
crisis, en el momento menos pensado, de manera que es 
muy difícil anticipar con precisión cuándo se va a producir 
el punto de quiebre. En este contexto es posible que un 
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desajuste que se registra en un determinado país, y que en 
otro contexto no hubiera tenido más que repercusiones 
localizadas, se transforme en el detonante de una crisis ge- 
neralizada. 

Hacia 1980-81 el sistema financiero internacional había 
llegado a transformarse en un polvorín, en el que sólo fal- 
taba la chispa para que se produjeran problemas serios. La 
situación era muy distinta de la de mediados de los setenta, 
en que se había desencadenado un desequilibrio intenso 
pero que pudo ser superado al cabo de algunos meses: en 
1973 la deuda total respecto del piB era menos de la mitad 
que el coeficiente alcanzado en 1981, y la deuda bancaria 
incolucraba modestos niveles de exposición de los bancos 
prestamistas. En 1980-81, la única forma de evitar una 
crisis de proporciones habría consistido en que el mercado 
financiero continuara creciendo a tasas elevadas, lo que era 
imposible de sostener por un tiempo prolongado, ante su 
progresiva maduración, y la ineludible pérdida de capaci- 
dad de crecimiento vertiginoso, 

¿Qué ocurre entonces? Pues que disminuye bruscamente 
el flujo de créditos externos. Cabe señalar que los présta- 
mos no desaparecen, la corriente no cae a cero. Por el con- 
trario, sigue expandiéndose para la región en su conjunto 
a una tasa que en 1982-83 es del orden de 7 por ciento al 
año. Pero frente al 280/0 anterior es muy bajo. Al mismo 
tiempo, ocurre que las tasas de interés nominal se sitúan en 
niveles altos; en 1983 son cercanos al 13 por ciento anual. 
Entonces se recibe un aumento neto de préstamos de 7, 
pero deben pagarse 13(6) Hay pues en promedio un egreso 
neto de fondos, (préstamos brutos menos amortizaciones 
y menos pago de intereses) que alcanza al 6 por ciento, 
aproximadamente, del stock de la deuda, ahora de un volu- 
men enorme (la deuda bancaria en moneda constante se 
multiplicó por 3,7 entre 1973 y 1981). El mencionado 

flujo negativo de recursos se ha sostenido ya por tres años. 

A lo anterior se suma un drástico deterioro de los térmi- 
nos del intercambio. El acceso de una serie de productos 
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primarios y manufacturas a los mercados de las naciones 
industrializadas se torna más dificultoso. Las tasas nomina- 
les de interés son muy superiores a las imperantes en la 
segunda mitad del decenio de los setenta. Y la inflación 
externa relevante para los países en desarrollo, en lugar de 
ser positiva, se transforma en negativa, a causa de la apre- 
ciación del dólar. Antes, la devaluación de la divisa nortea- 
mericana ayudaba a reducir el peso real de la deuda acumu- 
lada; ahora su apreciación desde 1980 provoca la situación 
inversa. Esto es, todo el contexto internacional se deteriora 
para los países deudores. 

No es la primera vez que nuestros países se ven enfrenta- 
dos a un incremento de las tasas de interés, a un deterioro 
de sus términos del intercambio y a la escasez de fondos 
externos. Un problema nuevo es que todos se han dado 
simultáneamente, y que han golpeado al mismo tiempo al 
grueso del Tercer Mundo. Pero lo que agrava la situación 
en forma sustancial es que las economías nacionales se 
habían habituado a un flujo neto de fondos muy elevado, 
y el nivel acumulado de la deuda, para un grupo tan nume- 
roso de países, no tiene precedentes. Alcanza ya a más del 
55 por ciento del producto interno bruto para la región en 
su conjunto, tasa muy elevada, por lo menos para las últi- 
mas cuatro décadas (en el caso de Chile, la relación llega a 
cerca de 90 por ciento); la deuda equivale a tres años de 
exportaciones y es, en una proporción alta, de corto plazo 
y con tasas de interés flexibles. 

El hecho de que los flujos netos se hayan transformado 
en negativos reviste gran importancia en la explicación del 
comportamiento de nuestras economías en el corto plazo, 
al tiempo que reviste gran significación como un factor 
determinante de la capacidad de negociación de América 
Latina y de los países individuales frente a la banca acree- 
dora. En efecto, cuando el flujo es positivo, cualquier me- 
dida que adopte un país en el plano interno entraña el 
riesgo de que la corriente crediticia cambie de signo, con la 
correspondiente pérdida de un flujo positivo: cuando el sal- 
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do neto del flujo anual es fuertemente negativo, es posible 
que un país cuente con una mejor posición negociadora, 
pues en lugar de perder divisas, puede ser que las gane, al 
menos dentro de cierto plazo, en caso de imponer políticas 
que restrinjan los movimientos de capital(”. 

Se señaló que en los últimos años el flujo negativo es del 
orden del 5 por ciento del stock acumulado de la deuda, 
mientras que el pago de los intereses anuales representa 
alrededor del 400/0 del valor de las exportaciones de bie- 
nes y del 7 por ciento del producto interno bruto. Se trata 
de una enorme filtración de ahorro nacional hacia el exte- 
rior, máxime si de considera lo exiguo de las tasas de aho- 
rro interno en nuestros países. El contraste con la situación 
prevaleciente en 1973-81 es muy marcado. Este intenso 
shock, originado en el sector financiero, se hace sentir en la 
esfera de lo real, debido a que nuestras economías se habían 
ya habituado a vivir con flujos netos muy altos en los años 
anteriores. La adaptación a esta situación involucró que las 
estructuras de producción y de demanda se tornasen mu- 
cho más intensas en importaciones. Esto es, no se trata 
sólo de que los países se acostumbraran a gastar más de lo 
que producen, sino además de que cambian sus estructuras 
económicas, de tal manera que el ajuste pos-crisis se hace 
mucho más difícil. 

Mirando retrospectivamente, uno se encuentra con que 
también en la década de los cincuenta el flujo neto con el 
exterior registró saldos negativos para la mayoría de las na- 
ciones latinoamericanas. Por entonces, el grueso de la rela- 
ción financiera con el exterior estaba asociado a la inversión 
extranjera directa. La afluencia de aportes de capitales por 
este concepto era inferior a los egresos, vale decir, a las re- 
mesas de utilidades más la depreciación. Esta situación se 
daba, empero, después del término de la Segunda Guerra 
Mundial, período en el que los países de la región se habían 
acostumbrado a la escasez de iniportaciones, a causa de las 
restricciones de oferta provocadas por el conflicto bélico. 
La deferencia con lo sucedido en estos últimos años es 
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entonces evidente. Los saldos netos negativos de los años 
cincuenta: no llegaron a representar un shock para la activi- 
dad productiva real, de la intensidad que alcanza en la ac- 
tualidad. 

Examinemos ahora qué sucede con el marco externo 
dentro del cual nos desenvolvemos. Hay quienes atribuyen 
a la crisis un carácter puramente transitorio. Los ajustes 
actualmente en proceso al interior de los países de la región 
permitirían al cabo de algún tiempo una re-inserción ade- 
cuada de éstos en la economía mundial, con lo que la co- 
yuntura crítica terminaría por ser superada, sin dejar se- 
cuelas demasiado serias para la región. 

La verdad es que los diagnósticos sobre la coyuntura ac- 
tual y las proyecciones que se formulan sobre esa base di- 
fieren mucho según quién sea el que haga y el momento en 
que los realiza. Es que una de las características más nota- 
bles de la situación actual reside en que una serie de variables 
cruciales se modifican sustancialmente en plazos muy bre- 
ves, y a menudo en sentido inverso al que pronosticaba el 
grueso de los especialistas. Lo sucedido con las tasas inter- 
nacionales de interés provee un ejemplo muy ilustrativo. 
La mayoría de las proyecciones supuso que en 1984 dicha 
variable iba a acusar alguna tendencia a la baja, pues ha 
ocurrido exactamente lo contrario. 

Con todo, aún predominá en el ámbito internacional la 
visión de que es posible superar la crisis, en un plazo ra- 
zonable, sin que sea necesario introducir cambios de fondo 
en la estructura y modalidad de funcionamientos de la 
economía mundial. Esta confianza se basa en una constela- 
ción de supuestos : la actividad interna de los países indus- 
trializados se recupera, aun cuando no llega a solucionarse 
el problema de desempleo que afrontan; el volumen de las 
exportaciones de los países semi-industrializados, entre los 
que aparecen la mayoría de los de América Latina, se ex- 
panden a una tasa promedio del 6 por ciento anual, sin per- 
juicio de fuertes fluctuaciones de un año a otro y pese a 
problemas de acceso a los mercados de las naciones desa- 
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rrolladas en los que nuestros productos entran a competir 
con similares productos localmente; y las tasas de interés 
bajan, aunque no por debajo del 9 por ciento nominal; y 
el saldo del crédito bancario crece a una tasa de alrededor 
de 8 por ciento anual. Es un escenario en que se supone que 
no es necesario efectuar cambios estructurales, sin una re- 
forma del sistema financiero internacional y del marco en 
que se realizan las renegociaciones de la deuda. 

Al hacer un ejercicio de simulación sobre la base de estos 
supuestos, y al examinar la situación desde la perspectiva 
del desarrollo de los países deudores, se llega, sin embargo, 
a la conclusión de que en este escenario el problema de la 
deuda externa persistiría. No se sale por este camino de la 
crisis en que nos encontramos hoy en día; los países deu- 
dores enfrentarían un flujo neto de recursos persistente- 
mente negativos, reiterados procesos de renegociación de las 
amortizaciones, y una crónica escasez de fondos. 

Cabe preguntarse por qué hay quienes llegan a la conclu- 
sión inversa y aconsejan y hacen todo lo posible para que 
se mantenga la fórmula que propician como medio para su- 
perar la crisis; esto es, el marco impuesto unilateralmente 
por los bancos acreedores y el Fm1 La explicación reside en 
que suponen que la situación que viven nuestros países hoy, 
después de los brutales ajustes a que han debido someterse 
en los dos últimos años, se encontraría ya normalizada y 
que puede servir entonces de base para la recuperación 
subsiguiente. La visión optima concentra la atención en la 
evolución de los saldos comerciales. Ahora bien, efectiva- 
mente la región ha generado un superávit notable en la cuen- 
ta comercial : US$ 33 mil millones en 1983. El problema 
es que esos ajustes han significado disminuciones muy drás- 
ticas en las importaciones de equipos, maquinarias y bienes 
intermedios para la producción interna, un descenso notorio 
de la inversión, del empleo y del PIB. Entonces, si se supone 
que en los próximos años tendremos tasas moderadas de 
incremento de las exportaciones y del volumen de la deuda, 
y si se proyecta además que las tasas de interés disminuirán 
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sólo en unos pocos puntos, entonces la recuperación de las 
economías de nuestros países tendrían que ser muy lenta. 
Se proyecta, por ejemplo, que recién en 1990 una serie de 
Países recuperaría los niveles de ingreso por habitantes al- 
canzados en 1980. La transición hacia la normalidad de las 
economías nacionales resultaría muy demorosa, y en el in- 
tertanto habría que sacrificar niveles de producción y em- 
pleo susceptibles de ser alcanzados en un contexto distinto. 
Avanzar por este camino tan largo desencadenaría sin duda 
conflictos sociales muy agudos, y en definitiva un proceso 
de ajuste perjudicial para el desarrollo de las economías 
de los países deudores. 

Es indudable que, inevitablemente, el ajuste será costoso 
para las sociedades de los países deudores. El problema es 
que el ajuste está siendo más costoso que lo necesario, está 
debilitando la capacidad de producción futura, y la carga 
cae desproporcionadamente en los hombros de las mayorías 
nacionales. 

La deuda externa plantea, pues, un problema muy de fon- 
do, que no se soluciona con las perspectivas complacientes 
respecto del escenario internacional durante lo que queda 
del decenio. Por el contrario. es imprescindible promover 
transformaciones de carácter estructural, tanto en el ámbito 
externo como al interior de las economías afectadas. 

En el proceso de ajuste que ha tenido lugar hasta ahora 
ha predominado el enfoque de que la crisis puede ser supe- 
rada sin necesidad de modificaciones estructurales. Esta 
visión ha sido impuesta en general por el Fondo Monetario 
Internacional y por los bancos acreedores grandes, y en 
otras ha sido aceptada voluntariamente por algunos de los 
propios países afectados. Las naciones latinoamericanas han 
observado hasta ahora en general una actitud más bien de- 
fensiva. Lo previsible, sin embargo, es que ello se altere, y 
ya hay numerosos elementos que apuntan en dicha direc- 
ción. Pero hasta ahora, hay que reconocerlo, nuestros países 
no han tenido la capacidad de proponer fórmulas alternati- 
vas, acompañadas de la consciencia y voluntad política que 
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las tornen viables, para reemplazar a las que actualmente en- 
marcan las renegociaciones de la deuda, muy influidas por 
el pensamiento monetarista. Este pensamiento ha tenido 
un fuerte sustento en las tendencias autoritarias; al mismo 
tiempo, el marco internacional que conforma, construye 
un contexto negativo para un desarrollo nacional autónomo 
y para la recuperación o profundización de los procesos de 
democratización. La gravedad de la situación, y la cada vez 
más clara percepción de su profundidad y persistencia, están 
sin embargo abriendo camino a atisbos de un esfuerzo con- 
junto, como lo fue el llamado Consenso de Cartagena. ' 


11l. Capacidad de ajuste, potencialidades y margen de 
maniobra 


¿De qué manera repercute la crisis al interior de los paí- 
ses latinoamericanos? La consideración de las diversas ex- 
periencias en los últimos años muestra que hay que varios 
elementos en común a estas alturas, pese a que las diferen- 
cias son también numerosas e importantes, estando relacio- 
nadas ellas con las estrategias que cada cual siguió en los 
años anteriores al estallido de la crisis. 

El elemento diferenciador más importante desde el pun- 
to de vista económico lo constituye el pie en que se en- 
cuentra cada país en términos de nivel de producción. Muy 
ilustrativa a este respecto es la trayectoria del valor agrega- 
do industrial, que es uno de los componentes más funda- 
mentales y dinámicos de la producción global. Pues bien, 
durante el decenio 1973-82, que incluye los deprimidos re- 
gistros de los dos últimos años de este período, el valor 
agregado de la industria manufacturera de Latinoamérica 
en su conjunto se expandió a una tasa promedio anual de 
4 por ciento. Pero hubo países en que esa tasa resultó ne- 
gativa, como sucedió en Chile, en donde la producción de 
este sector disminuyó al ] por ciento acumulativo anual 
durante el período. Es decir, se configura una brecha pro- 
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medio de cinco puntos porcentuales al año, que se va acu- 
mulando en el transcurso de toda una década. Es evidente 
que los países que incrementaron de manera persistente su 
producción industrial están en mejores condiciones para 
encarar la crisis, que otros en la que aquella cayó en forma 
notoria en el decenio. Las posibilidades de satisfacer nece- 
sidades básicas o proporcionar empleo son muy distintas, 
en comparación a la situación relativa que cada uno tenía 
una década antes. La diferencia está asociada a la forma en 
que fueron utilizados los cuantiosos recursos crediticios 
que llegaron en los últimos años desde el exterior. Algunos 
países los destinaron básicamente a incrementar la tasa de 
formación de capital, y sin perjuicio de algunos errores de 
bulto que cometieron en este proceso, es evidente que al- 
gún avance no despreciable consiguieron. Otros países, en 
cambio, destinaron dichos recursos, debido a la excesiva 
e indiscriminada liberalización de las importaciones, a de- 
sustituir la producción nacional y, en definitiva, a debilitar 
el aparato productivo interno. Así sucedió principalmente 
en Chile, y con menos fuerza en Argentina y Uruguay. En 
varios países, además, se registraron fugas masivas de capi- 
tal; su intensidad estuvo asociada, en parte, a la libertad de 
acceso al mercado cambiario. como en Argentina, México 
y Venezuela. 

Un segundo elemento diferenciador de situaciones está 
dado por el peso relativo de la deuda en cada caso. Chile y 
Argentina, por ejemplo, exhiben un coeficiente de endeu- 
damiento bancario que duplica el de Brasil por unidad de 
producto (véase el cuadro 1). Influye también en impor- 
tante medida la composición de este producto, Hay países 
como México o Brasil que son más cerrados al comercio 
internacional, que satisfacen más sus necesidades con abas- 
tecimiento propio y que acusan, por tanto, coeficientes de 
comercio exterior más bajos. Sús deudas resultan entonces 
proporcionalmente más similares a las de países como AÁr- 
gentina y Chile, cuando se las compara con los respectivos 
volúmenes de exportaciones o importaciones. En otras 
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palabras, cuando se utiliza como referente el comercio ex- 
terior, llegamos a que los dos mayores países de la región 
se encuentran en situaciones más parecidas a Argentina y 
Chile que las que se configuran al adoptar como variable de 
referencia el coeficiente deuda/producto interno bruto. Sin 
embargo, debe tenerse presente que el comportamiento del 
comercio exterior constituye un indicador del margen de 
maniobra disponible en el corto y mediano plazo. En cam- 
bio, el coeficiente deudafIB indica cuál es el ámbito global 
de maniobra en el largo plazo para cada país; asimismo, en 
cualquier plazo, la relación con el PIB más que con las ex- 
portaciones, mide la incidencia del pago de intereses sobre 
el ahorro que queda disponible para financiar la formación 
interna de capital. 

¿Cuál es, a estas alturas, la capacidad de ajuste que tie- 
nen los distintos países? En términos generales, me parece 
que aquellos que desustituyeron importaciones y expandie- 
ron fuertemente sus compras de bienes de consumo en el 
exterior, poseen ahora un campo más amplio, a corto plazo, 
de maniobra que aquellos otros que continuaron durante el 
período anterior a la crisis profundizando el desarrollo de 
sus fuerzas productivas internas. Chile y Argentina se abrie- 
ron tanto al exterior, que al momento de iniciar el ajuste 
tenían un espacio considerable de sustitución fácil de im- 
portaciones durante algún tiempo. El margen de maniobra 
de Brasil, en cambio, es más escaso en ese sentido, máxime 
si se considera que cerca de la mitad de sus importaciones 
corresponde a petróleo. Esto no significa que en este últi- 
mo tipo de países no haya margen alguno para sustitución; 
sólo que no es fácil. 

La cooperación regional constituye también un instru- 
mento que ofrece posibilidades para que el ajuste de nues- 
tros países sea menos doloroso y más dinámico. Sabemos 
que este proceso ha estado de capa caída en los últimos 
años: la ALADL el Pacto Andino en menor grado, el merca- 
do común centroamericano han languidecido. Sin embargo, 
hay aquí espacio para promover una resustitución de im- 
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portaciones a una escala regional o subregional0,. Existe un 
terreno inexplotado, pero que se va perdiendo mientras 
más tiempo se deje pasar, porque entretanto cada pais se 
encierra en sí mismo y se siente inclinado a poner obstácu- 
los al intercambio con los otros. Hay aquí un espacio obje- 
tivo 'para recomponer en alguna medida el intercambio 
intrarregional, desviando comercio desde terceros países 
hacia América Latina, en favor de producciones regionales, 
Se trata de un potencial común para todas las economías 
de la región, en el sentido de que todas pueden ganar algo 
con un proceso de este tipo. El problema reside en cómo 
se procede, en cuáles son los mecanismos que se utilizan. 
de modo de asegurar una distribución equitativa y racional 
de los beneficios potenciales, para que los países decidan 
embarcarse, y luego mantenerse en el acuerdo. Mientras no 
se proceda así, ese espacio seguirá desaprovechándose. las 
potencialidades continuarán reduciéndose y el intercam- 
bio intrarregional disminuirá, como viene sucediendo en 
estos años. Si no avanzamos, si no forjamos avances 
estructurales, no es que nos quedemos donde mismo, sino 
que retrocedemos. La inercia deteriora las posibilidades de 
exportación y de sustitución dentro del marco latinoame- 
ricano. La cooperación las amplifica en la medida que se 
acondicione la realidad nacional e internacional. 

En torno a la capacidad de renegociación de la deuda 
externa habría que partir diciendo que nadie está propo- 
niendo que todos los países renegocien en bloque todos los 
detalles de sus deudas respectivas con los acreedores, orga- 
nizados también en su cartel. Esa es una fórmula que 
carece de toda viabilidad práctica. De lo que se trata es de 
unirse para intentar modificar, en conjunto, el marco glo- 
bal dentro del cual cada país debe luego negociar. Hasta 
hoy los acreedores y sus gobiernos han defendido el cartel 
bancario pero se han opuesto férreamente a cualquier acción 
conjunta de los deudores. Y éstos han permanecido pasivos 
hasta este momento. Ahora bien, en este plano se puede es- 
perar que la realidad termine imponiéndose a los diagnósti- 
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cos y proyecciones excesivamente optimistas, aunque cabe 
lamentar los costos sociales y económicos que entrañará el 
tiempo que todo esto demore. En la medida en que el pro- 
blema de fondo no se logre solucionar mediante los expe- 
dientes convencionales y en que los países deban celebrar 
sucesivos convenios con el Fondo y con la banca acreedora, 
por lo demás sin que ellos se cumplan en plenitud, enton- 
ces todos los actores involucrados se verán empujados a 
reconocer el imperativo de modificar el marco global. Se 
verán obligados a admitir, acreedores y deudores, países 
del norte y del sur, organismos internacionales y gobiernos 
de las más diversas orientaciones ideológicas, que el proble- 
ma de la deuda contiene elementos coyunturales, sin duda, 
pero que su esencia es incuestionablemente estructural. Ha- 
brá entonces que negociar nuevas condiciones, más realistas 
y justas, en materia de plazos, tasas de interés, proteccio- 
nismo, términos del intercambio, reactivación de las econo- 
mías de los países deudores, resurgimiento de los créditos 
oficiales, puesta en marcha de programas de la UNCTAD que 
han estado archivados por largo tiempo, etc.(10), 

Existe, claro está, alguna posibilidad de que en definitiva 
todo el problema no pase de ser un fenómeno coyuntural. 
Que mejoren sustancialmente en el futuro próximo los pre- 
cios de las materias primas, que los mercados de los países 
industrializados se abran en forma transparente y amplia a 
las exportaciones provenientes del mundo en desarrollo, 
que los préstamos bancarios se reactiven y su acceso vuelva 
a ser expedito, que las tasas de interés experimenten una 
caída apreciable. Sin embargo, la posibilidad de que 
todas estas variables positivas se conjuguen y tengan ade- 
más la intensidad requerida, dado lo deprimido de la situa- 
ción actual, es extremadamente remota. Lo más probable 
es que persista el problema estructural y que, entonces, el 
peso de la realidad termine por imponer los ajustes en el 
marco global a que se resisten los que ahora detentan el 
poder decisorio. 

Nuestros países tienen al menos un par de elementos 
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] Para presionar en la dirección de un nuevo marco. Ya se 
' mencionó la existencia de flujos netos negativos con los 
bancos, Estos saldos no se dan en relación con una u otra 
institución financiera privada, sino que tienen un carácter 


más bien generalizado. Se configura así, entonces, un im- 
ñ Portante elemento de presión frente a la gran banca inter- 

nacional, ya que de hecho nuestros países se han transfor. 
1 


mado desde 1982 en exportadores netos de recursos finan- 
cieros, y de su contrapartida real que es el superávit en el 
balance comercial. 

En segundo lugar, parte significativa de la deuda externa 
fue contratada en el período de auge sin que contara con la 
garantía del Estado. Los acreedores han presionado en las 
renegociaciones para obtener el aval del sector Público y 
para que los gobiernos de los países deudores apoyen a su 
sector privado de manera que sirva sus compromisos exter- 
nos. En estos casos, en especial cuando el deudor privado 
enfrenta dificultades para efectuar su servicio, el gobierno 
local tiene en principio un gran poder de negociación. 

En el caso de Chile, por ejemplo, más del 60 por ciento 
de la deuda vigente carece de la garantía estatal, lo que 
ofrece un margen de negociación con los acreedores. del 
cual no se ha hecho uso desgraciadamente, muy superior al 
que tienen, por cierto, los países cuyo endeudamiento tuvo 
lugar básicamente a través del sector público o con la ga- 
rantía del respectivo gobierno. 

La capacidad de ajuste nacional, en un sentido construc- 
tivo, se encuentra condicionada en dosis apreciable, por la 
situación política imperante al interior de cada Estado. Es 
muy distinta la capacidad potencial que tiene un gobierno 
autoritario, cuyo modelo económico ha fracasado en for- 
ma rotunda, que ha perdido credibilidad y apoyo y sólo se 
mantiene en el poder por la fuerza de las armas, de la tiene 
un gobierno democrático, capaz de lograr la cohesión so- 
cial. Sería ingenuo sostener que los gobiernos surgidos de 
la voluntad popular no cometen errores, no pierden credr 
bilidad, ni pierden la capacidad de conducir los procesos in- 
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ternos. Pero en un esquema democrático hay renovación, y 
cuando se producen estas situaciones se crean condiciones 
más favorables para que surjan nuevos hombres, nuevas 
ideas, capaces de generar nuevos consensos y de movilizar 
el potencial de desarrollo existente en cada país. Esto no 
ocurre con los regímenes autoritarios que aún persisten en 
nuestras naciones. A ellos la crisis les ha derrumbado sus 
modelos; apostaron a que la recesión sería breve y a que 
todo volvería en breve plazo a ser como antes. En cambio, 
por su profundidad, la crisis plantea la urgencia de una 
reestructuración de las economías nacionales. Ello requiere 
creatividad, capacidad de conducción constructiva y cohe- 
sión nacional. Todas condiciones tan ajenas al autoritaris- 
mo. 

Un sistema democrático ofrece mejores posibilidades en 
todos esos sentidos. Sin embargo, la gravedad de la situa- 
ción actual conlleva el peligro de que regímenes democráti- 
cos pierdan la capacidad de generar los consensos sociales 
y políticos necesarios para enfrentar la crisis y que den 
lugar a aventuras autoritarias. 

Por otra parte, por su propia naturaleza, los gobiernos 
democráticos tienden a poseer mayor capacidad para la 
concertación y acción conjunta con las otras naciones, y 
tienen una vocación más latinoamericanista. Estos son in- 
gredientes necesarios para avanzar en la solución de la 
dimensión externa del problema de la deuda. 

En la esfera de lo más propiamente económico resulta 
evidente que las economías latinoamericanas, en general, re- 
quieren acometer cambios estructurales muy profundos, 
harto más de fondo que los que fueron necesarios en las 

décadas anteriores. Esta necesidad se encuentra asociada al 
acostumbramiento que se fue produciendo en nuestras eco- 
nomías a la situación imperante a fines de los años setenta, 
como si ella hubiese estado destinada a perdurar de manera 
indefinida. 

Nuestras economías deberán habituarse ahora, por el 
contrario, a funcionar con una menor disponibilidad de 
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divisas. Por otra parte, el carácter de los desafíos que se 
visualizan para el futuro obligará al Estado a asumir en 
varios países de la región, al margen de consideraciones 
ideológicas, en respuesta a imperativos pragmáticos, un rol 
mucho más vigoroso en la conducción del proceso econó- 
mico. Esto reabriría la necesidad de diseño de normas que 
mejoren la eficiencia de las actividades públicas y que posi- 
biliten su control social. La región en su conjunto, asimis- 
mo, tendrá que abocarse a una nueva fase de sustitución 
de importaciones, una vez más bajo el peso de las circuns- 
tancias. Naturalmente, resultará determinante la forma en 
que se encauce este proceso. Si se intenta reeditar en forma 
mecánica la experiencia de los años cincuenta, con toda su 
improvisación, lo más probable es que los resultados termi- 
nen siendo menos positivos o más negativos que por aquel 
entonces, ya que la región en su conjunto se encuentra hoy 
en un estado más avanzado de industrialización, por lo cual 
la selectividad y coherencia es más necesaria. 

Es posible que la inversión extranjera directa tienda a 
acrecentar en algún grado su limitada importancia de los 
últimos años. No cabe esperar ningún repunte espectacular, 
por más que los países ofrezcan condiciones muy favora- 
bles de acogida, pero sí algún flujo digno de ser tomado en 
cuenta y utilizado en la mejor forma posible para la pro- 
moción del desarrollo del país huésped. Es un potencial 
que, sin embargo, puede malograrse si es que los gobiernos 
no adoptan los resguardos imprescindibles para evitar nue- 
vas formas de dependencia frente al capital extranjero. Es 
preciso en consecuencia definir criterios selectivos, de 
modo que los recursos externos lleguen a las áreas que a 
cada país le interesen, contribuyan a la expansión de las 
exportaciones, y el desarrollo tecnológico y económico no 
se quede concentrado en ese enclave, sino que se difunda 
al resto de las actividades productivas. De esta forma, la 
inversión extranjera obtendrá una retribución justa, gozan- 
do de la estabilidad y seguridades que requiere, y los países 
acrecentarán su autonomía y maximizarán su crecimiento. 
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Particular cuidado hay que tener en coyunturas tan depri- 
midas como las actuales, porque en ellas suelen llegar inver- 
sionistas extranjeros que disponen de las indispensables di- 
visas; entonces, compran a precios irrisorios actividades e 
industrias nacionales, convencidos de que aún si las condi- 
ciones políticas cambiara drásticamente mañana y ellos 
fueran expropiados, el negocio seguiría siendo conveniente 
por la altísima rentabilidad que les asegura en el corto 
plazo. 

Me parece imprescindible, igualmente, que en los próxi- 
mos años se acreciente la cooperación regional. Ya señalé 
que hay un campo virgen para que se den pasos concretos 
en tal sentido. Incluso, existen ciertas posibilidades de 
cooperación Sur-Sur, ya que hay ámbitos en los cuales gru- 
pos de países tienen intereses en común. No se trata de 
promover acciones comunes entre todos los países del 
Tercer Mundo. Pero acuerdos entre grupos más pequeños 
parecen viables para el futuro próximo por las obvias ven- 
tajas que tendrían para todos los participantes. 

Considero, por último, que debería operarse un cambio 
apreciable en los patrones de consumo imperantes en la re- 
gión. En el decenio pasado hubo una tendencia muy mar- 
cada a imitar en este terreno a las naciones industrializadas. 
La imitación se vió favorecida por la enorme afluencia de 
recursos externos, que se destinaron, como ya hemos visto, 
en alto porcentaje a financiar un consumo artificial para lo 
que son los niveles promedios de ingreso en la mayoría de 
nuestros países. Las importaciones que afluyeron en gran- 
des cantidades a la región eran en su mayor parte muy ca- 
racterísticas del nivel y la estructura de consumo de socie- 
dades industrializadas, con niveles de ingresos 350 10 veces 
los de las naciones latinoamericanas. 

Ahora bien, esas importaciones han caído drásticamente 
y lo más probable es que permanezcan en el deprimido 
nivel actual, a causa de la enorme estrechez de divisas que 
están afrontando y seguirán afrontando nuestros países. 
He aquí un factor externo, que presionará en forma indi- 
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recta pero vigorosa en favor de una estructura de consumo 
más igualitaria. La composición misma de la oferta Enea 
dejará de ser tan compleja y amplia en términos Cuantas 
vos. Habrá que formularse entonces una pregunta decisiva: 
¿Queremos con el proceso de re-sustitución de importacio- 
nes reproducir, ahora con producción nacional, la estructu- 
ra de consumo de las naciones industrializadas que por 
algún tiempo tuvieron algunos sectores merced a las impor- 
taciones y, en definitiva, a la gran afluencia de crédito ex- 
terno? ¿O queremos más bien poner el acento, en esta fase 
inevitable de re-sustitución, en los sectores que producen 
para satisfacer las necesidades básicas de la población? Me 
parece que por diversas razones, técnicas y de carácter éti- 
co, la alternativa conveniente es la segunda. Yo confío que 
con las experiencias neoliberales en varios de nuestros 
países durante los últimos años ha quedado en evidencia 
que para promover una mayor igualdad, no es posible igno- 
rar lo que sucede con la estructura productiva y concen- 
trarse únicamente en programas de erradicación de la 
extrema miseria o en algunas líneas de subsidios. Tal vez 
dichos instrumentos sean eficientes y suficientes en otras 
sociedades, cuyos niveles de ingreso son muy superiores a 
los nuestros y que registran grados de desigualdad muy in- 
feriores. Pero en nuestras economías resulta ineludible a mi 
juicio promover una mayor dispersión en la composición 
del consumo. Y una estructura de la producción concor- 
dante. 

Las crisis, por más profundas y costosas, “encierran gran- 
des potencialidades. Involucran la posibilidad de acceder a 
nuevas etapas cualitativamente distintas, en este caso en el 
proceso de desarrollo económico y político, habida cuenta 
de la relación inextricable que existe entre ambas dimen- 
siones. He señalado algunas potencialidades y rangos de 
maniobra de que disponen nuestros países en la crítica 
hora actual. Hay que tener en cuenta que son sólo poten- 
cialidades. Por desgracia, no existe ninguna certidumbre de 
que vayan ellas a ser aprovechadas. El peligro de dejarse 
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llevar por el camino más fácil es muy grande, pues eso sería 
limitarse a tratar de empezar a producir internamente lo 
que se dejó de traer desde el exterior y abrirse indiscrimi- 
nadamente a la inversión extranjera. Es el camino más fácil, 
porque en el corto plazo crea la ilusión de poder eludir los 
grandes desafíos y complejidades que involucran la restruc- 
turación de nuestras economías y la redefinición de las 
estrategias de desarrollo. 

Ese camino, sin embargo, se revelaría a poco andar insu- 
ficiente y equivocado. No sólo haría imposible un creci- 
miento sostenido y estable, sino que sería incapaz de satis- 
facer las aspiraciones de nuestros pueblos, que quieren 
sociedades más autónomas y más equitativas 1). 
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NOTAS 


1. Ambos, el aumento de la dimensión global del mercado y la mayor partici- 
pación de los países en desarrollo involucraban flujos anuales muy elevados. 
Como respondían a un ajuste de stocks, eran esencialmente transitorios. 

2.En general; los analistas tenían a la vista antecedentes respecto de los crédi- 
tos bancarios sindicados dados a la publicidad. Estos eran de plazos más 
largos que el crédito bancario promedio. De hecho, hacia fines de los seten- 
ta en los nuevos préstamos se realizaron, en promedio, a plazos cada vez 
más breves. 

3.Según una fuente distinta, que es la deuda externa de Chile calculada por el 
Banco Central, el aumento es de 57%, cifra también muy alta. Las cifras 
del Banco de Pagos Internacionales, que son las que usamos aquí, excluyen 
los préstamos bancarios entre países en desarrollo. 

4.Es interesante constatar que en un comienzo el acceso a los mercados inter- 
nacionales de capitales privados aumentó la autonom ía de los países duedo- 
res. Sin embargo, a medida que se elevó el grado de exposición, la autono- 
mía fue perdiéndose. Debido a la forma como operan los bancos, el cambio 
de imagen de solvencia (creditworthiness) en vez de ser gradual suele ser 
abrupto. Esto es, la oferta se ““verticaliza”” bruscamente. 

5.Sobre Perú y Bolivia véanse, respectivamente, R. Devlin: Los bancos trans- 

- nacionales y el financiamiento externo del Perú: 1965-1976 (Santiago: Na- 
ciones Unidas, 1980); R. Devlin y M. Mortimore: “Los bancos transnacio- 
nales, el Estado y el endeudamiento en Bolivia”, Estudios e Informes n. 26 
(Santiago: Naciones Unidas, 1983). Sobre Argentina, Brasil, Colombia, 
Chile y México, ver R. Ffrench-Davis, edit., Relaciones financieras externas 
y desarrollo nacional, Lectura 47 (México: Fondo de Cultura Económica, 
1983) y M. Wionczek, edit., Politics and economics of Latin American in- 
debtedness (Boulder: Westview press, 1984). 

6.Es conveniente distinguir entre préstamos netos y flujos netos de fondos. 

Los primeros son iguales a los créditos brutos menos amortizaciones; los 

segundos son iguales a los préstamos netos menos los pagos de intereses. 

7.Por supuesto, esto significa que una moratoria unilateral no tenga otros 
costos. El argumento del texto se refiere al signo del flujo neto como un 
factor de peso en un proceso de renegociación. 

8.En CIEPLAN: Reconstrucción económica para la democracia (Santiago: 

Cieplan-Editorial Aconcagua, 1983) examinamos las caracteristicas que 

deberían adoptar las políticas nacionales de comercio exterior en las con- 

diciones que probablemente imperarán en la economía internacional. 
9.Véase R. Ffrench-Davis: “El problema de la deuda externa en América 

Latina: tendencias y perspectivas”, Integración Latinoamericana n. 83. 
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10.Si no todos estos componentes por lo menos un conjunto de varios de 
ellos. 

.Otras fuentes bibliográficas, además de las citadas son: Cepal: “Politicas 
de ajuste y renogociación de la deuda externa”, E/CEPAL/SES. 20/g. 17, 
Santiago, 1984; W. Cline: “International debt and the stability of the 
world economy”, Institute for international economics, N 4, Washington, 
1983; A. Ferrer: ¿Puede Argentina pagar su deuda externa? (Buenos Aires: 
El Cid Editor, 1982); A. Fislow: “Coping with the creeping crisis of debts”, 
en Wionczek, op. cit., nota 5. 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Aspectos económicos de la 
transición y consolidación 
de la democracia 


Enrique V. Iglesias 
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AL OBSERVAR las perspectivas actuales y futuras de la región, 
lo que parece surgir como apreciación general es que, si 
bien es difícil llegar a los procesos democráticos, más difí- 
cil aún parece poder sostenerlos en condiciones de viabili- 
dad política y social, dadas las actuales condiciones de la 
región y la dificultad para llegar a una forma de aproxima- 
ción diferente en cuanto a las actitudes políticas y a las 


fórmulas tecnocráticas en que dichas actitudes suelen 
basarse. 


A pesar de la enorme heterogeneidad de situaciones, que 
hace difícil generalizar en cualquier campo y sobre todo en 
el político, puede apreciarse la tendencia a un peligroso 
reduccionismo en la discusión del tema. En algunos casos, 
éste se plantea solamente como problema político, sin en- 
tender exactamente la dimensión de la palabra. Otras veces 
se recurre a un reduccionismo economicista, que plantea 
fórmulas sumamente voluntaristas acerca de lo que habría 
que hacer, sin precisar en cambio cómo podría hacerse. Por 
último, suele caerse en el reduccionismo en relación con 
los factores externos, como en cierta medida nos ocurre en 
este momento cuando tratamos la deuda externa, olvidan- 
do que muchos países de la región seguirían teniendo pro- 
blemas muy graves aun cuando la situación de endeuda- 
miento se resolviera de una u otra forma. 
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Creo que el tema debería ser planteado dentro de la 
perspectiva de las realidades objetivas que nos toca vivir. 
En este sentido, habría que partir del reconocimiento de 
que la actual crisis traduce desequilibrios estructurales muy 
profundos de nuestro desarrollo económico, social y políti- 
co del pasado y que, como dijo Ricardo Ffrench-Davis, en 
la gestación inmediata de la crisis no sólo influyen las 
características negativas de la coyuntura internacional, sino 
también gruesos errores en materia de políticas económicas 
y el colapso de una serie de modelos basados en gran medi- 
da en el endeudamiento externo, que se vieron “traiciona- 
dos” por el alza espectacular de las tasas de interés y por la 
persistencia de una relación de intercambio negativa para 
la región. Además, habría que reconocer que abordamos el 
tema desde una triple herencia. Por una parte, está la 
herencia económica, que significa la destrucción del apara- 
to productivo en muchos países. Por otra, está la herencia 
social, la tremenda heterogeneidad producida en América 
Latina y el surgimiento de diversos actores sociales nuevos, 
lo que genera una complejidad difícil de aprender en forma 
coherente; en este plano hay que considerar una profunda 
frustración de expectativas y de aspiraciones de carácter 
social, atimentadas —entre otras cosas— por modelos mone- 
taristas y por endeudamiento externo, las que limitan fuer- 
temente la posibilidad de cualquier política de austeridad. 
y el violento deterioro de los sectores más populares, cier- 
tamente golpeados con particular fuerza por la crisis actual. 
Como tercer aspecto de esta herencia habría que pensar en 
el nuevo mundo de relaciones internacionales, de caracte- 
rísticas sumanente dramáticas, en el que el mundo indus- 
trial demuestra una actitud mucho más cruda, manifiesta 
en el creciente colapso del multilateralismo y de sus insti- 
tuciones y en una crisis de la solidaridad, en el sentido más 
genérico del término. Tal como en ocasiones se ha hablado 
de la real política, creo que existe una suerte de real econo- 
mía, en las que se han de tomar en cuenta las condiciones 
que existen, sin que nosotros podamos llegar a cambiarlas 
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(y esto resulta muy grave, por cuanto implica que es difícil 
que en el plano internacional se materialicen, en el corto 
plazo. las soluciones voluntaristas). Esta triple herencia 
marca el conjunto de realidades objetivas a las que me refe- 
ría. y es importante reconocer que cualquier tipo de mode- 
lo alternativo que se intente elaborar tiene que tener en 
cuenta. desde la partida, estas condicionantes de origen 
externo y de origen interno. 
En cuanto a las condiciones externas y la confusión que 
hay respecto de la evolución del ciclo internacional, no 
está claro cuál es el rumbo de la economía mundial, a pesar 
de la reactivación vigorosa de la economía de los Estados 
Unidos: junto con ella se ha dado una crisis de la teoría de 
los motores de crecimiento, por cuanto las tasas de interés 
amenazan con seguir siendo el factor capaz de desbaratar 
la teoría. Otro elemento importante que acompaña a las 
dudas respecto de la evolución del ciclo es que las corrien- 
tes financieras van a ser mucho más limitadas y selectivas. 
Sería una ilusión —por decir lo menos— pensar que el futu- 
ro será en este aspecto semejante a la situación que vivimos 
en los años setenta: los capitales se han limitado y nuestra 
credibilidad externa se ha deteriorado por razones de todos 
conocidas, y esto hace suponer que el futuro se parecerá 
más a los años cincuenta, en que la disponibilidad de capi- 
tales era mucho más selectiva y mucho más modesta. A 
todo esto hay que agregar un ambiente comercial que no 
puede considerarse como de creciente transparencia; a 
pesar de las acciones de algunos países, notablemente los 
Estados Unidos, y de las declaraciones en contrario, existe 
la tendencia en el mundo a una situación de creciente 
interferencia y creciente proteccionismo en diversas formas. 
Esto representa una diferencia muy grande; no cabe olvidar 
que el punto de apoyo consciente o inconsciente de mu- 
chas de las aventuras neoliberales del mundo fue una tasa 
de crecimiento del comercio mundial del orden del 80/o 
durante veinte años, contra un crecimiento de apenas 10/0 
en los primeros cuarenta años del siglo, por lo que la mar- 
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cada diferencia en la dinámica del comercio mundial es 
muy importante para cualquier opción de desarrollo. Me 
temo que el período que vendrá —nadie lo proyecta en for- 
ma diferente— será limitado en cuanto a las tasas de creci- 
miento del comercio, lo que es también una hipótesis im- 
portante. Otra condicionante externa que preocupa enor- 
memente a la cera es la de los cambios estructurales en la 
economía capitalista —y también en la socialista— debido 
a la evolución de las altas tecnologías o a factores nuevos, 
como el de la biogenética, en cuanto afectarán las ventajas 
comparativas que creíamos definitivamente adquiridas o 
incorporadas en nuestros procesos de desarrollo; es una 
ingenuidad pensar que podríamos sustraernos a este proce- 
so de modernización, como se le llama en Europa, sin un 
retraso histórico que quizás sea política y socialmente 
insostenible. 

Las condicionantes internas son más inmediatas y en 
muchos casos más visibles. Hay que mencionar el fuerte 
vuelco de los años 1981-1983, que marcan el peor período 
de los últimos cincuenta años, con un retroceso notable en 
el crecimiento del producto por habitante en los países de 
la región. Algunas proyecciones muy simples hechas por 
la CEPAL nos hacen pensar que en el mejor de los casos 
América Latina tendrá en 1990 el ingreso per cápita de 
1980, lo que supone un retroceso muy grave en todos los 
planos. Y existe además una deuda acumulada que hay que 
servir, la que en este momento se ubica entre el 5 y 100/0 
del producto bruto, con las presentes tasas de interés. 

El manejo del necesario período de recesión. de austeri- 
dad o de reactivación puede basarse en el control de la va- 
riable inflacionaria, lo que hace una enorme diferencia: es 
bueno reconocerlo en el caso chileno. Y otra de las cond+ 
cionantes internas está constituida por las expectativas de 
una sociedad eminentemente urbana y educada, cuyos 
grupos técnicos o profesionales muestran altísimos índices 


de desocupación, lo que crea un sector muy sensible en la 
dinámica social. 
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Es importante evaluar este gran conjunto de condicio- 
nantes internas y externas para determinar los límites de lo 
posible. El margen de maniobra de los gobiernos de Améri- 
ca Latina, desde este punto de vista, se ve como muy lim+ 
tado. Ciertamente se puede sostener —y creemos en ello— 
que un gobierno democrático puede hacer aflorar en una 
sociedad elementos de vigor y cohesión social, elementos 
para pactos colectivos, que objetivamente son factores 
muy importantes; pero, en el plano técnico, no podemos 
crear la ilusión de que las cosas pueden ser fáciles. Estamos 
condenados a un período de austeridad y quizás de tanteo 
en muchas de las políticas. No quiero aparecer como dema- 
siado sombrío, pero debo reiterar que en este momento 
hay fuerte limitación en los márgenes de maniobra, y esto 
agrava la dimensión política del problema, porque aumenta 
la necesidad de una suerte de negociación de tipo social 
para administrar el proceso en forma que permita la super- 
vivencia de los procesos democráticos y su consolidación. 
Sería una ilusión no tomar en cuenta estas limitaciones, 
que pueden apreciarse en los países de procesos democráti- 
cos recientes, en cuyos gobiernos se dan actualmente la 
angustia y la posible desesperación que traen consigo las 
dificultades de administración de los procesos en estas 
condiciones. 

En este esquema, y como decía Ricardo Ffrench-Davis, 
el tema de la deuda externa es la medida del margen de 
maniobra que está dejando el sector externo para los pla- 
nes inmediatos. Desgraciadamente, en esta materia, si bien 
ha habido una evolución en el plano internacional, no 
existe todavía una conciencia clara del problema. Es cierto 
que en el sector bancario internacional —rm1 y Banco Mun- 
dial— hay cambios y que, al igual que en los gobiernos, se 
está tomando conciencia de que en las hipótesis acerca del 
proceso de ajuste había algunos elementos básicos que no 
se avenían con la realidad: no se puede ya ignorar la violen- 
ta y prolongada recesión. Si bien hay países que han mos- 
trado una increíble capacidad de adaptación a un ajuste 
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que llega a límites aparentemente insoportables, E can 
muestras evidentes de las dificultades que: PIESENTA: 68€ 
camino. Pero este tipo de comprensión no se ha extendido 
aún a la banca de los Estados Unidos, donde se cree, a pe- 
sar de la baja del ciclo internacional y del alza de las tasas 
de interés, que el sistema seguira operando de acuerdo con 
las normas actuales, aunque tanto el alza de los intereses 
como la situación de la relación de intercambio hacen di- 
fícil, dentro de ese marco, vislumbrar una ás para el 
o A referirme al cambio de actitud de los 
países de América Latina, que es uno de los testimonios 
que puedo dar en forma más directa. Hasta hace un año. 
los países evitaban todo asomo de impresión de un tra- 
tamiento conjunto del problema de la deuda externa. Ac- 
tualmente se percibe mejor lo que sucede en varios países 
de la región y se sabe que la situación no puede prolongar- 
se. La fuerza de los problemas ha llevado, en los hechos. 
a una regionalización del tema de la deuda. En este senti- 
do, a mi juicio, la reunión de Quito fue un hito muy im- 
portante; también lo que es el que se haya hablado del 
endeudamiento en la reunión del BID, y que haya habido 
una intensa discusión del tema en la reciente reunión de 
la CEPAL. Pienso que todos quisiéramos que el tema se 
abordara desde una perspectiva de la razón, de un ajuste 
orgánico y de comprensión de los problemas. y Que si esto 
no es así, estaríamos expuestos a elementos de fuerza. a 
lo imprevisible de la reacción incontrolada de cualquier 
país o grupo de países ante situaciones de hecho. 

Dicho esto, hay ciertos puntos que podrían ser las bases 
de un planteo tecnocrático de soluciones de tipo político. 
Ciertamente el tema de los motores del crecimiento se en- 
cuentra cuestionado, y existe una vuelta hacia adentro. 
planteada con mucha inteligencia, que toma en cuenta el 
elemento de apertura externa. La historia nos ha enseñado 
en los últimos años que en cada país hay una proporción 
adecuada entre la profundización de los mercados internos 
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v la apertura externa, y de ello es buen ejemplo el caso del 

Brasil. En este sentido, será preciso redefinir el tema de las 

relaciones externas y. dentro de él, el del aporte real de la 

cooperación regional, sin caer en los extremos de ilusiones 
románticas ni de pragmatismos derrotistas, sino tomando 
en cuenta que los intereses comunes de la región pueden 
ser un elemento importante para moderar los efectos de la 
crisis. Creo, además, que es importante redimir y replantear 
el tema de la equidad, puesto que hay sectores sociales 
muy perjudicados por la crisis y, de no mediar cambios en 
las políticas, seguirán siendo afectados principalmente los 
sectores que viven en austeridad desde siempre. Por último. 
otro tema de interés para este planteo es el de la relación 
entre equidad y eficiencia, y la necesidad de mejorar la 
eficiencia colectiva de la sociedad, lo que no se ha conside- 
rado hasta ahora como objetivo central o bien, cuando se 
ha hecho, se ha dejado en manos de mecanismos automát:- 
cos y simplistas que de hecho han creado problemas ma- 
yores que los que pretendían solucionar. 

En cuanto a los instrumentos fundamentales de adminis- 
tración en esta etapa, yo destacaría, en primer lugar. la 
modernización del Estado, tema muy complejo y difícil. 
mencionado aquí ya en varias oportunidades. Es evidente 
que una situación como la actual no puede superarse sin 
una acción del Estado que organice los procesos y fije un 
cierto margen al desarrollo de las políticas. Por otra parte, 
y como lo destaca con mucha valentía el trabajo presen- 
tado sobre modelos alternativos, es preciso apelar a un cier- 
to tipo de macroeconomía, necesario para tener una visión 
integral de los problemas del desarrollo y para evitar ciertos 
excesos de un populismo que la historia ya no puede acep- 
tar. En este sentido, el manejo de las variables macroeconó- 
micas es de importancia fundamental. 

Por último, quisiera precaverme de tres tipos de excesos: 
el tecnoburocrático, que suele traducirse en la explicita- 
ción de una serie de objetivos sin abordar la instrumenta- 
ción posible de éstos en los períodos que nos toca vivir; el 
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del populismo excesivo, ante las expectativas de la socie- 
dad, y el del monetarismo, que centra la solución de los 
problemas en la administración de las políticas de precios. 
La complejidad de los problemas a los que nos vemos en- 
frentados llama a los grandes consensos sociales, a los gran- 
de pactos, y sobre todo al mejoramiento de las condiciones 
para un consenso, siempre con miras a poder consolidar los 


procesos democráticos en un período tan difícil como es el 
actual en América Latina. 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Continuidad y cambio 
del sistema de partidos: 
Brasil 


Bolivar Lamounier 


AF 


ANALIZARE ALGUNAS características de continuidad o de 
cambio entre el sistema de partidos del Brasil antes y 
despúes de 1964 y luego haré una: descripción muy rápida 
de cómo entiendo el proceso de la abertura, en qué consiste 
y dónde estamos en este proceso. Para comprender el nue- 
vo sistema de partidos que se está formando hay que 
ponerlo, necesariamente, en ese contexto. Evitaré una dis- 
cusión muy larga sobre el marco estructural de la política 
brasileña. También quiero declarar mi preferencia por po- 
nerestas cuestiones en el marco de un concepto minimalista 
de la democracia, es decir, de entenderla, en una primera 
aproximación, como un mecanismo institucional de cóm- 
petición y dejar como una cuestión abierta si los efectos de 
la operación de tales mecanismos son igualitarios o no, son 
desarrollados o no. Es decir, mi preferencia personal es 
por una conceptualización más o menos antiséptica de la 

democracia representativa. 

Si me preguntan sobre cuáles son los elementos de con- 
tinuidad entre el sistema de partido antes y después de 
1964, yo podría decir, sencillamente, que no son muchos. 
El punto quizás más importante en el cual hay continuidad 
es sencillo: tanto el sistema que prevaleció desde 1945 hasta 
1964, como los dos sistemas después de este año, tienen un 
espectro ideológico más o menos estrecho en comparación 
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con, por ejemplo, lo que había en Chile. Antes de 1964 
teníamos en Brasil trece partidos, pero con un espector 
ideológico bastante más cerrado que en otros Palos de 
América Latina. Basta indicar que el Partido Comunista, 
por ejemplo, en 62 años de existencia tuvo sólo dos años 
de legalidad. El Partido Socialista era muy pequeño. El 
Partido Laboral (prB), entre los grandes, era el que estaba 
más a la izquierda y había un cierto grado de diferencia- 
ción ideológica entre el Partido Laboral y los dos más con- 
servadores (UDN y PSD), pero no era una diferencia tan ta- 
jante como lo que había en Chile. Aunque estos partidos 
crearon formaciones distintas al nivel de liderazgo, ideolo- 
gías distintas, mentalidades distintas, visiones diferentes 
del problema del desarrollo en Brasil, no se puede decir que 
estas concepciones tenían mucha penetración en la socie- 
dad. Si tenemos que optar, en esta caracterización inicial. 
por un modelo de “partido de notable” o “partido de ma- 
sas”, antes de 1964 estábamos más cerca del primero, aun- 
que en proceso de expansión. 

Las diferencias son bastantes importantes. Desde luego 
hubo al final del período pre 1964 un grado extremada- 
mente alto de fragmentación y de fraccionamiento entre y 
dentro de los partidos. Es decir, el tamaño relativo de los 
partidos se aproximaba bastante en las últimas elecciones, 
por ejemplo al del año 1962. La polarización, la tensión so- 
cial y la crisis de 1961 a 1964, despúes de la renuncia del 
presidente Janos Quadros, llevó a un grado bastante alto 
de fragmentación dentro de los partidos. Es decir, que en 
condiciones normales de desarrollo, sin el golpe militar, 
quizás se podría hablar de un realineamiento y una trans- 
formación del sistema, quizás en el sentido de menos 
partidos, quizás terminando por hacer los partidos más dis- 
tintos ideológicamente, - 

Este proceso fue interrumpido por el golpe militar. Ah: 
empezamos a tener un cierto número de elementos de dis- 
continuidad extremadamente importantes. Voy a hacer un 
poco de reduccionismo. Hay que empezar llamando la aten- 
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ción sobre ciertos problemas de importancia en el contexto 
electoral y de la población del país que demuestra con 
mucha facilidad que no podía haber mucha continuidad 
entre el sistema pre y post 1964. Por ejemplo, la población 
urbana (si ésta se define en ciudades con más de 20.000 
habitantes) pasó de diez millones en 1950 a veinte millones 
en 1960 y a sesenta millones en 1980. Quiero subrayar aquí 
que ahora estamos hablando no de un electorado de 15 
millones, más o menos, pero sí de 60 millones y con enorme 
concentración en las grandes ciudades. El índice de urbani- 
zación de este electorado es ahora muy alto. Imaginarse una 
continuidad de los partidos anteriores, que no tenían mucha 
penetración, y no eran muy organizados, creo que es un 
argumento que falla a nivel puramente demográfico. Esta- 
mos efectivamente en frente a una situación totalmente 
distinta. 

El gobierno militar después de 1964 toleró y dejó a los 
mismos partidos por cerca de un año y medio. Al final de 
1965 los cambió por el Acto Institucional NO 2, El 
gobierno militar no tenía en este momento una concepción 
muy clara de sus objetivos (si era necesario partidos fuertes 
o ninguno). Entonces creó un sistema de dos partidos, defi- 
nidos, incluso desde el punto de vista legal, como organiza- 
ciones provisorias. Hay una interpretación muy frecuente 
de que quizás miraba el ejemplo mexicano y tenía alguna 
ilusión de crear en Brasil un partido hegemónico como el 
PRI mexicano. Otras interpretación —la que prefiero— es 
que no sabía y que tenía quizás alguna ilusión de tener un 
sistema bipartidista en un futuro próximo muy civilizado 
con alternancia y todo. En este momento creo que todo 
estaba abierto a pruebas. Era una decisión experimental de 
ver cómo las cosas iban a ocurrir. Es decir, había un go- 
bierno de tutela militar en que el partido gubernamental, 
aunque pudiera tener una cantidad considerable de votos, 
no tenía la función de un partido hegemónico ejerciendo 
funciones efectivas de control del Estado. Era una función 
más bien de legitimación, de compatibilización de intereses 
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y de mantención del mecanismo parlamentario que asegu- 
raba al gobierno un mínimo de continuidad institucional, 
pero con una crisis institucional siempre latente. NN 

Hay un caso que ilustra bastante bien esta proposición : 
una crisis no sólo parlamentaria, por la suspensión de los 
derechos de un diputado de la oposición en 1968. El go- 
bierno se vio forzado a crear la legislación llamada de fi- 
delidad partidaria, que era disciplinar a su propio partido, 
porque encontraba que no tenía el apoyo que necesitaba 
a nivel parlamentario. Curiosamente, el mecanismo de la 
“fidelidad partidaria” quizás haya servido muchísimo mejor 
a la oposición que al gobierno, a la oposición que se for- 
maba, que no tenía mucha credibilidad. En este período 
los dos partidos eran frecuentemente descritos en Brasil 
como el partido del “Sr” y el partido del “Sí, señor”. El 
partido del Sí era la oposición, el mMDB, una aglomeración 
muy extraña de diputados : algunos muy combativos, muy 
dispuestos a hacer oposición seria al gobierno militar, pero 
era también un partido grande, en un país muy diferencia- 
do, con regiones muy distintas y ahí también estabarr polí- 
ticos clientelistas, fisiológicos. La mayor capacidad de ac- 
ción de los diputados más combativos, asociada al hecho 
de que había un mecanismo legal que les permitía imponer 
ciertas disciplinas al partido, fue un hecho fundamental 
para comprender cómo se reforzó a la Oposición, que pre- 
servaba todavía un margen considerable para la disputa 
propiamente electoral. 

Este se] otro punto que deseo subrayar. El gobierno mili- 
tar brasileño, incluso en sus peores momentos, mantuvo el 
calendario electoral. Bajo esta condición, la simple distri- 
bución del electorado, la simple distribución espacial, la 
simple distribución entre ciudades y campo en Brasil le ase- 
gura en verdad a un partido de oposición como el mDs, en 
los peores momentos, al menos un cuarto o un tercio de la 
cámara federal y de las asambleas estaduales. Entonces, 
Cunqe en el año 1970, por ejemplo, con una glorificación 
del “milagro económico”, con toda la ideología del éxito 
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del régimen autoritario, con mucha violencia, con mucha 
suspensión de derechos directamente por actos arbitrarios, 
era todavía bastante competitiva la disputa propiamente 
electoral. Por eso es totalmente imposible a un partido 
eobiernista en Brasil llegar por medios normales a la situa- 
ción mexicana. 

Si hubiera habido mexicanización, tendría que haber 
sido en el año 1970, cuando la Arena, el partido guberna- 
mental. tuvo alrededor de dos tercios de la Cámara y del 
Senado. Pero éste es exactamente el momento en que los 
militares no lo admitirían jamás; es decir, en el punto del 
cierre autoritario del sistema en que todos los políticos ci- 
viles, sin excepción de la oposición o del gobierno, están 
bastante desmoralizados. Desde este punto podemos hacer 
algunas puntualizaciones sobre lo que pasó después del año 
1970, especialmente en 1974, cuando la disputa electoral 
volvió a un cierto punto de equilibrio —si por este se en- 
tiende que el caso de 1970 y 1966 fue demasiado atípico. 
Es decir, en condiciones un poco más abiertas de los 
medios de comunicación, el partido de la oposición, aun- 
que muchos de sus miembros no eran mínimamente cono- 
cidos, era un partido plenamente competitivo a nivel elec- 
toral. Por supuesto que la legislación vigente en Brasil en 
todo este tiempo no le ha permitido a la oposición un acce- 
so rápido al poder. 

Pero era perfectamente posible abrir y crear esos espa- 
cios electorales que le permitieron al partido de oposición 
crear su propia organización. No fue la organización del 
partido o de los viejos partidos que crearon los éxitos elec- 
torales, sino el crecimiento rápido y abrupto de su electo- 
rado en 1974 que le permitió expandir su organización en 
todo el país y mantener, desde entonces, una tendencia 
ascendente: más votos que el partido gubernamental en 
1982 y diez de los 23 gobernadores, incluso los de algunos 
de los principales estados. 

Aquí tenemos que hacer un paréntesis y meditar sobre 
qué significa esta coyuntura de 1974, el primer año del 


gobierno de Emilio Geisel. Dentro del proceso sucesorio 
cerrado de los militares, Geisel fue escogido en el segundo 
semestre de 1973 y asumió el poder en marzo de 1974. La 
elección legislativa estaba programada para noviembre de 
este año. Es muy importante precisamente este punto, por- 
que cuando Geisel asumió el poder los militares tenían 
decidido flexibilizar el sistema. Si ésto iba a ser una transi- 
ción clara, si iba a tener marcos simbólicos claros de transi- 
ción, es otra cuestión; sin embargo, tenía ya decidido 
empezar a flexibilizarse el sistema, porque conocía muy 
bien los enormes costos de la mantención de un régimen 
totalmente autoritario, aislado de la sociedad y con la 
corporación militar demasiado involucrada en el ejercicio 
cotidiano del poder. Ahora, es difícil afirmar si la decisión 
era para un proceso todavía más gradual de lo que fue el 
nuestro, o quizás menos gradual. Lo que más o menos 
sabemos es que en los primeros meses hay ciertas indicacio- 
nes que tenían un cierto deseo de realmente empezar una 
apertura más rápida, pero encontraron resistencias fuertes 
entre los militares de la línea más dura. Entonces todo el 
discurso de la abertura, en 1974, fue extremadamente vago. 
difuso. Apuntaba solamente a un proceso que llamaron de 
“institucionalización de la revolución”; es decir, una legali- 
zación o una intención de evitar el exceso de arbitrio, qui- 
zás una distensión para evitar los excesos represivos. Impli- 
caba, por ejemplo, efectivamente empezar a fiscalizar los 
aparatos represivos, empezar una liberalización gradual de 
la prensa y establecer, con un poco más de seriedad, las 
condiciones de propaganda electoral para el final de año. 

El hecho de que en noviembre de 1974 la oposición 
tuvo una victoria impresionante, bastante más grande que 
lo que esperaba el gobierno, creó en el caso brasileño un 
proceso de transición que es efectivamente distinto de lo 
que hemos visto, incluso en España. Es decir, es muchísi- 
mo más claro que es un transformismo, que es una trans- 
formación desde dentro del aparato estatal, en que los 
sectores más liberales del gobierno, de cierta manera. 
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eforzada por los resultados electorales 
fuerte, con más 


rlocutor real del 


tienen su posición Tr 
y por la creación de una oposición más 
condiciones de transformarse en un inte 


gobierno en los años siguientes. 
Estos son los puntos fundamentales de la abertura brasi- 


leña: Primero, fue efectivamente un caso de apertura a 
través de elecciones, es decir, la mantención del calendario 
electoral y el hecho de que en 1974 —una primera prueba 
muy importante—, la oposición tuvo un éxito considerable 
son hechos decisivos. Segundo, es un proceso que tenía 
una negociación implícita todo el tiempo; negociación 
implícita en el sentido de que la oposición, el mDB, obvia- 
mente era y todavía es lo que algunos autores llaman parti- 
do deslegitimado por el sistema. 

El mp5 brasileño es exactamente ésto: un interlocutor 
poderoso, una fuerza importante que flexibiliza al sistema, 
que lo presiona, pero que no es real y plenamente aceptado 
durante este período con una posibilidad clara de alternar- 
se en el poder. A pesar de esa deslegitimación se puede 
hablar de una negociación implícita en el sentido de que 
las medidas concretas y claras que tomó el gobierno de 
Geisel eran aceptadas y reconocidas como serias por la 
oposición. Entonces, hay un proceso, hasta cierto punto 
convergente, en que el gobierno militar pareciera recuperar 
una parte de su legitimidad declinante, en la medida en que 
se presentaba como agente de un proceso de normalización 
gradual. En este contexto, ciertas medidas eficaces y costo- 
sas que tomó Geisel para controlar los aparatos represivos 
fueron reconocidas como serias y respetables por la oposi- 
ción. 

Es decir, el gobierno —aunque de una manera ambigua y 
complicada— establecía un horizonte progresivo de cambio 
que permitía a líderes representativos y serios de la oposi- 
ción no radicalizar demasiado sus posiciones. Todo ésto 
crea un proceso seguro y complicado, pero que también es 
real. Esta es la cuestión principal de la abertura brasileña. 
El punto más importante en términos de confirmación de 
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esta tendencia fue el año 1979, en el gobierno de Joao 
Baptista Figueiredo. Hay qué recordar que Figueiredo 
venía de los aparatos de información y de inteligencia. 
pero cuando asumió la Presidencia implantó, efectivamente, 
la amnistía y otras medidas liberalizantes. Geisel mismo 
había terminado con el Acto Institucional NO 5, que hacía 
de la Presidencia algo realmente imperial, como en tiempos 
de Napoleón Bonaparte. Estos cambios son otro marco im- 
portante en abrir más la disputa electoral y darle más con- 
fianza al proceso. 

Al mismo tiempo, no se puede desconocer que (en abril 
del 84) nosotros estabamos lejos, muy lejos, de una plena 
democratización y de una plena alternancia en el poder. 
Bajo todo este proceso existe evidentemente una premisa 
implícita de tutela militar y de control sobre el proceso 
decisorio en el área económica. 

En consecuencia si miramos ahora a estos diez años. 
desde 1974, podemos percibir que el proceso marchó bien 
con esta convergencia, sin inestabilidades exageradas mien- 
tras la Oposición no tenía condiciones institucionales, 
legales, de poner en cuestión esa premisa de tutela y de 
control central de la política económica, de la sucesión y 
de estas cosas que el núcleo principal del poder militar 
siempre insistió en controlar. Estos son los puntos que 
sugieren o indican una posible situación de crisis institucio- 
nal bastante seria en los días que estamos viviendo ahora 
(1984). 

En el año 1981 tuvimos una situación bastante crítica 
en este sentido, cuando el Ejército rechazó por completo 
la posibilidad de investigaciones independientes sobre un 
atentado terrorista en el “Río-Centro”. durante un show 
artístico el 10 de Mayo. Este fue un caso en que la credib+ 
lidad del proceso progresivo fue puesto en cuestión, por- 
que era muy claro que había indicios de participación de 
militares; entonces, ni los parlamentarios, ni la OPOsición, 
ni la prensa podían hacer más que denunciarlo. Pero no se 
podía ignorar. En este caso se mantfiesta una situación 
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muy real de tutela militar sobre el proceso. 

Otra indicación del cambio subyacente es que Geisel, e 
incluso Figueiredo durante los primeros dos o tres años de 
su gobierno, hicieron esfuerzos extremadamente importan- 
tes para mantener tasas de crecimiento económico bastante 
altas. La política económica del gobierno de Geisel fue 
bastante ambiciosa, quizás un tanto peligrosa e imprudente: 
es decir, había una decisión clara del gobierno de que no 
podía haber estancamiento. Hay un componente político 
relacionado con la apertura en la política económica. Había 
mucha claridad en la cúpula del Gobierno de que no podía 
promover este proceso de flexibilización y cambio a nivel 
político si tenían que imponer al mismo tiempo, como en 
1973 6 1974, una política de extremada austeridad a pro- 
pósito de la crisis del petróleo. Esto prosiguió hasta el año 
1981; es decir, una política bastante ambiciosa de susten- 
tación del crecimiento. 

Ahora estamos en una situación en que la tutela militar 
y el control de la política económica se pueden colocar en 
cuestión; vuelven a ser directamente concebidas como obs- 
táculos a la continuidad de un proceso legal, pacífico e 
institucional. Estas cosas están evidentemente latentas, 
pero la crisis de sucesión y presidencial del año 1984 las 
hace estallar. Es decir, la continuación dentro de las nor- 
mas legales de este juego puede llegar a un punto en que 
los dos elementos fundamentales —tutela militar y control 
del proceso económico— sean directamente colocados en 
cuestión. ¿Por qué? Porque a pesar de todos los increíbles 

controles que el gobierno ha establecido para controlar el 
proceso de sucesión, a pesar de todas las manipulaciones 
legales, no estoy seguro de que el gobierno tenga el control 
del proceso, incluso por el método de la elección indirecta. 
Hay una presión enorme de opinión pública para que la 
elección sea directa. En este caso estaremos frente a la 
hipótesis de cerrar el ciclo, de completar la transición, con 
una elección directa a la Presidencia. Incluso, si no es apro- 
bado este cambio institucional, no es tán difícil imaginar 
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que se pueda quebrar el mecanismo del Colegio Electoral. 
porque la diferencia de votos a favor del PDS —el partido 
gobiernista— no es tan grande. 

Hay, entonces, una incertidumbre considerable en 
este proceso. Existe, incluso, la posibilidad del cambio de 
la composición del Colegio Electoral indirecto por medios 
totalmente legales; por ejemplo, si un grupo de disidentes 
que existe en el partido gubernamental, que son entre SO y 
60 diputados, decide crear otro partido. Este nuevo parti- 
do difícilmente podría presentar otro candidato presiden- 
cial. Pero el mismo hecho de crearlo le sacaría al partido 
gubernamental (pps) la mayoría que ahora tiene en el 
Colegio. Por eso, creo que efectivamente estamos enfren- 
tando una situación de crisis del mecanismo establecido, 
cuando un cambio dentro de reglas legales es perfectamen- 
te concebible. Entonces están igualmente abiertas diversas 
hipótesis: a) un cambio hacia'la elección directa con el 
cierre del proceso de transición; b) algún tipo de negocia- 
ción con el Gobierno, que cada día es menos probable, 
de una sucesión negociada a través de la elección indirec- 
ta; y existe, por supuesto, con menor probabilidad, la 
hipótesis de retrocesos. Si de hecho el sistema montado 
para hacer la sucesión produce tanto la elección directa, o 
la inversión contra el régimen del mecanismo indirecto. 
puede haber una tentativa de retroceso, pero ésto sería la 
ruptura del régimen con sus propias leyes y bases institu- 
cionales con costos que serían evidentemente altos. ¿Y 
para hacer qué exactamente? No quiero irme muy adentro 
de esta cuestión, pero creo que para concebir el posible 
papel de los partidos en esta coyuntura (si van a volverse 
más ideológicos o más convergentes, catch-all parties, para 
saber qué tipo de sistema va a ocurrir con este proceso de 
reinstauración de los partidos), creo que tenemos que atra- 
vesar esta crisis de sucesión y verificar cómo va a ser el 
sistema político brasileño en los años que vienen. 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Continuidad y cambio 
de los partidos en el proceso 
de transición a la democracia. 


La democracia contra los partidos: 
el caso argentino 


Alain Rouquié 


Como SIEMPRE el caso argentino escapa a los modelos prees- 
tablecidos o universales: no hubo ni instauración ni restau- 
ración de los partidos políticos en este último episodio de 
vuelta al gobierno constitucional después de casi ocho años 
de dictadura militar. Lo que no significa que los partidos 
no han desempeñado un papel relevante en el proceso 
de transición al gobierno constitucional. De ahí las dos pre- 
guntas que tenemos que plantear para poder responder a 
este interrogante: Por un lado, en qué medida los partidos 
contribuyeron a la retirada de los militares y cómo incidió 
en el proceso de vuelta a la democracia su renovación o su 
conservación y, por el otro, mirando hacia el futuro, 
¿cómo la continuidad o el cambio de los partidos pueden 
provocar el afianzamiento de una democracia estable y 
duradera en la Argentina? 

Para abordar el problema, tenemos que partir no de la 
naturaleza de los precarios y transitorios regímenes políti- 
cos argentinos del último medio siglo, sean éstos civiles o 
militares, sino del subyacente sistema político. Desde este 
punto de vista, el caso argentino aparece como bastante 
peculiar, El autoritarismo, las dictaduras no surgen como 
algo excepcional, no configuran una especie de ruptura 
catastrófica de la continuidad política. No sólo en los últi- 
mos $0 años el militarismo es de índole cíclico sino que el 
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movimiento pendular entre gobiernos civiles y regímenes 
militares creó un sistema de alternancia perversa que hace 
que la vuelta de los civiles al gobierno después de eleccio- 
nes constitucionales no significa el restablecimiento de la 
democracia de manera estable. En este sistema, que se ha 
calificado a veces de pretorianizado, militares y civiles no 
aparecen como dos bandos enfrentados, ni mucho menos. 
Los oficiales de las fuerzas armadas son percibidos por la 
clase política como, protagonistas casi legítimos de la vida 
política desde hace más de 40 años y procurados en cuanto 
tal como aliados. Es preciso tener en cuenta todo eso para 
reflexionar sobre el papel de los partidos en la restauración 
y la consolidación de la democracia. 

A pesar de esta singular relación entre civiles y militares 
que parece restar importancia a los objetivos normales de 
los partidos políticos, el problema del sistema partidario es 
planteado por los mismos protagonistas de la vida política 


pretorianizada como un factor decisivo para la estabilidad 
política del país. 


El proceso a los partidos 


Desde por lo menos treinta años, encontramos entre las 
ideas difundidas acerca de la eruptiva vida política argenti- 
na, la responsabilidad de los partidos y su imprescindible 
transformación. Tanto los militares golpistas como los co- 
mentaristas políticos hacen hincapié en esta presunta debi 
lidad del sistema político que sería la principal fuente de 
inestabilidad. Los argumentos presentados a veces en 
forma de acusaciones otras veces como hipótesis se pueden 
reducir a cuatro grandes temas: 

1) Para los militares, por lo menos desde los años 60 
—pero estas ideas se encuentran ya en el 30 y en el golpe 
del 43, el objetivo de su provisoria toma d 
urgente necesidad de cambiar el cu 
modernizar los partidos 


el poder sería la 
adro partidario, de 
nacionales que no corresponden 
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más a las necesidades del momento. 

2) Tiene gran aceptación en los medios intelectuales la 
idea de que la multiplicación de los golpes de Estado se 
debería a la ausencia en el panorama partidario argentino 
de un gran partido conservador o de centro capaz de ganar 
legrtimamente las elecciones. 

3) La República argentina resultaría ingobernable debi- 
do al carácter mayoritario de un movimiento político de 
raíz populista y de tendencia autoritaria, el peronismo. 

4) Se suele subrayar también la poca representatividad de 
los partidos y su debilidad intrínseca en un sistema corporati- 
vizado en el que los intereses son representados por grupos 
de presión que acuden directamente al Estado sin pasar por 
el sistema político formal y los partidos. Para resumir, 
sería obvio que en un país de sindicatos fuertes, los parti- 
dos son débiles y que esa conjunción va en contra de los 
requisitos de la democracia. 

Estos cuatro puntos, que generalmente van implícita o 
explícitamente unidos en las argumentaciones sobre parti- 
dos, sean éstas de inspiración estrictamente liberal, radical- 
mente crítica o de tendencia autoritaria y antidemocrática, 
merecen algunas aclaraciones que nos van a permitir intro- 
ducir la problemática del cambio y de la continuidad de los 
partidos en relación a la ¡redemocratización del sistema 
político argentino. 

1) En todas las proclamas golpistas a partir del alegato 
de corte netamente fascistoide del general Uriburu en 
1930, aparece expresada la voluntad mesiánica de cambiar 
el cuadro partidario. Si bien se trata a menudo de un mero 

pretexto o de un ropaje político que disimula otros objeti- 
vos menos confesables, también abriga en substancia al 
lado de la denuncia clásica del arcaismo de los partidos en 
general (versión nacionalista) o de algunos en particular 
(versión liberal), cierta nostalgia de la Argentina pre-radical 
de principios de siglo y veleidades de creación del tan bara- 
Jado partido del centro conservador ilustrado y moderno, 
capaz de derrotar en elecciones libres y honestas tanto el 
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Peronismo demagógico como el radicalismo de los comités. 

Como bien se sabe, estos proyectos reiterados de refor. 
ma política han fracasado siempre estrepitosamente. Más 
aún, han producido efectos simétricamente inversos a los 
que se decía buscar. Las dictaduras militares argentinas no 
destruyen el sistema de partidos sino que lo congelan. Pro- 
hiben la actividad política por decreto pero sólo suspenden 
los grandes partidos “no subversivos”. Lo que produce la 
atrofia de la vida partidaria, el anquilosamiento de los 
mecanismos de adaptación a las nuevas realidades sociales 
con un notable envejecimiento de los líderes que permane- 
cen en la dirección de las fuerzas políticas mientras los pro- 
cesos normales de actualización están fuera de la ley. Así el 
militarismo argentino, lejos de permitir la renovación de 
los partidos y el recambio de líderes, provoca todo lo 
contrario. Los partidos, al no actuar, pierden legitimidad. 
Cuando se produce el deshielo político, los problemas 
nacionales se han generalmente agudizado por la incapaci- 
dad de los gobiernos militares y la falta de control y los 
instrumentos políticos normales para enfrentarlos son cada 
vez menos adecuados. El reformismo político de los milita- 
res alimenta así la inestabilidad en un proceso perverso 
entre self fulfilling prophecy y programación maquiavé- 
lica del retorno militar. Este proceso de asfixia de los par- 
tidos va junto con la ampliación del espacio reservado a los 
grupos de presión: sindicatos y Organizaciones patronales 
en los períodos de receso político funcionan normalmente 
O casi normalmente (a pesar de las intervenciones que sólo 
afectan la cúpula de los gremios) y si bien tampoco se re- 
nuevan, pueden por lo menos desempeñar sus funciones 
específicas y ocupar el vacío dejado por las fuerzas políti- 


cas. Así, con la bendición de los militares, avanza la Argen- 
tina corporativa. 


2) La hipótesis acerca de la ausenci 
conservador como razón del golpismo 
timado en la Argentina h 
cuales algunas elaboracio 


a de un gran partido 
repetitivo y casi legi- 
a tenido varias versiones entre las 
nes sociológicas). Parte del pre- 
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supuesto que los partidos existentes son de izquierda y no 
de centro-derecha y que sólo los grupos sociales que no se 
sienten representados por el abanico político existente 
acuden a los militares y llaman a la puerta de los cuarteles. 
Lo que no aparece del todo cierto. Ni el peronismo ni el 
radicalismo son partidos extremistas o revolucionarios. El 
primero tiene un fuerte componente conservador o de 
derecha radicalizada, el segundo se ha tradicionalmente 
ubicado (hasta el surgimiento de Alfonsín) a la derecha del 
centro y nunca propuso ningún cambio de estructura ni de 
sociedad. Por otra parte, los dos partidos no están exentos 
de participación en el desencadenamiento de las interven- 
ciones militares?) Así, el problema no estriba en la ausen- 
cia de un partido conservador fuerte a semejanza del parti- 
do Nacional chileno o del Conservador colombiano, sino 
en las razones por las cuales todos los intentos para crear 
este tipo de partido han fracasado. En cuanto a este vacío 
político, si es que existe, no se trata de la causa de la ines- 
tabilidad sino de un síntoma político que traduce causas 
más profundas y permanentes de orden social que tienen 
que ver con la configuración de la sociedad argentina6). 
4) Finalmente, la presunta ingobernabilidad debida al 
carácter mayoritario del peronismo y a sus gobiernos de- 
magógicos y autoritarios, es sobre todo una extrapolación 
de la última y desgraciada experiencia peronista del 73 
convertido en una especie de mito y racionalizado a veces 
a modo de explicación realista del golpismo(*). Este mito, 
en cuanto toca a la fatalidad del triunfo electoral de un 
movimiento anti-democrático, ha sido desbaratado por el 
resultado de las elecciones del 30 de octubre de 1983. La 
victoria del candidato radical terminó con la invencibilidad 
peronista y con el diálogo hecho de complicidad y de en- 
frentamiento entre las Fuerzas Armadas y el Justicialismo. 
Terminó también con el mito de la inmadurez y de la 
irracionalidad del electorado argentino que presuntamente 
votaría por consideraciones emocionales, en las que el 
pasado tendría más influencia que la consideración del 
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futuro. La derrota peronista en los baluartes obreros del 
Gran Buenos Aires, el carácter selectivo del voto en fun- 
ción del candidato a elegir desmiente este aserto conven- 
cional. Así, en varias provincias, gana el radicalismo para 
Presidente y el justicialismo para Gobernador O diputados 
(caso de Salta). En la provincia de Buenos Aires, el Partido 
Justicialista recibe 200,000 votos menos para la elección 
de Gobernador que para Presidente, dada la personalidad 
muy controvertida del candidato. Ya no se puede hablar de 
lealtad ciega a un partido. 

Hechas estas aclaraciones sobre el debate público en Ar- 
gentina acerca de la responsabilidad de los partidos, convie- 
ne examinar su papel en la vuelta a la democracia antes de 
considerar el futuro: del régimen constitucional bajo el 
punto de vista partidario. 


Deshielo político e hibernación de los partidos 


Lo que llama la atención en las últimas elecciones argen- 
tinas, más allá de la inversión de los resultados a favor del 
radicalismo, eterno segundón de las lides electorales desde 
1946, y del fenómeno Alfonsín, es la aplastante continui- 
dad del cuadro partidario. En 1973 el Partido Justicialista 
y la Unión Cívica Radical obtienen juntos 750/0 de los 
votos; en 1983, 93%/0. un virtual monopolio, por lo 
menos a nivel presidencial y sobre todo una estabilidad 
impresionante del panorama partidario. Se habló en 1973 
de un modelo de bipolarización con partido dominante; a 
mayor abundamiento, el mismo modelo se repite en 1983. 

A partir de ahí, se podría pensar que la hora de los civi- 
les y la salida de los militares responde a una movilización 
de la civilidad detrás de las fuerzas políticas mayoritarias. 
De hecho, sabemos que los cinco principales partidos de 
oposición formaron una amplia coalición que sólo excluía 
los cinco o seis pequeños partidos que apoyaron el Proce- 
so. Pero csta Multipartidaria lo mismo que la Hora del 
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Pueblo de 1972, frente a la mal llamada “Revolución Ar- 
gentina” de 1966, se forma muy tardíamente para encauzar 
la vuelta al régimen constitucional y no como instrumento 
ofensivo para derribar a la dictadura. Desde marzo de 1976, 
fecha del golpe, hasta 1979 y a veces 1980, los dos grandes 
partidos tradicionales no aparecen como la punta de lanza 
en la lucha contra el régimen militar. Su postura más bien 
acomodaticia y claudicante, obedece a su oportunismo 
tradicional frente a los militares. La complacencia con la 
que los partidos dialogan permanentemente con gobiernos 
de facto es una constante en la vida política argentina. Los 
dirigentes partidarios no hicieron ninguna excepción con 
Videla o Viola. A pesar de los horrores de la dictadura más 
sangrienta y nefasta que conoció el país durante este siglo, 
trataron a los responsables del Proceso como habían trata- 
do a los gobiernos militares anteriores. No faltaron los radi- 
cales que colaboraron abiertamente con un régimen, que el 
partido acogió con simpatía. Por ser el gobierno depuesto 
y proscritos, los peronistas fueron más discretos, pero se 
sabe que la burocracia sindical no dudó en ayudar a las 
fuerzas del orden para liquidar la oposición interna de la 
izquierda peronista. Y no hay prueba de un enfrentamien- 
to resuelto contra el régimen militar: fue sólo en 1979, 
cuando los responsables justicialistas descubrieron la defen- 
sa de los derechos humanos. 

Así que no fueron los partidos que por sus protestas o 
movilizaciones contribuyeron decisivamente al retorno 
democrático. Ni siquiera después de creada la Multiparti- 
daria. A excepción de la tendencia alfonsinista de la uck. 
todos los partidos apoyaron la aventura patriótica de las 
Malivinas durante la presidencia del general Galtieri. inclusi- 
ve varios de sus dirigentes fueron comisionados al exterior 
Por la dictadura para justificar su política, o asistieron a las 
ceremonias de instalación en Port-Stanley del gobernador, 
general Benjamín Menéndez. Después de la derrota militar 
en vez de exigir la salida inmediata de los militares del 
Poder como en Grecia tras la aventura de Chipre o más re- 
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cientemente en Bolivia, dejaron que los militares divididos 
y tambaleantes retomaran la iniciativa: así es como recono- 
cieron de inmediato al general Bignone como presidente 
designado por el solo Ejército (después de la disolución de 
la Junta de las tres armas), y entablaron el diálogo hácien- 
do gala de una moderación y una cortesía sorprendente 
con un gobierno tan desacreditado como descompuesto. 
Como si nada hubiera pasado en estos seis años, los parti 
dos políticos negociaban la retirada de los militares. 

Así que no fue esta oposición respetuosa la que echó a 
los militares y recuperó el poder civil. Si bien no es tota]- 
mente cierto lo que se ha afirmado a veces a modo de boy- 
tade que sólo Gran Bretaña permitió la restauración de la 
democracia, podemos decir que fue más bien el cúmulo de 
fracasos en todos los órdenes que provocó la retirada. 
como un acto político ritual y reiterado según la cultura 
política argentina: los militares habiéndose derrotado a 
sí mismos sólo podían volver a sus cuarteles. 

Una vez fijada la fecha de los comicios por el gobierno 
Bignone, los observadores vieron con cierto asombro abrir- 
se en los partidos una actividad política casi rutinaria como 
si se desenvolviera en un clima de perfecta normalidad. Los 
partidos parecieron volver a su juego favorito tanto tiempo 
aplazado, el de las elecciones internas de los candidatos a 
funciones electivas, con sus trenzas y sus maniobras. El 
país parecía olvidado, los militares también, mientras se 
multiplicaban las presiones de las Fuerzas Armadas y las 
veleidades desestabilizadoras, las corrientes partidarias se 
enfrentaban para ganar las elecciones. Ésta actitud neronia- 
na en un país que ardía no parecía presagiar nada bueno 
para el resultado de los comicios. Sin embargo, a pesar de 
este cuadro ni muy novedoso ni muy atractivo, la reitera- 
ción esperada por algunos y temida por la gran mayoría de 
los argentinos, de lo que había pasado en 1973 no se pro- 
dujo. La creencia en la fatalidad del eterno retorno político 
impidió justamente su reproducción. De ahí surgió el 
fenómeno Alfonsín, 
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El fenómeno Alfonsín: 
¿hacia una nueva cultura política? 


La victoria imprevista, algunos dijeron milagrosa,de Raúl 
Alfonsín en las elecciones generales del 30 de octubre de 
1983 tiene como telón de fondo un hecho biológico: la 
muerte de los líderes de los grandes partidos, el justicialista 
y el radical. Muerto Perón, el movimiento huérfano se 
quedaba sin jefe, dividido entre facciones encontradas, de 
orientaciones opuestas. Muerto Balbín, Presidente del Par- 
tido Radical que para consolidar la democracia había acep- 
tado la primacía peronista y una posición de segunda fuerza 
nacional permanente para la ucr, los compromisos entre 
radicalismo y peronismo de 1972 desaparecían. El campo 
quedaba libre para un reordenamiento de la vida política. 
Claro que esto no bastaba para asegurar la victoria al can- 
didato radical. 

Desde la creación del movimiento Renovación y Cambio 
en 1972 en el seno de la vieja ucr (creada en 1891), Raúl 
Alfonsín, al mismo tiempo que aceptaba el juego tradicio- 
nal de un partido de comité de notables, se esforzaba por 
dar nuevo contenido y un nuevo dinamismo al partido de 
Yrigoyen. Así, perteneciendo al sistema y criticándolo 
desde afuera, Raúl Alfonsín supo no callar frente a las vio- 
laciones de los derechos humanos antes de 1979 ni dejarse 
arrastrar por el contagio patriotero durante la “gesta” de 
las Malvinas. La victoria de Alfonsín es la de un hombre y 
de un grupo de hombres que supieron interpretar los temo- 
res y los anhelos de la gran mayoría de la opinión pública 
en un momento excepcional. El candidato radical entendió 
que para los argentinos esta última experiencia militar no 
era como las anteriores, que la guerra sucia y la *“econom ía 
sucia” que la acompañó habían puesto el país al borde de 
la disolución y que una vuelta al pasado significaría la 
desintegración nacional. Para esta sociedad enferma era 
necesario imponer una prédica moral y atacar no tanto al 
régimen o al adversario como a las prácticas políticas de un 
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sistema pretorianizado y corporativo incompatible con la 
democracia y con la paz. Fue esa denuncia.de las prácticas 
que le permitió tomar sus distancias tanto de los militares 
cuanto de la vieja política y de sus naipes marcados. Con- 
cretamente, Alfonsín ganó las elecciones al denunciar en 
mayo de 1983 el “pacto militar-sindical” entre ciertos sec- 
tores de la burocracia gremial y el Ejército. Nadie se había 
atrevido a hablar así tan descaradamente de la realidad de 
la vida política argentina, de lo que pasa entre bastidores 
más allá de la retórica democrática. Hasta se permitió men- 
cionar de pasada, y sin insistir, es cierto, a este respecto las 
vergonzosas claudicaciones de su propio partido. Alfonsín 
ganó por haber revelado públicamente lo “no dicho” de la 
vida política argentina. 

Mientras tanto, a pesar de la dignidad, un poco fría, de 
su candidato a Presidente, el peronismo, a la defensiva. fue 
incapaz de renovarse y de depurar sus filas de personajes 
poco atractivos. La preponderancia de los candidatos de 
procedencia sindical, y la reaparición de personalidades 
inquietantes propensas a la violencia no sólo verbal y 
simbólica, ayudaron a Alfonsín a conquistar la victoria. El 
electorado argentino votó contra la dictadura militar pero 
también contra Isabel Perón, López Rega y sus herederos. 
Así es como el radicalismo pudo pasar en diez años de un 
modesto 210/0 a casi 520/0 en la elección presidencial 
mientras el peronismo cala de 49,5%/0 en 1973 a 40,15%/0 
en 1983. De hecho, se trata más de una victoria de Alfonsín 
que del triunfo del partido radical que obtiene 50/o menos 
para diputados que para la presidencia a nivel nacional y 
casi 150/0 menos en la Capital Federal. Alfonsín el único 
hombre nuevo sin pasado ministerial en la clase política 
argentina no logró hacer olvidar totalmente la responsabili- 
dad de los partidos en la instalación de la dictadura militar. 
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Una democracia sin demócratas: 
o la transformación de los partidos 


El futuro político de Argentina plantea muchas interro- 
gantes. No vamos a tratar de aclararlas aquí sino a ceñiirnos 
al problema estricto de las fuerzas partidarias. 

El porvenir del movimiento justicialista es el más nebu- 
loso. Si bien existen ciertas corrientes renovadoras en su 
seno, su heterogeneidad y su misma ideología le impiden 
constituirse de momento en un partido democrático. El 
odio a la “partidocracia liberal” es uno de los puntos unifi- 
cantes del credo peronista. Pero más allá, después de un 
período de incertidumbres, no se produjo la esperada 
depuración de los hombres que por su imagen o por su 
conducta hicieron perder las elecciones al “primer partido 
de Occidente”. Y al calor de la lucha contra el proyecto de 
democratización de la vida sindical presentado por el go- 

bierno radical y aprovechando la crisis económica, la mafia 
sindical resurgió más prepotente que nunca y los caudillos 
más siniestros ocupan ahora el primer plano de la vida polí- 
tica, desprestigiando cada vez más al justicialismo ante la 
opinión. Pero si el peronismo se desintegrara, ¿dónde el 
gobierno encontraría un interlocutor coherente en la opo- 
sición? Y sin oposición, ¿cómo puede funcionar la demo- 
cracia? Queda el problema de fondo de saber si los pero- 
nistas consideran los mecanismos de la democracia como 
valores trascendentes de la vida política. Los exponentes 
más respetados y liberales del movimiento justicialista no 
dudan en afirmar, como Antonio Cafiero, que el peronismo 
se define, antes que nada, como “una ética universal de- 
mocrática” como una “ideología nacional de cambio”6) o, 
como Luder para quien la democracia “sólo se conquista 
en el plano social”, y la democracia política corresponde a 
una mentalidad “pequeña burguesa y declamativa” supera- 
da(6) La disyuntiva “liberación o dependencia” toma para 
ellos más importancia que la opción “democracia o dicta- 
dura”, el peronismo no quiere reducirse a ser un partido 
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como otro cualquiera porque se auto-identifica como una 
fuerza revolucionaria. 

Por el lado de la ucr, si bien es cierto que los valores de- 
mocráticos siempre estuvieron en el centro de su ideología y 
de su programa, lo que no le impidió en nombre de la de- 
fensa democrática, provechosas alianzas con los militares, 
por ejemplo en 1955 6.en 1962, no lo es menos que este 
partido es esencialmente electorero y principista con poca 
preocupación socio-económica. Ahora bien, la renovación 
del Partido Radical por la tendencia alfonsinista tiene sus 
límites. Los hombres del presidente no controlan el parti- 
do totalmente y no se sabe si pueden modernizarlo de 
manera suficiente para responder a los desafíos de la hora. 
El alfonsinismo victorioso fue una alianza de políticos y 
técnicos; la UCR sigue siendo una alianza de punteros y de 
caudillos. Tanto es así que ciertos sectores intelectuales o 
juveniles del alfonsinismo toman al pie de la letra el slogan 
electoral del ““Tercer movimiento histórico”; después de 
Yrigoyen, Perón, “Ahora Alfonsín”, como “líder máximo” 
y expresión de la conciencia nacional. Es cierto que el 
carisma del nuevo presidente, su arrolladora popularidad 
que trascienden las barreras partidarias, ha dejado a la ucr 
atrás. El llamado “tercer movimiento histórico”, suerte de 
nuevo movimiento nacional alrededor de un nuevo Perón. 
civil por lo menos esta vez, permitiría superar muchos dile- 
mas: desbaratar las resistencias internas de la ucr a la 
nueva línea alfonsinista, terminar con la vieja opción pero- 
nismo/antiperonismo, captando un amplio sector del justi- 
cialismo que no se reconoce en la actual e inconsistente 
dirigencia, Pero, ¿podría esta reestructuración partidaria 
soñada por algunos compaginarse con una democracia esta- 
bilizada y duradera? 

Todo hace pensar que Argentina de 1984 se encuentra 
en una encrucijada entre dos culturas y dos lógicas politi- 
cas. Por un lado, está el peso de una lógica movimientista 
(“un solo pueblo, un solo partido”). movilizadora, social, 
unanimista, de tipo tercer mundista, haciendo hincapié en 
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la “liberación nacional”, y excluyendo al adversario como 
enemigo (“la antipatria””). Esta cultura política conduce a 
hacer pasar los objetivos propios antes de la defensa de las 
instituciones democráticas. Por el otro, está la lógica plura- 
lista, representativa, históricamente identificada a un 
liberalismo más bien conservador, elitista, a veces anti-esta- 
tista. Las dos lógicas se oponen, por supuesto, pero ninguna 
corresponde a una democracia adulta y estable con amplio 
respaldo social. Las dos culturas deben transformarse. acer- 
cándose. El momento es oportuno. La derrota del viejo 
peronismo, la de la derecha golpista y también del viejo 
radicalismo permiten que esta mutación se verifique. Si los 
renovadores de las dos grandes corrientes mayoritarias se 
unen no tanto en un solo partido sino en un mismo. objeti- 
vo, el de instaurar la democracia en la Argentina, la victoria 
de Alfonsín puede ser no una peripecia esperanzadora sino 
el comienzo de una nueva etapa en la vida de la nación. El 
camino es áspero y sembrado de escollos pero es.el único 
posible para establecer un mínimo de convivencia y de pre- 
visibilidad después de la tormenta. 
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NOTAS 


1. Torcuato di Tella: “La búsqueda de la fórmula política argentina” en Desa- 
rrollo económico, marzo 1972 y el comentario de Eugenio Kveternik en la 
misma revista, octubre-diciembre 1972 y el artículo de Oscar Cornblit, 
ibid., Enero-marzo 1975. Discutimos esta hipótesis en el tomo Il, pp. 384- 
386 de nuestro libro Poder militar y sociedad política en la Argentina, 
(Buenos Aires: Emecé, 1982). 

2.Ver A. Rouquié: “Argentine: les fasses sorties de Parmée et Pinstitutionna- 
lisation du pouvoir militaire”, in Probleme d” Amérique latine. LIV, 18 dé- 
cembre 1979, et “Groupes de pression et forces armées en Argentine: la 
logique de 1'Ftat prétorien””, Revue francaise d'Histoire d'Outre-Mer, 1979, 
pp. 244-245. 

3. Y entre otras cosas por la “dominación sin hegemonía” de un grupo de 
burguesía multisectorial dominante que se niega a compartir su acceso al 
Estado con los segundones de las burguesias agrarias o industriales”. Cf. 
Argentina Hoy, capítulo 1, (México: Siglo XXI, 1982). 

4.Ver el artículo de Manuel Mora y Araujo: “O ciclo do retorno militar na 
Argentina”, in B. Lamounier (ed.): A ciengia política nos anos 80, (Brasilia : 
UNB, 1982). 

S.A. Cafiero: “En qué nos equivocamos”, Clarín, 11 de abril de 1984. 

6.Italo Luder: “Acto de clausura de la campaña”, Clarín, 29 de octubre de 
1983. 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Europa Occidental y los 
procesos de democratización 
en América Latina 
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Eusebio Mujal-León 


UNO DE Los más notables desarrollos de la última década ha 
sido el aumento de las actividades e intereses manifestados 
por países, fundaciones y sindicatos de Europa Occidental 
respecto a América Latina. Este interés se ha incrementado 
especialmente en los últimos cinco años, asumiendo hoy 
una particular importancia en el contexto de la crisis cen- 
troamericana y de los procesos de democratización ya en 
marcha en Brasil, Uruguay, Argentina y Chile. 

Este artículo intenta explorar los esfuerzos europeos por 
influir en el curso de los acontecimientos en ambas regio- 
nes. En la primera parte se analiza las razones del renovado 
interés europeo por la región y algunos cambios acaecidos 
en las dos últimas décadas que han afectado la relación 
triangular Estados Unidos-Europa Occidental-América 
Latina. La segunda parte describe específicamente las acti- 
vidades europeas en América Central, Brasil, Uruguay, Ar- 
gentina y Chile. La conclusión evalúa los efectos de la 
actividad europea, los límites y las posibilidades de que 
Europa pueda jugar un rol más importante en la región. 

La injerencia europea en América Latina y su interés 
por los procesos de democratización en el área distan de 
ser fenómenos espontáneos. Son más bien consecuencia de 
una evolución de la propia percepción y del rol de Estados 
Unidos, América Latina y de Europa en el sistema interna- 
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cional. Los rasgos sobresalientes y que se refuerzan entre sí 
han sido el desgaste del liderazgo norteamericano en Occi- 
dente y en América Latina; la búsqueda de mayor inde- 
pendencia económica y política frente a los Estados Uni- 
dos, unida a la creciente autoafirmación europea en los 
“campos político y económico, manifestada en las activida- 
des de los países en forma individual, en las de la Comuni- 
dad Económica Europea, como asimismo en las de partidos 
y fundaciones socialistas y demócratacristianas. 

El renovado interés europeo por América Latina puso 
término al paréntesis histórico que comenzará con la con- 
solidación de la influencia norteamericana sobre América 
Latina y Europa Occidental, a comienzos de siglo. La ex- 
pansión del poderío norteamericano por sobre el europeo 
se acentuó durante y después de terminar la Segunda Guerra 
Mundial. La devastación de la post-guerra llevó a los países 
europeos a concentrar todas sus energías en los problemas 
políticos y económicos internos, dependiendo de los Esta- 
dos Unidos para su defensa frente a la Unión Soviética. En 
América Latina se produjo un proceso similar, al entrar 
Estados Unidos en franca competencia con la influencia 
política y económica establecida por Europa en las dos 
primeras décadas del siglo, logrando desplazarla tras finali- 
zar la Segunda Guerra Mundial. En el caso de España, no le 
resultó tarea difícil. Al perder su imperio (siendo la guerra 
hispano-norteamericana el último y más. amargo trago), 
este país se replegó sobre sí, desgastándose en violentas 
querellas intestinas que lo llevaron a la Guerra Civil de 
1936-1939. La presencia económica y política británica y 
alemana en América Latina declinó más lentamente, ya 
que las inversiones británicas superaban ampliamente a las 
norteamericanas hasta la depresión. 

No se presentaron nuevas oportunidades para el aumen- 
to de la influencia europea sino hacia fines de la década del 
60. La pérdida de la confianza norteamericana (debido al 
caso Watergate) generó una decreciente influencia de los 
Estados Unidos sobre Europa y América Latina. La guerra 
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de Viet-Nam provocó una crisis de confianza al interior de 
Estados Unidos, fortaleciendo tendencias neo-aislacionistas. 
A su vez, consiguió enajenarse el apoyo de importantes sec- 
tores de la opinión pública y de élites en Europa Occidental, 
sembrando dudas en otros sectores respecto al proceder 
norteamericano. En esta misma época los intentos de 
lograr una détente alentaron una disparidad de tendencias 
al interior de la alianza atlántica. En un comienzo sectores 
europeos temieron que la détrente llevase a un condominio 
entre las super-potencias. Más adelante, tras la intervención 
en Afganistán y la declaración de ley marcial en Polonia, 
los europeos consideraron que esta confrontación creciente 
entre Estados Unidos y la Unión Soviética les reducía el 
espacio de maniobra frente a ambas super-potencias. 

Las relaciones de Estados Unidos con América Latina 
experimentaron también un cambio a fines de los años 
sesenta, con la pérdida de ilusiones respecto a la posibili- 
dad de satisfacer las expectativas generadas por la Alianza 
para el Progreso. Bajo los gobiernos de Richard Nixon y 
Gerald Ford disminuyó la atención de Estados Unidos 
hacia América Latina. Sus políticas de bening neglect y 
apoyo en “poderes regionales” para salvaguardar la estabili- 
dad dejaron a América Latina fuera del centro de'sus preo- 
cupaciones, permitiendo al país del norte concentrar su 
energía en Viet Nam. Bajo la administración Carter la posi- 
ción de Estados Unidos frente a América Latina se tornó 
más activa, a través de la política por el respeto a los dere- 
chos humanos, los tratados del Canal de Panamá y la aper- 
tura a Cuba. Sin embargo, estas medidas a su vez debilita- 
ron la influencia norteamericana sobre varios aliados tradi- 
cionales. A fines de los años setenta la política norteameri- 
cana presentó una orientación defensiva, intentando limi- 
tar los daños. La administración Carter consideró inevita- 
bles cambios estructurales en América Latina, como asimis- 
mo el desgaste de la influencia norteamericana en la región. 
Más aún, algunos analistas estimaron necesaria la reducción 
del rol de Estados Unidos. 
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La declinación de la influencia norteamericana coincide 
y contribuye a los cambios en el orden bipolar, caracterís- 
tico de los años sesenta, abriendo oportunidades y desafíos 
para Europa Occidental y América Latina en el proceso. En 
este período surgió la Comunidad Económica Europea co- 
mo una fuerza relevante dentro de la economía internacio- 
nal, al tiempo que Alemania Federal y Francia cobraron im- 
portancia política. La dependencia europea en materias pri- 
mas, recursos energéticos y exportaciones (en 1973 el 220/0 
del Producto Bruto Interno de la cEE estaba vinculado al 
rubro comercial) reforzó la urgencia europea por jugar un 
rol internacional de primer rango. 

Unido a este activismo económico va la creciente autoa- 
firmación política europea. Esta trascendió ideologías para 
constituirse en un valor compartido por gaullistas, social- 
demócratas, demócrata-cristianos e incluso por algunos 
comunistas, especialmente en Italia. El que Europa se haya 
involucrado en los conflictos del Medio Oriente y en las 
negociaciones con Sud Africa por el problema de Namibia, 
sin extendernos en los debates sobre control de armamen- 
tos y desarme que han conmovido a la alianza atlántica 
desde fines de los años setenta, demuestran una creciente 
asertividad política de estos países. 

Esta situación hizo surgir un renovado interés por Amé. 
rica Latina, Sus fundamentos económicos residen en el 
potencial de un continente que cuenta con 350 millones de 
habitantes, que tiene un producto bruto interno cercano a 
los 250 mil millones de dólares y es una de las regiones más 
avanzadas del Tercer Mundo. Sin embargo, los vínculos 
económicos de Europa con América Latina no se fortale- 
cieron tan rápidamente como se esperaba en un momento, 
cuando la naciente Comunidad Económica Europea envia- 
ra un memorandum en 1958 dirigido-a países latinoameri- 
canos, en el cual les instaba a estrechar lazos. A decir ver- 
dad, si bien las exportaciones latinoamericanas hacia países 
de la Comunidad Económica Europea han experimentado 
un incremento en términos nominales, su participación 
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global en ese mercado ha caído desde cerca del 110/0 en 
1958, al 5,50/0 en 1976. En este período la balanza co- 
mercial resultó notoriamente favorable para la Comunidad. 
Esta tendencia se ha visto reforzada por las vinculaciones 
europeas con sus antiguas colonias, con el creciente protec- 
cionismo de la CEE y la permanente prioridad de los Esta- 
dos Unidos como mercado y fuente de importaciones para 
América Latina. 

Desde un ángulo más positivo, Europa ha llegado a ser 
el segundo mercado en importancia para las exportaciones 
de América Latina. Francia, Alemania, Italia y Gran Breta- 
ña se han transformado en sus mayores proveedores de 
armas, totalizando para el período 1975-1979 aproximada- 
mente dos mil doscientos millones de dólares en ventas de 
armas, comparados a los 725 millones de dólares vendidos 
por Estados Unidos en ese mismo período. Brasil, México, 
Argentina, Venezuela y Colombia se han vuelto socios 
comerciales relevantes para Europa, considerando que la 
CEE absorbe cerca de un tercio del total de las exportacio- 
nes brasileñas. 

Más aún, pese a que el comercio y la asistencia para el 
desarrollo de Europa hacia América Latina no son volumi- 
nosos, el flujo de inversiones europeas hacia América Laáti- 
na ha sido significativo (especialmente en los sectores ban- 
carios y manufactureros), absorbiendo más inversiones 
directas de Europa que cualquier otra región del mundo en 
desarrollo. Aunque las exportaciones españolas hacia 
América Latina representan solamente el 10,60/o del total 
de exportaciones de España, a fines de la década del 70 las 
inversiones de ese país sumaron 800 millones de dólares 
(S540/0 del total de las inversiones directas españolas), y la 
banca española ha prestado más de 10 millones de dólares a 
la Argentina, Brasil, México, Venezuela y Cuba. Por su parte, 
Alemania ha despegado también una fuerte relación econó- 
mica con Brasil, Argentina, México y Venezuela, que sumó 
más de 3 mil millones de dólares en 1979, vale decir, el 
700/0 de las exportaciones alemanas a la región. En 1979 
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el 470/0 de las inversiones alemanas en países en desarrollo 
se dirigió hacia América Latina. 

Sin embargo, es necesario resaltar la dimensión Política 
de la relación entre Europa y América Latina. Este conti- 
nente es tal vez el área más “europeizada” del Tercer Mundo. 
con instituciones y valores que en muchos aspectos se ase- 
mejan a los países de la Europa meridional. La cuestión del 
establecimiento de un estado liberal democrático (y de 
cómo conseguir que militares y burócratas se supediten al 
poder civil y control democrático, debilitando e integrando 
a elementos extremistas de izquierda y de derecha), auna- 
da a las garantías de modernización y distribución más 
equitativa del bienestar y recursos, es un dilema muy simi- 
lar al que atravesaran los países del sur europeo a fines del 
siglo XIX y comienzos del siglo XX. En estos últimos años, 
las éxitosas transiciones a la democracia en España y Por- 
tugal (en las cuales jugaron papeles fundamentales actores 
europeos nacionales y transnacionales) han servido como 
poderosos ejemplos para las élites latinoamericanas, 
infundiéndoles ánimo, a la vez que motivan a los europeos 
a involucrarse más en los problemas de América Latina. 
La posibilidad de involucrarse surgió primero en América 
Central. Pero el deterioro de la situación y el interés pri- 
mordial que Estados Unidos adjudica a esta región han 
limitado considerablemente la capacidad de maniobras e 
influencia europea. En el último tiempo Europa ha centrado 
su atención en el sur, en los procesos de democratización 
de Brasil, Argentina, Uruguay y Chile. 

Muchos europeos miran el establecimiento de relaciones 
más estrechas con América Latina como una forma de 
modificar la lógica bipolar del sistema internacional y de 
incrementar la autonomía de ambas regiones. Aunque 
socialistas y socialdemócratas, por un lado, y demócrata- 
cristianos, por el otro, defiendan en sus apreciaciones res- 
pecto a la importancia que deba atribuírsele a la subversión 
cubano-soviética en la región, todos están de acuerdo en 
evitar que la confrontación Este-Oeste se transforme en el 
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eje de conflictos en otras regiones de América Latina. Es 
necesario recalcar que el interés y actividad europea en 
América Latina, surge no sólo por un convencimiento ético 
sino también por conveniencias. La actitud crítica frente a 
la política norteamericana en la región tiene una dimensión 
bastante retórica: proporciona distractores prácticos de los 
problemas internos y permite calmar a los izquierdistas, 
que de lo contrario acentuarían sus críticas a la conducta 
reformista de los partidos socialistas demócratas de sus res- 
pectivos países. 

Europa enfocó su interés hacia América Latina a me- 
diados de los años setenta en Centroamérica, y más recien- 
temente se ha centrado en los procesos de democratización 
de Brasil, Uruguay, Argentina y Chile. Esta injerencia se 
manifiesta más claramente en las actividades y políticas de 
grupos y partidos socialistas y demócrata-cristianos, que 
en América Central han entregado importantes sumas de 
dineros (directamente y mediante fundaciones) a sus corre- 
ligionarios locales, facilitando además a partidos y sindica- 
tos de la región contactos internacionales relevantes y leg;j- 
timación exterior. El caso de la Internacional Socialista y 
su relación con los sandinistas en Nicaragua y con el MNR 
en El Salvador es bastante elocuente. 

Por su parte los socialistas europeos (haciendo la salve- 
dad que existen divergencias entre estos partidos sobre el 
tema y sobre la forma de encarar las relaciones con los 
EE.UU.) comparten ciertos principios fundamentales de 


especial relevacion en el contexto de América Central, al 
estimar que: 


l.- Los Estados Unidos no logran comprender (y llegando a 
extremos, algunos aseguran que no puede ni quiere 
comprender) lo que sucede en el Tercer Mundo; 

2.- El conflicto de América Central tiene orígenes básica- 
mente locales, derivados de las profundas disparidades 
económicas y sociales existentes; 

3.- Cuba y la Unión Soviética sólo juegan un rol secundario 
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en la manténción de guerrillas en El Salvador y otros 

lugares; 

4.- Estados Unidos anhela trasladar el conflicto Este-Oeste 
hacia regiones del Tercer Mundo en parte debido a una 
afanosa búsqueda de reafirmación de su tambaleante 
hegemonía en la alianza occidental; 

5.- La confrontación Este-Oeste por América Latina y 
otras regiones del Tercer Mundo torpedeará las negocia- 
ciones sobre control de armamentos (para no hablar del 
comercio), lo cual en último término debilita la capacidad 
europea para mantener al mismo tiempo una efectiva 
vinculación de seguridad con los Estados Unidos y 
fructíferas relaciones comerciales con Europa Oriental 
y la Unión Soviética. 

Existe una matriz ideológica que, sin ser de aceptación 
universal, enlaza estas posiciones (aunque con el correr del 
tiempo y la evolución del conflicto en América Central, 
diversos partidos socialistas moderados de América Latina 
y de Europa han expresado son más calidas sus diferencias 
al respecto). Sus impulsores provienen del ala izquierdista 
dentro de la Socialdemocracia Internacional. Estiman que 
las soluciones reformistas para América Central (y para 
otras regiones del continente)- están definitivamente 
agotadas. Ya no es posible incorporar a la derecha tradi 
cional dentro de esquemas democráticos, ni lograr la 
profesionalización de las Fuerzas Armadas. El apoyo de 
los Estados Unidos a soluciones moderadas no es solamen- 
te utópico, sino que llevaría al fortalecimiento de las 
posiciones más radicales dentro de la guerrilla, al tiempo 
que aumentaría la posibilidad de una intervención cubana. 
Siguiendo esta argumantación, Estados Unidos debiera 
simplemente aprender a convivir con cambios radicales. 
Observando el caso de los partidos de izquierda democrá- 
tica en estos países (como el mNR en El Salvador o el esp 
en Guatemala) infieren que debieron recurrir a la vía 
violenta sin tener alternativas dado el curso de los aconte- 
cimientos, pues se vieron forzados a resistir regímenes de 
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Se pudo haber desviado a muchos 


corte cuasi-fascista. 3 
democrá- 


marxistas, inicialmente, hacia posiciones más : 
ticas”. o, por temor a las reacciones nacionales e interna- 
cionales, haberlos persuadido a “respetar sus comprom!- 
sos ... el pluralismo y la economía mixta”. Seguir presio- 
nando para lograr mayores garantías sería contraproducente, 
desdibujando la “credibilidad” que la Internacional Socia- 
lista (y sus partidos) han conseguido en la izquierda 
latinoamericana. 

Desde esta perspectiva, debiera replantearse el papel de 
Cuba en América Latina. Cuba, tal como lo señalara un 
prominente personaje del Partido Social Demócrata sueco, 
“constituye un factor de moderación dentro de la región”, 
pues “por muchos años no ha dado apoyo militar a países 
de América Latina. ..”, y donde los cubanos han interveni- 
do (como en Africa) “los pecados del colonialismo y de las 
potencias occidentales generaron la necesidad de ayuda 
externa”. : 

Relacionado con ésto se planteó un debate sobre la na- 
turaleza de la democracia en el Tercer Mundo. No parecía 
definible en términos de gobiernos parlamentarios, de con- 
trol y equilibrio de poderes, ni basada en el juego electoral 
institucionalizado. A grandes rasgos la democracia debiera 
fundarse en “la legalidad y el respeto por los derechos 
humanos”. Aquellos estados donde existe un solo partido 
(como el que podría eventualmente conformarse en Nica- 
ragua bajo el FSLN), no dejan por ello de ser democráticos, 
puesto que el modelo “westminsteriano” de democracia 
parlamentaria se hace impracticable en muchísimos países 
del Tercer Mundo. 

Estas posturas encontraron gran aceptación en los parti- 
dos social- demócratas de Holanda, Suecia y Alemania, pero 
también se ven en mayor o menor grado en los partidos 
socialistas francés y español. En estos últimos sus líderes 
(concretamente Mitterrand y González), han morigerado 
la retórica de sus partidos. De los partidos mencionados, 
los más activos en América Central han sido el francés, el 
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alemán y el español. Tras un despliegue inicial de activida. 
des que incluyeron un discurso bastante incendiario en 
Ciudad de México en octubre de 1981, la firma de Una de- 
claración conjunta con México reconociendo el estado de 
beligerancia en El Salvador, y la venta de armas y equipa- 
miento militar a Nicaragua, hoy el gobierno y los socialis. 
tas franceses están asumiendo posturas menos Públicas 
(salvo el anuncio del ofrecimiento para despejar las Minas 
colocadas en Puerto Corinto, Nicaragua). Ello se explica 
por diversos motivos. Basta señalar aquí que Francia prefie- 
re no enfrentarse con los Estados Unidos en una región 
donde tiene muy pocos intereses directos (al contrario del 
agudo interés que tiene en Africa y el Medio Oriente). 
sumado al hecho que Mitterrand comparte similares preo- 
cupaciones con la administración Reagan respecto al ex- 
pansionismo soviético en el Tercer Mundo y por último. 
se ha debilitado el papel de México en la región, país que 
ha sido siempre el aliado favorito de Francia. 

En cuanto al socialismo español, la precaución ha sido 
su sello distintivo en asuntos de política exterior. especial. 
mente desde que el psoe asumiera el poder en noviembre 
de 1982. El gobierno español carece de instrumentos para 
influir en los acontecimientos de América Central. Más 
aún, dada la fragilidad de la democracia española y los deli- 
cados asuntos de política exterior (participación en la 
OTAN, el problema de Gibraltar, la defensa de Ceuta y Meli- 
lla en la costa norte de Africa) que debe encarar España en 
los próximos años, existe un desinterés por toda contronta- 
ción directa con Estados Unidos. El partido social-demó- 
crata de mayor actividad en América Central ha sido el 
sPpD de Alemania Occidental. Promovió la participación de 
la Internacional Socialista en América Latina a mediados 
de los años 70 y, por intermedio de la Fundación Ebert, ha 
jugado un importante papel en la capacitación y apoyo 
para implementar la organización de movimientos izquier- 
distas en América Central. Desde que dejara el gobie mo en 
octubre de 1982, el sen acentuó sus críticas a la politica 
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exterior del gobierno de Reagan. Aunando fuerzas con las 
iglesias evangélicas (con las cuales se ha aliado en el asunto 
del despliegue nuclear), el sen ha criticado vivamente la po- 
Iitica de los Estados Unidos en América Central, existiendo 
importantes confederaciones partidarias que patrocinan 
campañas de solidaridad y juntan fondos para Nicaragua. 

El entusiasmo que acompañara los primeros esfuerzos de 
los socialistas europeos en América Central a fines de la dé- 
cada del setenta se disipó hace rato. Respecto a El Salvador 
ha sido reemplazado por frustraciones ante el fracaso de las 
negociaciones. Ningún dirigente socialista europeo ha 
hecho votos recientemente por una franca victoria guerri- 
llera. Varios han sido categóricos tanto en sus llamados a 
negociaciones como en su explícito apoyo a elecciones que 
sienten las bases de una democracia representativa. Respec- 
to a Nicaragua, los socialistas se aferran a la esperanza de 
poder persuadir a los sandinistas o al menos incitarlos a 
adherirse a sus declaraciones de principios originales. A 
pesar de haberse incrementado su escepticismo frente a los 
sandinistas, los dirigentes socialistas europeos se han nega- 
do a apoyar las medidas norteamericanas hacia Nicaragua. 
Sus objeciones son dobles. Por una parte, creen que la polí- 
tica de Estados Unidos empujará a los sandinistas a la 
adopción de posturas más radicales. Muchos socialistas 
curopeos ven ya como inevitable que los acontecimientos 
tomen ese curso. Lo que impulsa su oposición es el temor 
de que, enfrentados a esta radicalización, Estados Unidos 
responda enviando tropas. 

Los partidos demócrata-cristianos europeos han apoya- 
do en general la política norteamericana en América Cen- 
tral. Los dos partidos más importantes -la vc italiana y la 
CDU /csu alemana- buscaron elaborar una estrategia de 
colaboración con los Estados Unidos y cor lo que interpre- 
tan como su política de “apoyo a las fuerzas democráticas”. 
No obstante requerir reformas económicas y sociales es- 
tructurales, considerándolas vitales para el establecimiento 
de la democracia, los demoócrata-cristianos europeos no 
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han vacilado (constrastando con la Internacional Socialista) 
en criticar a Cuba y Nicaragua por su alineación junto a la 
Unión Soviética y por alentar la desestabilización en Amé- 
rica Central. A la vez, ningún partido conservador ni 
demócrata-cristiano europeos respaldan abiertamente la 
intervención militar de Estados Unidos en América Central. 
pues temen muy en especial el impacto que pudiese tener 
en el compromiso norteamericano para la defensa europea. 
Tanto los demócrata-cristianos de Europa como de Améri- 
ca Latina se volvieron más cautelosos en su apoyo a la 
política norteamericana en El Salvador a partir de marzo 
de 1982, cuando José Napoleón Duarte y el pPpc se vieron 
desplazados del poder, para renovar con bríos su activismo 
y apoyo una vez que Duarte lanzara su campaña presiden- 
cial esta primavera. Sin embargo, los límites del desacuerdo 
son aparentes. Prominentes demócrata-cristianos han 
expresado generalmente su respaldo a la política norteame- 
ricana en América Central. Desde su posición de Vicepresi- 
dente del Comité de Planificación del Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores alemán, Peter Brazing declaró reciente- 
mente: “En el caso que implementar alguna medida en par- 
ticular para América Latina nos significara pagar el precio 
de un fuerte enfrentamiento con Estados Unidos, (esta 
posición) no sería una opción realista para la política exte- 
rior alemana. Pagaríamos un precio demasiado alto”. 

Dado el impulso interno que han generado en Europa 
los problemas de América Central (demostrado en una 
serie de encuestas realizadas en los últimos meses), la 
mayoría de los gobiernos europeos, incluso aquellos dirigi- 
dos por partidos proclives a respaldar las necesidades de 
seguridad e intereses norteamericanos, han hecho notar su 
distanciamiento respecto a la política del gobierno de 
Reagan. A modo de ejemplo, diversos gobiernos europeos 
votaron en contra de los Estados Unidos en el Tercer 
Comité de las Naciones Unidas, al presentarse resoluciones 
que criticaban el tratamiento de los derechos humanos por 
parte del gobierno salvadoreño. Solamente Gran Bretaña 
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votó junto a Estados Unidos contra la resolución de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en enero de 
1982, que llamaba a suspender la ayuda a El Salvador. Un 
esquema similar se hizo patente en agencias internacionales 
de préstamo, con el apoyo de los gobiernos europeos al 
otorgamiento de préstamos y créditos a Nicaragua. Es inte- 
resante observar que hasta mediados de 1983 ningún país 
europeo suspendió la ayuda económica a Nicaragua, ni em- 
pezó a dársela a El Salvador, (aunque el gobierno alemán 
encabezado por la cpu acreditó a un embajador en San 
Salvador en noviembre de 1983) como respuestas a presio- 
nes norteamericanas. La invasión a Granada acarreó esca- 
sas expresiones públicas de apoyo para Estados Unidos. 
Muy pocos partidos o gobiernos de Europa Occidental (de 
los cuales la excepción fue el gobierno portugués encabeza- 
do por el socialista Mario Soares) dejaron de señalar su 
distanciamiento o de condenar la acción norteamericana, al 
menos públicamente. En privado por supuesto, muchos 
políticos conservadores expresaron “su comprensión” por 
tal medida e incluso determinados dirigentes socialistas 
opinaron que el despliegue de fuerzas debiera, en el mejor 
de los casos, llevar a las diferentes partes involucradas hacia 
negociaciones. 

El empantanamiento en América Central no tiene visos 
de resolución al menos dentro de los próximos años y las 
oscuras perspectivas de paz y estabilidad en la región han 
impulsado a partidos y gobiernos europeos a dirigir su 
atención hacia otros lugares de América Latina, particular- 
mente hacia los procesos de democratización que se están 
generando en Brasil y en los países del Cono Sur. Allí, una 
vez más, el grueso de la actividad política y económica se 
concentra en Francia, España y Alemania Occidental (con 
la participación de Italia en Argentina y Uruguay), como 
también en las Internacionales Socialista y Demócrata 
Cristiana, Una serie de factores han reforzado la profundi- 
zación de la participación europea en esta parte de América 
Latina. En primer y principal lugar está la circunstancia de 
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la especial fluidez en la situación política. Los regímenes 
militares que (con la excepción de Brasil) llegaron al poder 
a comienzos o mediados de la década del 70, han sido sacu- 
didas profundamente su legitimidad y habilidad para 
gobernar se han visto erosionadas, debido a una combina- 
ción de factores. Crecientes movilizaciones populares, fra- 
casos en sus políticas económicas, las repercusiones inter- 
nas de la crisis global de endeudamiento (con las reacciones 
ante diferentes medidas de austeridad), y (directamente en 
el caso argentino, y no tan directamente en los restantes 
países), el impacto de la guerra de Las Malvinas se han 
combinado, disolviendo la base social y política de apoyo 
para estos regímenes autoritarios. En pocas palabras, no se 
trata de ver la posibilidad, sino de plantearse cuándo y 
cómo deben volver los militares a sus cuarteles. 

Los europeos occidentales se sienten más a sus anchas en 
esquemas políticos como los de los países del Cono Sur e 
incluso con los de Brasil, más que con los de países centroa- 
mericanos. Argentina, Chile, Uruguay y, en menor grado, 
Brasil, tienen rasgos políticos y una estructura social que 
los asemejan a las sociedades europeas. Aún cuando encon- 
trar sus pares sea difícil pues cada país tiene tradiciones 
propias que han determinado la evolución de sus sistemas 
políticos y partidarios, los partidos, sindicatos, iglesias y 
demás grupos europeos han logrado encontrar interlocuto- 
res con mayor facilidad que en América Central. Obvia- 
mente es difícil ubicar al Partido Socialista de Chile en el 
molde de la Segunda Internacional (al menos hace un tiem- 
po), pero son ampliamente conocidas las vinculaciones 
internacionales y continentales de los demócratacristianos. 
La Internacional Socialista y sus distintos partidos miem- 
bros han estado cortejando asiduamente a Raúl Alfonsín y 
su Unión Cívica Radical, estrechando lazos actualmente 
con la asunción presidencial, sobre todo con los gobiernos 
socialistas de Francia y España. En el Uruguay, la Conver- 
gencia Democrática de Wilson Ferreyra ha establecido nu- 
merosos contactos internacionales. En cuanto a Brasil. 
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tanto los partidos demócrata-cristianos como socialistas 
europeos han dado apoyo moral y práctico a sus congéne- 
res reales o potenciales. Se hace necesario además añadir 
un factor demográfico a esta ecuación, que da vigor al 
interés europeo por el Cono Sur. Estos países (como tam- 
bién Brasil) han recibido grandes flujos migratorios euro- 
peos durante el siglo XX, con una significativa migración 
inversa que se hizo patente en la década de 1970, cuando 
miles de exiliados de esta región se fueron a Europa Occi- 
dental (por ejemplo, en España habían alrededor de 
100.000 exiliados latinoamericanos a fines de los años 
setenta), los que contribuyeron a aumentar la preocupación 
europea por América Latina. 

Existe también un cálculo económico en las considera- 
ciones europeas respecto a los países del Cono Sur y Brasil. 
En términos comerciales y de inversiones. la Argentina y 
Brasil (como asimismo Chile) son socios importantes 
tanto para la Comunidad Económica Europea como para 
países europeos en forma individual. Baste señalar la refe- 
rencia acostumbrada a las S00 empresas alemanas que tie- 
nen representación en Sao Paulo y que (desde 1975) Ar- 
gentina, Brasil, Paraguay y Uruguay han: dirigido una 
proporción creciente de sus flujos de exportación/importa- 
ción hacia los países de la Comunidad Económica Europea, 
por sobre los Estados Unidos. Si bien es necesario tener 
cuidado al interpretar las cifras de comercio e inversión 
(especialmente porque la conexión económica con Europa 
puede ser más significativa para países latinoamericanos en 
forma individual, que para la Comunidad Económica Euro- 
Pea), importa rescatar que tanto para proveerse de materias 
primas y alimentos como para desarrollar mercados, Argen- 
tina y Brasil (así como Venezuela y México en el norte) 
son objetivos económicos importantes para Europa Occi- 
dental, especialmente para aquellos países cuyo crecimien- 
lo económico está orientado hacia la expansión de las 
“Xportaciones, La crisis internacional de endeudamiento ha 
atraído también la atención europea hacia América Latina, 


no sólo en términos de la inestabilidad política que pueda 
provocar y el efecto adverso que pudiese tener sobre las 
cuantiosas inversiones alemanas, británicas y de Otros países 
en la región, sino en términos de la cantidad de dinero 
adeudado a bancos europeos. Estos tienen en general ga- 
rantías de sus respectivos gobiernos, lo que en el caso de 
España (de ningún modo el mayor prestador) significa un 
riesgo de 13 mil millones de dólares en América Latina. 

Debe mencionarse un último factor que contribuye al 
interés y actividad de Europa Occidental en el Cono Sur 
y Brasil: las posibilidades de cambios políticos pacíficos, 
Esto es importante en el contexto de la relación triangular 
Europa Occidental - Estados Unidos - América Latina, 
puesto que al contrario de la situación política en América 
Latina, donde las opciones se han visto dramáticamente 
reducidas y donde Estados Unidos se han involucrado en 
forma directa y ostensible, en el Cono Sur no se ha llegado 
a situaciones límite. Como los intereses estratégicos de 
Estados Unidos no sufren una abierta competencia (y con- * 
tando con el apoyo virtual de todos los grupos políticos 
norteamericanos y de la administración Reagan a todos los 
procesos de democratización) y dadas las fuertes posibili- 
dades de éxito final en los procesos de apertura labertura, 
la injerencia europea no tiene tantas cortapisas como en 
América Central. Más aún, no sólo es beneficiosa para los 
países de Europa Occidental que anhelan aumentar sus 
márgenes de autonomía (siguiendo la expresión del Minis- 
tro de Relaciones Exteriores español), sino también para 
las élites sudamericanas que desearían atenuar la presencia 
de los Estados Unidos. 

La actividad de Alemania Occidental, España y Francia 
en el Cono Sur y en Brasil han variado en intensidad e 
importancia, según las opciones que cada país le ha otorga- 
do a las dimensiones políticas y/o económicas de sus rela- 
ciones. La presencia alemana en la región ha sido visible 
principalmente en términos económicos, lo cual no es sor- 
prendente dada la preeminencia que ha logrado este país 
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en la economía internacional. Empujada además por la ne- 
cesidad de impulsar exportaciones y de ampliar su aprovi- 
sionamiento de materias primas y (respecto a los acuerdos 
de instalación de plantas nucleares en Argentina y Brasil) 
lograr un mayor abastecimiento de elementos nucleares. 
Debido al convenio con este último país Alemania Occi- 
dental entró en un conflicto con la administración Carter 
a mediados de los años setenta. Aún cuando el comercio 
alemán con los países del Cono Sur no es muy significativo 
(a fines de la década del setenta representó solamente un 


30/0 de las exportaciones de la República Federal de Ale- 


mania, y una proporción ligeramente superior de sus 
importaciones), la RFA ha realizado cuantiosas inversiones, 
particularmente en Argentina y Brasil, además de sectores 
seleccionados en Bolivia y Chile. Brasil, Chile y Argentina 
han recibido también ayuda estatal alemana: más del 
600/0 de la asistencia para América Latina se ha dirigido 
hacia estos países. 

En cuanto a la asistencia política de Alemania Federal, 
ésta ha sido menos visible y más indirecta..El papel princi- 
pal en ella lo han desempeñado las Fundaciones Adenauer 
y Ebert, que han estado trabajando en Argentina, en Chile 
y en Brasil, entregando su apoyo para las organizaciones de 
sus congéneres en estos países. 

La actividad francesa en el Cono Sur y en Brasil ha 
tomado un cariz más bien político que económico. El grue- 
so del comercio, inversiones y asistencia para el desarrollo 
franceses se ha dirigido hacia otras áreas de tradicional in- 
fluencia francesa. Sin embargo, en el plano político, el go- 
bierno de Francois Mitterrand se ha mostrado vivamente 
interesado en los procesos de democratización argentino y 
uruguayo. El nombramiento de Antoine Blanca, inicial- 
mente como embajador itinerante y luego como embajador 
en Argentina, y los estrechos lazos que han desarrollado 
tanto el Ministro de Relaciones Exteriores, Dante Caputo, 
como otras personalidades ligadas a la política exterior 
argentina con figuras del socialismo francés, demuestran 
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la voluntad del gobierno francés de actuar en conjunto con 
el recién iniciado gobierno de Alfonsín. Al respecto, el 
gobierno francés puede considerar a Argentina de la misma 
manera en que se relacionó con México en 1981-1982: 
como interlocutor privilegiado mediante y con el cual po- 
dría actuar en el Cono Sur. Los programas culturales y 
seminarios que ya están en marcha son también instrumen- 
tos de expresión de la influencia francesa, pero hasta la 
fecha Francia carece de canales políticos o vehículos, 
(como aquellas de las que dispone partidos como el spp o 
la cpu en Alemania Federal). 

El último actor de importancia en relación al Cono Sur 
(pues, exceptuando los contactos que mantiene a través de 
la Internacional Socialista con determinados personajes 
como Leonel Brizola, su influencia es nula en Brasil, en el 
plano político y económico) sería España. Desde su llegada 
al poder en octubre de 1982, el Partido Socialista (PsoE) ha 
intentado desarrollar vínculos más estrechos con América 
Latina y, en los casos específicos de los países del Cono 
Sur y de Brasil, todos ellos —salvo Chile— han recibido las 
visitas ya sea del rey Juan Carlos I, del Primer Ministro 
Felipe González y/o del Ministro de Relaciones Exteriores, 
Fernando Morán. Los comentarios de prensa en España y 
América Latina subrayaron las positivas consecuencias que 
se generaron a partir de la visita del rey el año pasado, 
resaltando también los fuertes lazos personales que existen 
entre Felipe González y Alfonsín. 

España tiene intereses económicos en la región (la banca 
española ha prestado 1.200 millones de dólares a la Argen- 
tina y ha realizado fuertes inversiones en Chile) y también 
tiene ansias de promover sus exportaciones allí. Las impli- 
caciones que tendrá para las relaciones económicas entre 
España y América Latina la entrada española a la C 
dad Económica Europea, no se ven 
sería preciso indicar que las grandes expectativas que tie- 
nen los españoles respecto a que su país se convierta en un 
puente (tanto en términos políticos como económicos) 
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aún muy claras, pero 
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están sobredimensionadas, especialmente a la actividad 
económica. 

Aparte de las visitas diplomáticas España se ha mostrado 
también deseosa, en el último año y medio, de expandir su 
cooperación cultural y técnica entre los países de la región, 
particularmente a través del Instituto de Cooperación Ibe- 
roamericana. Sin embargo, como se ha sugerido, existen 
obstáculos para que el 1cr pueda desarrollar un papel efecti- 
vo en la política exterior española. Por un lado está el per- 
manente problema del financiamiento. Por otra parte, está 
la confusión administrativa en Madrid y lo que un connota- 
do español ha descrito como “la incapacidad de concreti- 
zar”. Aquí debe enfatizarse que, más que cualquier otro 
país europeo, España tiene la capacidad de establecer lazos 
políticos e influencia en los países del Cono Sur. Si podrá 
llevar a cabo esta potencialidad es, sin duda, harina de otro 
costal. 

La última década ha asistido al creciente compromiso 
europeo en América Latina. En un esfuerzo por expandir 
su presencia e influencia en la región y afirmarse. ganando 
también autonomía, frente a los Estados Unidos, los parti- 
dos y gobiernos europeos han utilizado una amplia gama 
de recursos (relaciones interpartidarias, préstamos y crédi- 
los protegidos por el gobierno, y la asistencia de fundacio- 
nes y de las diversas Internacionales) a fin de entregar su 
respaldo a los grupos políticos y sociales en América Lati- 
na. 

La actividad europea se concentró preferentemente 
durante los años setenta en América Central, con el respal- 
do de los partidos y grupos demócrata-cristianos para 
alternativas centristas moderadas (favoreciendo en general, 
cuando no apoyando activamente las medidas de los Esta- 

dos Unidos), y por otra parte, con grupos socialistas y 
social-demócratas que prestaban su apoyo (aunque deban 
hacerse distinciones debido a la gran diversidad de partidos 
Y £stilos políticos) a grupos izquierdistas que se aliaron con 
fuerzas marxistas-leninistas. En los dos últimos años, sin 
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embargo, los partidos y gobiernos europeos han intentado 
atenuar su involucramiento en América Central, sin dife- 
rencias de ideologías. Esta actitud ha sido guiada por 
numerosas consideraciones. Destaca el hecho que América 
Central sea el área donde los Estados Unidos han sido tra- 
dicionalmente prominentes y cuyos intereses vitales están 
en juego. 


Por otra parte, para los europeos los problemas de 
América Central asumen solamente el carácter de símbolos. 
Vista la necesidad de colaborar con el gobierno de Reagan 
en otros puntos más apremiantes de política exterior, va- 
rios partidos y gobiernos que se oponen a la política nor- 
teamericana (O al menos quisieran ver un cambio en su 
orientación), evitan no obstante criticar en forma aguda a 
Estados Unidos. Aquellos partidos que están en el poder 
temen que, de transformarse en problema interno la cues- 
tión de la política norteamericana en América Central. 
pueda limitarles su espacio de maniobras para otros asuntos 
de política interna y exterior. 


Al disminuir el interés en los asuntos de América Central. 
los partidos y gobiernos europeos han desviado su atención 
cada vez más hacia los actuales procesos de democratiza- 
ción en Brasil y los países del Cono Sur. Como ya lo hemos 
sugerido, una serie de factores impulsaron este cambio. 
siendo el más importante las perspectiva de una eventual 
implantación de la democracia, que son bastante favorables 
o al menos, mucho mejores que en América Central. El 
cambio de régimen no traería una posible dictadura izquier- 
dista. Los partidos socialistas y demócrata-cristianos euro- 
peos, tan amargamente divididos en los últimos años por el 
tema de América Central, están compitiendo entre sí en el 
Uruguay, Argentina y Chile, pero anhelan también encon- 
trar puntos de encuentro, de los cuales no es el menor, que 
si Europa Occidental quiere tener una influencia profunda 
y perdurable en América Latina, se hace necesaria alguna 
concertación entre los dos grandes grupos ideológicos. 
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Los europeos pueden jugar un rol de importancia-en el 
desarrollo y consolidación de la democracia en América 
Latina. Aunque existan limitaciones importantes para el 
desarrollo de su influencia en la región (dado que los ins- 
trumentos económicos, para ni hablar de los políticos, son 
bastante débiles), los países, partidos y otras fuerzas eu- 
ropeas han sentado las bases para profundizar su ingerencia 
y, a partir de su extensa experiencia en formas no guberna- 
mentales de cooperación y asistencia, pueden ayudar a 
reconstruir los partidos políticos y sindicatos democráticos 
de América Latina. 
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LA DIVISION entre lo interno y lo externo asume hoy un 
carácter mucho menos claro y tajante que en el pasado. La 
transnacionalización económica, política y cultural que ha 
tenido lugar en el sistema internacional contemporáneo ha 
tornado más difusas las fronteras nacionales y ha hecho 
que los procesos internos se vean crecientemente afectados 
por factores de tipo externo. 

Los estudios de política comparada nos han acostumbra- 
do a analizar muchos procesos desde una perspectiva fun- 
damentalmente doméstica. Ello, pese a la importante pre- 
sencia de factores típicamente externos en diversos casos 
específicos de desarrollo político. Al respecto, basta recor- 
dar el papel desempeñado por la importación de ideas, 
modelos, estilos, recursos y modalidades de acción política 
desde una sociedad a otra; los múltiples casos de interven- 
ción directa de otros países en el campo político interno; 
O la existencia de tendencias globales a nivel regional o 
mundial que inducen procesos y reacciones similares en 
distintos casos. Es claro que estos factores externos reper- 
cuten en formas muy variadas en los procesos nacionales y 
que normalmente cada combinación de variables externas 
e internas tiene su propia dinámica y da lugar a situaciones 
singulares. Sin embargo, es igualmente claro que no se 
Puede ignorar el papel creciente que están asumiendo las 
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variables externas en los cambios políticos vividos en 
América Latina. 

Los actuales procesos de democratización) que se han 
producido en varios países latinoamericanos proporcionan 
una excelente oportunidad para comprobar el papel que 
asumen las variables externas en los procesos nacionales. 
Por una parte, hay consenso entre los analistas en el senti- 
do de identificar a América Latina como una de las regio- 
nes más sensibles y vulnerables a factores externos, tanto 
en la esfera económica, según lo han demostrado en innu- 
merables trabajos los teóricos de la dependencia, como en 
el plano político, en que los estudios son más escasos pero 
en que la evidencia parece igualmente concluyente. Ha sido 
justamente esta vulnerabilidad externa la que ha llevado a 
algunos actores a caracterizar a las sociedades latinoameri- 
canas como sistemas típicamente “penetrados”, en que 
entidades ajenas a las sociedades nacionales intervienen 
directa y activamente, mediante acciones. emprendidas 
conjuntamente con miembros de esas sociedades, en sus 
sistemas políticos(2). Por otra parte, los procesos de demo- 
cratización registrados en América Latina no sólo han sido 
seguidos con particular interés en los ámbitos regional, nor- 
teamericano y europeo, sino que han dado lugar a distintas 
formas de acción externa que resulta interesante analizar. 

En este trabajo pretendemos evaluar en forma tentativa 
y exploratoria la influencia que ejerce el contexto externo 
sobre la naturaleza de los regímenes políticos en América 
Latina. Adicionalmente, se trata de establecer si el marco 
internacional puede ser considerado como un factor positi- 
vo, negativo o simplemente neutro para el establecimiento 
y conservación de los regímenes democráticos en la región. 

Tal como sucede con los factores internos que influyen 
en los procesos políticos, los elementos que configuran el 
marco externo en el caso latinoamericano son en realidad 
diversos, complejos y, muchas veces, contradictorios entre 
sí. De ahí que para los efectos de este trabajo hayamos 
intentado individualizar algunas de las variables que pare- 
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cen más relevantes, teniendo presente que estas distincio- 
nes asumen Un carácter tentativo y que se justifican más 
como herramientas de análisis que como reflejo de una rea- 
lidad que suele ser tan compleja que no admite clasificacio- 
nes rígidas o ponderaciones muy precisas. 


1. Tendencias políticas globales y el proceso de 
transnacionalización 


No cabe duda de que el sistema internacional ha experi- 
mentado en las últimas décadas importantes cambios que 
han afectado gradualmente sus estructuras y procesos. La 
Guerra Fría, que había definido las relaciones entre las 
superpotencias durante el período de postguerra, cedió el 
paso a una détente frágil e inestable, que a su vez está 
siendo reemplazada por una fuerte inestabilidad económica 
y política. Los antiguos bloques han ido erosionándose a 
través de un proceso gradual en que, por una parte, Esta- 
dos Unidos no ha podido evitar el surgimiento de políticas 
exteriores más independientes y de crecientes aspiraciones 
autonomistas por parte de sus aliados europeos, y en que, 
por la otra, se ha producido una gran diversificación en cel 
campo socialista que ha dado lugar a rivalidades e impor- 
tantes diferencias en los modelos internos. El paso de un 
mundo bipolar a uno multipolar, caracterizado por la exis- 
tencia de varios centros de poder tanto en el plano econó- 
mico como en el político, ha configurado un sistema más 
fluido y menos jerarquizado, en que los resultados de los 
procesos de negociación son más inciertos y aparecen 
menos determinados por el mero recuento de los recursos 
0 elementos de poder de las grandes potencias. 

Se ha verificado asimismo una multiplicación en el nú- 
mero de actores, gubernamentales y no gubernamentales. 
que intervienen a nivel del sistema internacional. Ha emer- 
gido a la vida independiente una serie de nuevos Estados, 
dotados de intereses propios y visiones distintas de la reali- 
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dad internacional, así como han surgido fuerzas y entida- 
des que plantean proyectos alternativos de ordenamiento 
mundial. A su vez, los Estados más consolidados y comple- 
jos han comenzado a actuar en una forma más descentrali- 
zada a nivel externo por medio de múltiples agencias y sec- 
tores que, más allá de ciertos elementos comunes, han de- 
sarrollado intereses, estilos y percepciones diversas. No 
cabe duda que se ha producido una verdadera proliferación 
de actores internacionales o, más propiamente, transnacio- 
nales, que van desde las organizaciones políticas hasta las 
religiosas, desde las asociaciones científicas hasta las sindi- 
cales, y que se tratan más adelante. Cabe observar que esta 
tendencia hacia la multiplicación de los actores internacio- 
nales asume un carácter paradójico, ya que mientras por 
una parte afecta y reduce la autonomía de las sociedades 
internas, por la otra también disminuye las posibilidades 
de control por un solo actor externo. Es decir, se puede 
dar una situación de mayor penetración en que la misma 
diversidad de factores exógenos que están Operando puede 
evitar una subordinación a una sola fuerza externa. 

Pero, más allá de estas tendencias generales, hay dos 
procesos globales que parecen particularmente relevantes 
para el caso latinoamericano. 

El primero se refiere a la crisis de la hegemonía nortea- 
mericana, proceso complejo y de evolución bastante más 
incierta de lo que se pensó hace algunos años en América 
Latina, y que se produce con intensidades muy variables 
en distintos planos. En materia económica este fenómeno 
se hizo evidente en la década del 70, cuando el sistema 
internacional gestado en Bretton Woods entró en crisis, 
abandonándose la libre convertibilidad del dólar, y cuando 
la economía norteamericana se vio afectada por la crecien- 
te competencia de otros países capitalistas, incluyendo 
Japón y los nuevos países en vías de industrialización 
(NICs). Este cuadro general de crisis hegemónicos ha dismi- 
nuido la capacidad de Washington de dictar las reglas que 
rigen la actividad en distintas áreas o regímenes internacio- 
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nales, En el plano político externo, la crisis hegemónica 
no sólo se ha hecho patente en la pérdida de posiciones y 
en la instalación de regímenes abiertamente hostiles en 
varios casos, sino que también se ha reflejado en el surgi- 
miento de relaciones cada vez más difíciles y complejas 
con sus aliados tradicionales. 

La crisis de la hegemonía norteamericana también ha 
tenido consecuencias para América Latina, pero el mismo 
hecho de que la región constituye, ahora más que nunca, 
la principal área de influencia para los Estados Unidos en 
el Tercer Mundo, le ha dado un carácter ambivalente y 
contradictorio a este proceso de declinación(4), Así, si bien 
es cierto que la importancia económica de Washington en 
la región se ha visto reducida debido a una mayor diversi- 
ficación de los vínculos latinoamericanos, no es menos 
cierto que el país del Norte sigue siendo el actor externo 
de mayor peso en la región, a considerable distancia de los 
países europeos, Japón, o los países socialistas. Igualmente, 
parece claro que los países latinoamericanos, especialmente 
los más grandes, han ganado una mayor autonomía frente 
a Washington en materias de política exterior, pero parece 
igualmente claro que sigue pesando sobre ellos una serie de 
limitaciones derivadas precisamente de la influencia nortea- 
Mmericana. 

Como veremos más adelante, el mantenimiento, aunque 
en forma más atenuada que en el pasado, de la presencia 
de Estados Unidos en la región ha asumido gran importan- 
cia para la cuestión de la democracia, tanto en el sentido 
de favorecerla como de erosionarla. 

La segunda tendencia global que ha tenido un gran im- 
Pacto en América Latina dice relación con el fenómeno de 
la transnacionalización, que ha asumido características 
MUY propias en la región. No sólo las economías nacionales 
Se han imbricado más y más con los circuitos financieros, 
Productivos y comerciales generados y controlados fuera 

e la región, sino que la política misma ha sido afectada 
Por factores externos de origen gubernamental y no guber- 


309 


namental. Ello, porque las relaciones internacionales invo- 
lucran ahora no solamente a los gobiernos sino que tam- 
bién a las distintas sociedades nacionales, en toda su com- 
plejidad y diversidad. 

Se ha producido una mayor interdependencia entre los 
paísesi5), proceso que puede ser más o menos simétrico 
dependiendo de los intereses que favorece y de las direccio- 
nes que toma. Como todo proceso integrativo, la transna- 
cionalización tiene un carácter ambivalente y dialéctico. 
Por una parte, los nuevos vínculos generan una mayor 
interpenetración y solidaridades de hecho que trascienden 
fronteras y, por la otra, pueden acentuar las ansias de auto- 
nomía, llevando a una reivindicación de los elementos na- 
cionales. No se trata, pues, de una marcha ascendente hacia 
la integración y la coincidencia de intereses a nivel mundial, 
como lo postularon los enfoques más optimistas, sino que 
de un proceso complejo y contradictorio que presenta a la 
vez ventajas y considerables riesgos de desintegración na- 
cional(). 

Es obvio que lo internacional adquiere importancia en 
nuestras sociedades sólo en cuanto logra convertirse en 
nacional, es decir, después de un proceso de mediaciones 
que asume características muy diversas en cada caso y enel 
que intervienen actores internos que filtran y a veces hasta 
transforman estas fuerzas. La tesis de la transnacionaliza- 
ción no postula necesariamente la suplantación de los 
factores nacionales por los transnacionales, sino que más 
bien la interacción entre éstos y aquéllos, interacción en 
que es posible concebir una revalorización de lo nacional. 
O bien, un juego de influencias recíprocas entre los distin- 
tos polos que intervienen en esta relación. Nos referimos 
aquí a las potencialidades de este proceso en el campo 
político que en el de la economía internacional, donde la 
posibilidad de flujos en ambas direcciones y de interaccio- 
nes más simétricas parece más remota y difícil de jugar. 
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2. Influencias y actores transnacionales en la política 
latinoamericana 


Como resultado de una evolución histórica muy especí- 
fica, América Latina siempre se ha mostrado particular- 
mente receptiva a las influencias políticas y culturales pro- 
tedentes del extranjero, especialmente de Europa y, en 
forma algo más reciente, Estados Unidos. 

Durante el primer siglo de vida republicana, esta recepti- 
vidad se orientó sobre todo al plano de las ideas. Directa- 
mente O a través de agrupaciones intelectuales como la 
Masonería, las élites criollas se nutfieron de muchas de las 
erandes corrientes filosóficas y movimientos políticos que 
surgieron en el continente europeo o en Estados Unidos: 
la Ilustración, diversas versiones del liberalismo, el positi- 
vismo, el socialismo utópico, el socialismo marxista y otras 
corrientes menos conocidas que se sumaron a viejas y 
nuevas tendencias conservadoras, clericales y seculares, de 
raigambre igualmente europea. El resultado final de este 
proceso de asimilación fue un sistema de ideas fundamen- 
talmente europeo que, casi siempre, se estrellaba contra 
una realidad demasiado extraña y distante. Así, por ejem- 
plo, el liberalismo latinoamericano, a pesar de haberse 
nutrido en fuentes europeas, no fue en la mayoría de los 
casos más que un remedo malogrado y aparente del libera- 
lismo europeo, que como expresión política de una bur- 
guesía pujante y fuerte (también ausente en los países lati- 
noamericanos) contribuyó decisivamente a la instauración 
de la democracia liberal en el viejo continente. Quizás 
esta falta de una versión latinoamericana del liberalismo 
europeo explique la ausencia de una auténtica tradición 
liberal en la región y el sesgo autoritario y antidemocrático 
que caracteriza a algunos sedicentes liberales o neoliberales 
contemporáneos que, a pesar de identificarse y colaborar 
Plenamente con los regímenes militares del Cono Sur, no 
vacilan en proclamar su adhesión a una sociedad libre. 
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La transnacionalización pasó desde el plano de las ideas 
al de los movimientos políticos sólo durante las primeras 
décadas de este siglo. En algunos casos, estas nuevas 
corrientes se originaron igualmente en Europa, como suce- 
dió con la Internacional Comunista, que se institucionalizó 
a partir del triunfo y, también, del modo de la revolución 
rusa y que pronto se extendió a diversos países de América 
Latina. En el caso de los movimientos indigenistas, populis- 
tas y autóctonos que emergieron en América Latina 
durante las primeras décadas del siglo que configuraron por 
un tiempo una verdadera tendencia regional, se trató en 
cambio de una reacción frente a lo que se percibía como 
modelos y corrientes externas, reacción que en la mayoría 
de los casos no logró traducirse en una opinión política 
concreta (7). 

En la actualidad, tres movimientos políticos internacio- 
nales tienen una presencia importante en América Latina. 
El más antiguo está integrado por los partidos comunistas 
de la región y asumió en sus orígenes una estructura 
fuertemente centralizada y vertical que pretendía reeditar 
la experiencia soviética bajo el liderazgo de su Partido Co- 
munista. Sin embargo, esta rigidez inicial fue cediendo el 
paso a posiciones más flexibles que respondían a un proceso 
de aprendizaje que comenzó a considerar las distintas con- 
diciones locales que imperaban en cada país. Es así como 
en la actualidad los comunistas favorecen estrategias polí- 
ticas verbales y vías alternativas para llegar al poder en los 
distintos países latinoamericanos. El elemento común en 
estas opiniones está representado por la incorporación 
de los partidos latinoamericanos a amplios frentes políticos 
y sociales y la adopción de posiciones de lucha contra el 
imperialismo norteamericano, el latifundio y los grandes 
monopolios y conglomerados económicos privados. Más 
allá de estos objetivos generales, que guardan simetría con 
las orientaciones que guían las relaciones a nivel estatal de 
la Unión Soviética(8), hay una variedad de concepciones y 
políticas concretas que dependen de factores locales. 
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La mayor flexibilidad de las orientaciones comunistas 
en América Latina quedó particularmente en evidencia 
durante la década del 70. Por una parte, se comenzó a 
favorecer fuertemente la colaboración con régimenes 
militares nacionalistas como el de Velasco Alvarado en el 
Perú, Torres en Bolivia y Torrijos en Panamá; por la otra, se 
apoyó un camino electoral y democrático en el caso de la 
Unidad Popular chilena; y, finalmente a la luz de la expe- 
riencia nicaragúense y otros procesos nacionales se revalo- 
rizó la lucha armada para llegar al poder. De ahí que en la 
actualidad los comunistas postulen la violencia revolucio- 
naria en países como Guatemala, Paraguay y El Salvador; 
adopten en la práctica una posición intermedia en el caso 
colombiano, donde actúan a la vez como partido legal y 
movimiento guerrillero; y se inclinen por la vía electoral en 
países como Argentina, Brasil y Venezuela y otros. Cierta- 
mente, el hecho de que en Argentina este rechazo a la vía 
violenta haya estado vigente incluso durante el régimen au- 
toritario y represivo establecido en 1976. se explica más 
por los intereses comerciales soviéticos que por una evalua- 
ción objetiva de la naturaleza del régimen(9). 

Las escisiones históricas del movimiento comunista in- 
ternacional también repercutieron en América Latina, 
dando lugar a pequeños grupos trotskistas que han ejercido 
influencia en algunos medios intelectuales y movimientos 
guerrilleros urbanos, y a partidos y grupos de tendencia 
maoísta que surgieron sobre todo en el área andina. El 
cisma yugoeslavo repercutió asimismo en la región, pero el 
impacto de sus reivindicadores autonomistas y del modelo 
de socialismo autogestionado al que dio lugar fue mayor en 
algunos partidos no comunistas que en los integrantes tra- 
dicionalistas de movimientos internacionales. Reciente- 
mente, las corrientes europeas han comenzado igualmente 
a ejercer influencia en la izquierda latinoamenricana, sobre 
todo en círculos intelectuales y en partidos y fuerzas polí- 
licas de países como Venezuela, México, Bolivia y Chile, 
Que también reivindican el derecho de cada partido a seguir 
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su propio camino, sin tutelas de carácter internacional y 
por medio de una interpretación libre y amplia del mar- 
xismo que pretende recoger elementos de otras tradiciones 
políticas, incluyendo la democrática liberal. Pese a que estas 
escisiones no han llevado al establecimiento de movimien- 
tos, ellas revelan una renovada receptividad a cambios 
ideológicos que se están registrando fuera de América La- 
tina, especialmente a aquellos que postulan una mayor 
autonomía y originalidad para los distintos modelos nacio- 
nales. 

La segunda fuerza política transnacional que ha tenido 
importancia en América Latina, la Internacional Socialista 
(1s), posee una trayectoria mucho más reciente desde el 
momento que su presencia sólo se hizo visible hacia la dé- 
cada del 70, cuando se incorporaron plenamente a ella una 
serie de importantes partidos de Venezuela, Costa Rica, 
República Dominicana, Perú, Chile y otros países, y cuan- 
do sus líderes europeos comenzaron a manifestar un cre- 
ciente interés haciala región. La 1s se ha aproximado hacia 
América Latina, la región del Tercer Mundo donde más 
éxito ha tenido, con un estilo flexible, y pragmático. esta- 
bleciendo vínculos muy diversificados que incluyen a par- 
tidos con significativas diferencias, tanto entre sí como 
respecto de los movimientos europeos. Esto ha sido posible 
debido a que pone más énfasis en los vínculos mismos que 
en la relación de un proyecto histórico que siga de cerca la 
experiencia europea. 

El carácter menos monolítico que tiene la 1s sugiere la 
imagen de un movimiento internacional con un alto com- 
ponente “nacionalizado” en cada país latinoamericano, o 
bien, la de una federación de partidos en que hay una iden- 
tidad ideológica de naturaleza más bien general. Esta carac- 
terística le ha permitido desempeñar papeles importantes 
en situaciones políticas muy diversas en la región. Así, res- 
paldó la lucha armada contra la dictadura de Somoza en 
Nicaragua, apoyando posteriormente al gobierno sandinis- 
ta instalado en el país (4%. En la República Dominicana 


314 


actuó junto al gobierno norteamericano para evitar un gol- 
pe de Estado destinado a impedir la llegada de un gobierno 
social demócrata. En El Salvador ha apoyado la posición 
del Frente Democrático Revolucionario, presionando por 
una salida negociada de la crisis que implique la transfor- 
mación del actual régimen. En el Cono Sur asumió la de- 
fensa de la causa de los derechos humanos y han apoyado 
con fuerza los procesos de democratización. En los países 
andinos contribuyó a la consolidación de los nuevos regí- 
menes democráticos, reforzó sus vínculos con importantes 
grupos políticos y promovió la constitución de nuevos 
movimientos locales. 

Es claro que los socialdemócratas se han convertido en 
una nueva fuerza en-la política latinoamericana, mante- 
niendo relaciones estrechas con partidos de gobierno en 
países como Venezuela, República Dominicana, Trinidad 
Tobago, Guyana, Panamá, Costa Rica, Bolivia, Argentina, 
México y, problablemente, Ecuador, y con fuerzas políticas 
relevantes de otros tantos países. Sin embargo, la misma 
heterogeneidad de intereses que comprende la is, en que 
influyen tanto las consideraciones de afinidad ideológica 
como el deseo de establecer vínculos estrechos con élites 
y contra-élites de América Latina le da un alcance distinto 
a este movimiento internacional, a pesar de las expectativas 
un tanto excesivas que despierta tanto en Europa como en 
esta región (11) 

Aunque menos heterogénea que su rival socialdemócrata, 
la Democracia Cristiana latinoamericana tampoco constitu- 
ye una fuerza monolítica y plenamente integrada a una or- 
ganización vertical y centralizada. Como lo señala Luis 
Maira, si en los países europeos donde tienen o tuvieron in- 
fluencia (Italia, Alemania, Francia, Holanda, etc.), los 
partidos demócrata-cristianos surgieron como una reacción 
de los sectores católicos y protestantes frente a la expan- 
sión de los movimientos socialistas y comunistas, en Amé- 
rica Latina emergieron más como una corriente de renova- 
ción y reforma en el seno de los movimientos políticos vin- 
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culados a la Iglesia Católica y como un desafío al orden tra- 
dicional y oligárquico vigente en sus sociedades. Esta dife- 
rencia genética es la causa de que mientras en Europa los 
demócrata-cristianos pusieron gran énfasis en la canalización 
del movimiento popular, en el mantenimiento de las insti 
tuciones religiosas tradicionales y en la contención del comu- 
nismo, en América Latina originalmente se haya puesto más 
acento en la lucha contra las injusticias sociales, en la 
democratización de las relaciones políticas y en la supera- 
ción del subdesarrollo, lo que fue especialmente evidente 
en los partidos del Cono Sur(2). Sus concepciones desarro- 
listas y reformistas se acercaron así más al modelo elabora- 
do por la CEPAL que a la experiencia de los partidos euro- 
peos con los que establecieron relaciones. Nuevamente, 
hay en este caso un importante proceso de nacionalización 
de una fuerza originariamente internacional, que asume va- 
riadas formas según el país de que se trata. Incluso, se 
puede hablar de una división casi geográfica a este nivel, 
que ha dado lugar a una tendencia más conservadora entre 
los partidos del Norte de la región (Venezuela, países cen- 
troamericanos), y una más progresista y distante de los 
Estados Unidos en el Cono Sur (Brasil, Chile, Uruguay, 
Bolivia, etc. ). 

La Democracia Cristiana conserva una influencia signifi- 
cativa en la región, aunque en estos momentos bastante 
menor que la de su rival social demócrata. Integró el go- 
bierno en Venezuela y Ecuador, mantiene una importante 
aunque incómoda posición en El Salvador, tiene vínculos 
con el sector del Partido Conservador que está en el gobier- 
no en Colombia, integra la coalición gobernante en Bolivia 
y sigue representando una fuerza crucial en Chile y otros 
países. Al igual que la 1s, el movimiento internacional de la 
Democracia Cristiana ha entregado su solidaridad y presta- 
do colaboración en muchoscampos a los partidos miembros 
de América Latina que han sufrido los embates de los regí- 
menes autoritarios, transformándose en un factor de apoyo 
a los procesos de democratización que se viven en América 
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del Sur. 

El papel de la pc ha resultado más complejo e ingrato en 
el caso centroamericano donde han respaldado la continua- 
ción de la presencia demócrata-cristiana en el gobierno sal- 
vadoreño, a pesar de las reiteradas violaciones de derechos 
humanos en que éste ha incurrido y a pesar de lo poco 
viable que parece una solución centrista a estas alturas del 
conflicto. Esta política es coincidente con lo que impulsa 
la administración norteamericana y ha sido criticada den- 
tro de la misma organización, tanto por otros partidos 
latinoamericanos como por algunos europeos. 

Cualquiera que sea el desenlace del conflicto centroame- 
ricano. el movimiento internacional demócrata-cristiano 
mantendrá un papel significativo en la región, pero al igual 
de lo que sucede en otros casos similares, es probable que 
las fuerzas centrífugas y los intereses contradictorios que 
coexisten en su interior le impiden aumentar su papel en el 
futuro. 

Los restantes movimientos políticos internacionales que 
actúan en América Latina tienen un carácter mucho más 
incipiente y un perfil todavía desdibujado. Ni los liberales 
ni los conservadores agrupados en la Unión Democrática 
Internacional han logrado establecer una red regional 
efectiva en América Latina. La Conferencia Permanente de 
Partidos Políticos de América Latina (CoPPAL), organización 
dirigida por el PRI mexicano y que aspira a convertirse en 
una unión de partidos autóctonos de la región, parece te- 
ner un potencial mayor, pero no se ve muy claramente en 
qué forma va a convertirse en una alternativa distinta a la 
sección latinoamericana de la 1s, con la que tiende a super- 
Ponerse, 

Los movimientos políticos internacionales ciertamente 
constituyen las únicas fuerzas externas relevantes en el 
campo político. De hecho, dentro del amplio y a menudo 
excluyente espacio ocupado por las derechas latinoameri- 
canas, las influencias transnacionales se han hecho efecti- 
vas a través de otros medios que van desde los sectores tec- 
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nocráticos vinculados a la banca transnacional hasta las 
doctrinas de contrainsurgencia transmitidas a través de los 
canales militares hemisféricos. Cabe subrayar que se trata 
en estos casos de fuerzas más propiamente transnacionales 
que las anteriores, debido a que en lugar de ser mediatiza- 
das o nacionalizadas por movimientos políticos significati- 
vos en América Latina, operan directamente a través de 
otros agentes sociales o institucionales. 

La simultaneidad con que surgieron en distintos países 
latinoamericanos los modelos económicos liberales no res- 
ponde tan sólo a una identidad de intereses de los grupos 
sociales que llegaron al poder, sino que fue igualmente el 
fruto de un largo proceso de vinculación y entrenamiento 
en el que intervinieron entidades financieras internaciona- 
les, universidades, fundaciones privadas, corporaciones 
transnacionales y agencias de gobierno, que culminó con la 
formación de grupos altamente internacionalizados en los 
sectores privado y público de los distintos países. Este pro- 
ceso permitió la puesta en marcha de un modelo que no 
sólo fue transnacional en sus orígenes, sino que además 
postuló las bondades de una inserción mucho más profun- 
da de los países latinoamericanos en los circuitos producti- 
vos O de circulación del actual sistema económico interna- 
cional. 

Las raíces transnacionales de estas experiencias son ilus- 
tradas por el caso chileno, donde el “modelo de Chicago” 
surge como resultado de una larga etapa de preparación y 
entrenamiento promovida por varias agencias norteameri- 
canas, y que se remonta a un período muy anterior al 
actual gobierno(3). 

Por una curiosa paradoja, las doctrinas de la seguridad 
nacional, que tanta influencia han tenido en los regímenes 
autoritarios sudamericanos, también tienen un claro com- 
ponente transnacional, a pesar de la primacía absoluta que 
pretenden asignarle a la razón nacional, incluso por encima 
de la razón humana. Como lo han señalado varios análi- 
sis%), a partir del supuesto de que los Estados son organis- 
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mos vivos que luchan por su sobrevivencia en un mundo 
lleno de enemigos externos y aliados subversivos internos, 
esta doctrina postula la movilización total de -la nación en 
la búsqueda de determinados objetivos nacionales, cuya de- 
finición corresponde a los sectores militares dirigentes de 
estos regímenes. Estas definiciones de objetivos son siempre 
vagas y obvias, cubriendo el orden público, la soberanía 
nacional, la defensa frente a la subversión, etc., pero como 
lo señala Comblin, aunque la seguridad nacional no conoce 
muy bien lo que ella defiende, sabe muy bien contra quién: 
el comunismo, considerado como un movimiento amplísi- 
mo y omnipresente cuya existencia es calificada por el 
régimenU5) Sobre la base de estas concepciones, se va 
estructurando un sistema que suprime la distinción entre 
medios de presión violentos y no violentos, que borra la 
separación entre violencia preventiva y represiva, que iden- 
tifica a los enemigos internos con los externos y que no 
acepta la fijación de límites para la acción estatal en el 
control de los ciudadanos(6), 

Los elementos transnacionales de esta doctrina no sólo 
se ponen de manifiesto por la simultaneidad con que surge 
en distintos países latinoamericanos, sino que por su evi- 
dente derivación de una teoría común, de origen principal- 
mente norteamericano, que fue transmitiéndose a los ejér- 
citos latinvamericanos a través de instituciones, programas 
de enseñanza y entrenamiento y contactos informales que 
se inscribieron dentro del marco de la cooperación militar 
interamericana?) Obviamente, al igual que en otros casos, 
estas doctrinas de origen transnacional no fueron aplicadas 
directamente, sino que emergieron dentro de contextos 
nacionales específicos en que también influyeron otros ele- 
mentos, que son los que explican las variaciones de país a 
país que se observan en ese campo. 

En realidad, la lista de actores transnacionales es casi tan 
extensa como la de sectores sociales, políticos, económicos 
y Culturales que actúan a nivel de la sociedad interna. Así, 
ella comprende también a diversos agentes económicos 
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transnacionales que en determinados casos han tenido una 
importancia crucial en América Latina, decidiendo el desti. 
no mismo de los regímenes políticos. Basta recordar el 
poder que ejerció una compañía como la United Fruit en 
la política centroamericana, o la influencia que tuvieron o 
trataron de tener empresas como la 1Pc en el Perú o la rry 
en Chile. Ciertamente, el hecho de que estas entidades no 
tengan una finalidad directamente política no las excluye 
del juego político de los países en que operan. 

Otro grupo de actores transnacionales que también se 
ha hecho presente en la escena política latinoamericana 
está integrado por las grandes centrales sindicales interna- 
cionales, que han establecido importantes vínculos en la 
región. Es el caso de las federaciones de filiación comunista 
(la Federación Sindical Mundial), socialcristiana (la Confe- 
deración Internacional de Organizaciones Sindicales Libres), 
a las que habría que agregar el caso de la American Federa- 
tion of Labor de los Estados Unidos, que ha tenido una 
influencia crucial en varios sectores del sindicalismo lati- 
noamericano(18) Estas organizaciones han desempeñado 
papeles de cierta importancia, apoyando en la mayoría de 
los casos los procesos de democratización de la región y 
defendiendo a sus miembros latinoamericanos en momen- 
tos de dificultades. No obstante, en otros casos algunas de 
estas organizaciones internacionales han tendido a reprodu- 
cir sus diferentes y rivalidades al interior del sindicalismo 
latinoamericano, lo que ha tenido un obvio efecto debili- 
tante en un contexto que ya de por sí es negativo. Es im- 
portante recordar que se trata también en este caso de 
movimientos internacionales que son mediatizados por 
fuerzas locales a través de Procesos que varían significativa- 
mente. 

Los circuitos transnacionales pueden operar en direccio- 
nes muy diversas, como lo revela el caso latinoamericano. 
Incluso, los cambios que se van produciendo en las estruc- 
turas de las mismas fuerzas transnacionales pueden crear 
oportunidades para alterar los flujos tradicionales. Es lo 
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que parece haber sucedido en la Iglesia Católica, donde las 
nuevas formas de organización interna que se han adopta- 
do han abierto la posibilidad para una mayor influencia de 
las corrientes surgidas en América Latina y, también, para 
una mayor autonomía local en diversas áreas(19). 

Casos como el anterior nuevamente ilustran la naturale- 
za ambivalente y compleja que asumen los vínculos trans- 
nacionales. Se trata de un proceso global y multifacético 
que encierra potencialidades y peligros, y cuyos efectos . 
variarán de caso a caso, dependiendo del sector de que se 
trata y del contexto en que se tiene lugar. 


3. Transnacionalización económica y democracia 


La peculiar situación de América Latina no sólo revela la 
existencia de múltiples actores con vínculos transnaciona- 
les, sino que también plantea el problema de las condicio- 
nantes estructurales que pesan sobre los procesos internos. 
En este punto, corresponde preguntarse sobre las conse- 
cuencias que se derivan en el plano político de la inserción 
de la región en el sistema capitalista internacional. 

Una corriente importante de aútores ha establecido un 
vínculo muy directo entre los cambios registrados en la 
evolución del capitalismo mundial y las formas del Estado 
en América Latina. En sus versiones más tajantes, esta 
corriente postula que determinados procesos políticos en 
la región y, concretamente, el surgimiento de regímenes 
autoritarios en las décadas del 60 y del 70, representan la 
consecuencia de la evolución de los patrones de acumula- 
ción del sistema capitalista internacional. La caída de los 
regímenes democráticos y la entronización del Estado 
autoritario en América Latina es considerada según este 
análisis como un fenómeno natural, necesario e irreversible 
con respecto a otras alternativas. Natural, en términos de 
su correspondencia con una determinada fase del impe- 
tialismo; necesario, porque reflejaría y haría viable la rees- 
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tructuración del capitalismo mundial y la sobrevivencia de 
los grupos dominantes, tanto en los países centrales como 
en la periferia; e irreversible, en el sentido de que es la con- 
secuencia del agotamiento definitivo de otras formas de 
gobierno en la región y que sólo puede ser superado por la 
transformación socialista de estos países. No se trataría 
entonces de un fenómeno autoritario transitorio, sino que 
“de la única forma de régimen que puede asumir el estado 
capitalista para sobrevivir desarrollando las nuevas modali- 
dades de acumulación internas que el capitalismo, conside- 
rado como sistema internacional, demanda”0), 

Esta relación de correspondencia tan estrecha que se 
plantea entre la fase por la que estaría atravesando el capi- 
talismo mundial y el nuevo autoritarismo latinoamericano 
no parece muy convincente. Contrariamente a lo que po- 
dría pensarse, no hay en primer lugar un gran consenso en 
la descripción del modo de acumulación capitalista que 
está predominando a escala mundial, del tipo de mutacio- 
nes por el que está pasando en la actualidad, y, de sus posi- 
bilidades futuras. El incesante debate que se da en los cír- 
culos académicos e intelectuales, marxistas y no marxistas, 
en torno a las teorías del imperialismo y de la dependencia 
ilustra esta falta de consenso. Conceptos tales como “inter- 
cambio desigual”, “desarrollo desigual”, “enfoque de siste- 
mas mundiales”, etc., llevan a caracterizaciones marcada- 
mente diferentes de una misma unidad de análisis, el sistema 
capitalista mundial, y tienen consecuencias directas para 
cualquier relación de correspondencia que se establezca a 
partir de éste. Ciertamente, la creciente complejidad y 
diversidad que están asumiendo las relaciones económicas a 
nivel global no ayudará a resolver este tipo de polémicas en 
el corto y mediano plazo. 

Por otra parte, desde el punto de vista del mismo enfo- 
que marxista cabría preguntarse si es válido privilegiar en 
una medida tan extensa los factores externos en la explica- 
ción de los cambios políticos. Después de todo, la teoría 
clásica siempre ha visto a la forma del Estado como una 
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expresión institucionalizada de la etapa en que se encuen- 
tra la lucha de clases y, en consecuencia, ella tenderá a 
variar de acuerdo a las singularidades que se den en cada 
país. Desde esta perspectiva ortodoxa serían el antagonis- 
mo de clases y la lucha política concreta los que explicarían 
el nuevo autoritarismo, y estas variables dependen más de 
factores históricos que de una categoría tan general como 
la evolución del capitalismo mundial. Tampoco está de más 
recordar que esta evolución repercute en forma muy diver- 
sa en los distintos casos nacionales. 

En realidad, hay un problema de determinismo en los 
enfoques que caen dentro de esta tradición intelectual. Por 
una parte, se asume que fuerzas objetivas, inmutables e 
incontenibles empujan a movimientos, líderes, fuerzas so- 
ciales y países a determinadas formas de relación política 
y social. Por la otra, subsiste el hecho real de que más allá 
de los requerimientos estructurales, una misma forma de 
gobierno puede conducir a políticas económicas e insercio- 
nes externas muy distintas, tal como una misma política 
económica puede ser impulsada por regímenes diferentes. 
América Latina ofrece múltiples ejemplos en ambos senti- 
dos. 

Aunque el enfoque del Estado burocrático autoritario, 
de que es autor Guillermo O”Donnell, nos parece más equi- 
librado” y logrado en muchos aspectos, creemos también 
que adolece de una falla en este sentido, especialmente 
cuando afirma que esta forma de Estado corresponde a una 
etapa de transformación de las sociedades más avanzadas 
de América Latina, que es parte de un proceso de profun- 
dización de un capitalismo periférico y dependiente que ya 
está dotado de una extensa industrialización?N), Parece 
plausible explicar el nuevo autoritarismo como Una reac- 
ción de grupos sociales dominantes frente a un período 
prolongado de activación popular y de crisis de un modelo 
económico, como lo ha hecho con tanto acierto este autor, 
pero resulta demasiado tajante la afirmación de que “a 
cierta estructura —un tipo histórico de capitalismo—, y Sus 
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cambios en el sentido de la profundización, tiende fuerte- 
mente a corresponder otra estructura, la designada por el 
concepto del Ba (Estado Burocrático-Autoritario)""22), 
Además del riesgo de determinismo implícito en esta tesis, 
cabe observar que la experiencia latinoamericana aporta 
ejemplos de regímenes democráticos que intentan profun- 
dizar el capitalismo, así como de nuevos regimenes autori- 
tarios que, lejos de intentar profundizarlo, cuestionan in- 
cluso la industrialización horizontal iniciada décadas atrás, 
De ahí que no parece posible avanzar más allá de caracterj- 
zar a estos regímenes autoritarios como intentos, entre 
varios otros, de reestructuración o recuperación capitalista 
y de reinserción, con modalidades variables en cada caso, 
en el sistema mundial 49. Por su parte, Cardoso ha sugerido 
que gran parte de estos problemas teóricos se resolverfían 
mediante la distinción entre el régimen político, concebi- 
do como un conjunto de reglas que vinculan las principales 
instituciones políticas entre sí y que determinan las rela- 
ciones entre ciudadanos y gobernantes, y el Estado, con- 
ceptualizado como la alianza básica, el pacto de dominación 
fundamental existente a nivel de lás clases o fracciones de 
clases(24); según esta interpretación, el Estado Burocrático 
Autoritario es un tipo posible de régimen dentro del 
Estado capitalista en América Latina, no asumiendo en 
consecuencia un carácter tan esencial o necesario. 

La evidencia disponible en América Latina, así como en 
otras regiones, indica que es mucho más difícil la implan- 
tación y conservación de regímenes democráticos en socie- 
dades dependientes y subdesarrolladas que en el mundo 
desarrollado, lo que sugiere la existencia de obstáculos 
importantes que no podrían ser menospreciados. Igualmen- 
te, considerando el carácter penetrado que detentan estas 
sociedades, es obvio que hay factores externos que contri- 
buyen a esta situación. Sin embargo, afirmar la existencia 
de una relación de correspondencia, o incluso una de 
fuerte afinidad, supone llevar al análisis muchos más allá, 
hasta el punto de sostener algo cercano a la incompatibili- 
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dad entre una fase más avanzada del capitalismo periférico 
y la democracia o, lo que viene a ser lo mismo, la mutua 
indispensabilidad entre el capitalismo transnacional y el 
nuevo autoritarismo, relación que hasta ahora no ha sido 
probada en todos los casos y que implicaría asignar un pa- 
pel secundario a los factores políticos internos presentes en 
cada país. O"Donnell no llega en realidad a sostener esta te- 
sis, pero en ocasiones tiende a acercarse a ella, mientras 
que otros autores la defienden abiertamente. En este traba- 
jo, preferimos destacar un punto de vista tan tajante y 
optamos por considerar a la inserción de América Latina 
como un factor que hace más difícil la mantención de la 
democracia pero que no la impide necesariamente, y que 
puede ser contrarrestado por otros factores tales como el 
comportamiento de las elites, la estructura del sistema po- 
lítico, la habilidad del liderazgo, la naturaleza de los movi- 
mientos sociales y, también, la presencia de otras varia bles 
externas de siglo más favorable. 

Una argumentación similar parece aplicable a los pro- 
blemas económicos de apariencias más coyunturales que han 
sufrido los países latinoamericanos. Es claro que los pro- 
gramas de estabilización con que han debido enfrentar los 
serios efectos de la crisis internacional no configuran un 
ambiente social y económico propicio para una consolida- 
ción democrática y que los agentes externos que los han 
impulsado no demuestran gran sensibilidad hacia este pro- 
blema, como se ha comprobado una y otra vez en el caso 
de los equipos negociadores del Fondo Monetario Interna- 
cional y de la banca transnacional. Sin embargo, estos pro- 
blemas no afectan a todos los países por igual, ni asumen 
características idénticas en todos los casos. Por otra parte, 
desde la perspectiva de este trabajo interesa destacar que 
las repercusiones políticas de estos fenómenos son varia- 
bles en el sentido de que si en un caso llevan al debilita- 
miento de un régimen democrático, en otro pueden acelerar 
la crisis de uno autoritario. 

El problema de la deuda externa que está golpeando a 
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toda América Latina plantea una situación similar. Es claro 
que no se trata de un marco particularmente favorable para 
la estabilización democrática, pero resulta difícil determinar 
sus alcances precisos en este sentido ya que se trata de una 
variable que se relaciona con muchas otras en cada caso 
nacional. Incluso se podría aventurar como una simple 
hipótesis que una situación muy dramática en materia 
financiera podría llevar a un modelo de transición más con- 
sensual en que las fuerzas políticas y sociales estarían más 
dispuestas a hacer compromisos, concesiones y sacrificios, 
y en que el gobierno se sentiría obligado a adoptar un 
enfoque económico más cauteloso que en una situación de 
normálidad. Reconocemos que éste no es el escenario más 
posible, pero no se puede descartar de plano esta alternati- 
va. Después de todo, la reconstrucción democrática en la 
Europa de postguerra no fue lograda en una época de 
abundancia sino que más bien en una de restricciones eco- 
nómicas. 

En suma, los condicionamientos económicos externos 
presentan problemas para la estabilización democrática en 
América Latina, pero no se puede establecer un efecto 
claro y unívoco en todos los casos. Es posible identificar 
obstáculos y dificultades derivados de estos condiciona- 
mientos, pero resulta menos convincente entrar a señalar 
requerimientos objetivos, relaciones de correspondencia 
o de indispensabilidad que, por lo demás, no dan cuenta 
de los procesos de redemocratización que se están viviendo 
en la actualidad en la región. 


4. El papel de los Estados Unidos 


La cuestión de la democracia en América Latina ha des- 
pertado tradicionalmente un considerable interés en los 
Estados Unidos, interés que ha permeado su política exte- 
rior en una medida mayor que la de muchas otras poten- 
cias en el mundo y que, para bien o para mal, ha estado 
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presente en una gran variedad de políticas adoptadas por 
Washington, incluyendo, para recordar las más recientes, 
la Alianza para el Progreso del presidente Kennedy y la 
política de derechos humanos de la administración Carter. 
Por cierto, esta preocupación por la vigencia de las institu- 
ciones democráticas en la región no ha sido necesariamente 
constante ni consistente a lo largo de la historia y siempre 
se ha conjugado con los intereses estratégicos y económi- 
cos de la política exterior norteamericana, quedando a 
menudo relegada a un segundo lugar. Por cierto, también, 
esta preocupación recurrente no ha sido obstáculo para el 
mantenimiento de lazos particularmente estrechos entre 
Washington y muchos gobiernos autoritarios en la región 
e, incluso, para la adopción de política de desestabilización 
dirigidas precisamente contra regímenes democráticos. 
Pero lo que llama la atención es que una y otra vez el tema 
vuelve a aflorar con especial fuerza en los Estados Unidos, 
provocando todo tipo de polémicas tanto en ese país como 
en América Latina. 

Una evaluación global de la política norteamericana 
frente a la cuestión de la democracia en América Latina 
permite identificar algunas características fundamentales. 
En primer lugar, se trata de una política eminentemente 
cíclica, en que períodos de gran concentración en este 
tema son seguidos por períodos de relativa indiferencia, y 
en que medidas de apoyo a regímenes democráticos son 
reemplazadas por políticas de acercamiento y colaboración 
con regímenes autoritarios y de frialdad —cuando no abier- 
ta hostilidad— hacia algunos regímenes democráticos. 
Como se sabe, estos cambios y altibajos constituyen todas 
las políticas norteamericanas hacia América Latina, como 
lo ha señalado Federico Gil6B5), 

En segundo lugar, se trata de una política plagada de 
ambigúedades y contradicciones en que se discrimina entre 
los países a los cuales va dirigida, en que se suceden medi- 
das no demasiado coherentes entre sí, y en que se perst- 
guen objetivos mutuamente incompatibles. Basta recordar 
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que durante el período de la Alianza para el Progreso, 
mientras por un lado se percibía un compromiso muy hon- 
do con las instituciones democráticas en América Latina, 
por el otro se generalizaban los programas de contrainsur- 
gencia que alimentaron las teorías de seguridad nacional en 
la región y que, obviamente, eran incompatibles con cual- 
quier teoría democrática convencional. Básicamente, estas 
inconsistencias se explican por la existencia de objetivos 
diversos en la política norteamericana hacia América Lati- 
na que no siempre son conciliables entre Si, y que com- 
prenden aspectos estratégicos, como el de prevenir cual- 
quier alineamiento de un país de la región con una poten- 
cia rival u hostil hacia Washington, según la percepción de 
los mismos dirigentes norteamericanos, y económicos, 
como la defensa de los diversos intereses que poseen los 
Estados Unidos en esta área(%6) La promoción o el apoyo 
a los regímenes democráticos en América Latina ha tenido 
un carácter ocasional y subordinado al cumplimiento de 
esos objetivos centrales. Otro factor que explica esta ambi- 
gúedad se refiere a la multiplicidad de actores, agencias e 
intereses que intervienen en la elaboración de la política 
norteamericana hacia América Latina y que no configuran 
de modo alguno un bloque monolítico y homogéneo. En 
este sentido, no es posible ver a los Estados Unidos como 
un actor racional y unificado frente al continente, especial- 
mente con respecto a un tema como la cuestión de la 
democracia. 

A grandes rasgos, se puede identificar dos períodos histó- 
ricos recientes en que el gobierno y también otros sectores 
de la sociedad norteamericana demostraron una considera- 
ble preocupación por la suerte de la democracia en América 
Latina. Estos períodos corresponden a la administración 
Kennedy, con su Alianza para el Progreso, y a la adminis- 
tración Carter, que se centró especialmente en el problema 
de los derechos humanos. 

Aunque la Alianza para el Progreso constituyó principal- 
mente un programa de cooperación económica y social, 
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respondió sin duda a consideraciones netamente políticas. 
Por una parte, fue concebida por los Estados Unidos como 
la única alternativa válida para hacer frente al modelo revo- 
lucionario cubano y, por la otra, partía de la noción evolu- 
cionista de que el desarrollo económico y social conduciría 
en forma casi“automática al desarrollo político y al fortale- 
cimiento de las instituciones democráticas en América 
Latina. La administración Kennedy estimaba que la pro- 
moción de la democracia no sólo era un objetivo deseable 
para la región, sino que además servía al interés nacional 
norteamericano debido a su carácter de alternativa frente 
al comunismo. 

La nueva política norteamericana en favor de los regl- 
menes democráticos en América Latina fue puesta a prue- 
ba en diversos casos nacionales entre 1961 y 1963. Como 
lo recuerda un autor, con la excepción de las presiones 
ejercidas en favor de la democratización de la República 
Dominicana y en contra de la dictadura de Haití. la admi 
nistración Kennedy siguió un curso más bien flexible frente 
a los cambios de régimen??, Por su parte. cada vez que un 
golpe militar aparecía como probable. la est rategia era 
lanzar una ofensiva diplomática para evitarlo. Sin embargo. 
si esta estrategia fallaba, la respuesta norteamericana era 
adaptada a los requerimientos específicos de cada situación. 
a su dinámica interna y a los intereses nacionales en juego. 
Fue así como Washington reconoció el régimen que suce- 
dió al derrocado gobierno de Frondizi en Argentina (1962); 
mientras que con respecto a los golpes de Estados ocurri- 
dos en Perú (1962). la República Dominicana y Honduras 
(1963), adoptó una política de no reconocimiento inme- 
diato y de suspensión de los programas de ayuda. En estos 
últimos casos se trató de condicionar el término de las san- 
ciones a una promesa de los militares en el sentido de reali- 
zar elecciones libres dentro de un plazo razonable y de 
evitar la represión y persecución masiva de los opositores 
durante el gobierno militar. En cambio, en los casos de los 
golpes de Ecuador y Guatemala, Washington otorgó el 
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reconocimiento y mantuvo sus programas de ayuda. 

Aunque la política de apoyo a la democracia en América 
Latina de la administración Kennedy parece haber respon- 
dido a un compromiso real del Presidente y sus asesores 
más cercanos con esta forma de gobierno, su aplicación fue 
más bien errática y vacilante, sin que se obtuvieran en la 
mayoría de los casos los resultados esperados. Su impacto 
real varió de país a país, contribuyendo en cierta medida a 
poner fin al gobierno militar en el Perú y evitando en for- 
ma decidida la resurrección del Trujillismo en la República 
Dominicana. Sin embargo, no logró prevenir una sucesión 
de gobiernos militares en la región e incluso en el caso 
dominicano su éxito fue tan efímero que en 1965 Washing- 
ton decidió intervenir militarmente el país. Sea como fuere, 
la política fue abandonada definitivamente en 1964. cuan- 
do los Estados Unidos apoyaron con entusiasmo a la dicta- 
dura militar que se instauró en Brasil. 

Más de diez años pasaron antes que la cuestión de la 
democracia en América Latina volviera a transformarse en 
Una preocupación importante de la política oficial nortea- 
mericana hacia la región. Entretanto, Washington no sólo 
hizo caso omiso de la forma de gobierno que imperaba en 
los distintos países, sino que además colaboró activamente 
con diversos gobiernos dictatoriales y promovió políticas 
de desestabilización en contra de regímenes democráticos 
que percibía como hostiles a sus intereses. Como se sabe, 
investigaciones llevadas a cabo por ambas ramas del poder 
legislativo norteamericano y las declaraciones de diversos 
actores de la época demuestran que esta última forma de 
intervención fue aplicada a Chile durante un período rela: 
tivamente largo(28) sin que ello signifique —a nuestro jui- 
cio— que el derrocamiento del gobierno de la Unidad 
Popular en este país haya sido causado por estas acciones. 
Las realidades específicas de Chile, la evolución de su 
sistema político e institucional, la polarización social y la 
extrema ideologización de sus partidos, el carácter de sus 
élites políticas y la gestión misma del gobierno derrocado 
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son elementos igualmente importantes para explicar el 
desenlace del experimento socialista chileno. Pero más allá 
de una evaluación por demás casi imposible de su impacto 
preciso, lo que interesa destacar es que el gobierno de los 
Estados Unidos y, en forma paralela, algunas corporacio- 
nes transnacionales del mismo país utilizaron una amplia 
gama de instrumentos para derrocar a un régimen elegido 
democráticamente en un país de América Latina. 

Correspondió a la administración del presidente Carter 
volver a colocar la promoción de la democracia. dotada 
ahora de un nuevo énfasis en la cuestión de los derechos 
humanos, en el centro de la política norteamericana hacia 
América Latina. Desde el comienzo. los representantes de 
la nueva administración, incluyendo especialmente al mis- 
mo Presidente, se” pronunciaron en forma inequívoca en 
favor de la restauración democrática. la celebración de 
elecciones libres, el respeto a los derechos humanos y la 
consagración plena de las libertades civiles. Al igual que en 
casos anteriores, la política no estuvo exenta de ambigúe- 
dades contradicciones y problemas de eficacia. pero no 
cabe duda de que representó un cambio de gran significa- 
ción con respecto a la política tradicional de tos Estados 
Unidos en este campo y que, también, sus resultados fue- 
ron a la larga más favorables que los de experiencias simi- 
lares anteriores, sin perjuicio de todas las críticas que váli- 
damente se le pueden formular. 

Surgida ¡inicialmente como una política de aplicación 
universal, la promoción de la democracia y de los derechos 
humanos sólo se convirtió en un objetivo prioritario de la 
política exterior norteamericana en relación a América 
Latina. Por una parte, únicamente en esta región no había 
Una contradicción básica entre esta causa y los más impor- 
tantes objetivos estratégicos norteamericanos y, por la otra, 
la preponderancia de los Estados Unidos en el continente 
Parecía asegurar a priori el éxito de esta política(29). 

La nueva preocupación norteamericana se hizo evidente 
en diversos casos nacionales. En Ecuador, por ejemplo, se 
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apoyó y estimuló con fuerza el proceso de democratiza- 
ción iniciado en 1976 mediante una gama muy amplia de 
recursos que incluyó pronunciamientos oficiales, contactos 
de la Embajada en Quito y, también, visitas de militares 
norteamericanos en que se respaldaba explícitamente la 
posición de Washington en esta materia. Se ha estimado 
incluso que la posición de Estados Unidos fue uno de los 
factores que evitaron que importantes sectores militares 
ecuatorianos llevaran a cabo un golpe en 1978 para impe- 
dir la elección de Jaime Roldós como Presidente de la 
RepúblicaB0%, En suma, aunque la democratización respon- 
dió a una dinámica interna, no cabe duda que ella fue estj- 
mulada por la actitud norteamericana. Si bien el caso boli- 
viano resultó mucho más complejo, también en él se hizo 
sentir la nueva actitud de Washington, que se tradujo en 
una presión recurrente de favor del accidentado proceso de 
democratización vivido por este país. El golpe militar de 
1980 que pretendió desconocer los resultados de un nuevo 
proceso electoral que confirmó el triunfo del candidato de 
la izquierda, Hernán Siles Suazo, motivó la suspensión de 
toda forma de ayuda norteamericana a Bolivia, el retiro del 
embajador y de la misión militar y una abierta condena de 
Washington a la represión que éste desencadenó. Esta acti- 
tud hostil fue mantenida por la administración Reagan, lo 
que se explica en una parte muy importante por la cone- 
xión que existía entre el gobierno militar boliviano y el 
narcotráfico61, 

La política de apoyo a los procesos de democratización 
también se hizo presente en los casos de Perú, donde asu- 
mió el carácter de un factor coadyuvante en un proceso 
básicamente interno, y la República Dominicana, en que se 
puede establecer un vínculo causal directo entre la posición 
de Washington y el fracaso de una tentativa militar de des- 
conocer el triunfo del candidato del Partido Revoluciona- 
rio Dominicano. 

La posición norteamericana frente a los complejos cam- 
bios centroamericanos fue, sin duda, mucho más dudosa en 
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lo que respecta a la cuestión de la democracia. En Guate- 
mala se frustró el proyecto de apertura limitada que había 
patrocinado. En el caso salvadoreño. la estrategia elegida 
por Washington en el sentido de respaldar y reforzar el 
centro político se estrelló contras las realidades políticas y 
sociales de un sistema marcado por la polarización y la vio- 
lencia. Y en Nicaragua los Estados Unidos no aprovecha- 
ron el extenso campo de maniobra que iba abriendo el 
deterioro de la dictadura somocista, mostrándose incapaces 
de romper en forma clara sus vínculos con el corrupto y 
desprestigiado régimen. Al final, y no sin antes haber 
patrocinado el proyecto de intervenir directamente en la 
guerra civil y retener así el control de la situación, Washing- 
ion se sumó al grupo de países latinoamericanos que 
exigió la renuncia inmediata de Somoza y que excluía al 
mismo tiempo toda intervención militar en el país centroa- 
mericano. Es un hecho que este cambio en la posición 
norteamericana, inducido tanto por la dinámica de la situa- 
ción interna en Nicaragua como por la actitud de otros 
países de América Latina, aceleró de manera significativa 
el desenlace del conflicto, en el sentido de que un apoyo 
masivo a Somoza habría retardado el triunfo sandinista. 
Pero también es un hecho que el proceso escapó al control 
directo de Washington, debido a la ambigúedad de su acti- 
tud y a los múltiples errores que se cometieron. 

En el caso de los regímenes autoritarios del Cono Sur, 
la nueva política norteamericana tuvo efectos particular- 
mente significativos en el campo de los derechos humanos, 


traduciéndose en reiteradas condenas públicas, en la adop- 


ción de sanciones directas como la suspensión de la ayuda 
militar, en un evidente enfriamiento de vínculos, y en la 
utilización de una amplia gama de instrumentos multilate- 
rales que fueron desde votos contrarios a la concesión: de 


nales hasta el apoyo a mociones de condena en las Nacio- 


"cs Unidas y peticiones de informes especiales a la msi 
de Derechos Humanos en la OEA. Esta política no sólo re- 
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presentó un fuerte contraste con las anteriores posiciones 
norteamericanas en este campo2), sino que provocó reac- 
ciones muy marcadas en los países a los que fue dirigida. 
Ciertamente, éste no es el lugar para evaluar en detalle el 
efecto concreto de estas medidas, pero hay tres conside- 
raciones que surgen de inmediato. Primero, si bien ellos no 
lograron modificar la naturaleza de los regímenes a los 
cuales fueron dirigidos, pretensión que por lo demás hubie- 
ra sido imposible de cumplir, provocaron cambios de bas- 
tante significación en varios casos. Así, en Chile contribu- 
yeron, junto a otros factores, a la transformación de la 
pINA en la cni (cambio que no fue exclusivamente cosmé- 
tico), a la liberación de detenidos políticos y a la apertura 
de ciertas libertades públicas93), en Argentina, pese al re- 
chazo de los jefes militares a la presión norteamericana, se 
trató de una política “extremadamente beneficiosa” para 
la oposición y para la moderación del régimen militar que, 
en la práctica, trató de “controlar, aunque sea en mínima 
proporción, el sistema represivo” 064%; también en Uruguay. 
después de un enérgico rechazo inicial por parte de los mi- 
litares, la política parece haber contribuído a la liberación 
de detenidos y a una reducción de los arrestos arbitrarios; 
y, finalmente, si bien el efecto fue menor en Brasil, no 
basta con señalar que la presión fue recibida con un noto- 
rio y natural desagrado por el régimen para descartar cual- 
quier efecto positivo. Segundo, la política tuvo un innega- 
ble efecto indirecto transformando en la práctica el proble- 
ma de los derechos humanos en una cuestión central de las 
relaciones internacionales de América Latina, reforzando 
las actividades y mecanismos existentes en esta materia en 
el seno del sistema interamericano, y apoyando la acción 
de muchas otras entidades nacionales y transnacionales 
activas en este campo. Tercero, tal como sería absurdo atri- 
buir todo mejoramiento de la situación de derechos huma- 
nos a la acción norteamericana, sería improcedente eva- 
luarla negativamente porque en definitiva no cambió la 
naturaleza de los regímenes a los que fue aplicada. Después 
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de todo, la misma acción de otros factores externos puede 
neutralizar, como efectivamente sucedió, parte del efecto 
de la política del gobierno norteamericano, Así, por ejem- 
plo, mientras Washington  adoptaba una actitud fría y 
distante frente a algunos regímenes del Cono Sur, una ver- 
dadera red de intereses transnacionales les permitió a éstos 


evitar los efectos más nocivos de esta situación, especial- 


mente en el área económica. 

Estas consideraciones también son pertinentes para eva- 
luar en términos generales la política de la administración 
Carter en lo que respecta a la democratización en América 
Latina. Si bien esta política estuvo marcada por diversas 
ambigúedades y contradicciones, especialmente si se com- 
para los casos de los países andinos con los de América 
Central, su impacto no puede medirse mediante una rela- 
ción directa de causalidad, por demás imposible de com- 
probar. Es cierto que ella no contribuyó en forma decisiva: 
al fin de los regímenes autoritarios en el Cono Sur, y que 
en países como Ecuador, Perú y Bolivia el retorno a la 
democracia aparece muy condicionado por la dinámica de 
las mismas situaciones internas. También es claro que la 
política norteamericana despertó gran oposición en los 
países a los que dirigida, como. lo recuerdan autores como 
Martz y Tulchin65). Pero frente a esta última crítica cabría 
observar que esta oposición provino de los mismos grupos 
dirigentes afectados y que, por otra parte, ella no implicó 
necesariamente el fracaso de la política. Por el contrario. 
hay evidenciá que apunta en el sentido opuesto desde el 
momento en que en diversos países se produce cierto avan- 
ce, todavía muy insuficiente, en materia de derechos 
humanos y libertades Públicas. 

Por último, una política de este tipo debe ser evaluada 
en relación a los cursos alternativos de acción abiertos para 
los Estados Unidos y dentro del contexto tradicional de 
las relaciones interamericanas, Desde esta perspectiva, salta 
a la vista el contraste entre una política activa como la de 
Carter, con todas las insuficiencias que puede haber tenido, 
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y las actitudes pasivas o complacientes que adoptaron otras 
administraciones en Washington frente a estos mismos pro- 
blemas. Incluso, el objetivo de la promoción de la demo- 
cracia y de los derechos humanos parece haber alcanzado 
tal legitimidad en el contexto de las relaciones entre Esta- 
dos Unidos y América Latina, que un gobierno conserva- 
dor y naturalmente poco inclinado hacia este tipo de 
causas como el de Reagan también lo ha adoptado formal- 


mente. 


5. El contexto regional 


La simultaneidad con que han tendido a producirse algu- 
nos cambios políticos en América Latina contribuye a fijar 
la imagen de procesos generales y uniformes a nivel regio- 
nal, primero hacia el autoritarismo y luego hacia la apertu- 
ra política y la democratización. Incluso, según una gráfica 
analogía, en este último proceso los países de la región 
parece conformar un convoy ferroviario que, gradualmente, 
va saliendo de un largo y oscuro túnel. 

La imagen anterior resulta sin duda atrayente, pero 
esconde una realidad más completa y variada. Aunque hay 
una tendencia general hacia la democratización en América 
Latina, apoyada en cierta medida por los factores externos 
que hemos analizado, hay importantes diferencias en cada 
caso nacional. Las variables que influyen en los procesos 
individuales tienden a variar fuertemente, así como los 
tempos, las modalidades, los niveles de profundización de- 
mocrática y, también, los resultados finales. Hay transicio- 
nes a la democracia graduales y totales, controladas verti- 
calmente y de ruptura, lentas y rápidas, ambiguas y claras, 
etc. Los casos de Ecuador y Perú tienen poco que ver con 
los de Brasil y Argentina, tanto porque se refieren a autori- 
tarismos previos disímiles como por la forma que asumieron 
en definitiva. A su vez, prácticamente no hay elementos 
comunes entre las transiciones brasileña y argentina, pese 
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a las similitudes parciales de los procesos políticos prece- 
dentes en estos países, 

¿En qué medida la acción directa de actores guberna- 
mentales y no gubernamentales situados dentro de América 
Latina ha sido importante para impulsar o retardar los pro- 
cesos de democratización? Para responder esta pregunta 
hay que recordar que sólo en casos excepcionales los go- 
biernos latinoamericanos han ejercido una presión fuerte 
sobre algún país en especial con el objeto de inducir una 
apertura política. Ello, debido a la vigencia del principio 
de no intervención, que las mismas naciones de América 
Latina erigieron en piedra angular de las relaciones regio- 
nales, y a la obvia necesidad de mantener vínculos externos 
estables y normales con sistemas políticos naturalmente 
muy propensos al cambio y las situaciones políticas de 
facto. 

La excepción más conocida a esta actitud estuvo repre- 
sentada por la doctrina Betancourt, que se propuso sancio- 
nar mediante el no reconocimiento a todos los gobiernos 
surgidos de golpes de Estado. Adoptada formalmente a 
partir de 1959 por el nuevo gobierno democrático de 
Venezuela, esta política fue aplicada en contra de gobier- 
nos como el de Trujillo en la República Dominicana, pero 
también se extendió al régimen revolucionario cubano, A 
la larga, la doctrina tuvo que ser abandonada debido a la 
reticencia de otros gobiernos democráticos en la región, a 
las dificultades y conflictos asociados a su aplicación, a su 
escasa eficacia y a la subjetividad que podía rodear la cali- 
ficación de un gobierno como democrático o dictatorial. 

El abandono de la doctrina Betancourt no detuvo la 
preocupación regional por la cuestión de la democracia ni 
la renuncia a la acción colectiva en ciertos casos muy espe 
Cíficos Por el contrario, el deseo de apoyar la implanta- 
ción de regímenes democráticos en el ámbito regional se 
mantuvo latente en diversos gobiernos, expresándose en 
forma variable en cada caso. En cuanto a las acciones co- 
ectivas hay dos casos recientes que merecen mención. |] 
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primero estuvo representado por la insurrección sandinis 
ta y la subsiguiente caída del somocismo en Nicaragua, epr 
sodio en que un considerable número de países latinoame- 
ricanos adoptó una posición clara, resuelta y concertada 
de rechazo a la dictadura, que contribuyó a acelerar su car 
da. El segundo caso fue el boliviano, donde la acción pro- 
piamente regional se hizo especialmente evidente después 
del cruento golpe de García Meza en 1980, que fue motivo 
de represalias concretas por parte de los restantes miem- 
bros del Pacto Andino y otras naciones del continente, las 
que junto a actitudes similares de Estados Unidos y los 
países europeos llevaron al aislamiento de la dictadura. Es- 
ta situación influyó poderosamente en la reanudación del 
proceso de democratización, haciendo que éste quiera una 
alta dosis de inducción externa. 

El relativo éxito de estas dos acciones regionales se 
aplica por circunstancias de carácter más bien excepcional, 

- que dicen relación con la situación interna de algunos paí- 
ses latinoamericanos, la decisión —aparentemente transito- 
ria— de los miembros del Pacto Andino de añadir una. di- 
mensión más política al esquema de integración subregional. 
la naturaleza de los mismos procesos de democratización. 
el tamaño de los países involucrados y, last but not least, la 
posición de Washington. Estos factores configuraron una 
situación muy excepcional que no permitía la elaboración 
de una política de largo plazo en materia de democratiza- 
ción. 

Los vínculos políticos regionales de origen no guberna- 
mental parecen más expeditos y efectivos en este campo. 
aunque sólo sea porque no interfieren en forma tan direc- 
ta y evidente en los restantes objetivos de política exterior 
de los países. Sin embargo, la experiencia que aporta Amé- 
rica Latina en esta materia es todavía muy pequeña. Gran 
parte de la actividad que se ha desplegado ha surgido de las 
filiales regionales de las grandes internacionales estableci- 
das en Europa. Asimismo, si bien los continuos exilios y 
la inestabilidad política de la región han tenido como resul- 
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tado un alto grado de intercambio político, cultural e inte- 
leciual, todavía no se registran iniciativas especificamente 
regionales en este campo. Ciertamente. a nivel nacional, 
distintos paises de América Latina han adoptado actitudes 
particularmente solidarias con algunos procesos de demo- 
eratización en la región, las que encierran un claro poten- 
cial para una acción más intensa en el futuro. Es probable 
que esta nueva tendencia, que se ha expresado especial- 
mente en el caso argentino, cobre mayor fuerza en el fu- 
Luro, : 

En cuanto al posible efecto de demostración de los pro- 
cesos de democratización en América Latina, la evidencia 
disponible es todavía muy reducida. A primera vista, pare- 
ciera que más allá de las solidaridades y entusiasmos que 
éstos generan, las situaciones son demasiado diferentes 
como para repercutir decisivamente en otros países. Así. 
a pesar de la relativa similitud de las situaciones iniciales 
de que arrancaban, la “descompresión” brasileña tuvo po- 
cos efectos directos en Argentina, lo que explica la modali- 
dad absolutamente vigente que asume la transición a la 
democracia en cada país. Tampoco hay evidencia de una 
persecución directa del proceso ecuatoriano sobre el pe 
ruano o de éste sobre el boliviano. 

El actual proceso argentino representa sin duda un inte- 
resante caso de prueba en materia de efecto de demostra- 
ción. Su evolución ha sido seguida con particular interés 
en Uruguay y en Chile y es altamente probable que al 
menos en el primer caso tenga importantes efectos. Sin 
duda, el carácter pacífico, moderado y ejemplar que ha 
asumido la transición argentina pueda actuar como un ali- 
ciente para los países vecinos; pero es poco probable que 
esta impresión sea compartida por los sectores que detec- 
tan responsabilidades importantes en materia de seguridad 
con explicable temor el sometimiento a la justicia de algu- 
nos de los responsables del anterior proceso argentino, 
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6. El peso de los factores externos 


A la luz de la evidencia disponible, resulta obvio que 
nuestra pregunta inicial sobre el carácter neutral, positivo 
o negativo que asumen los factores externos en la restaura- 
ción o mantenimiento de los regímenes democráticos en 
América Latina, no puede ser respondida en forma general 
y absoluta. La experiencia regional, bastante rica en este 
campo, aporta ejemplos en todas las direcciones. En el caso 
de la abertura brasileña, el impacto de los factores externos 
parece haber sido mínimo. La democratización boliviana 
tuvo en cambio un fuerte componente externo. Y en el 
caso argentino una derrota externa tuvo como efecto, cier- 
tamente no buscado por Gran Bretaña, precipitar un pro- 
greso integral de retorno a la democracia. 

En cierta medida, los factores externos que están presen- 
tes en la región pueden neutralizarse entre sí, como sucede 
por ejemíplo entre las fuerzas económicas transnacionales y 
aquellas de naturaleza política, entre una posición ambigua 
de Washington y una actitud más firme de los países euro- 
peos en materia de restauración democrática, entre las doc- 
trinas hemisféricas de seguridad nacional y las'solidaridades 
democráticas a nivel regional. El peso de estos factores 
tiende a variar en cada caso, al igual que el grado de com- 
promiso de los actores externos con lo que ocurre en Amé- 
rica Latina. 

El inevitable proceso de transnacionalización por el que 
atraviesa el mundo plantea la necesidad de participar en los 
distintos circuitos existentes, pero no hay que olvidar que 
cada uno de éstos posee un sentido, una racionalidad últi- 
ma, que puede o no coincidir con los intereses de los acto- 
res latinoamericanos. Esta reálidad exige pensar en una 
inserción selectiva, cautelosa y gradual que permita preser- 
var los elementos y aspiraciones propiamente nacionales en 
cada caso. 

Los factores externos se han transformado en un impor- 
tante elemento coadyuvante en diversas experiencias nacio- 
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nales, pero ninguna estrategia de democratización podría 
descansar principalmente en ellos. Salvo situaciones muy 
excepcionales, ni las democracias ni las dictaduras caen 
como consecuencia de los factores externos. Son las cir- 
cunstancias internas. los pTopios éxitos y los propios fraca- 
sos de todos los sectores involucrados en los procesos poli- 
ticos, los que explican estos desenlaces, complementados, 
sí, por la creciente cantidad de influen 


cias externas que 
están presentes en América Latina. 
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NOTAS 


1.En este trabajo consideramos que la democratización constituye un proce- 
so abierto que supone, como mínimo, una forma de organización política 
cn que se permite la manifestación de todas las preferencias mediante la 
utilización generalizada de las libertades básicas de expresión, información, 
asociación y voto, con el objeto de alcanzar la libre competencia por el 
podcr en intervalos regulares y por medios no violentos. Por cierto, para 
que pueda hablarse de democracia plena hay que incorporar también al 
concepto una dimensión económica que apunte a las expectativas de igual- 
dad y justicia social. Se trata, pues, de un proceso abicrto y gradual, que 
sin duda no ha logrado profundizarse en varios paises latinoamericanos, 
pero que tampoco parece posible sin la existencia de las libertades básicas 
que garantizan el pluralismo político. 

2.Douglas A. Chalmers; “Developing on the Periphery. External Vactors in 

Latin American Politics”, en Yale H. Ferguson (ed.); Contemporary Inter- 
American Relations (Englewood Cliffs, N.J.: Prentice-Hall, 1972), pp. 11-34. 
Ll concepto de sistema político penetrado que emplea Chalmers ha sido 
tomado de James N. Rosenau; “Pre-theories and Theories of HForcign Poij- 
cy”, en R. Barry Farrel (cd): Approaches to Comparative and Internatio- 
nal Politics (Evanston: Northwestern University Press, 1966), p. 65. 

3.Fl concepto de régimen internacional y la declinación de la hegemon ía nor- 
tcamericana en algunos de estos regímenes son analizados cn Robert O, 
Kcoane: “The Theory of Hegemonic Stability and Changes in International 
lconomic Regimes, 1967-1977”, publicado en Ole R. Holsti, Randolph M. 
Siverson y Alexander L. George (eds.); Change in the International System 
(Boulder: Westview Press, 1980), pp. 131-162. 

4.Hemos desarrollado este punto en Alberto van Klaveren: “La crisis de la 
hegemonía norteamericana y sus repercusiones en América Latina. Antece- 
dentes y proyecciones futuras”, publicado en Gustavo Lagos (ed.); Las 
relaciones entre América Latina, Estados Unidos y Europa Occidental (San- 
tiago: Ed. Universitaria, 1979), pp. 15-48. 

5. Para el concepto de la interdependencia y sus implicaciones internacionales, 
véase Robert O. Keohane y Joseph S. Nye; Power and Interdependence 
(Boston: Little, Brown and Company, 1977). Véase también Luciano To- 
massini; “Interdependencia y Desarrollo Nacional”, Estudios Internaciona- 
les 15, No 58, abril-juyio 1982, pp. 166-189. ] 

6. Algunos efectos políticos de este proceso se analizan en K.J. Holsti, “Chan- 
2c in the International System: Interdependence, Integration and lFragmen- 
tation”, en Holsti, Siverson y George; Change in the International System, 
PP. 23-53. Para los efectos económicos, véase el artículo de Osvaldo Sunkel, 
“Capitalismo transnacional y desintegración nacional en América Latina”, 
Estudios Internacionales 4, NO 16, enero-marzo 1971, pp. 2-61, y Osvaldo 
Sunkel y Edmundo Fuenzalida: “Capitalismo transnacional y desarrollo na- 
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cional”, Estudios Internacionales 11, NO 44, octubre-diciembre 1978, pp. 
3-27. 

7.En cierto sentido, el caso mexicano representa una excepción a esta incapa- 
cidad de los movimientos autóctonos para transformarse en una opcion real. 
Ciertamente, la génesis revolucionaria del régimen mexicano explica esta 
diferencia. DS, ] 

8. Véase sobre este punto Augusto Varas: “Ideology and Politics in Latin 
American- URSS Relations”, Problems of Communism 33 (1), Enero-Fe- 
brero 1984, pp. 35-47. A 

9.Como se ha destacado en varios análisis, no deja de llamar la atencion que 
mientras los regímenes militares de Chile y Uruguay fueron tildados desde 
el comienzo como “fascistas” por la Unión Soviética y los partidos comu- 
nistas locales, el régimen argentino nunca haya merecido igual calificativo 
en estos medios, a pesar de sus similitudes en materia polttica y económica. 
Véase Fernando Mires; “Para una crítica a la teoria del fascismo latinoame- 
ricano”, Nueva Sociedad NO 2 45, noviembre-diciembre 1979, en especial 
pp. 3942. 

10.Este apoyo ha tendido a disminuir en el último tiempo como consecuencia 
de las reservas de algunos partidos latinoamericanos y europeos con respec- 
to a políticas concretas seguidas por cel régimen de Managua y, en especial, 
la ausencia de elecciones. Sin embargo, se trata de un distanciamiento más 
que de una ruptura, toda vez que se han mantenido importantes vínculos. 

11.Wolf Grabendorff: “Las relaciones entre América Latina y Furopa Occi- 
dental”, en Helio Jaguaribe et. al: La política internacional de los años 80 
(Buenos Aires: Editorial de Belgrano, 1982), pp. 191-192. 

12. Luis Maira: “Los factores internacionales y las perspectivas democráticas 
de América Latina de los años ochenta”, en Henry Pease García et. al; 
América Latina 80: Democracia y Moviemiento Popular (Lima: DESCO, 
1981), pp. 186-187. 

13.Una referencia a estos vínculos previos se encuentra en el Informe del Se- 
nado norteamericano, Covert Action in Chile, 1963-1973, Staff Report of 
the Select Commitee to Study Governmental Operations with respect to 
intelligence Activities (Washington D.C.: U.S. Government Printing Office, 
1975), p. 187. 

14. Véase Manuel Antonio Garretón: “De la seguridad nacional a la nueva ins- 
titucionalidad *”, Foro Internacional 19 (1), julio-septiembre 1978, pp. 
103-127, y P. José Comblin; La Doctrina de la Seguridad Nacional” en 
Dos Ensayos sobre Seguridad Nacional, (Santiago: Arzobispado de Santia- 
go, Vicaría de la Solidaridad, 1979), pp. 9-191. 

15.Comblin, op. cit. p. 46. 

16. Ibid., p. 47. 

17. Garretón, op. cit. p. 111 y Comblin, op. cit., pp. 77-104. 

18. Véase Hobart A. Spalding, Jr.: Organized Labor in Latin American (New 
York; Harper £ Row, 1977), pp. 251-281; y Neale J. Pearson: “Peasant 
and Worker Sindicatos and Democracy in Latin American”, en Howard J. 
Wiarda (ed.); The Continuing Struggle For Democracy in Latin America 
(Boulder: Westview Press), pp. 79-106. 

19.Debemos esta observación a un comentario de Carlos Portales. En el caso 
de los vínculos entre América Latina y Estados Unidos a nivel de la Iglesia 


344 


20. 


26. 


27. 


Católica se ha surerido que hay una influencia creciente de las visiones lati- 
noamericanas en el país del Norte, tema que fue desarrollado por Renato 
Mevia S.J., en el Seminario-Taller organizado por FLACSO y CIDI: sobre 
“Vinculos no estatales y su impacto en las relaciones entre Estados Unidos 
y América Latina”, 26 al 28 de octubre de 1982. 

Alvaro Briones y Orlando Caputo: “América Latina: nuevas modalidades 
de acumulación y fascismo dependiente”, en Gerard Pierre-Charles et. al.: 
El Control Político en el Cono Sur (México; Siglo XXI, 1978), p. 254. Este 
volumen contiene una muestra bastante representativa de este enfoque, 
complementada por varios comentarios críticos. Una visión similar es ex- 
puesta por Thcotonio Dos Santos en su libro Socialismo o Fascismo (Méxi- 
co: Edicol, 1978), y en su artículo “Socialismo en América Latina Hoy”, 
Revista Mexicana de Sociología 39 (1), enero-marzo 1977, pp. 173-190. 
Este último fue seguido por un artículo crítico de Atilio Borón: “El fas- 
cismo como categoría histórica: en torno al problema de las dictaduras en 
América Latina”, en el Vol 39 NO 2 de la misma revista, correspondiente 
a abribjunio 1977, pp. 481-528. 


Guillermo O*Donell: “Reflexiones sobre las tendencias de cambio del Ista- 


do burocrático-autoritario”, Revista Mexicana de Sociología 39 (1), enero- 
marzo 1977, pp. 13-14. 


2.Guillermo A. O'Donnell: Modernización y autoritarismo (Buenos Aires: 


Paidos, 1972), p. 42. 

Manuel Antonio Garretón: “En torno a la discusión de los regímenes auto- 
ritarios cn América Latina”, Documento de Trabajo FLACSO-Chile NO 98, 
septiembre 1980, p. 9. 


«Fernando nrique Cardoso, “On the Characterizations of Authoritarian 


Kcgimes in Latin America”, en David Collier (cd.): The New Authoritatism 
in Latin America (Princeton: Princeton University Press. 1979), p. 38 y 
SEteSs. 


-Hederico G. Gil: Latinoamérica y Estados Unidos (Madrid: Tecnos, 1975), 


p. 258. : 

Véase sobre este punto nuestro trabajo “La crisis de la hegemonía nortea- 
mericana”, op. cit., p. 17. 
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VARIABLES EXTERNAS Y DEMOCRATIZACION EN 
AMERICA LATINA 


Gustavo Lagos 
COMENTARIOS 


QUISIERA REALIZAR algunos comentarios al interesante tra- 
bajo del profesor Van Klaveren. sobre las variables externas 
en los procesos de democratización de América Latina, en 
el cual nos ha presentado un estudio muy completo sobre 
el tema. 

Sin embargo, creo que su estudio se realiza con una ten- 
dencia a trabajar con variables externas muy amplias tales 
como crisis de la hegemonía norteamericana en la región y 
la influencia en América Latina de los procesos de transna- 
cionalización. 

Creo que sería necesario afinar el análisis y tratar de 
construir una tipología de los factores externos desagregan- 
do los conceptos muy generales con que él trabaja. Estimo 
que en esta desagregación habría que tratar de distinguir 
factores externos en el plano político, económico. cultural. 
etc. y, dentro de cada plano, identificar diversos tipos de 
factores externos. Enseguida, habría que intentar identifi- 
car los procesos de mediación a través de los cuales lo 
internacional logra convertirse en nacional por medio de la 
acción de actores internos que filtran y a veces transfor- 
Man estas fuerzas externas. No basta, a mi juicio, con decir 
que “los movimientos internacionales son media tizados 
Por fuerzas locales a través de procesos que varían signifi- 
Cativamente”. Aquí también debiera tratarse de construir 
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una tipología que vinculara los tipos de factores externos 
señalando las diversas formas en que ellos son mediatizados 
por actores internos. De esta manera una tipología de fac- 
tores externos y una tipología de procesos de media tiza- 
ción podría iluminar como se opera la interacción entre 
factores externos e internos. 

Comprendemos que esta tarea es difícil, pero sí ella no 
se realiza corremos el peligro de quedarnos en generaliza- 
ciones que por muy valiosas que sean, como es el caso, no 
logran ir más allá del señalamiento de tendencias o afirma- 
ciones muy amplias que no alcanzan a desentrañar la 
médula de los problemas estudiados. 

En la construcción de las tipologías indicadas habría 
que-distinguir entre factores externos que operan en el me- 
diano o largo plazo y aquellos que son meramente coyun- 
turales. En este sentido. el trabajo del profesor Van Klave- 
ren aporta elementos valiosos para identificar los factores 
externos que operan en el largo plazo. 

Por último, quisiera señalar que parece existir una con- 
tradicción en las páginas finales del trabajo, relativa al peso 
de los factores externos. En efecto, se nos dice “que a la 
luz de la evidencia disponible resulta obvio que nuestra 
pregunta inicial sobre el carácter neutral, positivo o negati- 
vo que asumen los factores externos en la restauración o 
mantenimiento de los regímenes democráticos en América 
Latina, no puede ser respondida en forma general y absolu- 
ta. La experiencia regional, se agrega, bastante rica en este 
campo, aporta ejemplos en todas las direcciones”. 

Junto a esta afirmación de carácter general, en el último 
párrafo del trabajo se afirma que “los factores externos se 
han transformado en un importante elemento coadyuvante 
en diversas experiencias nacionales pero ninguna estrategia 
de democratización podría descansar principalmente en 
ella. Salvo situaciones muy excepcionales, ni las democra- 
cias ni las dictaduras caen como consecuencia de los facto- 
res externos. Son las circunstancias internas, los propios 
éxitos y los propios fracasos de todos los sectores involu- 
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crados en los procesos políticos, los que explican estos de- 
senlaces, complementados, sí, por la creciente cantidad de 
influencias externas que están presentes en América Lati 
na”. 

O sea, por un lado se nos dice que los factores externos 
pueden tener un carácter neutral, positivo o negativo, y 
que no es posible establecer generalizaciones y, por otro, 
se nos afirma que son elenientos coadyuvantes en diversas 
experiencias nacionales de democratización. 

Con respecto al trabajo del profesor Mujal-León quisiera 
formular diversas Observaciones. 

En primer lugar, creo que su estudio representa un aporte 
de indudable interés a un tema que ha sido poco estudiado, 
cuál es el papel de Europa Occidental en los procesos de 
democratización de América Latina. Creo que el análisis 
que él realiza ilumina un campo en que sólo existen estu- 
dios parciales; en cambio. él enfoca el problema desde una 
perspectiva muy amplia que contribuye al esclarecimiento 
de este importante tema. Creo que su análisis es correcto 
a los cambios estructurales que se han operado en el siste- 
ma internacional, a la importancia de Europa Occidental 
como segundo mercado para las exportaciones de América 
Latina, a la creciente tendencia de los europeos hacia una 
Mayor autonomía en sus relaciones con EE.UU. y alas 
motivaciones subyacentes que han llevado a Europa Occi- 
dental y a interesarse primero en los acontecimientos de 
Centro América y luego en Brasil y el Cono Sur. 

Con respecto al cambio de las relaciones entre América 
Latina y EE.UU., el profesor Mujal-León señala. entre 
Otros factores, la desilusión causada por las expectativas 
frustradas de la Alianza para el Progreso. Creo que este 
hecho marca un hito histórico porque a partir de ese mo- 
mento se observa una creciente desilusión latinoamericana 
frente a los programas tradicionales de ayuda económica 
Externa. La prueba es que con posterioridad al fracaso de 
Y Alianza no es posible detectar ningún esfuerzo sistemá- 


tico latinoamericano para obtener un “plan"norteamerica- 
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no masivo de ayuda económica. 

Es cierto que el escepticismo latinoamericano respecto a 
las bondades de la “ayuda económica” coincide por otra 
parte con la política de “negligencia benigna” de Nixon y 
Ford. de tal manera que, por distintas causas, América 
Latina y EE.UU. abandonan la idea de un plan masivo de 
ayuda económica. 

Al mismo tiempo, esta tendencia coincide con la bús- 
queda por parte de América Latina de una mayor autono- 
mía en sus políticas exteriores y en el énfasis que se desa- 
rrolla en la importancia del esfuerzo propio (selfrreliance) 
como base más confiable para sus expectativas de desarro- 
llo. La crisis económica y el problema de la deuda externa 
latinoamericana han cambiado, es cierto, este panorama y 
las expectativas latinoamericanas se han volcado a tratar de 
obtener de EE.UU. y de su banca privada un trato más 
equitativo para el pago de la deuda. Á pesar de que la ban- 
ca europea juega un papel importante en el endeudamiento 
latinoamericano, no hay referencias en el trabajo del profe- 
sor Mujal-León al papel que podrían jugar las Internaciona- 
les político partidistas para obtener un mejor trato para 
América Latina de la banca europea. Cabe señalar que este 
es uno de los pocos campos en que Europa podría jugar un 
papel significativo en la solución de un agudo problema 
latinoamericano ya que de los 360 mil millones de dólares 
de la deuda externa de América Latina, un porcentaje sig- 
nificativo ha sido contraído con bancos europeos. Esta 
sería, por lo tanto, una importante área económica en que la 
influencia económica de Europa podría hacerse sentir en 
la región. 

Respecto a las conclusiones de su estudio, el profesor 
Mujal-León afirma que los europeos podrían jugar un 
importante rol en el desarrollo y consolidación de la demo- 
cracia en América Latina; agrega que aunque existen im- 
portantes límites al desarrollo de su influencia en la región, 
los países europeos, los partidos y otras fuerzas han echado 
las bases para un involucramiento más profundo, y consi- 
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derando su extensa experiencia en formas no gubernamen- 
tales de cooperación y asistencia, pueden ayudar a la re- 
construcción de los partidos políticos democráticos y sin- 
dicatos en América Latina. 

Sin embargo, su propio estudio parece demostrar que la 
influencia en América Central ha sido muy limitada, y que 
como consecuencia de ello, el interés europeo parece 
haberse desplazado hacia Brasil y los países del Cono Sur, 
donde su grado de influencia tampoco es muy grande en 
los procesos de democratización. 

La razón, por lo menos con respecto a América Central, 
es obvia. La posición europea cada vez que se ha encontra- 
do ante la alternativa de enfrentarse a los intereses nortea- 


mericanos, ha sido la de no antagonizar con EE.UU. porque, 


como lo señala un dirigente europeo, “el precio (que habría 
que pagar) sería muy alto”. 
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PARA VIVIR LA DEMOCRACIA 


Transición a la democracia. 


Elementos de un modelo dinámico 


Dankward Rustow 


Este artículo se publica con las debidas autorizaciones. Fue publicado, origi- 
nalmente, en Comparative Politics, vol. 2, NO 3, 1970, pp. 337-363 con el ti- 
tulo de “Transition to Democracy. Toward a Dynamic Model”. 


¿QUE CONDICIONES hacen posible una democracia? ¿Qué 
condiciones la hacen florecer? Pensadores desde Locke y 
Tocqueville hasta A.D. Lindsay han dado infinidad de res- 
puestas. La democracia, se nos dice, tiene sus raíces en la 
capacidad innata del hombre para autogobernarse. o en la 
ética cristiana o en la tradición legal teutónica. Nació en el 
prado de Putney cuando los iracundos soldados rasos de 
Cromwell enfrentaron a sus oficiales. o en los recintos más 
formales del Parlamento de Westminster. o sobre la roca de 
Plymouth, o en los boscosos cantones sobre cl lago de Lu- 
cerna, o en el afiebrado cerebro de Jean-Jacques Rousseau. 
Sus adalides han sido vigorosos hacendados, mercaderes 
industriosos o una próspera clase media. Puede combinarse 
con un sólido gobierno local. con un sistema bipartidario. 
con una fuerte tradición de respeto por los derechos civiles 
9 con una multiplicidad de asociaciones privadas. 


Recientes publicaciones de sociólogos y cientistas polí- 
ticos norteamericanos privilegian tres tipos de explicación. 
Una de ellas, propuesta por Seymour Martin Lipset, Philips 
Cutright y otros, relacionan la estabilidad democrática con 

cterminadas condiciones económicas y sociales, tales co- 
MO Un alto ingreso per cápita, alfabetismo gencral y una 
alta tasa de concentración urbana. 
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Una segunda explicación se extiende a materias como la 
necesidad de compartir creencias o motivaciones psicológi- 
cas entre todos los ciudadanos. Un amplio espectro de 
cientistas desde Walter Bagehot hasta Ernest Barker han su- 
brayado la necesidad del consenso como base para la de- 
mocracia, ya sea en la forma de una fe común en torno a 
valores esenciales o un consenso sobre el procedimiento co- 
rrecto frente a las reglas del juego, al que Barker llama ““el 
Acuerdo para Disentir”. Entre las actitudes cívicas indis- 
pensables para el funcionamiento exitoso del sistema de- 
mocrático, Daniel Lerner destaca la capacidad de empatía 
y una cierta disponibilidad para participar. Para Gabriel Al- 
mond y Sydney Verba, por su parte, la “cultura cívica” 
ideal implica no solamente tal actitud participativa sino 
también compartir tradiciones y actitudes parroquiales. (1) 

Un tercer tipo de explicación toma en consideración de- 
terminados rastros de la estructura política y social. Al con- 
trario de la teoría predominante del consenso, autores co- 
mo Carl J. Friedrich, E.E. Schattschneider, Bernard Crick, 
Ralf Dahrendorf y Arend Lijphart enfatizan que el con- 
flicto y la reconciliación son consustanciales a la democra- 
cia. (2) Partiendo de similares premisas, David B. Truman 
ha atribuido la vitalidad de las instituciones norteamerica- 
nas a la “participación ciudadana en múltiples grupos de 
presión” —relación que Lipset denomina “entrecruzamien- 
to de asociaciones políticas relevantes”. (3) Robert A. 
Dahl y Herbert McClosky, entre otros, señalan que la esta- 
bilidad democrática requiere de una adhesión a los valores 
o reglas democráticas, no tanto entre el electorado en gene- 
ral sino de parte de los políticos profesionales— quienes es- 
tán supuestamente vinculados entre sí por las efectivas ata- 
duras de las organizaciónes políticas. (4) Harry Eckstein, 
finalmente, ha propuesto una teoría muy penetrante acer- 
ca de la “congruencia”: para lograruna democracia estable 
es preciso que todas las estructuras autoritarias de la socie- 
dad, ya sean las familiares, de trabajo, religiosas o los sindi- 
catos, demuestren ser tanto más democráticas mientras 
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más intervengan directamente en los procesos de gobier- 
no. (5) 

Ciertas hipótesis aquí descritas son compatibles, aún 
cuando también puedan ser tomadas en forma indepen- 
diente por ejemplo, aquellas que se refieren a la prosperi- 
dad, educación y consenso. Otras hipótesis las que hablan 
de consenso y conflicto-— son contradictorias entre sí, a 
menos que se las enmarque con precisión o se intente con- 
ciliarlas con gran atención. Precisamente éste es el valor de 
una gran cantidad de publicaciones que intentan esta sínte- 
sis. Dahl, por ejemplo, sostiene que en una poliarquía (o 
“gobierno de la minoría”, aproximación histórica más cer- 
ca a la democracia) las medidas tomadas por los diferentes 
gobiernos han tendido a lograr un gran margen de consen- 
so. (6) En realidad, tras la intensa búsqueda del consenso 
en los años de la Segunda Guerra Mundial, hoy se acepta 
ampliamente que la democracia es en realidad un proceso 
de “acomodación” que involucra una mezcla de “divisio- 
nes y cohesiones” y de “conflictos y consenso”, para citar 
conceptos claves de una seric de publicaciones recientes. (7 ) 

El debate académico continúa y las respuestas difieren. 
Sinembargo, hay dos notables puntos de coincidencia. Casi 
todos los autores plantean las mismas preguntas y funda- 
mentan sus respuesta en el mismo tipo de evidencia. La 
pregunta no consiste en dilucidar cómo se establece un ré- 
gimen democrático. Más bien se trata de determinar de qué 
Manera una democracia ya existente pueda preservar mejor 
o fortalecer su salud y estabilidad. Las pruebas aducidas 
consisten generalmente en informaciones contemporáncas, 
sean estadísticas comparativas, entrevistas, investigaciones 
ú otro tipo de datos. Esto último es válido incluso para au- 
tores que pasan gran parte del tiempo analizando el tras- 
fondo histórico de los fenómenos que les interesan -por 
ejemplo, Almond y Verba, que han estudiado la cultura cí- 
vica; Eckstein, que estudia las congruencias en las estructu- 
ras sociales noruegas y Dahl, que se ocupa de las minorías 
gobernantes de New Haven y de la oposición en los países 
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occidentales. (8) Sus proposiciones fundamentales están 
formuladas en tiempo presente. 

Podría encontrarse un tercer rasgo de semejanza subya- 
cente en la literatura norteamericana reciente sobre la de- 
mocracia. Toda investigación científica comienza con la 
percepción consciente o inconsciente de unenigma. (9) Al- 
go que ha intrigado profundamente a los investigadores 
más influyentes ha sido el contraste entre el funcionamien- 
to relativamente fluido de la democracia en los países de 
habla inglesa y en los países escandinavos y las crisis recu- 
rrentes y el colapso de la democracia en la 111 y IV Repú- 
blicas francesas y en la República de Weimar en Alema- 
nia. 

Tal curiosidad es naturalmente del todo legítima. La cre- 
ciente literatura y las teorizaciones cada vez más penetran- 
tes sobre los fundamentos de la democracia indican cuán 
fructífera ha sido ésta. De la curiosidad inicial se pasa por 
lógica a la cuestión funcional, supuestamente opuesta a la 
cuestión genética. Tal cuestión, a su vez, se puede respon- 
der más rápidamente examinando los datos contemporá- 
neos sobre las democracias que funcionan, en contraste 
con democracias de funcionamiento irregular o con países 
no democráticos. Preguntarse por aspectos funcionales es 
algo natural para investigadores en un país que diera su 
paso crucial hacia la democracia en los ya remotos días de 
Thomas Jefferson y de Andrew Jackson. Además, concuer- 
da con las tendencias de la última generación o también la 
penúltima de la ciencia social norteamericana que enfatiza 
los estudios de los equilibrios sistemáticos, de las correla- 
ciones cuantitativas y de los datos de encuesta resultantes 
de preguntas elaboradas por el mismo científico. Principal- 
mente concuerda con un prejuicio profundamente arraiga- 
do en contra de la causalidad. Herbert A. Simon lo dice 
muy claramente: “...estamos hartos, en las ciencias socia- 
les, de las relaciones asimétricas. Nos recuerdan las nocio- 
nes de causalidad anteriores a Hume y a Newton. A sangre 


y fuego nos han hecho convertirnos a la doctrina de la no 
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causalidad, de que sólo existen relaciones funcionales y 
que aquellas son perfectamente simétricas. Podemos inclu- 
so tomar como analogía convincente la proposición para 
cada acción hay una reacción equivalente y opuesta que se 
desencadena”. (10) 

Sin embargo, los estudiosos de países en desarrollo del 
Medio Oriente, del sur de Asia, del Africa tropical o de 
América Latina tienen, naturalmente, otras inquietudes 
respecto al estudio de la democracia. El contraste que más 
intriga es el ofrecido actualmente por países con democra- 
cias estables, como Estados Unidos, Gran Bretaña o Suecia. 
con países que están luchando en el umbral de la democra- 
cia, como Ceilán, Líbano, Turquía, Perú o Venezuela. Esto 
los lleva a plantear en primer lugar la cuestión del génesis 
de la democracia. (11) 

La cuestión suscita (o al menos suscitaba, hasta la inva- 
sión rusa de Checoslovaquia en 1968) casi el mismo interés 
en Europa Oriental. La génesis de la democracia no tiene 
solamente un interés intrínseco relevante para mucha gente 
en el mundo; tiene también importancia pragmática más 
fuerte que tantos panegíricos sobre las virtudes de la demo- 
cracia anglo-americana O lamentaciones por la enfermedad 
fatal de la democracia en la República de Weimar o en va- 
rias repúblicas francesas. 

En las siguientes secciones de este artículo intentaré exa- 
minar ciertos aspectos metodológicos implicados en el 
cambio de la investigación funcional la genética, procedien- 
do luego a bosquejar un posible modelo de transición a la 
democracia. 


1 
¿Qué cambios en conceptos o métodos implica el viraje 
del estudio funcional al genético? La respuesta más simple 
sería “ninguno”. Existe la tentación de otorgarle a las teo- 


rías funcionalistas la capacidad de cumplir una doble tarea 
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y transformarse en teorías genéticas, 
pectivas con Westminster y Washingt 
a Weimar y a París, o Ankara, Car 
preciso. Si se piensa que condiciones 
so O el bienestar pueden ayudar a la 
mocracia, puede argumentarse con 
indispensables para su instauración. 

Pero la ecuación funció 


extendiendo SUS Pers 
on como lo Contrario 
acas O Budapest Si es 
tales como el consen. 
Preservación de la de- 
Mayor razón que son 


n-génesis es demasiado simplista 


mentos analógicos son Poco convincentes, al igual que los 
argumentos a fortiori. Más aún, inclinan el peso de las prue- 
bas hacia los que aseveran que las circunstancias que man- 


tienen la estabilidad de las democracias también favorecen 
su surgimiento. 


Uno de los intentos más conocid 
Una perspectiva única, de validez mundial, para estudiar la 
democracia, ya sea en sus comienzos o madurez. son las 
correlaciones estadísticas compiladas por Lipset y por Cu- 
tright. (13) Sin embargo, el artículo de Lipset demuestra 


Os que busca aplicar 
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claramente cuán difícil es aplicar la perspectiva funcional a 
las preguntas genéticas. Interpretados en sentido estricto, 
sus datos sólo pueden aplicarse a aspectos funcionales. Sus 
hallazgos estadísticos se expresan todos en forma de corre- 
laciones en un punto dado en el tiempo. En la década de 
1950 sus “democracias estables” tenían ingresos per cápita 
y tasas de alfabetismo sustancialmente mayores que las de 
sus “democracias inestables” o las de sus autoritarismos 
estables O inestables. Ahora bien, una correlación no es lo 
mismo que un principio de causalidad; a lo más, propor- 
ciona una pista para vislumbrar alguna conexión causal sin 
indicar su orientación. Los datos de Lipset no permiten 
asegurar que los ciudadanos acomodados y con mejor nivel 
educativo sean los mejores demócratas; tampoco el que las 
democracias provean educación superior y un ambiente 
más vigoroso para lograr el crecimiento económico: o si 
existe algún tipo de conexión recíproca de modo que un 
crecimiento del ingreso o de los niveles educativos y de la 
democracia produzca un crecimiento similar en la otra va- 
riable; o si existe algún otro tipo de factores tales como 
una economía industrializada u otros, que origine a la vez 
una democratización, mejores ingresos y eleve el nivel edu- 
cacional. Las mismas objeciones pueden hacérsele a los 
hallazgos de Almond, Verba y otros cientistas que se basan 
principalmente en opiniones recogidas entre contemporá- 
neos o en investigaciones sobre actitudes. Habría que con- 
tinuar esas investigaciones para demostrar si actitudes co- 
mo “cultura cívica”, voluntad de participación, consenso 
sobre valores fundamentales o acuerdos en los procedi 
mientos son causa o efecto de la democracia, o ambos si- 
multáneamente, o ninguna. 

El título del artículo de Lipset hace honor a su enfoque 
funcionalista. Tiene el cuidado de hablar de “ciertos re- 
quisitos sociales” y no de prerrequisitos “de la democra- 
cia” y por lo tanto acepta la diferencia entre correlación y 
causa. Pero tal sutileza se Je ha escapado a muchos lectores 
que, sin pensarlo, interpretan “requisitos” por “precondi- 
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ciones”. (14) El texto del artículo, por lo demás, refuerza 
tal interpretación, ya que repetidamente se desliza de] len- 
guaje de la correlación al de la causalidad. Es significativo 
que en todas estas ocasiones las condiciones económicas 
sociales queden como variables independientes, mientras la 
democracia se vuelve la variable dependiente. 

Una teoría genética deberá ser explítica en cuanto a dis 
tinguir correlación y causa. Con ésto no pretendemos caer 
en visiones anticuadas o simplistas sobre la causalidad, se- 
gún las cuales todo efecto no tiene más que una causa y 
cada causa provoca un solo efecto. Ello no excluye la pos. 
tura “probabilística” que presentara recientemente AL 
mond y que en realidad han asumido todos los estadísticos 
sociales desde la época de Emile Durkheim o antes. (15 ) 
Tampoco descarta conceptos de causalidad sofisticados co- 
mo los de la espiral de Gunnar Myrdal, el quorum de pre- 
rrequisitos de Karl W. Deutsch, las correlaciones no lineales 
de Hayward R. Alker o la noción de un umbral que aplica 
ra recientemente Deane Neubauer a las proposiciones de 
Lipset y Cutright. (16) Sobre todo, la preocupación por 
la causalidad es compatible —realmente es indispensable— 
con una posición escéptica que atribuye a los aconteci 
mientos humanos una combinación de ley y azar. Tal sem? 
determinismo equivale a admitir que el cientista social nun- 
ca sabrá lo suficiente como para entregar explicaciones aca- 
badas y tiene al menos los mismos problemas de los cientí- 
ficos naturales para derrotar a sus demonios. Tampoco de- 
ben coincidir en sus concepciones epistemológicas y meta- 
físicas los especialistas al teorizar sobre la génesis de la de- 
mocracia. Sin embargo, para ser estudioso del génesis debe 
preguntarse por las causas. Cómo mediante estas preguntas 
puede el cientista social cumplir con su tarea específica de 
explorar los límites de las opciones humanas y de clarificar 
las consecuencias de tales opciones dentro de esos márge 
nes. (17) 

Probablemente no es una simple confusión entre corre: 
lacción y causa lo que hace errar el camino a los lectores de 
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Lipset y en ciertos momentos, al mismo autor. Al parecer 
existe un supuesto tácito de que las condiciones económi- 
cas y sociales son de alguna manera más fundamentales y 
que es necesario buscar las relaciones más significativas en 
esta capa profunda, más que en la “superestructura” de los 
fenómenos políticos. El énfasis actual de las ciencias polí- 
ticas en los factores económicos y sociales viene a corregir 
el estéril legalismo de las gencraciones anteriores. Sin em- 
bargo, tal como el propio Lipset, (junto a Bendix) advirtic- 
se en otro contexto puede también muy fácilmente “de- 
formar los acontecimientos reales de la vida política”. (18) 
Hemos corrido el riesgo de perder los elementos políticos 
por dejar de lado lo institucional. 

Es necesario recalcar que este difundido economicismo 
norteamericano sobrepasa a Marx y Engels, quienes vieron 
al Estado como fruto de una conquista militar. a los regí- 
menes económicos definidos por sus relaciones legales de 
propiedad y a los cambios de un régimen hacia otro como 
producto de una revolución política. Si se autoproclama- 
ron “materialistas” o hablaron en un lenguaje de determi- 
nistas económicos, fue mayormente en protesta contra los 
confusos vuelos del “idealismo” hegeliano. 

Toda teoría genética sobre la democracia debiera asumir 
un doble flujo de causalidades, o cierta interacción circu- 
lar, entre los hechos políticos por un lado y las condiciones 
sociales y económicas por el otro. Cuando las condiciones 
Sociales Oo económicas se incorporan a la teoría, debe bus- 
carse especificar los mecanismos, en parte políticos, me- 
diante los cuales esas condiciones llegan al primer plano de 
la democracia. Sin embargo, el cientista político tiene 
Pleno derecho a adherir a la división internacional del tra- 

ajo y a concentrarse en algunos factores políticos, sin ner 
sar por ello la importancia de los factores sociales y econó- 
Micos. Junto a Truman, Dahl y otros, tiendo a ver al con- 
icto y a las alianzas recurrentes O cambiantes como uno 
“ los rasgos centrales de cualquier sistema político. Como 
Apter, considero la opción (choice) como una de las preo- 
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cupaciones centrales del proceso político. (19) 


Lo que vale para la economía y la sociol 
bién para la psicología. También aquí la relación con la po. 
lítica se da en función de interacción e interdepende 
de manera que los fenómenos políticos Pucden tene 
secuencias sicológicas y viceversa. Para explicar los 
nes de la democracia no cs necesario 
mo se hace en varias investigacione 
creencias influyen en forma unilate 
Podríamos reconocer, más bien, jun 
otros sicólogos sociales de la escue] 
tiva” que existen influencias recíprocas entre cree 
acciones. (20) Muchas teorías recientes sobre la d 
cia parecen insinuar que para su promoción e 
educar a los demócratas, probableme 
SOS, propaganda, educación política o quizás como un sub- 
producto automático de una Prosperidad creciente. Por cl 
contrario, creemos en la posibilidad de que las circunstan- 
cias puedan forzar, y atraer, engatusándolos, a los no de- 
mócratas, llevándolos a adoptar conductas democráticas, 
puesto que sus creencias pueden ajustarse oportunamente 
por algún proceso de racionalización o adaptación. 


Ogía vale tam. 


Ncia, 
Tcon- 


Oríge- 
que asumamos —co. 


s recientes- que las 
ral sobre las acciones. 
to a León Festinger y 
a “disonancia coBgnosi- 
ncias y 
emocra- 
S necesario 
nte a través de discur- 


Buscar explicaciones causale 
Específicamente, no asumimos que la transición a la 
democracia sea un proceso uniforme a nivel mundial, que 
afecte siempre a las mismas clases sociales, que plantee 
siempre los mismos objetivos políticos y ofrezca las mis 
mas alternativas de solución. Por el contrario, como lo ad- 
vierte Harry Eckstein, creemos que en la democracia pueden 
combinarse toda una serie de conflictos sociales y diversos 
contenidos políticos. (21 ) Tal afirmación está en la misma 
línea de reconocer que la democracia es ante todo un asun- 
to de procedimientos, más que de esencias. Implica tam- 
bién que, tal como aconteció históricamente en los diferen- 
tes países que han tenido una transición, pueden habel 
múltiples caminos hacia la democracia. 


S no implica ser simplista. 
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Un modelo de transición tampoco debiera sostener que 
la evolución democrática es un proceso continuo y homo- 
géneo en el tiempo. Tal noción de continuidad temporal y 
presumiblemente de correlación lincal pareciera estar de- 
trás de muchos estudios como los de Lipset y Cutright. Al 
contrario, hay una discontinuidad temporal implícita en la 
distinción fundamental esbozada anteriormente, entre aná- 
lisis funcionales y genéticos. La misma discontinuidad pue- 
de llevarse hasta cl propio esquema genético. Puede resul- 
tar bastante útil, por ejemplo, aislar algunas circunstancias 
y considerarlas factores fundamentales y proceder luego 
paso a paso hacia el análisis de otros factores que puedan 
ser determinantes en las fases de preparación, decisión y 
consolidación del proceso. 

Incluso al interior de un país y durante la misma fase del 
Proceso, no suele haber una divulgación pareja de actitudes 
políticas entre la población. Dahl, McClosky y otros auto- 
res han encontrado en democracias maduras marcadas dife- 
rencias de actitud entre los políticos profesionales y el ciu- 
dadano común. (22) Tampoco se puede dar por sentado 
que los políticos compartan entre sí las mismas actitudes. 
Dado que la democracia se basa en el conflicto, se deben 
sustentar dos actitudes para que haya una disputa. 

Todas estas diferencias debieran conciliarse en el perío- 
do formativo, en el cual en parte las discusiones se realicen 
entre demócratas y no demócratas. Finalmente, un modelo 
dinámico de transición debiera permitir la posibilidad de 
que los distintos grupos - por ejemplo, los ciudadanos aho- 
ra y luego el gobierno, o las fuerzas a favor del cambio y 
luego las que ansían preservar el pasado - aporten su im- 
Pulso fundamental para lograr la democracia. 


PES, 


' 
| 


——— 


El argumento metodológico que he desplegado Puede y, 
sumirse en una seric de proposiciones suscintas: 
l. Los factores que aseguran la estabilidad de Una de 


: ñ Mocra- 

cia pueden no ser necesariamente los MISMOS «ue la ha 
. * . + 

cen nacer: explicaciones sobre la democracia Cxigen dis- 


tinguir entre función y génesis. 

. No es lo mismo correlación que caus 
tica debe apuntar hacia esta última. 

3. No todas las relaciones causales van de lo 

mico a lo político. 

4. No todas las relaciones causales van de las cre 
titudes hacia las acciones. 

- La genesis de la democracia no es necesariamente unifor- 
me en todos los países: pueden haber muchos caminos 
hacia la democracia. 

6. La génesis de la democracia no tiene necesariamente que 

ser uniforme en sus etapas temporales: distintos factores 
pueden llegar a ser cruciales durante las sucesivas fases. 

- La génesis de la democracia no tiene necesariamente que 
ser uniforme para todas las clases sociales: aún en un 
mismo lugar y tiempo pueden ser diferentes las motiva 

iones que la generan para los políticos o para el ciuda 
dano corriente. l 
Yo suelo repetir : “no tiene por qué necesariamente ser 


así”. Cada proposición significa abandonar restricciones 
convencionales, desechar supuestos simplificadores que se 
encuentran en escritos anteriores, para introducir factores 
que hacen más complejo y diversificado el análisis. Si mi 
razonamiento concluyese con esta nota escéptica, dejaría 
al investigador totalmente a la deriva y podría hacer casi 
imposible la tarea de construir una teoría de la génesis de 
la democracia. 

Afortunadamente. la perspectiva genética requiere o po 
sibilita una cantidad de limitaciones que logran compensar 
la pérdida de las primeras siete. Continuaremos con la lista 


tu 


dd; UNa teoría genó. 
50Ctal y econó. 


encias y ac- 
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de formulaciones sumarias antes de claborar esta segunda 

parte del planteamiento metodológico. 

8. Los datos empíricos que sustenten una teoría genética 
deben cubrir, para cualquier país dado. un período de 
tiempo que abarque justo desde el momento anterior 
hasta el momento posterior al advenimiento de la demo- 
cracia. 

. Para analizar la lógica de la transformación al interior de 
los sistemas políticos debemos dejar de lado aquellos 
países donde el ímpetu principal vino del extranjero. 

10. Un modelo o tipo ideal de la transición puede derivarse 
de un cuidadoso estudio de dos o tres casos cmpíricos y 
se comprueba aplicándolo al resto. 

La información diacrónica, que cubre más de un solo as- 
pecto en el tiempo. resulta esencial para la teoría genética. 
Incluso esta teoría debiera basarse en casos donde se ha 
completado el proceso. Aunque los datos de países no de- 
mocráticos y de casos abortados o incipientes pueden ser 
interesantes al ampliar la teorización. por el momento con- 
viene comenzar estudiando un fenómeno allí donde se 
originó. Por supuesto no debe suponerse que el “adveni- 
miento” de la democracia ocurra en un solo año. Al invo- 
lucrar la emergencia de nuevos grupos sociales y la forma- 
ción de nuevos hábitos, el período mínimo de transición 
podría corresponder a una generación. En aquellos países 
que no tuvieron modelos previos para imitar, seguramente 
la transición fue mucho más pausada. En Gran Bretaña, 
por ejemplo, puede afirmarse que el proceso comenzó an- 
tes de 1640 y que no llegó a completarse hasta 1918, Para 
aplicar inicialmente las hipótesis, creo conveniente, en 
todo caso, estudiar países donde el proceso haya sido rela 
tivamente rápido. 

El estudio de las transiciones democráticas llevará al 
Cientista político a profundizar en historia, más allá de lo 
que generalmente le interese. Esto implica cambios meto- 
dológicos, comenzando por encontrar sustitutos adecuados 
Para los datos de encuestas y entrevistas. Es muy difícil ob- 
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tener estadísticas confiables en los comienzos 
experimento democrático. La Constitución 
Unidos (artículo 1, sección 2) nos recuerda que los censos 
decenales fueron introducidos en ese Preciso momento 


para que pudiésecmos comenzar a gobernarnos tras un pro- 
lijo recuento de cabezas. 


de cualquier 
de Estados 


Cualesquiera scan las dificultades e 
datos históricos por parte de los cien 
nos se puede alentar y mitigar en al 
tres razonamientos. El hombre no se 
mal político sólo en 1960 o en 194 
nerlo mucha literatura reciente en ci 
toria, parafraseando a Georges Clemenceau, es de 
importante para dejársela sólo a los historiadores. 
temente algunos especialistas en política e 
volcado con entusiasmo crecie 
La lista incluye a Almond, Le 
P. Huntington, Lipset, Robert 
sin incluir a Friedrich y Deut 
tiva histórico-política es el p 


n el creciente uso de 
tistas sociales, a] me- 
80 sus problemas con 
transformó en un ani 
5, COMO parece supo- 
encias sociales. La his- 
Mmasiado 
Recien- 
OMpParada se han 
nte hacia temas históricos, 
onard Binder, Dahl, Samuel 
E. Ward y a Myron Weiner 
sch para quienes la perspec- 
unto natural de partida. (23 ) 
La otra limitación —e sti- 
gación aquellos casos en los cuales el impulso inicial hacia 
la democratización vino de afuera— concuerda con divisio- 
Res convencionales para el estudio social, entre política 
comparativa y relaciones internacionales. Existen temas, 
como el de la teoria de la modernización, donde tal divi 
sión debe superarse desde la partida. (24) En la búsqueda 
de los orígenes de la democracia ambas perspectivas pue 
den aplicarse jun tas, como lo demuestra el sugerente tru- 
bajo de Louis Hartz, la magistral síntesis de Robert Palmer 
y las actuales investigaciones de Robert Ward sobre la inte- 
racción japonesa-norteamericana en la formulación de la 
Constitución de 1947. ( 25) 
intento de elaborar una teoría global, es preferible orien 
tarse al estudio de países en los que la transición haya te- 
nido lugar al interior de un solo sistema. 


l omitir al comienzo de la inve 


Sin embargo, para un primer 
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Al referirme a “impulsos principales del exterior” o a 
transiciones “fundamentalmente al interior del sistema”, 
acepto que las influencias externas están siempre presentes. 
A través de la historia, la guerra ha sido una fuerza demo- 
cratizadora por excelencia, puesto que ha significado rcu- 
nir recursos humanos adicionales y dispersos. (26) Las 
ideas democráticas son muy contagiosas tanto en los tiem- 
pos de Rousseau como en los días de John F. Kennedy y el 
violento derrocamiento de una oligarquía (como en Fran- 
cia en 1830 y Alemania en 1918) ha servido para atemori- 
Zar a Otras y lograr que cedan pacíficamente el poder (co- 
mo en Inglaterra en 1832, en Suecia en 1918). De estas 
omnipresentes influencias internacionales podemos distin- 
guir situaciones en las que los inmigrantes han participado 
activamente en el proceso interno de democratización. Una 
teoría sobre los orígenes de la democracia debe dejar de 
lado en principio a aquellos países donde la ocupación mi- 
litar jugó un rol importante (por ejemplo en Alemania y en 
el Japón de la post-guerra), y a aquellos países donde los 
inmigrantes llevaron las actitudes o instituciones democrá- 
ticas, (Australia o Nueva Zelandia). o donde de ésta u otra 
forma la inmigración jugó un rol importante en la demo- 
cratización (Canadá, Estados Unidos, Israel). 

La preferencia anteriormente expresada por instancias 
de transición relativamente rápidas y la omisión de países 
de inmigración lleva a una seria restricción puesto que deja 
fuera, en este primer intento de teorización, a todas las de- 
mocracias anglosajonas. Pero los motivos parecen convin- 
centes. Incluso puede ocurrir que a los cientistas sociales 
norteamericanos se les haya dificultado la comprensión de 
las transiciones hacia la democracia por el hecho de darle 
una atención indebida a los casos de Gran Bretaña y Esta- 
dos Unidos, países que por las razones expuestas parecio- 
ran estar entre las instancias de más difícil estudio en tér 
minos genéticos, El total de ocho exclusiones provisionales 
nos deja aún (entre las democracias existentes) cerca de 
veintitrés casos en los cuales basar un análisis comparativo, 
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trece de los cuales están en Europa: Australia, Bélgica, Cej- 
lán, Chile, Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Finlandia, 
Francia, Islandia, Irlanda, India, Italia, El Líbano, Luxem- 
burgo, Holanda, Noruega, Filipinas, Suecía, Suiza, Tur. 
quía, Uruguay, Venezuela. (27) o 

Entre estas veintitantas democracias la última proposi- 
ción metodológica nos fuerza a realizar una selección aún 
más estrecha, para esta primera fase de la teorización. Se 
trata de elegir entre tres estrategias de investigación: incluir 
todos los casos relevantes, concentrarse en un solo país, o 
una opción intermedia. 

Evidentemente sería preferible una visión global, más 
aún allí donde el “universo” consiste en no más de veinte 
o treinta casos. Pero un estudio con una cobertura mayor 
siempre es menos profundo. Es tan enorme la cantidad de va- 
riables (las rupturas sociales, las alianzas políticas, las actitu- 
des sicológicas, condiciones cconómicas...), que sólo pue- 
den manejarse mediante simplificaciones que ya hemos re- 
chazado en el plano de la lógica. Por más completo que sea 
un análisis, si se basa en proposiciones falaces jamás arroja- 
rá resultados convincentes. 

La monografía de un país podría evitar este peligro. No 
por: ello debe ser deliberadamente antiteórica o “solamente 
descriptiva”. Cualquier estudio de un país, no obstante, sa- 
crifica las ventajas de la comparación, el más cercano sustt- 
tuto del laboratorio para los cientistas sociales. En ningún 
caso tal estudio puede darnos algún indicio de los hilos 
que, en una maraña de factores empíricos, representan el 
desarrollo de la democracia y cuáles representan la idiosin- 
cracia nacional del país objeto de la monografía. 

La opción intermedia evita los peligros combinados del 
escolasticismo poco convincente y el de eliminar hechos 
importantes. Ofrece, en cambio, un equilibrio más fructífe- 
ro de teoría y empiricismo. Las múltiples variables que 
pueden afectar a los orígenes de la democracia y las aún 
más complejas relaciones entre sí pueden ser seleccionadas 
apropiadamente al ver su configuración global en una can 
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tidad limitada de casos —quizás no más de dos o tres en un 
comienzo. De este ejercicio surgirá un modelo, o lo que 
Weber llama “tipo ideal”, de transición desde un gobierno 
oligárquico hacia la democracia. Por tratarse de un “tipo 
ideal”” resalta deliberadamente ciertas características de la 
realidad y distorsiona, simplifica u omite otras. Como todo 
contraste de este tipo, deberá juzgarse inicialmente por su 
coherencia interna y verosimilitud y en último término por 
su capacidad de sugerir hipótesis aplicables a una amplia 
gama de casos empíricos. (28) Es en este estudio posterior 
del examen cuando la necesidad de una visión global llega 
por sí sola. 

El modelo que intento esbozar en las próximas páginas 
está basado en gran medida en mis estudios sobre Suecia, 
un país occidental que realizó su transición a la demo- 
cracia en el período que va desde 1890 a 1920, y en 
Turquía, un país en proceso de occidentalización en el cual 
este proceso comenzó alrededor de 1945 y aún prosigue. 
La selección de ambos países es al azar —existe sin embar- 
go una situación personal que no viene al caso mencionar. 
En estos momentos estoy dando los primeros pasos de un 
estudio que tratará de refinar la misma serie de hipótesis, 
con informaciones provenientes de una selección de países 
algo mayor y menos arbitraria. 


IV 
A. Condiciones fundamentales 


El modelo comienza con una sola condición fundamen- 
tal: la unidad nacional. Esto no implica nada misterioso co- 
mo Blut und Boden (sangre y suelo) o juramentos dia- 
rios de fidelidad o una identificación en el sentido sicoana- 
lítico, ni se refiere a un gran objetivo político perseguido 
Por toda la ciudadanía. Simplemente significa que una vas- 
ta mayoría de los ciudadanos en una futura democracia no 
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deben tener la menor duda ni reservas mentales acerca de 
la comunidad política a que pertenecen. Ello excluye las 
situaciones de secesión latente, como era el caso al final 
de los imperios Habsburgo y Otomano, O como sucede cn 
muchos países africanos en la actualidad, y recíprocamen- 
te, excluye situaciones donde hayan serias posibilidades. 
de unión, como en varios países árabes. La democracia es 
un sistema de gobierno asentado en mayorías temporales, 
Para que pueda existir el libre juego del cambio de gober- 
nantes y de líneas políticas, tienen que estar bien delinea- 
das las fronteras y la ciudadanía debe tener cierta continuj 
dad en su composición. Ivor Jennings lo enunció concisa- 
mente: “el pueblo no puede decidir hasta que alguien deci 
de quién es el pueblo” (29). 

Se considera a la unidad nacional una condición funda- 
mental en el sentido que debe anteceder a todas las otras 
formas de democratización, pero por otro lado no tiene 
mucha importancia cuánto tarde en producirse. Pudo ha- 
berse logrado en tiempos prehistóricos, como en el Japón 
o en Suecia. O pudo haber precedido a las fases siguientes 
de democratización siglos antes, como en Francia o décz 
das antes como en Turquía. 

Tampoco interesan los medios para su establecimiento. 
Tal vez la situación geográfica determinó que no surgiese 
ninguna otra alternativa —y aquí es elocuente una vez más 
el caso de Japón—. También el sentimiento de nacionalidad 
puede surgir al intensificarse la comunicación social a tra- 
vés de un idioma nuevo desarrollado con este fin. Puede ser 
el legado de un proceso de unificación emprendido por 
dinastías o anteriores administraciones. En este momento se 
hacen relevantes las hipótesis propuestas por Deutsch. (30) 

He sostenido en varias oportunidades que en una era de 
modernización cs bastante improbable que los hombres 
experimenten un fuerte sentido de lealtad, salvo hacia una 
comunidad política lo suficientemente fuerte como para 
lograr algún nivel aceptable de modernización en su vida 
social y económica. (31) Este tipo de hipótesis debe analr 
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zarse dentro de una teoría de la nacionalidad, no dentro de 
una sobre el desarrollo democrático. En el contexto pre- 
sente sólo interesa el resultado. 

Vacilaría en llamar a este resultado un consenso, por al 
menos dos razones. Primero, la unidad nacional, tal como 
lo plantea Deutsch, es producto no tanto de opiniones y 
motivaciones compartidas, como complementación y sim- 
patías en un plano emocional. En segundo lugar, el concep- 
to “consenso” tiene una connotación de Opiniones recog+ 
das con un propósito consciente y de acuerdos deliberados. 
La condición fundamental se logra mejor, sin embargo, 
cuando la unidad nacional es aceptada sin mayores razona- 
mientos, cuando se da por supuesta en el interior de los 
ciudadanos. Cualquier consenso vociferado sobre unidad 
nacional debe ponernos en alerta. Gran parte de la retórica 
nacionalista ha brotado de labios de quienes más inseguros 
se han sentido en su identidad nacional —los alemanes e 
italianos del siglo XIX y los árabes y africanos de hoy, y 
jamás se escuchó entre los ingleses, suecos y Japoneses. 

Escoger la unidad nacional como la única condición funda 
mental implica que no se considera necesario un nivel míni- 
mo de desarrollo económico o «de diterenciación social co- 
mo condiciones o prerrequisitos para la democracia. Estos 
factores sociales y económicos se incluyen en el modelo 
sólo indirectamente como una de las tantas bases alterna- 
tivas para la unidad nacional, o como elementos del con- 
flicto entre bandos. (ver el punto B). Los indicadores so- 
ciales y económicos que ciertos autores citan como **condi- 
ciones estructurales” parecen inadmisibles en cualquier ni 
vel. Existen países sin democracia con muy altos indicado- 
res de desarrollo socioeconómico, como el Kuwait, la Ale- 
mania nazi, Cuba o el Congo-Kinshasa. Por el contrario, los 
Estados Unidos de 1820, Francia en 1870 y Suecia en 
1890 seguramente no habrían quedado muy bien ubicados 
en los parámetros utilizados, como tasa de urbanización o 
ingreso per cápita— para no mencionar el consumo de dia- 
Mos, o la cantidad de médicos, películas o teléfonos por 
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ada mil habitantes. 

de modelo deja totalmente abierta la po- 
sibilidad de encontrar democracias (designadas así con 
toda propiedad), en los tiempos premodernos, prenacione: 
listas y en los países con bajos niveles de desarrollo econó- 
mico. Encontrar una definición de la democracia que pu- 
diese abarcar desde los modernos sistemas parlamentarios 
pasando por los cantones medievales, las antiguas ciudades 
estado (aquellas donde no existió la esclavitud) y algunos 
estados de la América indígena es bastante difícil. No es el 
objetivo del presente proyecto. Sin embargo, no quisiera 
abandonar cl intento. 


B. Fase preparatoria 


Mi hipótesis sostiene que contra esta única condición 
fundamental se destaca el proceso dinámico de democrati- 
zación por una larga y nunca finiquitada lucha política. 
Para darle esta calidad, los protagonistas deber ser represen- 
tativos de fuerzas bien cohesionadas (clásicamente las cla- 
ses sociales) y los temas en cuestión deben tener para ellas 
un profundo significado. Tal lucha puede comenzar al 
emerger una nueva élite que alza a un grupo social alicaído 
y falto de conducción y lo lleva hacia acciones concerta- 
das. Sin embargo, la composición social particular de las 
fuerzas que se enfrentan, tanto de sus líderes como de sus 
seguidores, y la naturaleza específica de los objetivos varia- 
rán considerablemente de uno a otro país e incluso en el 
mismo país en períodos diferentes. 

En Suecia a la vuelta del siglo XIX primero se dio una 
lucha de los agricultores y luego de la clase media baja ur- 
bana y la clase obrera contra una alianza conservadora de 
burócratas, grandes terratenientes e industriales; y los te- 
mas fueron aranceles, tributos, el servicio militar y el sufra- 
gio. En Turquía se ha dado en los últimos veinte años un 
conflicto campo-ciudad. Más precisamente, una lucha de 
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grandes y medianos propietarios (apoyados por una gran 
parte del electorado campesino) contra los herederos del 
aparato burocrático-militar creado por Kemal, el problema 
central ha sido la industrialización contra el desarrollo 
agrícola. En ambos ejemplos los factores económicos han 
tenido la mayor relevancia, pero la orientación de la cau- 
salidad varía. En Suecia un período de fuerte desarrollo 
económico generó nuevas tensiones políticas. En un mo- 
mento decisivo, el aumento salarial permitió a los obreros 
de Estocolmo derribar la barrera de privilegios tributarios 
para el acceso al sufragio. En Turquía, por el contrario, las 
demandas para desarrollar la agricultura fueron consecuen- 
cia y no causa de una democratización incipiente. (32) 

Pueden haber situaciones donde los factores económicos 
hayan jugado un rol menos activo. En India y en Filipinas 
la larga lucha entre fuerzas nacionalistas y la burocracia im- 
perial en torno al objetivo de independencia pudo haber 
tenido igual función preparatoria que los conflictos de cla- 
ses en otros países. En El Líbano la lucha continúa. se da 
principalmente entre grupos sectarios, siendo el botín prin- 
cipal los puestos de gobierno. Si bien las confrontaciones 
políticas de este tipo tienen obviamente dimensiones eco- 
nómicas, sólo un determinismo economicista doctrinario 
podría inferir que las divisiones religiosas o el colonialismo 
tienen únicamente causas económicas. 

James Bryce encontró en su clásico estudio comparativo 
que “sólo por un camino se llegó en el pasado a la demo- 
cracia el deseo de liberarse de peligros tangibles”. (33) Ori 
ginalmente no se buscó fundar una democracia sino que se 
estableció como medio para otro fin o como resultado for- 
tuito de la lucha. Pero ya que los peligros tangibles que 
acechan a las sociedades humanas forman legión, este ca- 
mino único que Bryce señala se ha bifurcado en senderos 
sparados. No se encuentran dos democracias vigentes que 
hayan tenido luchas entre exactamente las mismas fuerzas 
Por los mismos objetivos y con un mismo resultado institu- 
cional. Por lo tanto, parece poco probable que alguna fu tu- 
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ra democracia vaya a seguir los pasos de sus antecesores, 
Como lo advierte Albert Hirschman en sus planteamientos 
sobre el desarrollo económico, intentar seguir buscando 
más condiciones previas o prerrequisitos puede terminar 
por probar concluyentemente que el desarrollo será siem- 
pre imposible y que siempre ha sido así. (34) 


De modo más positivo, Hirschman y otros economistas 
han sostenido que un país podría comenzar su fase de cre- 
cimiento con mejores posibilidades si no imita servilmente 
el ejemplo de las naciones industrializadas y trata de lograr 
lo mejor posible de sus recursos humanos y naturales ade- 
cuándolos esmeradamente dentro de la división internacio- 
nal del trabajo. (35) De modo similar un país puede lograr 
su democracia evitando copiar constituciones o prácticas 
parlamentarias de algún otro régimen democrático. sino 
que debiera enfrentar honestamente sus propios conflictos 
creando o adaptando procedimientos efectivos para solu- 
cionarlos. 


La grave y prolongada naturaleza de los enfrentamientos 
puede llevar a los protagonistas a abanderizarse en dos po- 
siciones. De allí que la polarización y no el pluralismo sea 
el sello de garantía de la fase preparatoria. Por cierto exis 
ten los límites implícitos en el requerimiento de unidad na- 
cional, la cual no sólo debe ser preexistente sino continuar. 
Si las divisiones son marcadamente regionalistas la lucha 
producirá casi con seguridad una secesión y no una demo- 
cracia. Aún entre contendientes geográficamente dispersos 
debe haber algún sentido de comunidad o un cierto equili- 
brio de fuerzas que haga imposible una expulsión masiva 
o un genocidio. Los turcos están comenzando a practicar 
ciertos procedimientos democráticos entre ellos, pero hace 
cincuenta años no trataban en absoluto democráticamente 
a los griegos y armenios. En esta fase preparatoria se pro- 
ducen líneas de conflicto entrecruzadas (crosscutting clea- 
vages) que suelen ser un medio de fortalecer o preservar es- 
te sentido de comunidad. 
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Dahl señala que “un problema permanente para la oposi- 
ción es que o hay demasiado o muy poco...” (36) Los dos 
primeros clementos del modelo asegurarán entre sí que ha- 
lla un nivel correcto. Sin embargo, no pueden promediarse 
tan simplemente la confrontación y la unidad nacional 
puesto que no pueden medirse con la misma vara. Deben 
combinarse grandes dosis de ambas, tanto como sea posible 
combinar una polarización aguda con las líncas de conflic- 
to. Además, como lo han recalcado Mary Parker Follet. 
Lewis A. Coser y otros, determinados tipos de conflicto 
constituyen en sí mismos procesos creativos de integra- 
ción. (37) Una democracia infante no requiere de una lu- 
cha tibia sino de una contienda familiar fuerte. 

Tan delicada combinación tiene el peligro de que fallen 
muchas cosas durante la fase preparatoria. Las luchas pue- 
den seguir hasta que los protagonistas desfalléscan y se des- 
vanezcan los objetivos sin que emerja ninguna solución de- 
mocrática en sus transcurso. O quizás un grupo encuentre 
la forma de aplastar definitivamente a sus opositores. De 
esta u otras formas la evolución aparente hacia la democra- 
cia puede desviar el rumbo y más que nunca con mayor fa- 
cilidad de esta fase preparatoria. 


C. Fase de decisión 


Robert Dahl ha escrito que “la oposición partidista le- 
gal... es un invento reciente y no planificado”. (38) Tal 
afirmación concuerda con el énfasis que da Bryce a la repa- 
ración de ofensas como vehículo para la democracia, y 
con la presunción de que la transición a la democracia cs 
“un complejo y largo proceso que abarca varias décadas. 
Ello no descarta que el voto o la libertad de oposición sean 
ctas conscientes en las luchas de la fase preparatoria. Me- 
nos aún quiere sugerir que un país llegue alguna vez a la de- 
Mocracia en un estado de enajenación. Al contrario, la fase 
Preparatoria termina cuando hay una decisión deliberada 
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de parte de los dirigentes políticos de aceptar la existencia 
de la diversidad en la unidad y para ello se institucionalizan 
algunas formas importantes de procedimientos democráti- 
cos. Tal fue la decisión de los políticos suecos en 1907, 
que he denominado el “Gran Compromiso al adoptar el 
sufragio universal junto con la representación proporcio- 
nal. (39) En lugar de una sola decisión habría varias. En 
Gran Bretaña es bastante sabido que el principio de gobicr- 
no limitado fue superado en el compromiso de 1688, exis- 
tió una evolución en el gobierno parlamentario en el siglo 
XVIII y se lanzó una reforma electoral ya en 1832. Incluso 
en Suecia el fuerte cambio de 1907 fue seguido por la re- 
forma electoral de 1918, que también afirmó el principio 
de gobierno parlamentario. 

Ya sea que la democracia haya sido comprada al por ma- 
yor como en Suecia en 1907 o en varias cuotas como en 
Gran Bretaña, se adquiere por un proceso de decisiones 
conscientes al menos de parte de los más importantes diri- 
gentes políticos. Los políticos son especialistas en el poder 
y no podría escapárseles un traspaso de poder tan impor- 
tante como el de la oligarquía a la democracia. 

Toda decisión significa una elección y si bien la opción 
por la democracia no surge hasta que las condiciones funda- 
mentales y la fase preparatoria estén listas, es una opción le- 
gítima y no algo que fluye automáticamente de esas dos con- 
diciones. La historia de El Líbano grafica las posibilidades 
de tener una autocracia benigna o un gobierno extranjero 
como soluciones alternativas ante las luchas cerradas al in- 
terior de una comunidad política. (40) Por supuesto que 
la decisión de adoptar la democracia o alguno de sus ingre- 
dientes fundamentales puede proponerse y ser rechazada, 
llevando así a la continuación de la fase preparatoria o 
hacia algún resultado abortado. 

La decisión por la democracia se logra por una interre- 
lación de fuerzas. Dado que es preciso negociar aspectos 
muy precisos y se toman grandes riesgos para el futuro, lo 
más probable ts que un pequeño grupo de dirigentes jue- 
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gue un rol desproporcionado, Los demás participantes pue- 
den ser grupos que se inclinan de lado a lado o recién llega- 
dos al escenario político. En Suecia los grupos nuevos e in- 
termedios tuvieron un papel fundamental. Los conservado- 
res e izquierdistas (liderados por una parte por los indus 
triales y por los intelectuales del otro lado), agudizaron y 
cristalizaron todas las salidas en la década de 1890. Luego 
vino un período de estancamiento en el que la disciplina de 
todos los partidos parlamentarios de reciente formación se 
quebró —fue como un proceso desordenado y sin concierto 
donde hubo compromisos, alianzas y permutas que se pro- 
yectaron y exploraron. La fórmula que vio la luz ese día de 
1907 incluía contribuciones esenciales de un obispo mode- 
radamente conservador y de un agricultor moderadamente 
liberal, ninguno de los cuales tuvo roles importantes en po- 
lítica antes o después de esta fase de decisión. 

Así como hay distintos patrocinadores y diferentes con- 
tenidos en esta decisión, los motivos para proponerla y su 
aceptación variarán en cada caso. Las fuerzas del conserva- 
durismo pueden acceder temiendo que la continua resisten- 
cia les haga perder aún más terreno a la larga. (Así pensa- 
ban los Whigs británicos en 1832 y los conservadores sue- 
cos en 1907). O quizás deseaban vivir finalmente con estos 
principios tan largamente anunciados. Así fue la transición 
turca hacia un sistema multipartidario proclamado por el 
Presidente Inónú en 1945. Los radicales (radicals) pueden 
aceptar el compromiso como el primer avance, confiado en 
que el tiempo está de su parte y que habrán futuros avan- 
ces. Tanto los conservadores como los radicales pueden 
sentirse extenuado por las largas luchas o por temer una 
guerra civil. Esta consideración aparecerá con fuerza si han 
atravesado recientemente esta clase de guerra. Como lo St" 
ñala acertadamente Barrington Moore, la guerra civil ingle- 
sa fue una “contribución fundamental para demostrar que 
de la violencia inicial se llega al gradualismo posterior. (41) 
En resumen, la democracia, como toda acción humana, 
brota de una amplia gama de motivaciones entremezcladas. 
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La fase de decisión puede considerarse con propiedad un 
acto de consenso explícito y deliberado. Una vez más, sin 
embargo, este término tan vago debe ser tomado con cui- 
dado y reemplazado eventualmente por algún sinónimo 
menos ambiguo. 

En primer lugar, como sugiere Bryce, el contenido de- 
mocrático de la decisión es irrelevante frente a otros obje- 
tivos fundamentales. En segundo lugar, en la medida que sea 
un compromiso genuino para los principales partidos invo- 
lucrados, será lo segundo mejor y ciertamente no represen- 
tará un acuerdo sobre los aspectos sustantivos. En tercer 
lugar, seguramente existirán permanentes desacuerdos aún 
respecto a los procedimientos. El sufragio universal con re- 
presentación proporcional contenido en el compromiso 
sueco de 1907 no fue del agrado de los conservadores (que 
hubiesen preferido seguir con el antiguo sistema de vota- 
ción plutocrática), ni de los liberales y socialistas (quienes 
querían un gobierno de las mayorías sin los atenuantes de 
la representación proporcional). En la fase de decisión lo 
que en realidad interesa no son los valores abstractos soste- 
nidos por los dirigentes políticos, sino los pasos concretos 
que están dispuestos a dar. En cuarto lugar, el acuerdo al 
que llegan los dirigentes dista mucho de ser universal. Debe 
ser transmitido a los políticos profesionales y a toda la ciu- 
dadanía. Estos son dos aspectos de la fase final o de hab+ 
tuación del modelo. 


D. Fase de habituación. 


Una vez que se toma una decisión desagradable ésta lo- 
gra hacerse más digerible porque forzosamente hay que 
convivir con ella. La diaria experiencia provée ejemplos 
palpables para todos nosotros. La teoría de Festinger sobre 
la “disonancia cognocitiva” aporta una explicación técnica 
y bases experimentales que apoyan ésto. (42) La democra- 
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cia es, por definición, un proceso competitivo y esa compe- 
titividad da ventajas a quienes logren racionalizar su com- 
promiso con ella y ventajas aún mayores para quienes 
crean sinceramente en ella. La transformación del Partido 
Conservador en Suecia entre 1918 y 1936 es un vívido 
ejemplo de este punto. Tras dos décadas, aquellos dirigen- 
tes que a regañadientes aceptaron la democracia o los que 
la toleraron por razones pragmáticas, ya se habían retirado 
o fallecido y fueron reemplazados por otros que creían sin- 
ceramente en. ella. De modo similar en Turquía hay un 
cambio notorio entre el liderazgo de Ismet Inónú, quien 
promoviese la democracia sólo por un fuerte sentido del 
deber, con el estilo de Adnan Menderes que vio en ella sólo 
un vehículo para sus ambiciones, frente a la conducción de 
los dirigentes jóvenes de cada uno de sus partidos que com- 
prenden mejor lo que es la democracia y adhieren a ella 
sinceramente. En pocas palabras, el propio proceso de de- 
mocratización exige un doble proceso de selección darw+ 
nista que favorece a los demócratas convencidos: selección 
que se da cuando los partidos enfrentan elecciones genera- 
les y otra selección que ocurre entre los políticos por la 
conducción de sus partidos. 

Pero la política no consiste sólo en competencias por 
puestos. Por sobre todo es un proceso para resolver conflic- 
tos entre los grupos humanos —ya sea que éstos surjan 
por el choque de intereses o por la incertidumbre acerca 
del futuro, Un régimen político nuevo es una receta nove- 
dosa que invierte en lo desconocido. Por su práctica funda- 
mental de debates multilaterales, la democracia implica un 
procedimiento de ensayo-error, una experiencia de apren- 
dizaie en común, El primer compromiso importante que 
establece la democracia, si prueba ser viable, es en sí misma 
Una prueba de la eficacia del principio de conciliación y 
adaptación. Este primer éxito, por lo tanto, debe servir 
Para que las fuerzas políticas enfrentadas se animen a so- 
Meter otras cuestiones importantes a la resolución median- 
te procedimientos democráticos. 
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En Suecia, por ejemplo, había un inmovilismo político 
general en el último tercio del siglo XIX respecto a asuntos 
primordiales para ese tiempo, como los sistemas impositi- 
vos y de conscripción heredados del siglo XVI. En las dos 
décadas posteriores a 1918, una vez que la democracia fue 
adoptada plenamente por los suecos, se resolvieron una 
multitud de asuntos espinudos. Los socialdemócratas aban- 
donaron su pacifismo inicial, su anticlericalismo y republi- 
canismo y también sus alegatos en favor de la nacionaliza- 
ción de la industria (aunque les costó bastante admitir esto 
último). Los conservadores, en una época feroces naciona- 
listas, apoyaron la participación de Suecia en organizacio- 
nes internacionales. Lo más importante fue que conserva- 
dores y liberales aceptaron plenamente la intervención gu- 
bernamental en la economía y al Estado benefactor. 

Evidentemente esta espiral que en Suecia fue creciendo 
con grandes triunfos para el sistema democrático puede de- 
clinar. Alguna falla visible en la resolución de problemas 
políticos urgentes puede dañar las perspectivas de la demo- 
cracia. Si tal falla acontece en la fase de habituación, puede 
ser fatal. 

Al observar la evolución del debate político y de los 
conflictos en las democracias occidentales en este siglo, 
impresiona ver la diferencia entre los problemas económi- 
cos y sociales que se han vuelto mucho más problemáti- 
cos. (43) Contando con la ventaja que dan los cien años 
transcurridos, es fácil determinar que la estimación de 
Marx tenía errores fundamentales. En la nacionalidad vio 
Una excusa para ocultar intereses de la clase burguesa. De- 
nunció a la religión como el opio de las masas. En la eco- 
nomía, por el contrario, previó fuertes y crecientes luchas 
que terminarían por destruir a la democracia burguesa. Sin 
embargo, la democracia ha demostrado ser más efectiva 
para resolver los problemas políticos allí donde las princi- 
pales divisiones se debieron a factores sociales y económi- 
cos, como en Gran Bretaña, Australia, Nueva Zelanda y en 
los países escandinavos. La lucha entre grupos religiosos, 
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nacionalistas o raciales ha demostrado ser más perdurable 
y causado dramas recurrentes y sin solución, como pasa en 
Bélgica, en Holanda, Canadá y en los Estados Unidos. 

No es muy difícil encontrar las razones: En el frente so- 
ciocconómico el propio marxismo llegó a ser una fuerza 
importante en Europa que sirve en cierto modo como pro- 
fecía del disconformismo. Más allá de ésto hay una dife- 
rencia fundamental en la naturaleza de los temas. En mate- 
ria de políticas económicas y gastos sociales siempre se 
pueden separar los asuntos. En una economía en expan- 
sión se puede hacer de ambas formas: las demandas por 
alzas salariales, ganancias, ahorros para el consumidor y pa- 
gos de servicios sociáles se pueden convertir en un juego 
positivo. Pero no hay posiciones intermedias entre el 
flamenco o el francés como lengua oficial, o entre el calvi- 
nismo, el catolicismo o laicismo como filosofías educati- 
vas. Lo más que puede lograrse ante estos problemas es un 
“compromiso inclusivo” (44), un acuerdo mediante el 
cual en algunas reparticiones del gobierno se hable francés 
y en otras, flamenco; o que algunos niños se eduquen bajo 
la filosofía tomista, otros bajo los preceptos calvinistas y 
los demás reciban la influencia de Voltaire. Esta solución 
podría quitar en parte contenido político al problema. Sin 
embargo, agudiza las diferencias en lugar de superarlas y 
por tanto, puede convertir los conflictos políticos en una 
virtual guerra de trincheras. 

Las dificultades con que topa la democracia en la resolu- 
ción de los problemas comunitarios realza la importancia 
de la unidad nacional como condición fundamental para el 
Proceso de democratización. Las más duras batallas en una 
democracia se dan contra los defectos de nacimiento de 
Una comunidad política. e 

La transición a la democracia, como ya lo sugiriera 
antes, puede requerir actitudes comunes y actitudes distin- 
tas Para los políticos y para el ciudadano común. Esta dis- 
tinción ya aparece en la fase de decisión cuando los dirt 
gentes buscan establecer acuerdos mientras sus partidarios 
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siguen levantando las banderas de las viejas rencillas. Se 
hace más clara en la fase de habituación, en donde se con- 
jugan tres procesos. En primer lugar, tanto los políticos co- 
mo los ciudadanos comunes aprenden a tener fe en las nue- 
vas reglas, pues ven cómo logran resolver con éxito ciertos 
problemas y las aplican a nuevos asuntos. Su confianza cre- 
cerá rápidamente si en las décadas iniciales del nuevo régi- 
men participan en la conducción de los asuntos estatales 
toda la gama de tendencias políticas, ya sea en diferentes 
coaliciones o alternándose como gobierno y oposición. En 
segundo lugar y como lo vimos recién, al experimentar con 
las técnicas democráticas y por la competencia para sumar 
militantes los políticos confirmarán su adhesión y práctica 
democrática. En tercer lugar, la población en general se acos- 
tumbrará a las nuevas estructuras al forjarse lazos efectivos 
de organizaciones partidarias que relacionen a los políticos 
de la capital con las masas a lo largo del país. 

Estas organizaciones partidarias pueden ser las continua- 
doras directas de aquellas que participaron activamente en 
la fase preparatoria o de conflicto de la democratización y 
que mediante la extensión del sufragio en el momento de 
la “decisión” democrática ganaron un terreno libre. Tam- 
bién puede ser posible que no surjan partidos de amplio 
apoyo popular en la fase del conflicto y que la extensión 
del sufragio haya sido restringida. Aún bajo tales condicio- 
nes de democratización parcial de la estructura política, 
puede haberse desatado una dinámica competitiva que 
complemente el proceso. Los partidos parlamentarios bus- 
carán el apoyo de organizaciones en cada distrito electoral 
para asegurarse un abastecimiento continuo de miembros 
para su partido en un futuro parlamento. Tal o cual grupo 
político verá una buena oportunidad de adelantarse a sus 
adversarios promoviendo la ampliación del electorado o re- 
moviendo obstáculos para el control de las mayorías. A 
grandes rasgos ésta pareciera haber sido la forma del desa- 
rrollo británico entre 1832 y 1918. El punto final de esta 
dinámica es lógicamente la total democratización. 
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El modelo presentado aquí hace tres grandes aseveracio- 
nes. Primero, enuncia los elementos indispensables para la 
génesis de la democracia. Por un lado, un sentido de uni- 
dad nacional. Por el otro, conflictos graves y bien delimita- 
dos. También debe haber una adopción consciente de las 
reglas democráticas. Finalmente, tanto los políticos como 
el electorado deben acostumbrarse a estas reglas. 

En segundo término, el modelo asevera que estos ingre- 
dientes deben armarse de a uno. Cada tarea tiene su propia 
lógica y sus protagonistas naturales —una red de adminis- 
tradores o un grupo de intelectuales nacionalistas para la 
tarea de la unificación; un movimiento de masas de las cla- 
ses bajas, guiado tal vez por disidentes de las clases superio- 
res, para la tarea del enfrentamiento preparatorio; un pe- 
queño círculo de dirigentes políticos peritos en negociacio- 
nes y compromisos para formular las reglas democráticas; y 
toda una serie de personas organizadoras y sus organizacio- 
nes para la tarea de formar hábito. Por lo tanto, el modelo 
abandona la búsqueda de “requisitos funcionales” para la 
democracia porque ella no hace más que amontonar todas 
estas tareas haciendo imposible el trabajo global de organi 
zar la democracia. Aquí se sostiene algo análogo a los plan- 
teamientos de Hirschman y otros autores en contra de la 
teoría del crecimiento económico equilibrado. Estos eco- 
nomistas no niegan que la transición desde una economia 
primitiva de subsistencia hacia la sociedad industrial madu- 
ra involucra cambios en todos los frentes: en las calificacio- 
nes a nivel del trabajo, en la formación de capital, en el sis" 
tema de distribución, en los hábitos de consumo, en el 
sistema monetario, etc. Insisten, no obstante, en que s 
país intenta realizar todas estas tareas al mismo tiempo, SC 
verá en la práctica totalmente paralizado —que la balanza 
de pagos más estable es aquella estancada—. De aquí des- 
Prenden que los planificadores de la economia deben me 
Contrar relaciones entre el pasado y el porvenir para impte- 
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mentar una secuencia manejable de tareas. 

En tercer lugar, el modelo sugiere una secuencia que co- 
mienza por la unidad nacional como elemento fundamen- 
tal, pasando por la confrontación, el compromiso y la for- 
mación de hábitos, para llegar a la democracia. La lógica de 
esta secuencia se hizo sentir claramente con el desarrollo 
divergente de Turquía en los años siguientes a 1945. La 
adhesión turca a la democracia se realizó sin grandes con- 
flictos entre los grupos sociales importantes o sus dirigen- 
tes. En 1950 hubo un primer cambio en el gobierno como 
resultado de una nueva mayoría electoral, pero la década 
siguiente vio surgir nuevamente prácticas autoritarias del 
partido recién elegido y en los años 1960 y 1961 el experi- 
mento democrático se interrumpió por un golpe militar. 
Estos desarrollos hacia la democracia no son inconexos: 
Turquía pagó en 1960 el precio de haber recibido su pri 
mer régimen democrático como un regalo gratuito de las 
manos de un dictador. Después de 1961 hubo una evolu- 
ción en una secuencia más apropiada. La crisis de 1960- 
1961 hizo más tolerable el conflicto social y político, de- 
batiéndose por primera vez una serie de problemas sociales 
y económicos. Tomó forma un enfrentamiento entre los 
militares y los intérpretes de las mayorías campesinas, ter- 
minando con un compromiso entre ambos bandos que per- 
mitió reasumir el experimento democrático sobre una base 
más firme ya en 1965. 

Para abreviar, los ingredientes básicos del modelo se han 
reducido a cuatro y las circunstancias sociales o motiva- 
ciones psicológicas que los nutren quedan por verse. Espe- 
cíficamente el modelo rechaza lo que a vaces se proponen 
como precondiciones para la democracia. Por ejemplo, un 
alto grado de desarrollo económico y social o un consenso 
previo, ya sea en aspectos fundamentales o en las reglas del 
Juego. El crecimiento económico puede ser una de las cir- 
cunstancias que generan tensiones esenciales para la fase 
preparatoria o de conflicto —pero existen diversas circuns- 
tancias que también la pueden general. La masividad de la 
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educación y los servicios de asistencia social son general- 
mente el resultado de la democratización. 

El consenso en aspectos esenciales es una condición pre- 
via poco plausible. Un pueblo que no tuviese problemas en 
asuntos de alguna manera “fundamentales” no debiera te- 
ner la necesidad de implementar las reglas de la democracia 
para resolver sus conflictos. Aceptar estas reglas es por ló- 
gica parte del proceso de transición más que un prerrequi 
sito. Este modelo traspasa varios aspectos del consenso des- 
de un estado estático de condiciones previas a un rol de 
elementos activos del proceso. Aquí sigo la huella de Ber- 
nard Crick que lo sintetizó en forma notable: 

““...se cree generalmente que para el funcionamiento de 

esta “ciencia maestra” (la política democrática) debe 

existir una idea compartida sobre el “bien común”, al- 
gún “consenso” o consensus juris. Pero este bien común 
es el propio proceso de reconciliación práctica de los in- 
tereses de los distintos... componentes, o grupos que 
integran un estado: no es un adhesivo externo, intangi- 
ble y espiritual... Los diversos grupos se mantienen jun- 
tos, en primer lugar, debido a su común interés en la su- 
pervivencia y luego, porque practican la política— no 

porque estén de acuerdo sobre “valores esenciales” u 

otros conceptos muy vagos, muy personales o demasia- 

do divinos para molestarse en hacer política por ellos. El 
consenso moral en un estado libre no es algo misterioso 
anterior o superior a la política: es la actividad (la acti- 

vidad civilizadora) de la propia política”. (45) 

La base de la democracia no es el consenso máximo. Es 
el tenue campo intermedio entre la uniformidad impuesta 
(como la que lleva a cualquier tipo de tiranía) y la hostili- 
dad implacable (aquella que puede desintegrar a la comu- 
nidad y llevarla a la guerra civil o a la secesión). En el pro- 
ceso de la génesis de la democracia un elemento que puede 
identificarse como consenso está implícito al menos en tres 
aspectos. Debe haber un sentido previo de comunidad, pre- 
ferentemente un sentido de comunidad que simplemente 
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se da por supuesto, que esté por encima de la mera Opt 
nión y de cualquier acuerdo. Debe haber una adhesión 
consciente a las reglas democráticas, sin que obligatoria. 
mente deban creer en ella hasta su aplicación, primero por 
necesidad y luego gradualmente, por hábito. Cuando estas 
reglas entren a operar plenamente, se acrecentará el área 
del consenso paso a paso a medida que la democracia avan- 
za en el cumplimiento de su abultada agenda. 

No obstante, siempre surgirán nuevos problemas y nue- 
vos conflictos que amenazarán a los recién logrados acuer- 
dos. Los procedimientos característicos de la democracia 
incluyen discursos en las campañas electorales, la elección 
de candidatos, divisiones parlamentarias, votos de confianza 
y de censura. Una multiplicidad de instancias, en resumen, 
para expresarlos conflictos y, por lo tanto, para resolverlos, 
La esencia de la democracia es el hábito de la disensión y la 
conciliación respecto a asuntos en permanente rotación y 
en medio de alianzas siempre cambiantes. Los gobernantes 
totalitarios necesitan forzar la unanimidad sobre valores 
fundamentales y sobre procedimientos antes de dedicarse 
a otros asuntos. Por contraste, la democracia es aquella for- 
ma de gobierno que deriva sus justos poderes del disenso 
de hasta la mitad de los gobernados. 
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